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CAPÍTULO PRIMERO 
De los bienes 
SECCIÓN PRIMERA 
Idea y clasificación de los bienes 
1. Como debe titularse este tratado.— 2. Cosas y bienes en el 
idioma ju t^dico.- 3. Clases de cosas.-4. Clases de bienes.-
5. Bienes inmuebles y muebles.— 6. Subdivisión de unos y 
otros.-7. Bienes fungibles y no fungibles.-8. Bienes sin-
gulares y universales.— 9. Bienes presentes y futuros.-- 
10. Bienes divisibles é indivisibles.-11. Bienes de dominio 
público y bienes de propiedad privada. 
1. El derecho romano llamó tratado de las cosas á esta 
parte de la legislación civil, que se ocupa de las relaciones 
jurídicas que existen entre el hombre y los demás seres de la 
naturaleza. Los Códigos moderaos, con más exactitud en la 
frase, la titulan tratado de los bienes. De los bienes y de las 
diferentes modificaciones de la propiedad la titulan los Códigos 
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Francés, de Vaud y de la Luisiana: de lob bienes, dice simple-
mente el código Holandés: de los bienes, de la -propiedad y de 
sus modificaciones dice el código Italiano: de la división de los 
bienes y de la propiedad, decía nuestro Proyecto de código de  , 
1851: de los bienes, de la propiedad y de sus modificaciones, 
dice nuestro actual código civil. El título, como se vé, se ha 
tomado del código Italiano. 
Estos epígrafes varían en la forma de expresar la idea; pero 
la idea de todos ellos es la misma. Todos, huyendo de la pala-
bra cosas, consagrada hasta ahora por el uso de las Escuelas, 
sin más razón que porque la emplearon los jurisconsultos 
romanos, usan en su lugar de la palabra bienes. No ha sido un 
capricho domos legisladores, sino una necesidad de la ciencia,  _ 4 
lo que lia aconsejado el cambio de la palabra. Cosas y bienes 
no son ya palab^as que expresan un mismo concepto. 
2. Por cosas, en el lenguaje jurídico, se entiende todo lo 
que existe, y existiendo puede prestar alguna utilidad al hom-
bre. «Cosa, dice Escrich en su Diccionario razonado de Legis-
lación y Jurisprudencia, es todo lo que existe física ó moral-
mente: la jurisprudencia se ocupa de las cosas, en cuanto son 
susceptibles de posesión; mas luego que caen en la posesión 
de un hombre, tornan la denominación. de bienes, sin perder 
por eso el de cosàs. El nombre de cosas, en jurisprudencia, 
tiene más extensión que el de bienes: aquel se aplica á todo 
lo que puede poseerse, y este á todo lo que se posee. y se halla 
en nuestro patrimonio.» 
Son, pues, los bienes, según este lenguaje preciso de la 
ciencia, aquellas cosas que, estando ya en el dominio del 
hombre, constituye su patrimonio y fortuna; ó como dice el 
proemio del título 17 de la Partida 2.", todo aquello de que 
los hombres se sirven y ayudan. La idea de cosas es mas gené-
rica y extensa que la idea de bienes. 
Se explica bien, sin embargo, que los romanos usaran la 
palabra cosas, tomando en cuenta la significación que el dere-
cho civil tenía entre ellos. Para los romanos derecho civil 
era 1,a legislación entera de un pueblo, así las leyes de carác- 
ter público como las instituciones de derecho privado; y bajo 
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el dominio de las leyes civiles, caían, por consiguiente, las 
cosas públicas, las del Estado, las comunes y las de los parti-
culares. Hoy que la palabra civil está limitada á significar 
sólo lo que pertenece al orden privado, no podríamos con la 
misma propiedad decir tratado de las cosas; porque las leyes 
civiles no se ocupan de las cosas públicas y comunes, silo 
simplemente de las cosas que están en el dominio particular, 
y estas cosas se denominan más propiamente bienes. 
3. Justificado el empleo de la palabra bienes, y determi-
nado el sentido jurídico de esta frase, podíamos excusarnos de 
tratar de la división de las cosas, siguiendo en esto el ejemplo 
de los Códigos modernos, que sóloMeterminan las especies 
distintas de bienes. Al jurisconsulto, con efecto, bajo el aspec-
to del dererecho civil, nada le interesa saber que hay cosas 
comunes, públicas, nulius y de corporación; nada que las cosas 
de derecho divino se subdividen en. sagradas, santas y .reli-
giosas. 
Cierto que, según su cualidad de apropiación ó como apro-
piarles, las cosas son comunes, públicas, del Estado, de uni-
versidad ó corporación, de particulares ó nulius, como dice la 
ley 2.', tít. 28 de la Part. 3. 11 : cierto que las cosas comunes, 
corno el aire, el agua y la luz, nadie las posee y todos las 
usan, porque no son susceptibles de apropiación: que las cosas 
publicas, como los caminos, las riberas del mar y los ríos, 
aunque proQiedad de ur pueblo ó Nación, se usan por todos 
los habitantes: que las cosas del Estado y de universidad cons-
tituyen el patrimonio de la Nación ó del municipio ó corpora-
ción á que se refieren: que las cosas nulius han sido llamadas 
así, porque no están en el dominio de nadie; y que las sagra-
das, santas y religiosas han sido sacadas del comercio huma-
no y destinadas perpetuamente á la santificación del hombre. 
Pero de las que comprende la primera división se ocupan el 
derecho internacional y el derecho público, y de l as últimas 
trata detenidamente la legislación canónica. Bajo el dominio 
de la ley civil no caen más, que las cosas que constituyen el 
patrimonio particular del hombre: y estas cosas, ya lo hemos 
dicho, en el lenguaje moderno se llaman bienes. De los bienes 
sólo vamos, pues, á ocuparnos. 
Son bienes, según la definición del Código, todas las cosas 
que son Co pueden ser objeto de apropiación (1). 
4. Los bienes son corporales d incorporales. Esta debe ser 
la primera división genérica de los bienes, porque de ella 
toman origen todas las demás. Cosas corporales, decían los 
jurisconsultos romanos, son las que pueden tocarse, quæ tangi 
possunt, velut-fundus; é incorporales las que no pueden tocarse, 
quæ tangi non possunt, gualia sunt ea quæ in jure consistint, 
sicut usufructos. El tacto,, pues, según la doctrina romana, 
marca la línea divisoria entre las cosas corporales é incorpo-
rales. Las que se apreciN por aquel sentido son corporales: 
las demás son incorporal' `'Toda esta doctrina no ha tenido 
más objeto que el dar entrada entre los bienes, á derechos, 
COMO la herencia, servidumbre, el censo y otros, que cons- 
tituyen parte muy principal de la fortuna privada del hombre, 
y que sin embargo no parecían contenidos bajo la denomina-
ción genérica de cosaeg bienes. Con decir que entre los bienes 
del hombre se encuei sus derechos, la dificultad está sal-
vada. 
5. Más importante, más fundamental y de resultados más 
prácticos, es la división de bienes en inmuebles, muebles y 
sentovientes. Esta división corresponde á una realiAad material; 
pero se equivocaría grandemente quien tornara las palabras en 
el sentido material que expresan. La ley, por asimilación, ha 
dado el concepto de inmuebles á cosas que materialmente no 
lo son. De aquí que el sentido jurídico de esta palabra no es 
el mismo qua el sentido común y vulgar. 
En sentido común y vulgar, tenemos por cosa ó bien inmue-
ble todo lo que no puede moverse del lugar en donde está. En 
sentido jurídico es inmueble, no sólo lo que no puede moverse 
del sitio donde está, sino lo que se incorpora al mismo de una 
(1) Art. 333 tornado  literalmente del art. 379 del Proyecto de código de 1851 y 
casi literalmente del art. 406 del código Italiano. 
• 
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manera permanente, y lo que de una manera permanente 
también se destina á su servicio. Bajo el primer concepto es 
inmueble un predio, sea rústico ó urbano: bajo el segundo lo 
es la semilla ó el abono que se arroja en la tierra, la máquina 
que se fija en una casa y la estatua que se coloca en una hor-
nacina: bajo el último aspecto lo es la servidumbre que mejo-
ra las condiciones de un predio y la hipoteca que grava su 
valor. Hay en todo esto mucho natural y real; pero hay tam-
bién no poco convencional y ficticio. 
Resulta, pues, que los bienes son inmuebles por tres concep-
tos distintos: 1.° Por su naturaleza. 2.° Por su destino. 3.° Por 
el servicio á gire se aplican. 
El Código español no establece, c ebo algún código extran-
jero (1) la división que acabamos de ^ `üdicar; pero en el fondo 
la sigue, determinando las cosas que por uno ú otro concepto 
tienen en el derecho la calificación de bienes inmuebles. 
Por su naturaleza, es inmueble el suelo y todo lo que al 
suelo se adhiere de una manera permanente, formando parte 
del mismo. Estas cosas no pueden ser itsladadas a otros pun-
tos, sin descomponer su unidad, sin d struír sus formas y su 
manera de ser. El árbol arraigado en una tierra, la pared que 
le sirve de cerca, el canal que le lleva el riego, son parte inte-
grante del mismo inmueble, forman con él una sola unidad. 
Sin destruir esta unidad, no se puede transportar á otros pre-
dios la pared que forma la cerca, el árbol que arraiga en su 
suelo y el canal que conduce las aguas. Las maderas, las pie-
dras, los materiales en general de que una casa se ha formado, 
son con la casa un inmueble, mientras permanezcan colocados 
en la fábrica; porque sólo descomponiendo el predio, separán-
doles del inmueble, pueden ser transportados. 
Por su destino son inmuebles algunas cosas, no obstante su 
naturaleza, en razón á su asimilación á los mismos inmue-
bles. En tal caso se encuentran los abonos introducidos en 
una tierra para su bonificación, los muebles de una manera 
permanente colocados en una casa, las estatuas situadas en 
(t) El Código Italiano en su art. 407. 
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hornacinas ó nichos para ellas abiertos en los muros, las 
máquinas acomodadas á las dimensiones de un predio, los 
objetos empotrados ó clavados, y en general todo lo que 
demuestra un uso permanente y continuo. Las leyes romanas 
y las de Partida, que establecieron esta doctrina, citan otros 
muchos ejemplos para confirmarla. El fundamento es siempre 
el mismo. Lo que se introduce en un predio, con intención de 
que unido permanezca perpétuamente en el mismo, participa 
de su naturaleza, y se hace inmueble también. Es la intención 
y el destino que le da el hombre lo que decide de su clase. 
Cuando esa intención no es manifiesta, se deduce de los 
hechos. En la interpretación de estos hechos podrán ocurrir 
dificultades; pero la ley tampoco puede dar una regla general 
que los comprenda á. tonos. Los antecedentes de la persona, 
sus eostumbres, las del pueblo é lugar donde se encuentra el 
predio y otras circunstancias, darán mucha luz en cada caso 
particular, para venir en conocimiento de la intención del 
propietario. 
Por el servicio á que se aplican son, en fin, algunas cosas 
inmuebles, como acontece con las servidumbres y con los llá-
mados derechos reales en general. Son para la ley inmuebles; 
no porque no puedan moverse de un sitio para otro, sino 
porque lo son los predios á que sirven ó de cuya naturaleza 
se desprenden. En realidad los derechos, ni son muebles, ni 
son inmuebles: su naturaleza incorpórea no se presta á seme-
jante clasificación; pero por asimilación las leyes los conside-
ran inmuebles, si se ejercitan sobre un inmueble, y muebles, 
si recaen sobre una cosa mueble. En este sentido, definién-
dolos, decían las leyes de Partida que son inmuebles los cen-
sos, todos los derechos que pueden Hipotecarse, las servidum-
bres y los demás derechos de la misma naturaleza. 
Para que ninguna duda se ofrezca sobre el concepto de in-
muebles que tienen ciertos bienes, el nuevo Código los enu-
mera en la forma siguiente: (1) 
Art. 335. Son bienes inmuebles. 
Primero. Las tierras, edificios, caminos y construcciones de 
todo género adheridas al suelo. 
(I) Art. 334. 
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Segundo. Los árboles. y plantas y sus frutos pendientes, 
mientras estuvieren unidos á la tierra ó formaren parte inte-
grante de un inmueble. 
Tercero. Todo lo que esté unido ti un inmueble de una ma-
nera fija, de suerte que no pueda separarse de él sin quebranta-
miento de materia ó deterioro del objeto. 
Cuarto. Las estatuas, relieves, pinturas ú otros objetos de 
uso ú ornamentación, colocados en edificios ó heredades por el 
dueño del inmueble, en forma que revele el propósito de unirlas 
de un modo permanente al fundo. 
Quinto. Las máquinas, vasos, instrumentos ó utensilios des-
tinados por el propietario de la finca á la industria ó explota-
_ ción que se realice en un edificio ó heredad, y que directamente 
concurran á satisfacer las necesidades de la explotación misma. 
Sexto. Los viveros de animales, palomares, colmenas, estan-
ques de peces, ó criaderos análogos, cuando el propietario los 
haya colocado ó los conserve con el propósito de mantenerlos 
unidos á la finca y formando parte de ella de un modo perma-
nente. 
Séptimo. Los abonos destinados al cultivo de una heredad, 
que estén en las tierras donde hayan de utilizarse. 
Octavo. Las minas, canteras y escoriales, mientras su mate-
ria permanece unida al yacimiento, y las aguas vivas ti estan-
cadas. 
Noveno. Los diques y construcciones que, aún cuando sean 
. flotantes, estén destinados por su objeto y condiciones, ti per-
manecer en un punto fijo de un río, lago ó costa. 
Décimo. Las servidumbres y otros derechos reales sobre los 
bienes inmuebles. 
Todos los demás bienes que no se encuentran en las cir-
cunstancias que se acaban de indicar, son muebles para la 
ley; y lo son, no sólo por su naturaleza movible, sino también 
por su destino y aplicación. 
En tal sentido declara la ley (1) que son muebles. 1.° Todos 
los que pueden transportarse 6 ser transportadós de un punto 
A otro sin quebrantar para ello su unión á una 'cosa inmueble. 




2.° Las rentas ó pensiones afectas a una persona ó fa:uiiia, 
siempre que no graven con carga real una cosa inmueble. 
3.° Los oficios enajenados, las concesiones administrativas 
de obras y servicios, y los títulos ó valores de préstamos hipo-
tecarios. 
6. Los bienes inmuebles y los muebles admiten subdivisio-
nes. Los inmuebles son rústicos ó urbanos: los muebles semorien-
tes ó muebles propiamente tales. A su vez los muebles pueden 
ser fungibles ó no fungibles. Y por fin unos y otros son, singu-
lares ó universales, presentes ó futuros, divisibles ó indivisibles. 
Como toda esta nomenclatura juega constantemente en las 
cuestiones, que sobre el dominio y propiedad de las cosas se. 
suscitan diariamente, y el derecho es diferente según la natu-
raleza y calidad de cada una, se hace indispensable dar una 
idea clara de cada clase. 
La diferencia de predios rústicos y urbanos, procede del des-
tino que se da á los bienes inmuebles. Cuando el destino es 
la vivienda del hombre, el predio se llama urbano: cuando el 
destino es la agricultura ó ganadería, se denomina rústico. 
Esta regla no es infalible: no siempre el destino del predio 
decide de su naturaleía. Hubo jurisconsultos romanos, que 
querían se tomase el lugar como signo decisivo de la natura-
leza del predio. Los que están situados en el campo debían ser 
rústicos: los que se encuentran en poblado merecían la deno-
minación de-urbanos. Si las leyes no han patrocinado esta idea, 
tampoco puede decirse que han hecho del destino del predio 
la única regla para su clasificación. Las huertas, patios, jardi-
nes y parques, aunque se hallen próximos á edificios destina-
dos a viviendas, debían ser rústicos atendida su naturaleza; y 
sin embargo, tratándose de servidumbres, son considerados 
como predios urbanos. Las casas situadas en el campo, en un 
cortijo, en una alquería, debían ser calificadas de predios urba-
nos; y sin em argo, por formar parte de un todo dedicado a la 
explotación de ' os campos ó á la cría de ganados, son mirados 
como rústicos —n ambos casos, lo principal atrae y asimila la 
parte: el jard y la huerta se consideran una dependencia del 
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Los bienes muebles son semovientes, cuando se trasladan por 
sí mismos, y en virtud de la fuerza anímica que poseen, de un 
punto á otro del espacio. Tales son los animales de toda espe-
cie. Los muebles propiamente tales no se trasladan por sí mis-
mos, sino que una fuerza extraña los conduce de un lugar a 
otro. En este caso se encuentran todas las cosas que el hombre 
conduce 6 hace conducir. 
7. Los bienes muebles se sudividen en , fungibles y  no fun-
gibles. La distinción no es romana; pero toma su origen en una 
distinción romana. Los jurisconsultos romanos, y con los 
 juris-
consultos los legisladores, distinguieron en las cosas el género 
ÿ la especie. Por cosas genéricas entendieron aquellas que, 
sin perjuicio para nadie, pueden ser representadas por otras de 
la misma clase: un cántaro de vino, diez panes, veinte duros, 
son cosas genéricas según esta doctrina jurídica, porque se re-
presentan y sustituyen por otras de la misma clase y calidad. 
El número, la clase y la medida las destermina: se aprecian 
por lo tanto por el número, el peso y la medida. 
Los romanos tenían por cosas específicas, á las individual-
mente determinadas, de manera que no pudieran confundirse 
ni ser sustituidas por otras. El caballo tal, (designándole por 
su nombre) no es cosa genérica; porque no habiendo más que 
un individuo de aquel nombre, no cabe sustitución de uno por 
• 
otro. 
De esta distinción, que es racional y jurídica, nació la divi-
sión de cosas fungibles y no fungibles. Son fungibles las cosas 
genéricas, es decir, las que atendida la manera como se expre-
san, admiten sin peligro ni dificultad alguna la sustitución de 
unas por otras; y no fungibles, las que están de tal manera 
individualizadas, que no admiten sustitución. 
No está, pues, la razón de la diferencia, según esta doc-
trina en el consumo, es decir, en que unas se consumen con 
el uso, y en que otras por el contrario se usan sin consumirse; 
porque en realidad todas las cosas, hasta las inmuebles, se 
consumen por el uso: todas por la acción más ó menos rápida 
es este uso, pierden con el trascurso del tiempo sus formas y 
su modo de ser. El vestido que usamos, el mueble de que 
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nos servimos y hasta la casa en que habitamos, se consumen 
con el uso: pierden sus formas, se descomponen, se transfor-
man. La cuestión ' es de tiempo: para unas cosas bastan ins-
tantes para operarse la transformación: para otras se necesita el 
trascurso de años, el de siglos tal vez. 
La distinción de cosas fungibles y no fungibles, aunque 
inventada por el hombre, tiene su fundamento en la natura-
leza misma. Su objeto es dar cumplimiento á las obligaciones. 
Las que versan sobre cosas específicas, individuales, no fun-
gibles, se cumplen con la entrega de las mismas cosas que 
fueron materia de los pactos: por su perecimiento , fortuito, la 
obligación queda disuelta. Las fungibles, por su naturaleza 
genérica, por su cualidad de poder ser representadas y susti-
tuidas por otras, se deben siempre, porque nunca perecen: del 
género existen siempre ejemplares con que ser sustituidas. 
No es una sutileza lo que dio lugar á esta distinción. Es 
la voluntad misma de las partes contratantes quien la presta 
vida y existencia. Cuando las partes estipulan la dación de 
cosas fungibles ó genéricas, sin duda alguna que se proponen 
tenga siempre cumplimiento la prestación. Este supuesto, no 
tiene cabida racional en obligaciones en que se estipuló la 
dación de cosas específicas, individuales ó no fingibles. No 
depende, pues, tanto de la naturaleza consumible de las cosas, 
como de la intención de los contratantes, la calificación que 
merezcan en derecho; y en esto nos inclinamos al parecer del 
ilustre ihogrón. El trigo es una materia fungible por su natu-
raleza. vY quién duda que el trigo se puede, por una estipula-
ción, convertir en una cosa específica no fungible? Basta para 
el efecto que en vez de estipular una cantidad en general de 
trigo, se expecifique por señales determinadas la porción de 
trigo que ha de ser materia de la prestación, como por ejem-
plo, la que contiene determinado recipiente. Pues lo mismo 
acontece con todas las cosas que, aún siendo de las que se 
transforman y desaparecen rápidamente por el uso, ha sido la 
intención de los estipulantes que no sean sustituidas y repre-
sentadas por otras. 
En general, pues, son fungibles las cosas que se reciben por 
peso, número ó medida, por ser de las que, pudiendo ser sus-
tituidas por otras de la misma clase, necesitan de la operación 
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de la cuenta, medida ó peso para especificarse y perder la cua-
lidad de ser reemplazadas por otras; pero que su cualidad de ser 
representadas por, otras, no las presta por sí solas la condición 
de fungibles, sin que á esta condición, que las es propia, vaya 
acompañada la intención expresa ó tácita de las partes con-
tratantes, conservándolas aquella cualidad que las distingue. 
Nuestro código, sin embargo, no acepta explícitamente esta 
doctrina de los juriscunsultos modernos, sin duda porque no 
le inspira la suficiente confianza, y vuelve a la idea primitiva 
del consumo para establecer la línea divisoria entre los bienes 
fungibles y no fungibles. A la prima especie, nos dice, perte-
necen aquellos de que no puede hacerse el uso adecuado á su 
naturaleza sin que se consuman; d la segunda especie corres-
ponden las demás (1). 
S. Hay también cosas, ó bienes singulares y bienes univer-
sales. La singularidad en el derecho es la individualidad: toda 
cosa determinada, única, individualizada, es una cosa singu-
lar. Por oposición, todo conjunto de cosas individuales, reuni-
das bajo una razón ó supuesto común, como una herencia, un 
rebaño, un almacén, es una cosa universal. 
9. Por su existencia real ó probable, los bienes se dividen 
también en presentes ó futuros. 
Son presentes los que tienen una realidad efectiva, percep-
tible. 
Son futuros los que, si no existen en el momento actual, 
puede realmente esperarse que han de existir, atendidas las 
leyes naturales ó civiles. 
10. Por su cualidad de poderse dividir en porciones, sin 
perecer por eso, antes bien dando existencia independiente á 
(1) Art. 337. 
• 
-••••••,, 
(í) Art. 338. 
(2) Art. 339. 
(3) Art. 341. 
(4) Arts. 342 á 345. 
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estas porciones, las cosas ó los bienes se dice que son divisi-
bles: corno una tierra, un prado, un rebaño. Cuando las cosas 
no admiten esta división sin desnaturalizarse, como una nave, 
un caballo, un derecho, las cosas se titulan indivisibles. 
11. Existe otra clasificación moderna de los bienes y es la 
que, tomando por fundamento la clase de personas á quienes 
pertenecen, los divide en bienes del dominio público y bienes de 
propiedad privada (1). Esta clasificación ha entrado en los do-
miniás del derecho civil, desde que el decrecho civil se ocupa 
de las personas jurídicas y de la propiedad que á estas perso-
nas corresponde sobre los bienes que constituyen su fortuna. 
Llámanse bienes de dominio público á lo que hasta ahora se 
ha titulado cosas públicas; y con este carácter designa el 
código español (2) a los caminos, riberas, puertos, plazas, 
radas, ensenadas, costas, ríos, torrentes, minas, muros, forta-
lezas y otros análogos, que están destinados á servicios ó usos 
de carácter general. Estos bienes, cuando cesa en ellos el uso 
general á que están destinados, se convierten en bienes nacio-
nales, ó sean bienes de la propiedad del Estado (3) bienes 
patrimoniales del Estado. El mismo carácter tienen cuantos 
posea el Estado como propiedad p>rlvada. Con los bienes de las 
Provincias y de los pueblos sucede una cosa semejante:: que 
son de uso público ó patrimootiales. Son de uso público los.cami-
nos, calles, paseos y obras públicas de uso general. Son patri-
moniales los que constituyen la fortuna particular de las Pro-
vincias ó de los municipios. 
Y por último, deben considerarse como patrimoniales, cuan-
tos bienes pertenezcan á parti culares, ya individual, ya 
colectivamente (4). 
12. Como en el lenguaje común y forma ordinaria de hablar 
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se usan las palabras inmuebles y muebles muy particular-
mente esta última, con sentidos diversos, la ley ha expuesto 
las reglas precisas para fijar su sentido jurídico. 
Usadas las palabras inmuebles y muebles inmediatamente 
después de la expresión bienes, rio tienen otra significación 
que la que acaba de indicarse; pero si la voz muebles se 
usa sola, con ella quiere denominarse el moviliario de una 
casa, y en ese moviliario no están comprendidos el dinero, lo s 
 créditos, los efectos de comercio, valores, alhajas, colecciones 
científicas ó artísticas, libros, medallas, armas, ropas de ves-
tir ; caballerías ó carruajes y sus arreos, granos, caldos y mer-
cancías, ni ninguna otra cosa que no esté destinada á menaje 
ó moviliario de cosa. Si al transmitirse una casa, ya mueble, 
ya inmueble, se dijese que se transmitía con-fodo lo  que en ella 
se hallare, no por eso se entenderá transmitido el metálico, 
valores, créditos y documentos que contenga, como expresa-
mente rio se exprese lo contrario (1). 
SECCIÓN SEGUNDA 
De los derechos 
1. Idea de los derechos con relación d los bienes.-2. Funda
-mentos de su dit isión en JURA IN RE y JURA AD REM.-3. Teoría 
de los derechos reales.— 4. Idea del dominio.— 5. Combina- 
ciones que produce la existencia de los demás derechos reales. 
1. Los bienes y los derechos, acabamos de decir, constitu-
yen la fortuna privada del hombre. Habiéndose tratado de los 
bienes, el orden exige que nos ocupemos ahora de los dere-
chos. 
(I) Arts. 346 y 347. 
TOMO l t. 2 
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Son los derechos, como parte integrante de la fortuna par-
ticular, las relaciones jurídicas que existén entre nuestra capa-
cidad y los objetos sobre los que se ejerce nuestra actividad: 
la facultad de poder aplicar las cosas á la satisfacción de nues-
tras necesidades. Esta facultad, dándonos sobre las cosas un 
dominio que otros no tienen, y excluyendo a los demás de su 
uso, hace mejor nuestra condición, aumentando los medios de 
satisfacer todos los órdenes de necesidades y constituyendo 
nuestra riqueza. 
2. Pero los derechos 6 facultades que sobre las cosas nos 
corresponden, no siempre se ejercen de la misma manera. 
Unas veces se ejercitan directamente sobre las mismas cosas: 
nadie se interpone entonces entre nuestra acción y los bienes 
° mismos: si alguien se interpusiera, podríamos, con el apoyo de 
la ley, apartarlo de nuestro camino, para que nuestra actividad 
no fuese interrumpida. Al derecho que en esta forma se ejerce, 
los jurisconsultos han convenido en llamarle, derecho real, que 
quiere decir, facultad que se ejerce inmediatamente sobre las 
cosas: acción directa del hombre sobre los bienes. 
Otras veces, entre la acción del hombre y las cosas se encuen-
tra a otra persona, que es la que posee las cosas, y de quien 
debe exigirse su cesión ó aplicación a una necesidad. La rela-
ción del hombre con los bienes no es entonces directa, sino 
indirecta; y en la ciencia esa relación, que se ejerce por la 
mediación de un tercero obligado, ha recibido el _nombre de 
«7erecho personal. 
Derecho real 6 derecho personal, jus in re ó jus ad rem, como 
le llamaron los escolásticos (1), siempre son facultades que 
ensanchan y agradan la acción del hombre sobre los bienes, 
aumentando su patrimonio. La distinción no era de la ley: el 
derecho romano no la había establecido. Se funda sólo en el 
(1) Decimos que es escolástico el origen de las frases jus in re y jus ad rem, 
porque no las usaron las leyes y los jurisconsultos romanos, habiéndose introducido 
en las Escuelas italianas en el siglo xii, donde aparecen por primera vez en el 
Brachtlogo ó compendio del derecho Justinianeo. 
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procedimiento, en el modo de ejercerse la actividad humana (1): 
pero como responde á una realidad perfectaty ocasiona una 
clasificación muy filosófica, todos los códigos modernos la han 
aceptado, y hoy es de un uso universal en el inundo. 
En este concepto, pues, siendo todos los derechos que el 
hombre tiene sobre los bienes, ó inmediatos y directos, ó 
mediatos é indirectos, dos deberían ser 
 la partes naturales en 
que se dividiese el tratado de los bienes, á saber: tratado de 
los derechos reales y tratado de los derechos personales. Eu 
el primero se encontrarán la propiedad, la posesión, el usu-
fructo, el uso, la habitación, la servidumbre, el censo, la 
hipoteca, el tanteo, el retracto, la superficie, el arreuda-
miento y la herencia. En el segundo las obligaciones en todas 
sus diversas especies. Algunos autores siguen esta división (2), 
que no deja de ser racional, una vez aceptada la clasificación 
de los derechos sobre los bienes, en derechos reales y dere-
chos personales. Ya dijimos, al tratar de este particular (3), 
que si no seguíamos este método en la exposición de la 
doctrina, era únicamente por acomodarnos al que emplean 
los Códigos modernos, que es el mismo que ha adoptado tam-
bién el Código civil español. -- 
De conformidad con este método, vamos á ocuparnos en 
(1) No todos los expositores están conformes con esta doctrina. Laboulaye, á 
quien siguen entre nosotros Azcárate y Giner, aquel en su Ensayo sobre la histo-
ria del derecho de propiedad, y este en sus Principios de derecho natural, expli-
can la distinción de derechos reales y derechos personales, diciendo: que en rea-
lidad no hay más que derechos personales, porque el derécho es siempre una rela-
ción jurídica entre dos personas ó sujetos. Pero en esa relación de estos dos sujetos, 
uno suele ser activo y otro pasivo; y el objeto de la relación es siempre una condición 
que consiste en un acto, en un hecho, en una prestación, la cual puede estar 6 no incor-
porada a un objeto. La diferencia procede de que en unos çasos el sujeto pasivo es una 
persona determinada y en otros lo son todas. Según estos expositores, cuando el 
sujeto es una persona determinada, el derecho se llama personal: cuando no hay per-
sona determinada, el derecho toma el nombre de real. 
En la teoria expuesta, como se comprende á su simple 
 examen, hay mucha novedad, 
pero poca exactitud. No siempre, como en ella se afirma, la relación jurídica consiste 
en un hecho ó prestación; pues hay derechos que no nacen de los contratos, sino de 
las leyes; y en los reales por lo pronto, no se ve sujeto alguno obligado esa presta- 
ción, pues la obligación general que todos tenemos de respetar el derecho ageno no 
puede tomarse, sin trastornar el sentido jurídico de las palabras, como una prestación. 
Tampoco, en buenos principios científicos puede admitirse, que la prestación va 
incorporada al objeto ó cosa. La prestaciún e, obligación puramente humana. 
(2) I.os Sres. Viso y Morató. 
(3) Titulo Preliminar.—Cap. 7.", pág. 78. 
r 
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esta primera parte del tratado, de los bienes y de los derechos 
llamados reales,tuya naturaleza consiste, como acabamos de 
ver, en el ejercicio directo de las facultades de la persona . 
 sobre los mismos bienes específicos, sin mediación de nin-
guna otra persona. 
3. Estos dérehh. reales son, expresados por el orden 
mismo- dé su generación ó importancia: el dominio, la propie-
dad, la posesión, el usufructo, el uso, la habitación, las servi-
d dunabres, la hipoteca, el censo, el retracto, el tanteo, el arren-
damiento, la superficie y el derecho hereditario. En todos ellos 
concurren los caractéres propios de los derechos reales. Con-
sisten en una relación jurídica de la persona sobre bienes 
determinados: esa relación, en todos ello , se traduce por 
una acción directa, sin intermedio de otra persona; y esta 
acción es de tal naturaleza, que se ejercita sobre la cosa, sin 
consideración á persona alguna. 
Esos tres caractéres, de recaer sobre bienes específicos, 
nacer directamente del dominio y estar asistidos de acción inde-
pendiente de la persona del poseedor, son los mismos que asig- 
•nan los autores á todo derecho real. 
4. El dominio es el primero de todos ellos, porque rea-
sume todas las facultades que la persona puede tener sobre 
los bienes. Todos los demás son desmembraciones ó partes 
desprendidas del dominio. Si para expresar esta idea pudié-
ramos servirnos de una imágen, diríamos que el dominio es 
el árbol y los demás derechos las rainas. Toman las ramas 
vida del árbol, forman parte de su existencia; pero la imagi-
nación puede concebirlas separadas y perteneciendo á perso-
nalidades distintas. Cuando toda la vida jurídica, toda la 
plenitud de acción, todas las facultades que el hombre puede 
ejercer sobre una cosa, permanecen reunidas en su mano, 
sin que tenga que compartir -su ejercicio con ninguna otra, 
sin que nadie esté autorizado para interponerse entre su 
derecho y la cosa, sin que á nadie le sea permitido limitar 
su libertad de acción; esa persona se dice que tiene pleno 
dominio en la cosa: que es el dueño y Señor de ella. 
• 
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5. Cuando comparte con otras personas el ejercicio de 
esa especie de soberanía que le corresponde sobre una cosa, 
ya permitiendo que otra persona ejerza alguna de las faculta-
des propias de su soberanía, ya limitándose, sin enajenar, el 
uso de alguna de esas facultades; entonces, sin dejar de ser 
propietario de la cosa, sin dejar de tenerla apropiada, consti-
tuye sobre esa cosa y en favor de otra persona derechos, que la 
ciencia ha convenido en llamar reales, porque sin considera-
ción á quien pertenezca la cosa, se ejercen sobre ella por 
personas distintas de su dueño. Por eso ha podido decirse 
con razón, que el dominio es el derecho real por excelencia, 
el único tal vez de los derechos réales. La existencia del 
dominio se concibe bien, sin que existan los demás derechos 
reales. Lo que no se concibe en manera alguna es la exis-
tencia, de estos derechos, sin la preexistencia del dominio. 
Hay árbol sin ramas, pero ramas sin árbol nunca pudieron 
existir. 
La teoría de los derechos reales no existiría, si el hombre 
en sus combinaciones no hubiera convenido en compartir 
con otras personas el uso de los derechos que le pertenecen 
en sus bienes. Debemos felicitarnos de estas combinaciones, 
porque unen con toda variedad de vínculos á los hombres, 
haciendo más fecunda y más útil la propiedad de los bienes. 
6. La propiedad y la posesión son el primer resultado de 
esas combinaciones. La mera propiedad mantiene todavía 
á la persona en el señorío sobre la cosa : es el sello de esa 
especie de soberanía. La posesión le arranca el ejercicio de 
esa soberanía: es el ejercicio práctico de esa misma soberanía. 
La soberanía sin el uso es una soberanía nominal, una sobe-
ranía imperfecta. El ejercicio de la soberanía, sin título bas-
tante para ejercerla, es una soberanía imperfecta. Sólo reu-
nidas las dos en una sola persona constituyen el derecho pleno. 
Divididas entre dos, la una tiene el derecho, la otra el uso 
del derecho. Por eso la propiedád por si sola no es un domi-
nio verdadero: por eso la sola posesión no es tampoco el 
dominio. A la una la falta el ejercicio : á la otra la falta la 
certidumbre del derecho. Con razón ha podido asimilarse la 
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mera propiedad al dominio; pero con razón se la distingue 
del mismo por su falta de uso de las cosas.. Con razón ha 
podido decirse de la posesión que es un cuasi-dominio; pero 
con razón también ha podido afirmarse que es un dominio 
imperfecto y revocable: 
Después de la posesión, ningún derecho real existe tan 
importante como el usufructo, considerado hasta ahora como 
una servidumbre personal  , y que tiene todos los carac-
téres de un verdadero derecho real. El usufructo es hijo dé 
otra combinación, muy natural en el tráfico y comercio de 
los hombres. La combinación que da nacimiento y origen al 
usufructo consiste en dividir entre dos personas, no ya la sobe-
ranía de las cosas, sino las dos facultades que constituyen 
principalmente el dominio, á saber : la libre disposición de los 
bienes y el derecho de gozar ó aprovecharse de su utilidad. 
Cuando una persona conserva aquella facultad y otra tiene 
este derecho, el dominio ha sufrido una desmembración 
importante : se ha desprendido del usufructo. El dueño sigue 
siendo dueño de la cosa, pero otra persona tiene en esa cosa 
el derecho real de usufructo. 
Realizada la combinación del usufructo, ha sido fácil cosa 
llegar á la combinación del uso y de la habitación. Las pala-
bras mismas con que se designan á estos" derechos reales, 
expresan su naturaleza. El uno desprende del dominio el 
empleo de las cosas para los servicios á que están destinadas: 
el otro arranca al dueño el derecho de ocupar un predio 
urbano. Ambos introducen á personas extrañas en el goce de 
bienes que no les pertenecen. 
Hasta aquí, las combinaciones dividen las facultades del 
dominio entre dos ó más personas. Los derechos reales que 
nacen de estas combinaciones son verdaderos desprendi-
mientos del dominio. Por ellos, personas que no son dueñas 
de los bienes, ejercen en ellos acciones directas que sólo á los 
dueños debían pertenecer. Pero caben más combinaciones que 
las indicadas: caben las combinaciones que, sin arrancar del 
dueño ninguna de sus facultades, limiten su ejercicio, ponien-
do trabas á su libertad de disponer de las cosas, de su valor 
ó de sus utilidades. Estas combinaciones dán origen á los 
derechos que en la ciencia se conocen con los nombres de 
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servidumbre, hipoteca, retracto, tanteo, censo y arrenda-
miento. 
Esta distinción, que divide en dos grupos á los derechos 
reales, colocando en el primero al dominio, la propiedad, la 
posesión, el usufructo, el uso y la habitación, y en el 
segundo á la servidumbre, la hipoteca, el retracto, el tanteo, 
el censo y  el arrendamiento, es de Ahrens, y la siguen 
muchos tratadistas. 
La servidumbre limita la libertad del dueño de un predio, 
impidiéndole ejecutar lo que sin esa limitación haría, y obli-
gándole á consentir en lo que en otro caso no permitiría. Este 
derecho real- no divide entre dos personas el dominio; pero 
hace menos estimable y perfecto ese  _ dominio, en cuanto que 
embaraza los movimientos del dueño. 
La hipoteca, ni divide el dominio, ni limita el goce, de los 
bienes; pero impide al dueño disponer libremente del valor 
de las cosas. Afecto este valor al cumplimiento de una obliga-
ción, limita el uso de una de las facultades del dominio, cual 
es la de disponer libremente de las cosas y dar á su valor la 
aplicación que tenga por conveniente su dueño. Por la hipo-
teca se le sujeta á dar á una parte de este valor una aplicación 
determinada, y aún a enajenar la cosa misma. 
En otras combinaciones, no es el valor de los bienes, sino 
sus frutos, los que tienen una aplicación anteriormente deter-
minada. El dueño no tiene libertad absoluta para disponer de 
ellos: debe ante todo aplicarlos al pago de ciertas pensiones. 
Personas extrañas completamente al dominio tienen derecho 
de que los frutos se apliquen al pago de esas pensiones. Este 
derecho es conocido en la ciencia con el nombre de derecho 
real de censo; y consiste, como vemos, en una limitación de 
la libertad del dominio. 
Limitaciones de la libertad que tiene todo dueño para trans-
mitir a quien tenga por conveniente su derecho son también 
los retractos y tanteos; pues por ellos se le imponen, contra 
su voluntad, sucesores en el dominio que él no ha elegido. 
Estos derechos, ni dan participación á nadie en el dominio, 
ni le impiden el goce absoluto de las cosas: no hacen más que 
limitar en casos dados la facultad de elegirse un sucesor. 
Otra combinación permite á una persona extraña ciertos 
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derechos en el suelo de un predio urbano, dando lugar al 
derecho real conocido por el nombre de superficie. 
Y por último hasta el arrendamiento, según la ley hipote-
caria vigente, se convierte en un derecho real en ciertos 
casos (1) ; porque en ellos el arrendatario adquiere y con-
serva el uso del predio, `cualquiera que sea la persona que lo 
posea, y sin que el cambio de personalidad le pueda privar de 
aquel derecho. La combinación limita, sin desconocer la 
facultad del nuevo dueño de una cosa para disponer de su uso, 
en cuanto le obliga a respetar el derecho á ese uso adquirido 
por determinada persona. 
Los autores colocan al derecho hereditario entre los dere-
chos llamados reales; porque lo es efectivamente, toda vez 
que da facultad al que lo posee, para ejercer directamente su 
 n 
acción sobre los bienes que constituyen esa unidad universal 
\denominada herencia, sin que el ejercicio de esa facultad 
dependa de un tercero, y pudiendo sin consideración -
reivindicar los bienes en que consista. En realidad, el derecho 
hereditario, con relación á los bienes de la herencia, es el 
mismo dominio en ellos, variando únicamente la persona que 
lo ejercita. Por ejercitarlo un sucesor á título universal se 
denomina derecho hereditario: en el fondo es el mismo domi-
nio, transmitido á un sucesor por causa de muerte. 
	 • 
Mas como el derecho hereditario, ó sea la sucesión en los 
bienes y acciones de un causante, tiene mucha más impor-
tancia como modo de adquirir que como derecho real, de estos 
dos aspectos bajo los que puede ser considerado, nosotros, 
siguiendo el ejemplo de los Códigos, hemos dado preferencia 
al primero. Sin desconocer ni negar la naturaleza real del 
derecho hereditario, le colocamos a la cabeza de los modos 
de adquirir el dominio, en el libro destinado á tratar exclu-
sivamente de estos modos. 
La doctrina precedente expone lo que son, como nacen y 
como se constituyen todos los derechos, que en las diversas 
combinaciones humanas constituyen la riqueza y patrimonio 
c 
(1) Cuando el arriendo es por más de G años, y cuando se pagan 3 anualidades 
anticipadas. 
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particular del hombre (1). El dominio y los derechos reales, 
que constituyen esta riqueza, 
 . van á ocuparnos en esta 
segunda parte de la ciencia. Trazado tenemos el camino, y 
demostrado porque titulamos á esta parte del derecho, tra-
tado de los bienes, de la propiedad y de los derechos reales. 
CAPÍTULO II 
Del dominio y de la propiedad 
SECCIÓN PRIMERA 
Distinción entre dominio y propiedad 
1. Origen de estas palabras.-2. Acepción de las mismas en las 
leyes romanas.— 3. Acepción que tienen hoy en la ciencia.— 
4. Uso de las mismas en el lenguaje común. 
1. Aunque en el uso común se confundan las palabras 
dominio y propiedad, ni histórica ni científicamente examina-
das estas voces, significan una sola y misma idea. Las reuni-
mos en un mismo epígrafe, porque los Códigos y las leyes las 
usan indistintamente, y porque tienen de común los funda-
mentos y la relación que expresan. 
2. Dominio y propiedad son dos palabras de origen latino, 
que, como hace notar juiciosamente Ortolan, representan dos 
(1) Escritores alemanes, refiriéndose al derecho romano, hacen una enumeración 
muy diferente de los derechos reales. Para Heinecio son cuatro: dominio, derecho 
hereditario, servidumbre y prenda. Para Wesembecio son cinco: los anteriores y la 
posesión. Jacobo Bornio los reduce á uno; el dominio. En nuestra legislación vigente 
estas teorías no tienen aplicación. 
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grandes períodos históricos del derecho romano. Dominio viene 
de dominus, Señor; como dominus se derivó de domos, casa ó 
familia. Era dominus el Señor ó soberano de la familia, y domi-
nium el derecho que aquel Señor tenía sobre todos los bienes, 
res, de aquella familia. Dos unidades constituían el fundamento 
de la familia romana: la unidad de la personalidad, dominus, y 
la unidad del patrimonio, res. A la relación jurídica que existía 
entre el dominus y el res, se la llamó naturalmente dominio, 
que quiere decir en resúmen derecho de propiedad familiar. 
Todavía por aquel tiempo no conocía Roma el derecho de 
propiedad exactamente dicho; porque el derecho de propiedad 
es una relación individual de la persona con las cosas, y Roma 
no había constituido todavía la propiedad sobre la base de esa 
relación personal. Esta idea, como del derecho de gentes, debía 
venir más tarde á la vida jurídica; y vino, cuando Roma educó 
á sus jurisconsultos en los principios de la escuela de Zenón, y 
cuando los ilustró en el estudio comparativo de las legislacio-
nes. Entonces las cosas, res, no estuvieron sólo en el patrimo-
nio de las familias, sino también en la dominación de los par-
ticulares. Y dueño no lo fué solamente el hombre á título de 
jefe y como representación viva de una familia, sino como per-
sona independiente de todo vínculo familiar. A este cambio de 
relación entre los hombres y las cosas, sucedió un cambio tam-
bién en la palabra que expresaba esa relación. Se llamó pro-
pietas, propiedad, á lo que hasta entonces se había dicho 
domminium, Señorío. 
Las dos palabras, representando en el fondo una misma 
cosa, á saber, una especie de soberanía del hombre sobre las 
cosas, indicaban sin embargo dos especies de soberanía: el 
dominio, la soberanía del jefe de una familia sobre los bienes 
que constituían el patrimonio de esa familia: la propiedad, la 
soberanía de una persona sobre las cosas de su pertenencia. 
La propiedad, pues, atendido su origen histórico, es una 
relación personal del hombre sobre las cosas, como el domi-
nio, en la organización especial que recibió la familia romana, 
fué una relación de los jefes de las familias sobre  los bienes. 
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3. El dominio en el sentido romano no existe ya: desapa-
reció con la organización familiar que le sirvió de fundamento. 
Pero todavía esa palabra, al tomar carta de naturaleza en el 
idioma jurídico, ha conservado una significación más impor-
tante y extensa que la palabra propiedad. Dominio, como dice 
Vinio, es todavía plena in rem potestas, la plenitud 6 `conjunto 
de todos los derechos que sobre las cosas puede ejercer una 
persona. Mientras estos derechos no se desmembran, dominio 
y propiedad significan una misma idea. Cuando los derechos 
se dividen, el dominio, desprendido de alguno de esos dere-
chos, es designado más exactamente con la frase propiedad. 
Así al dominio directo en la enfitéusis se le llama ordinaria-
mente derecho de mera propiedad: así en los bienes dados en 
usufructo, se dice del dueño de ellos, que conserva sólo la 
propiedad. 
Hemos de convenir, sin embargo, en que no se usan en los 
Códigos ni en los tratados de la ciencia las dos palabras domi-
nio y. propiedad con . la significación distinta que deben tener. 
Ordinariamente, legisladores y jurisconsultos las emplean in-
distintamente para significar, como dicen las Partidas, la espe-
cie de Soberanía ó Señorío que home ha en sus cosas (1). No 
haremos tampoco formal empeño en distinguirlas, bastándonos 
para el objeto dejar consignado, lo que en los dominios de la 
historia y en el lenguaje rigorosamente preciso de la ciencia 
significan esas dos palabras. 
(t) Leyes 1 ", tit. 28, Parts. 3' y 27, tit. 2.°, Part. 3.2 
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SECCIÓN SEGUNDA 
De la propiedad filosóficamente considerada 
PÁRRAFO I 
Naturaleza de la propiedad 
1. Idea de la propiedad.— 2. Origen de este derecho.— 3. Fun-
damentos racionales del mismo.-4. Escuelas que le han com-
batido.-5. Males que se le atribuyen.-6. Soluciones que 
ofrecen el comunismo y el socialismo. 
1. E la propiedad, filosóficamente,considerada, el ejerci-
cio de esa Soberanía que Dios ha concedido al hombre sobre las 
cosas creadas, para aplicarlas á la satisfacción de sus necesi-
dades. Representa siem} ;e como derecho, una facultad, una 
relación del hombre sobre las cosas. Como facultad está en 
nuestra naturaleza, no ha sido la obra de nadie: como rela-
ción, significa la facultad en acción, el ejercicio de nuestra 
actividad sobre los objetos. Bajo ambos aspectos la propiedad 
no es una creación del hombre: es la obra del mismo Dios, que 
haciéndonos inteligentes, libres y sociables, nos dió al propio 
tiempo el poder y los medios de satisfacer las necesidades que 
en este triple concepto aquejan-nuestra existencia. 
2. No busquemos fuera de nosotros mismos los fundamen-
tos de la'propiedad. El derecho de propiedad está en nuestra 
naturaleza, forma parte de nuestro ser, es un complemento 
necesario de nuestra personalidad. El hombre, sin el sagrado 
derecho de propiedad, sería un ser incompleto. Habría reci-
bido de la mano de Dios la ley de su perfectibilidad, y carece-
ría de los medios indispensables para cumplir esa ley. Habría 
sido colocado por la Providencia en medio de la naturaleza, 
1 
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como Soberano de las cosas creadas, y carecería de poder para 
regir y gobernar esa naturaleza de que es Rey y Señor. 
Al dar Dios al hombre las condiciones que constituyen el 
fondo de su naturaleza, le hizo propietario de las cosas, le dió 
el derecho de propiedad, que es el poder de aplicarlas á la satis-
facción de sus necesidades. La libertad, que le distingue, no 
obtendría desenvolvimiento, sin el derecho de dominar las co-
sas. La perfectibilidad, que le obliga, no hallaría cumplimiento, 
sin la potestad de satisfacer las múltiples necesidades que origi-
na. Suprimamos en el hombre la razón, la libertad y la perfec-
tibilidad, que le elevan sobre el nivel de todos lbs seres creados, 
y la propiedad no será necesaria; pero al suprimirlas, habrémos 
suprimido también al hombre como ser superior, y le habré-
inos confundido con todos los demás seres que se gobiernan 
por las leyes solas del instinto. Conservémoslas, y el derecho 
de propiedad se levantará en seguida, como un corolario nece-
sario de la naturaleza humana. Quien ha dado al hombre las-
condiciones de esta naturaleza, le ha dado el derecho de pro-
piedad, que es el medio indispensable para el cumplimiento 
del destino humano. Este derecho, por lo tanto, tiene el mis-
mo origen que el hombre. 
3. Nos dan testimonio de la existencia del derecho de pro-
piedad, nuestra propia conciencia y la conciencia universal del 
género humano. Nuestra razón nos dice, que tenemos facultad 
para ejercer dominio en las cosas, porque tenemos el deber de 
satisfacer multitud de necesidades, hijas de nuestra natura-
leza. Necesidad es conservar la existencia; pero necesidad es 
también mejorar nuestro sentido moral y enriquecer el tesoro 
de nuestra inteligencia. La aplicación de las cosas á la satis-
facción de estas necesidades, será siempre un derecho natural 
identificado con la misma naturaleza racional del hombre. 
La conciencia del género humano no se ha engañado tam-
poco respecto al derecho de propiedad. Todos los pueblos, sin 
distinción de razas iii tiempos, hicieron de la propiedad uno dé 
• los primeros derechos del hombre y uno de los fundamentos 
principales del orden social. Sólo algunos filósofos nega o^n 
este derecho; pero ya dijo Cicerón de los filósofos,'que no hay 
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absurdo que no haya sido sostenido por ellos. Propiedad tuvie-
ron los judíos y los griegos: propiedad los romanos y los ger-
manos. El derecho de propiedad ha pasado entre todos los pue-
blos, tanto antiguos como modernos, como uno de esos dog-
mas jurídicos de tal evidencia, que ni á discusión se creyó 
necesario someterle. Los mismos legisladores franceses, los 
hombres de la más radical de las revoluciones sociales, conta-
ron a la propiedad entre los derechos naturales é imprescripti-
bles del hombre. 
4. Negó este derecho Platón (1): le han negado Tomás 
Moore y Campanela (2): le niega Proudhon, le han descono-
cido otros filósofos: le anulan sin negarlo varios economistas; 
pero ¿qué valor merece la opinión de estos pocos pensadores? 
Platón y Tomás Moore negaban el dominio del hombre sobre 
la tierra, al mismo tiempo que defendían la esclavitud, ó sea 
el dominio del hombre sobre el hombre. Platón mereció en 
vida la burla y el escarnio de sus contemporáneos. 
Proudhon ha negado la propiedad, calificándola de robo, 
como ya la había calificado antes Brissot de Rabillón; pero la 
niega para hacer del Estado una Providencia. Proudhon ha 
levantado 
 , contra sí la protesta de todos los hombres sensatos. 
Fourrier, Owen, Blanc, Cabet y otros economistas han ne-
gado la propiedad individual; pero al negarla, levantaban en 
frente de ella la propiedad corporativa, mil veces más opresora 
y tiránica que la propiedad individual. 
Las utopías de unos cuantos filósofos no detendrán ni por 
un momento los vuelos de la ciencia. Los hombres de recto sen-
tido y de juicio sano tendrán siempre á la propiedad Como una 
de las verdades más evidentes. Sus enemigos no han podido 
desconocerla, sin anular al mismo tiempo los más hermosos 
atributos de la naturaleza humana. Sin propiedad perecían en 
sus manos la familia, la libertad y la religión. Las utopías han 
consolidado más y más el cimiento en que descansa el derecho 
(1) República. 
(2) Utopía.—Ciudad del sol. 
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de propiedad, demostrando que está tan encarnado este dere-
cho en la naturaleza del hombre, que no es posible tocar al 
uno, sin trastornar todos los elementos fundamentales de 
la otra. 
5. No confundamos, sin embargo, al principio con sus 
aplicaciones. Se ha hecho al derecho de propiedad un proceso, 
como si el derecho fuera responsable de su viciosa organiza-
ción. Se ha presumido que, suprimiendo el derecho, tendrían 
término todos los infortunios de la tierra. A la propiedad se 
han atribuído todos estos infortunios, y contra la propiedad se 
han desatado en furiosas acometidas todas las Escuelas comu-
nistas y socialistas. 
La crítica ha sido injusta. No es la propiedad, sino las dis-
tintas aptitudes y condiciones de cada persona, la causa de las 
desigualdades que las separa. La propiedad, como derecho, 
pertenece á todo el mundo, lo mismo al rico que al pobre: 
todos tienen la misma capacidad para adquirir y dominar. Si, 
amontonando los bienes en las manos de los ricos, establece 
el desnivel en las clases, esta desigualdad es hija, no tanto del 
derecho, como de otras causas extrañas al derecho. De poco 
serviría que el legislador, por un acto de fuerza, nivelase la 
condición de todos los ciudadanos en un momento dado; como 
no suprimiera al propio tiempo las desigualdades que el talen-
to, la salud, la educación, la actividad y otros mil motivos 
mantienen entre los hombres. Esta desigualdad es tan patente, 
que sólo para algún escritor ha pasado desapercibida. La igual-
dad por otra parte, matando el estímulo en los buenos, ningún 
remedio pondría en los malos. Un escritor moderno ha demos-
trado matemáticamente esta verdad (1). 
Las desigualdades sociales han existido siempre: las des-
igualdades, sin ser á veces justas, existen por destino provi-
dencial de Dios. Ellas son el acicate más poderoso de la acti-
vidad humana y el manantial más fecundo de la riqueza 
pública. 
(t) Mr. Thiers. 
r 
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6. El comunismo no presenta soluciones más aceptables. 
El comunismo, llevando la propiedad del individuo á la comu-
nidad, anula la personalidad humana y mata en el corazón 
del hombre todos los resortes de la actividad, para ofrecernos 
por todo remedio, el cuadro de una inmensa familia, que fun-
ciona como las piezas de una máquina, al impulso de un mo-
tor extraño á su voluntad. El comunismo hace de un ser racio-
nal, libre, inteligente y activo, una especie de máquina, infe-
rior á la condición de una bestia. Los falansterios de Fourrier, 
las colonias de Owen y los talleres de Luís Blanc, después de 
desnaturalizar al hombre, arrebatándole el más hermoso de 
sus atributos, la libertad, y el más puro manantial de. sus 
goces, la familia; ni aún consiguieron, en el corto tiempo que 
duraron sus ensayos, llevar el reposo al alma del hombre. 
Todos los sistemas comunistas se alimentan de un mismo 
error: el desconocimiento de la naturaleza del hombre. Todos 
persiguen una misma engañosa ilusión: la felicidad por la 
nivelación de todas las clases. Pero entre todos los comunis-
mos, el más falaz y temible es el comunismo que, protestando 
con Saint Simón de nn gran respeto â la propiedad, pretende 
arrancarla uno de sus caractéres distintivos: su transmisibi-
lidad por herencia. 
El socialismo pretende hacer del Estado el depositario uni-
versal de toda la riqueza, y del hombre el simple poseedor y 
usufructuario vitalicio de la porción de capital que recibe á 
préstamo gratuito. La propiedad individual no cabe en este 
sistema; pero tampoco caben en él las dulces afecciones de la 
familia. No mata este sistema la libertad individuál, como el 
comunismo, ni convierte al hombre en una pieza de engrane, 
que funciona al impulso de la máquina entera; pero ahoga los 
impulsos más levantados del corazón humano, negando al 
hombre el derecho de transmitir á sus hijos el producto de sus 
afanes en la vida. El socialismo, como todos los sistemas 
absorveiites, pretende sustituir la acción del Estado á la del 
individuo, y evitar por su intervención y por la anulación de 
la perpetuidad de la propiedad, la acumulación de grandes 
riquezas en pocas manos, el desnivel de las clases sociales y 
lo e llama la tiranía del capital. ¡Siempre el mismo error! 
¡Siempre el hombre insensato pretendiendo corregir la obra 
4 
— 33 — 
de Dios! ¡Siempre, empujado por el vértigo de la  reforma, 
 marchando en alas del sofisma hacia una igualdad tan impo-
sible como engañosa! 
PÁRRAFO II 
Teorias filosóúcas 
1. Idea general de las teorías expuestas en defensa de la pro- 
piedad.— 2. Teoría de la ocupación.-3. 'Teoría del traba- 
jo.-4. Teoría de la leg.-5. Teoría de la convención.— 
6. Juicio critico de estas doctrinas. 
1. La impugnación sistemática que ha sufrido en los tiem-
pos modernos el sagrado derecho de propiedad, ha sido causa 
de que se hicieran profundas investigaciones, en demanda del 
origen y fundamentos de este derecho. Resultado de esas 
investigaciones son ciertas teorías que corren por libros y aca-
demias. Mas no todas las doctrinas que circulan merecen asen-
timiento. 
En general, las teorías que en defensa de la propiedad se 
han expuesto, como teorías de Escuela, se resienten del espí-
ritu sistemático de Escuela. Mas que á investigar imparcial-
mente el fundamento capital de la propiedad, las Escuelas han 
dirigido sus estudios a legitimar principios de antemano acep-
tados ya. Los descubrimientos, con tal procedimiento, tenían 
que ser deficientes ó erróneos. Unas teorías parten de supues-
tos, que están muy lejos de ser una verdad: otras dejan incom-
pleta la doctrina. Las unas y las otras presentan flancos débi-
les, que aprovechan los enemigos de la propiedad para batir 
en brecha el alcázar donde se acoge este derecho. Preciso se 
hace, por... lo mismo, para no dejarse sorprender, conocer á 
fondo las teorías filosóficas y señalar lo que hay e n  ellas de 
falso. 
Cuatro son principalmente las teorías filosóficas que se han 
expuesto en defensa de la propiedad: la teoría de la ocupación, 
TOMO II. 	 3 
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la teoría del trabajo, la teoría de la ley y la teoría de la con-
vención. Ninguna de ellas es aceptable: todas descansan en 
hechos, ó conocidamente falsos, 6 fatalmente •incompletos. 
'Podas, en vez de defender, comprometen la existencia de la 
propiedad. Los fundamentos de este derecho son más sólidos 
que esas inexactas teorías. 
2. Un hecho material, como la ocupación, aunque ese 
hecho vaya acompañado del respeto de los demás, no puede 
ser por sí sólo el fundamento de un derecho tan importante 
como la propiedad. El hecho sin derecho, sin facultad para 
realizarlo, sin ley principio que lo autorice, nunca será más 
que un acto de fuerza. La ocupación nunca será más que un 
modo de ejercer esa facultad, pero no la facultad misma: cou 
ese carácter figuraba la ocupación en las leyes romanas y con 
ese carácter ha pasado á los Códigos modernos. La ocupación, 
como acto de fuerza, por otro acto de fuerza se destruye. El 
salvaje tiene la propiedad del fruto que recoge, de las armas 
con que se defiende y de la choza en que se guarece, no pre- 
cisamente por el hecho de la ocupación, sino por virtud de 
otro principio superior que le autoriza para la ocupación. La 
tiene el nómada sobre las tierras libres en que establece su 
aduar, no porque las ocupa con su familia, sino porque su 
naturaleza le autoriza para ocuparlas y poseerlas. 
La teoría de la ocupación supone además otros dos hechos: 
supone la comunidad de las cosas y una convención entre los 
hombres, por la que se obligaron á respetarse mútuamente las 
cosas ocupadas. Ambos supuestos son notoriamente falsos. - Ni 
las cosas han permanecido en comunidad, ni los hombres han 
celebrado en tiempo alguno el pacto de recíproco respeto que 
se les atribuye. 
Las cosas han permanecido vacantes, cuando los hombres 
no las ocupaban, y vacantes permanecen todavía algunas de 
ellas; pero vacantes no son comunes. Ninguna comunidad ha 
existido ni existe que con razón pueda atribuírse el dominio 
de las cosas vacantes. Esa comunidad es una pura quimera: el 
derecho de propiedad ha sido siempre individual. 
Quimera también, y quimera á que ya nadie presta su asen- 
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tilniento, es ese supuesto pacto, sobre el que cierto ingenioso 
filósofo (1) pretendió fundar en el siglo pasado el origen de 
todo estado social, y con él la propiedad y el derecho. Dete-
nerse á refutarlo es concederle los honores de una discusión 
que no merece: El hombre no ha pactado ningún derecho 
social: el hombre ha nacido en ese estado y cona ley que 
ha recibido del mismo fundador. Entre los preceptos de esa 
ley se encuentra el respeto á la propiedad agena. 
3. La teoría del trabajo es -una teoría puramente eco-
nómica; pero no por eso menos peligrosa que la anterior. Para 
los partidarios de esta teoría, las cosas no tienen valor hasta 
que el hombre las transforma con el trabajo, y de esta trans-
formación toma su origen el derecho de propiedad. Thiers se 
declaró partidario de esta doctrina (2): Proudhon su enemigo 
capital. La teoría supone á las cosas permaneciendo en común 
y al hombre apropiándoselas por el trabajo, ó sea por el 
esfuerzo de su actividad sobre ellas. Hay en esto algo de ver-
dad, y mucho de falaz y engañoso. El trabajo es un hecho, y 
un hecho por sí sólo no puede constituír un derecho. Preciso 
se hace que al hecho de transformar por el trabajo la materia, 
preceda la facultad de apropiarla; y esta facultad es indepen-
diente del trabajo. La teoría confunde al trabajo con la pro-
piedad, que son cosas distintas, y supone además el hecho 
falso de la comunidad de las cosas. 
Del trabajo además, ley den uestra existencia, impuesta por 
Dios en expiación de la culpa primitiva, nunca podrá despren-
derse el derecho de apropiarse, con exclusión de los demás, 
las cosas que aplicamos directa 6 mediatamente á la satisfac-
ción de nuestras necesidades. El trabajo transforma, pero no 
crea la propiedad. Entre sus prodigios, que son grandes, no 
se cuenta el de dar existencia á un derecho que es indepen-
diente de todo valor. No tiene el hombre tan solamente domi- 
(í) Rousseau. 
(2) La profesan también: Bastiat, Mill, Cousin, Comte y otros; y eran partidarios 
de la misma los más ilustres redactores del Código francés. 
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nio sobre el valor que representan las cosas transformadas por 
el trabajo, como suponen estos economistas: lo tiene también 
sobre las cosas mismas, hayan 6 no sufrido esas transforma-
ciones. 
4. Como la teoría del trabajo es la obra de los econo-
mistas, la teoría de la ley es la doctrina favorita de los juris-
consultos. Sus grandes apóstoles han sido Bentham y Mon-
tesquieu. También esta teoría parte del falso supuesto de la 
comunidad de bienes; y tomando como un axioma a esa hipó-
tesis, supone que los hombres renunciaron á esa comunidad, 
para someterse á la ley, que les garantizaba el disfrute de lo 
que poseían. La ley, según esto, convirtió el hecho de la 
posesión en derecho de propiedad. Antes que ella no existía tal 
propiedad: después de ella la propiedad vive, porque la ley 
lo quiere. 
Bentham, más explícito que Montesquieu en este particular,  • 
lo declara paladinamente, con aquella franqueza y aquella 
valentía con que llegaba siempre á sus conclusiones: «la pro-
piedad y la ley han nacido juntas y juntas morirán: antes que 
hubiese leyes no había propiedad: quitad las leyes, y toda 
propiedad acabará.» 
Esta teoría supone en el legislador una omnipotencia, que 
está reñida con la verdad (1): supone naciendo el derecho de 
propiedad de una manera contingente y ocasional. Para quien, 
como Bentham, no creía en la existencia del derecho natural, 
la propiedad no podía tener otro origen más que la voluntad 
del legislador. Detrás del legislador Bentham no veía nada: 
no encontraba más que el vacío. El legislador en su opinión 
crea la ley, y nos da y nos quita la propiedad, como nos da y 
nos quita todos los derechos. 
El error está bien manifiesto. Consiste en confundir la 
ley con el derecho. Reconocido el error, nada es más fácil 
(1) Nació esta teoría, comp una protesta enérgica contra la doctrina que atribuía 
é los monarcas absoluto el dominio de todos los bienes de una nación; é incurrió en 
el mismo error, atribuyendo al legislador lo que negaba á los Reyes. 
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que rebatirlo. La ley no es el derecho, sino su fórmula y su 
expresión. El derecho es anterior y superior á la ley. La ley 
por tanto no ha creado la propiedad: no ha hecho más que 
garantizarla. 
5. La última teoría de Escuela, es la teoría llamada de 
la convención (1) ; porque supone que una convención ó 
pacto, celebrado por los hombres, ha dado nacimiento al 
derecho de propiedad, estableciendo que la sociedad garan-
tice á cada uno la posesión de las cosas que conserva en su 
poder. No hay filósofo ni jurisconsulto que crea ya en la 
existencia de ese pacto; pero tampoco existe doctrina alguna 
que más consecuencias haya producido en el mundo. Falso y 
todo como es el supuesto, la doctrina que somete á la volun-
tad del mayor número la existencia del derecho, es una doc-
trina que ha dejado sentir su influencia sobre todas las insti-
tuciones modernas. 
Pero el derecho de propiedad, .corno 'todos los derechos; no 
son hijos de pactos ni convenios. La propiedad ha existido y 
existe independientemente de todo pacto. Todos los pueblos 
la establecieron: todas las legislaciones la sancionaron;, y 
para establecerla, ni tuvieron que recurrir á la usurpación, 
como supone Rousseau, ni hallaron necesario sacrificar el 
derecho de los más para la comodidad de los menos. Bastóle 
á la ley confirmar los resultados de una facultad, que la ley 
natural otorga al hombre. Rousseau, como tantos otros publi-
cistas, impresionado por el espectáculo de las desigualdades 
sociales, atribuyó al derecho de propiedad, lo que es obra de 
m uchas causas bien distintas. 
La teoría del pacto, por consiguiente, es falsa en su prin- 
cipio, porque descansa en una hipótesis absurda; y es injusta 
en sus razonamientos, porque atribuye á lá propiedad males 
que toman origen en otras causas. Esta teoría disimula mal 
(1) Esta teoria toma su origen en los principios de derecho natural proclamados 
por Grocio, y se desenvuelve en el célebre pacto social de Rousseau. Los raciona-
listas la aceptan en parte. 
I 
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su tendencia á un comunismo impracticable, donde, como en 
un mar sin orillas, se ahogarían todas las libertades y  todos 
los derechos del hombre. 
6. Toda teoría, toda doctrina filosófica, que busque el 
fundamento indestructible de la propiedad fuera de las leyes 
naturales, será una doctrina más peligrosa para la propiedad 
que su misma descarada negación. La necesidad ha dado 
existencia al derecho de propiedad, y la necesidad le man-
tiene en las leyes de los pueblos. Sin destruír los elementos 
esenciales de la naturaleza del hombre, sin derribar todos los 
cimientos del orden social, no es posible suprimir el sagrado 
derecho de propiedad. Por eso todo sistema enemigo de lá 
propiedad, lo ha sido al mismo tiempo de la familia y el 
orden social. Proviene este fenómeno, de que la propiedad y 
la familia, fundamentos del orden social, forman parte de la 
personalidad humana. Cuando se suprime la propiedad, cuando 
se suprime la familia, se mutila un miembro importante d e. la 
personalidad humana. 
La propiedad se encuentra entre las prescripciones del 
derecho natural: tiene un origen tan alto como este derecho; 
y forma parte de la ley por la que se rigen el hombre y la 
sociedad. Tenemos el derecho individual de la propiedad, 
porque somos libres, porque somos racionales, porque somos 
sociales. Estas cualidades nos autorizan para ejercer perso-
nalmente en los objetos del mundo externo esa dominación 
que se llama propiedad, pues sin ese dominio nuestro destino 
sería de imposible realización. 
Las teorías que fundan ese derecho en hipótesis ó en hechos 
más ó menos verdaderos, dan á la propiedad una base falsa; 
haciendo la causa de sus enemigos. 
1 
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SECCIÓN TERCERA 
De la propiedad históricamente considerada 
PÁRRAFO I 
Propiedad romana (1). 
1. Primitivo carácter de la propiedad entre. los romanos.-
2. Dominio quiritario.— 3. Dominio bonitario.— 4. Causas 
de la transformación del dominio.— 5. Propiedad privada. 
—6 . Códigos de Justiniano. 
1. La propiedad en Roma no fué sólo una institución 
civil: fué también una institución pública y religiosa. La 
doble sanción civil y religiosa amparó desde un principio la 
propiedad en aquel pueblo, formado por un puñado de aven-
tureros y que se engrandeció por aluvión, anulando á sus 
vecinos. 
El romano tuvo siempre una altísima idea de la propiedad, 
porque la vió constantemente protegida por la religión. En 
la ciudad, en el campo, en todas partes hallaba la presencia 
de un Dios protector, que señalaba los límites de cada domi-
nio y alejaba de todos la idea de la usurpación. Los dioses 
Lares protegían la propiedad urbana: el dios Término prote-
gía la propiedad rústica. Un rito sagrado separaba del domi-
nio común y adjudicaba perpetuamente á una familia, el 
solar donde se levantaba el hogar, se alzaba el ara de los 
dioses y se colocaba el sepulcro de los manes. Un rito 
solemne también fijaba los límites del campo que constituía 
(1) No entramos á examinar lo que fué la propiedad entre los antiguos pueblos 
orientales y entre los griegos, porque sus organismos ninguna influencia ejercieron 
en la legislación española. 
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el patrimonio perpetuo de una familia. Invadir el hogar de la 
familia, saltar la cerca del campo ageno, eran mirados en 
aquel pueblo como la más grande de las profanaciones: la ley 
y la religión castigaban con las más severas penas estas 
profanaciones, considerándolas como verdaderos delitos públi-
cos, como unos sacrilegios escandalosos. 
2. Más que privada y personal , la propiedad tuvo por 
entonces en Roma un carácter señaladamente familiar. Los 
bienes estaban en el dominio de los ciudadanos romanos, como 
jefes de las familias, porque la sociedad se había fundado sobre 
la unidad de las familias y la propiedad se había repartido á las 
familias, no á los individuos. El ciudadano poseía á nombre de 
la familia, y con la personalidad que le confería la jefatura de 
esa familia. Su derecho mismo se llamaba dominium quirita 
rizan, dominium ev jure quiritium. El extranjero, el hijo de 
familia, la mujer y el esclavo estaban excluidos de este domi-
nio; porque la ley no les reconocía personalidad. Sólo el ciu-
dadano romano tenía capacidad para adquirir y poseer. 
Este rigor de la ley no pudo sostenerse por mucho tiempo. Los 
fundadores de Roma habían hecho de la tierra una división 
semejante á- la división de la población. Se había dividido 
la ciudad en tribus y las tribus en curias : se había divi-
dido también la tierra en porciones, y después de reservar una 
parte para el culto y otra para el Estado, se había repartido la 
restante entre las curias, colocando cada porción bajo el patro-
cinio de dioses propios. Habían entrado en el dominio las tie-
rras conquistadas al enemigo, y se mantenían y transmitían 
por el rito de la mancipación. 
Pero con el aumento de las conquistas, la extensión del 
territorio y el establecimiento de extranjeros en Roma, el dere-
cho de gentes vino á colocarse al lado de la ley civil romana, 
protegiendo y amparando la propiedad que no tenía un origen 
puramente quiritario. A la dualidad de legislaciones hubo de 
corresponder la dualidad de cosas y la dualidad de dominios. 
Distinguiéronse la cosas mancipi y ne mancipi, y se distinguie- 
^- 
— 41 — 
ron los dominios quiritario y bonitario. Las cosas que no esta-
ban en el dominio quiritario, que era el dominio propiamente 
romano, se decía que estaban entre los bienes, que era el domi-
nio bonitario. Los jurisconsultos con esta sutileza salvaron, 
según se costumbre, el respeto á la ley escrita, que excluía á 
los extranjeros de la participación en el dominio, y dejaron 
iniciada la transformación del antiguo dominio quiritario en 
la verdadera propiedad individual. 
4. Dos circunstancias contribuyeron eficazmente á preci-
pitar esta transformación, iniciada con la introducción del 
dominio bonitario. Esas circunstancias fueron la promulgación 
-de las leyes agrarias y el establecimiento de los peculios. 
Las leyes agrarias arrancaron del dominio del Estado rique-
zas cuantiosas, que las conquistas habían acumulado en sus 
manos. El derecho público que profesaban los romanos, miraba 
á la conquista como título justa de dominio. Los territorios 
conquistados se adjudicaban al Estado, dejando únicamente el 
usufructo á los vencidos, mediante el pago de un cánon, vec-
tigal ó tributo, que tanto tenía de impuesto público, como de 
renta 6 prestación. Por este procedimiento el ayer publicus, el . 
pátrimonio de la República, llegó á ser inmenso; y su posesión 
y disfrute, que se atribuyeron siempre los patricios, ponía en 
manos de esta clase un poder, de que abusaron para someter á 
las masas, llamadas plebe. Pero la plebe, bajo la dirección de 
Cayo Licinio un día, al amparo otro día del dictador Sila, con-
siguió arrancar los patricios aquel poder, obteniendo el 
reparto de los terrenos que constituían el ayer publicus. Canti-
dades fabulosas de bienes entraron por este medio en la circu-
lación general, é hicieron olvidar las antiguas cosas mancipi 
del dominio quiritario. 
Dejó también de ser el pater-familias la única personalidad 
con capacidad para adquirir y poseer, desde que se establecie-
ron y generalizaron los peculios. 
La igualdad en el derecho de poseer se fué generalizando por 
estos procedimientos, que eran otras tantas invasiones en el 
antiguo derecho romano. El dominio bonitario y los peculios 
extendieron á los extranjeros y á los hijos de familia la capa- 
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cidad para poseer. La desamortización del ayer y el reconoci-
miento de las cosas ne mancipi, extendieron á muchos objetos  
la capacidad pasiva para ser peseídos. La extensión por un lado 
 
de la personalidad y por otro lado de la capacidad de las cosas,  
ensanchó el concepto de la verdadera propiedad, tanto como  
redujo la existencia del dominio quiritario. 
 
5. La transformación del dominio en la propiedad quedó  
consumada, desde que Caracalla extendió la ciudadanía á todos  
los habitantes del Imperio. A este cambio en la personalidad  
tenía que seguir necesariamente otro cambio en la propiedad.  
Siendo ya ciudadanos todos los habitantes del Imperio, el  
derecho de poseer al amparo de la ley romana no podía ser ya'  
un privilegio de una clase afortunada. Era ociosa ya la distin-
Mión de los dos dominios quiritario y bonitario. A una sola  
clase de personalidades debía corresponder una sola clase de  
dominios. La propiedad, en una palabra, tenía ya que dejar de 
 
ser la relación jurídica de una familia romana con los bienes,  
para no ser ya más que la relación personal de un individuo  
con las cosas.  
6. Con este carácter aparece ya la propiedad en los Códi-
gos de Justiniano; pero no tributemos por ello desmedidos elo-
gios á aquel Emperador. La transformación del antiguo domi-
nio quiritario en la propiedad del derecho novísimo, fud la  
obra lenta de los siglos y de los sucesos. Justiniano se encon-
tró ya consumada esta revolución: no hizo más que aceptarla  
en sus Códigos, tal y como existía ya en el seno de 
 la  socie-
dad. Mil causas sucesivas habían transformado la familia y el 
 
derecho público de aquel gran pueblo. La familia y la socie-
dad se transformaron. Con la familia y con la sociedad se 
 
transformó también el derecho de propiedad.  
Del antiguo dominio quiritario, como de la familia antigua  
y de la antigua religión doméstica, apenas si quedaban en 
tiempo de Justiniano algunos vestigios sin valor ni significa-
ción alguna. Pudo suprimirlos Justiniano en sus Códigos, sin 
que la sociedad ni la familia padecieran nada en su constitu- 
^ 
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ción. El mismo reconocía esta verdad, cuando confesaba que 
en vano se buscaba en su tiempo la significación de la palabra 
dominio quiritario; pues nunca se encontraba en los negocios 
de la vida, siendo una palabra vana, que nada más que com-
plicaciones producía en la práctica. Justiniano no acertaba á 
explicarse esta singularidad; pero no han acertado mucho más 
los que le han criticado por haberse dejado llevar en esta mate-
ria de su espíritu reformador. 
Para nosotros el fenómeno tiene fácil explicación. El domi-
nio quiritario pertenecía a una sociedad y á una familia, cuya 
organización estuvo basada sobre la personalidad única del 
pater-familias; y representaba la relación jurídica de esta per-
sonalidad con los bienes. Extendida esta personalidad, gene-
ralizada con la ciudadadanía, la propiedad dejó de ser aquella 
relación, para tomar el carácter más humanitario y justo de 
relación individual entre el hombre y las cosas. 
PÁRRAFO II 
Propiedad germana 
1. 'Origen de esta propiedad.— 2. Elementos constitutivos del 
feudalismo.— 3. Leyes del Fuero Juzgo sobre vasallaje.-
4. Desenvolvimiento del feudalismo. —5. Clases de Seño-
ríos. — 6. Condición de la propiedad en el feudalismo.— 
7. Duración de este sistema. 
1. De las razas germánicas, dijo Tácito, que no conocían 
la propiedad y que todo lo poseían en común. Si la historia 
no desmintiese al ilustre escritor romano, bastaría su propio 
testimonio para demostrar su error. Tácito reconoció que, en 
defecto de testamentos, la herencia se transmitía entre los 
germanos por sucesión intestada. Esta sucesión es la mejor 
prueba de la propiedad. Donde hay sucesión, hay bienes y 
dominio en estos bienes. 
Tácito quiso decir, que las razas germánicas, mientras con-
servaron sus costumbres nómadas, no conocieron la propie- 
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dad territorial; y esta sí que es una verdad confirmada por la 
historia y por el sentido común. Aquellos pueblos, enemigos 
de Roma en un principio,•sus aliados más tarde, y herederos 
suyos al fin, no conocieron en un principio el valor de la pro-
piedad inmueble. Fieros por naturaleza é independientes por 
carácter, despreciaron la agricultura y la industria, dedicán-
dose únicamente al manejo de las armas, en el que fundaban 
su condición y su estado. La, tierra no tenía valor para unas 
gentes, cuya movilidad les arrastraba de unas en otras comar-
cas. Cuando detenían sus pasos en una región, ocupaban el 
suelo, cercándole y encerrando dentro de él sus ganados, sus 
familias y sus tiendas. Si alguna vez cultivaban la tierra por 
medio de sus esclavos, nunca la ocupaban de una manera per 
manente, ni pretendían hacer de aquella posesión un título de 
dominio. La posesión de la tierra no concedía al germano con-
dición de ninguna especie: su condición estribaba en la des-
treza en manejar la lanza o la frámea. . 
Pero cuando los germanos tomaron posesión.de  las tierras 
del Imperio, y abandonando su vida errante y sus costumbres 
semi-salvajes, se fijaron definitivamente en un territorio, la 
propiedad inmueble entró como elemento muy principal de su 
constitución. Consta por la ley 8.", tít. 1. 0 , lib. 10 del Fuero 
Juzgo, que los visigodos tomaron en España para sí las do s . 
terceras partes del terreno cultivado, como lo tomaron tam-
bién los borgoñones en Francia. Consta por la historia que los 
érulos tomaron una tercera parte en Italia, y que en otras par-
tés tomaron la totalidad, cediéndola en seguida en usufructo 
á los regnícolas, mediante el pago de ciertas prestaciones, y 
por un sistema muy semejante al que practicaron los romanos 
en sus conquistas. 
Los pueblos bárbaros, por todas partes, llevados de un ins-
tinto secreto, 6 por emulación al Imperio romano, en cuyo 
trato habían vivido mucho tiempo, abandonaron sus costum-
bres errantes; y de pastores se convirtieron en agricultores, 
haciendo entrar á la.propiedad inmueble eu el mecanismo. de 
las instituciones públicas. Este elemento nuevo de civilización 
se mezcló entre los germanos con los elementos constitutivos 
de su organización, y de la fusión de unos y otros resultó al 
poco tiempo el feudalismo. 
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2. El feudalismo era todo un organismo político. Dos ele-
mentos, como acabamos de indicar, entraron en su composi-
ción, á saber: la posesión de la tierra y lu constitución política 
de la sociedad germánica. Los dos, al ponerse en contacto, se 
transformaron. La propiedad de la tierra, pasando de mano de 
los romanos á mano de los germanos, perdió su condición 
libre, para convertirse en  un feudo ó en un señorío. El orga-
nismo germánico, al admitir â la propiedad inmueble entre las 
instituciones públicas, perdió una parte del carácter militar y 
personal que le destinguía, para hacerse un tanto real. El con-
junto fue una mezcla de instituciones reales y personales, que 
imprimió una fisonomía nueva â la sociedad y un modo nuevo 
de ser á la propiedad. 
De los dos elementos que entraron en la composición del 
feudalismo, uno de ellos, la propiedad, nos es ya conocido. 
Hemos visto como de transformación en transformación, la 
propiedad en los últimos tiempos del Imperio llegó á ser lo que 
es en realidad este derecho: una relación personal, indepen-
diente y directa del hombre sobre las cosas. Al otro elemento 
tenemos necesidad de estudiarle en el momento mismo en que 
entró á formar parte del organismo de las sociedades que se 
fundaron sobre las ruinas del Imperio. 
l pueblo visigodo, que por ser el que nos tocó en lote en 
la invasión, es el que más nos interesa conocer, era un pue-
blo guerrero, militarmente organizado, con un Rey electivo 
á la cabeza y un caudillo al frente de cada banda. Todos eran 
guerreros en aquel  " pueblo, porque la guerra constituía su 
única y exclusiva profesión. La condición del hombre des- 
cansaba en el ejercicio de las armas: era libre é ingenuo el 
visigodo, porque era militar. Se afiliaba en una banda desde 
que estaba en edad de manejar las armas, juraba obediencia 
y fidelidad á su caudillo, y de sus manos recibía la parte de 
botín que le correspondía. Un pacto, libremente estipulado, 
unía al soldado con su caudillo. El soldado defendía la causa 
de su jefe y el caudillo protegía al soldado de su banda. El 
vínculo no era indisoluble; pero ligaba fuertemente á caudi-
llos y soldados, obligándoles á prestaciones recíprocas de 
carácter puramente personal. 
Cuando los visigodos conquistaron á España y tomaron 
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posesión de las dos terceras partes de su territorio, repartie-
ron los caudillos entre sus afiliados las tierras que les corres-
pondieron á título de beneficios, añadiendo este vínculo más 
á los que ya ligaban personalmente á caudillos y soldados, y 
uniendo á los servicios personales que antes se hacían, cier-
tas prestaciones reales en armonía con la pesesión de la tierra. 
Por este procedimiento el antiguo colono romano se vió cons-
tituído por una personalidad, mitad guerrero, mitad agricul-
tor, que lo mismo tenía que empuñar la lanza que la esteva, 
y así marchar en hueste con su jefe como abrir tranquilamente 
los surcos de la tierra. El caudillo se convirtió en señor, e l . 
soldado en vasallo, y en señorío feudal la autoridad que ejer-
cía sobre sus súbditos. 
Se comprende, dados estos antecedentes, la condición que 
la propiedad de la tierra recibió en aquel organismo nuevo. 
Esa tierra se llamó feudo, porque su posesión iba unida a la 
fe que el poseedor juraba a su dueño directo, reconociendo su 
señorío, haciéndole pleito homenaje y obligándose á pagarle 
ciertas prestaciones. El servicio militar estaba siempre en estas 
prestaciones, como una consecuencia del origen militar de los 
beneficios. La tierra, en estas condiciones, permanecía unida 
á un señorío, formaba parte de un beneficio, se transmitía con 
la autoridad a que iba incorporada. Dejó de ser libre la pro-
piedad inmueble, y su cautividad fué debida á la organización 
militar que trajeron los pueblos invasores y al sistema de 
repartimientos que adoptaron. 
3. Esto fué el feudalismo en su origen. De la existencia 
del vasallaje nos dan ya testimonio las leyes del tít. 3.°, libro 
5.° del Fuero Juzgo. Aquellas leyes hablan ya de los Señores 
y vasallos, como de una institución pública que, conservando 
la antigua organización militar, unía con el juramento á cau-
dillos y soldados, y los unía con pactos libres que libremente 
formaban y libremente disolvían. No se descubre todavía en 
las leyes-de aquel Código la infeudación de la tierra ni la ser-
vidumbre de los colonos (1), porque todavía no se había divi- 
(1) Las leyes del tít. i °, lib. 10, aunque hablan de señores, regulan sus relaciones 
con los colonos por las reglas comunes de los contratos. 
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dido la Soberanía entre los magnates, ni el Rey había dejado 
de ser el único soberano del país. 
4. El feudalismo se desenvolvió más tarde. Las guerras le 
alimentaron, el ejemplo de otras Naciones le dieron alientos. 
La guerra de reconquista, haciendo necesario el concurso de 
la nobleza contra el común enemigo, dió á esa nobleza la pose-
sión de grandes territorios, que, 6 rescataba por sí misma 
con sus gentes, ó recibía de la Corona como premio de su con-
curso. En unos tiempos en que la guerra era la ocupación 
habitual, y en que no se conocían otros ejércitos que las gen-
tes tomadas á sueldo, poseer muchas riquezas era poder soste-
ner muchas de estas gentes á sueldo. El poder Real tenía que 
debilitarse en frente de estos poderes que se levantaban en el 
país y crecían con el aumento de las conquistas. Estos poderes 
tenían necesariamente que afirmar su dominación en el país, 
disputando á la Corona el ejercicio de la Soberanía. Si la  Co-
rona había de existir, tenía que entrar en pactos con aquellos 
Señores, compartiendo con ellos el ejercicio de la Soberanía. 
Este carácter presenta ya el feudalismo en los siglos xi y 
 xi'. 
 Oscura es la  historia de los tiempos que mediaron desde la 
caída de la monarquía visigoda hasta el reinado de D. Alfon-
so VIII. Al terminar esa época, el feudalismo aparece ya como un 
hecho consumado. Los antiguos colonos están convertidos en 
vasallos feudatarios, y los Señores ejercen en sus Estados una 
verdadera Soberanía. El Rey, más que Soberano del país, es el 
jefe de los Señores, de quienes recibe por todo reconocimiento 
un homenaje, que bajo el más mínimo pretexto se convierte 
en hostilidad. La tierra infeudada es el signo de la personali-
dad humana. 
El Fuero de Nagera en el siglo xi' y las leyes del lib. 26 de 
la Part. 4. 9. , no dejan ya lagar á dudas. Los Señoríos aparecen 
por todas partes: el feudalismo no es ya sólo un hecho: el feu-
dalismo es una institución pública con sus Códigos y sus leyes 
propias. La tierra aparece en su mayor parte infeudada, y el 
feudo ni se vende, ni se empeña, ni se enajena, ni se transmi-
te con la herencia (1), sino que vuelve al Señor si no es trans- 
(1) Leyes 6.a y 10, tít. 26, Part. 4.' 
..•^#t$3' ^ ^r.{^Yp3.^++r 
— 48 — 
misible, y pasa, cuando lo es, á descendiente varón que se 
halle en condiciones para servir al Señor, como consecuencia 
de la obligación común á todos de acudir armados á la guerra. 
El Señor, çomo verdadero Soberano de sus estados, recibe el 
pleito-homenaje de sus vasallos y recauda impuestos con los 
nombres de infurción, martiniega, marzadga, minción, devisa, 
luctuosa y otros. Y en este organismo especial, que distribuye 
las fuerzas del Estado por diversos  grados, todos están enla-
zados en la cadena común que les une: los nobles con el Rey, 
los fijos-dalgo con los Señores, los colonos con los fijos-dalgo. 
El dominio de la tierra se divide entre todas estas personas y 
para ninguna es una cosa libre. 
5. El Fuero Viejo clasificó los Señoríos en realengo, aba-
dengo, solariego y behetria, más que por su naturaleza distinta, 
por la calidad de las personas que los disfrutaban. No siem-
pre el Señorío suponía la posesión del feudo. Ordinariamente 
iban juutas estas dos cosas; porque el que poseía los pueblos, 
los castillos y las tierras, era al mismo tiempo el Soberano feu-
dal, de las mismas; y con el doble título de Señor de la tierra y 
dueño del feudo, ejercía actos Soberanos en el país, adminis-
trando justicia por medio de sus jueces, levantando y mante-
niendo tropas á sueldo, recaudando impuestos para el sosteni-
miento de su autoridad. Otras veces el Señorío no aparecía 
acompañado del feudo. El Señor que tenía su soberanía en un 
territorio ó población, no era el dueño de territorio, si no sim-
plemente su Soberano temporal, sujeto únicamente á reconocer 
y asistir al Señorío del Rey con los cuatro famosos tributos de 
su autoridad superior: justicia, moneda, fonsadera é suos yan-
tares (1). 
En uno ó en otro caso, el Señorío se llamaba de realengo si 
pertenecía directamente al Rey, de abadengo si correspondía 
á alguna Iglesia ó monasterio, y solariego si se fundaba sobre 
el dominio del suelo. Las behetrias no procedían de tierras 
infeudadas: eran unos Señoríos electivos, cuyos habitantes se 
(I) Ley 1.', tít. 1. 0 , lib, 1.0 del Fuero Viejo. 
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ponían voluntariamente bajo la guardia de un Señor, para que 
los defendiese con su poder. 
6. No hacemos la historia de los Señoríos y de los feudos. 
Nuestro objeto únicamente es examinar la condición de la pro-
piedad en las épocas del régimen feudal; y ya la vemos en 
aquel régimen ligada estrechamente "á una constitución mili-
tar, sirviendo de base y fundamento á la condición civil y 
política de las personas. Su causa fué la guerra: sus elementos 
el antiguo colonato romano y la organización militar de los 
germanos. En un principio estos elementos vivieron apartados 
y sin confundirse. En las leyes del Fuero Juzgo, todavía el 
vasallo del Señor y el colono de sus tierras eran dos personas 
distintas. El vasallo se ligaba por el juramento con relaciones 
personales á su Señor: el colono ó enfiteuta le debía las rentas 
ó cánones de las tierras que cultivaba. Por pactos libres uno 
y otro formaban y deshacían el vínculo. 
Después los conceptos se confundieron: el colono y el vasa-
llo fueron una sola Ÿ  misma persona. La posesión de la tierra 
convirtió en vasallo y feudatario al colono. Las prestaciones 
se confundieron con los conceptos; y el vasallo debía al Señor 
servicios militares y tributos. El Señor, por la debilidad de la 
autoridad Real, elevó á soberanía la autoridad que como sim-
ple caudillo tenía sobre sus vasallos. ?,Cuándo se verificó esto? 
En la época oscura y revuelta de los primeros siglos de la re-
conquista. ¿Qué causas produjeron la transformación? La guerra 
con sus crecientes exigencias, y el ejemplo de otros pueblos 
con quienes Castilla y Aragón tuvieron frecuentes relaciones 
por el enlace de sus Reyes con princesas de Francia, y las 
Cruzadas que la lucha con los sarracenos obligó á levantar. 
7. El feudalismo cada vez más exigente, arrancó á los 
débiles monarcas de los siglos x111 y xiv territorios, castillos, 
fortalezas, pueblos y concesiones, que ensancharon grande-
mente su dominio. Un Rey, D. Alfonso XÍ (1), permitió que 
(1) Leyes 2.1 y 3 1, tít. 27.—Ordenara. de Alcalá. 
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hasta el más preciado de los atributos Reales, el derecho de 
administrar justicia, pudiera pasar por prescripción á manos 
de los señores, y conservaran á perpetuidad donaciones arran-
cadas por la violencia. 
Cuando la guerra cesó, cuando el enemigo común fué expul-
sado del territorio, y se sentaron en el trono de Castilla Reyes 
enérgicos y celosos de su autoridad, las jurisdicciones volvie-
ron á la Corona, y muchos feudos y donaciones fueron anula-
das; pero los Señoríos y los feudos no se suprimieron, y han 
salvado con ligeras modificaciones toda la época de la Monar-
quía absoluta, llegando con su anómala existencia hasta los 
primeros años de nuestro siglo. La Monarquía, que se halló 
con poder y con derecho para suprimirlos, los toleró por res-
petos á la nobleza. La revolución, que no tenía porque guar-
dar esas consideraciones, los ha suprimido de una vez, restitu-' 
yendo á la libertad la propiedad que tenían cautiva. 
PÁRRAFO III 
Legislación sobre Señoríos 
1. Instituciones enemigas de la propiedad.-2. Carácter de los 
Se.iodos en los iíltimos tiempos.— 3. Su supresión.— 4. Exa-
men de la ley de 6 de Agosto de  181 .1.— 5. Vierte de esta 
ley. —6. Dificultades que suscitó su aplicación. —7. Ley 
de 3' de Mayo de 1825.- 8. Juicio de esta ley.— 9. Su dero-
gación y restablecimiento.— 10. Principales disposiciones de 
la ley de 26 de Agosto de 1857.- 11. Clases de juicios que 
mandaba abrir esta ley.- 12. Jurisprudencia de los tribuna-
les en, esta materia. 
• 
1. En los párrafos precedentes hemos examinado á la pro-
piedad en su concepción filosófica: la hemos seguido paso á 
paso en su desenvolvimiento histórico; y hemos analizado por 
fin los atributos de este derecho en los  . Códigos. Este triple 
estudio nos ha demostrado .que la idea verdadera de la pro-
piedad no se ha perdido nunca en el mundo; pero que ha reci= 
t 
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bido de los tiempos, organizaciones contrarias á su esencia y 
á sus altos fines sociales. 
Los feudos, los Señoríos y los mayorazgos fueron institu-
ciones enemigas de la verdadera propiedad; porque desnatura-
lizaron este derecho, cambiando la relación jurídica que repre-
senta. El hombre en estas instituciones no era dueño de los 
bienes: el dominio pertenecía á una personalidad, á una fami-
lia ó á un título noviliario, que no estaba en  parte alguna y 
que estaba en todas partes. Como el poseedor carecía de domi-
nio, estaba privado del derecho de libre disposición, y no ejer-
cía sobre la masa vinculada más derechos que los mera pose-
sión. Los bienes mismos perdían su condición individual y su 
cualidad comerciable. Unidos perpetuamente á la vinculación, 
formaban con ella una unidad indivisible, excluida de toda 
contratación. La propiedad, en estas condiciones, permanecía 
perpetuamente cautiva; y la vinculación, como`-una sima cons-
tantemente abierta, iba devorando la propiedad libre, estan-
oándola y separándola de todo trato. 
La relación personal del hombre sobre los bienes, así cons-
tituídos, dejaba de ser libre. Entre su acción y los bienes se 
interponía la voluntad del fundador y el interés de la familia. 
La acción del hombre estaba limitada á la posesión y no podía 
salirse de los límites marcados por el derecho especial porque 
se regía. En estas condiciones, la propiedad no existía real-
mente. Para devolverla sus condiciones naturales, era nece-
sario suprimir los Señoríos y los mayorazgos que la' mante-
nían cautiva. 
2. Los Señoríos en realidad habían muerto en España el 
día en que los Reyes asentaron su autoridad soberana en el país. 
Pertenecían á una época, en que el poder se había descentra-
lizado, dividiéndose su ejercicio entre varias clases de la socie-
dad. El día en que los Reyes recogieron en sus manos los atri-
butos del Poder, derramados por la sociedad, la  nobleza dejó 
de ser un poder social y los Señoríos se hicieron incompatibles 
con la Corona. 
Conservaron, sin embargo, los Señoríos la parte más odiosa 
de la institución: el privilegio y las prestaciones. El privilegio 
(1) Arts. í°, 2° y3° 
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separaba á los Señores de la obediencia á la ley común, y aún 
concedía á sus poseedores el derecho de compartir con la 
Corona el ejercicio de ciertas atribuciones. 
Los nobles en muchos casos ejercían con la Corona ciertas 
atribuciones, como el derecho de nombrar jueces, la preferen-
cia en el ejercicio de ciertos cargos, la exclusiva en el disfrute 
de ciertas regalías y otros. Las prestaciones abrumaban a los 
pueblos, obligándoles á contribuir al sostenimiento de la Gran-
deza con multitud de tributos y pechos. 
. En esa forma atravesaron los Señoríos el período más bri-
llante de la Monarquía absoluta, y vinieron á caer en manos 
de la revolución, que los suprimió de una sola vez. Es memo-
rable, bajo muchos conceptos, la ley de las Córtes de Cádiz 
de 6 de Agosto de 1811, que consumó esta obra democrática. 
Respetuosa con el derecho de propiedad y enemiga de toda 
creación feudal, esta ley partió de principios claros y bien defi-
nidos. Su misión consistía en reintegrar al Poder de atribucio-
nes que, siendo por su naturaleza inalienables, habían sido sin 
embargo arrancadas á la Corona en tiempos de revueltas y 
sediciones; y redimir á la propiedad de la cautividad en que la 
habían tenido los feudos y las vinculaciones, devolviéndola 
sus condiciones naturales de libertad é individualidad. 
3. La ley de 1811 cumplió su misión, suprimiendo los 
Señoríos jurisdiccionales con todos sus dictados y privilegios, 
y convirtiendo en propiedad común los territorios que bajo 
cualquier concepto y denominación hubiesen estado en poder 
de :la nobleza. 
4. La Nación, y en su nombre el Poder Ejecutivo, readqui-
rió la potestad de nombrar libremente los jueces, magistrados 
y funcionarios (1) en todos los pueblos del territorio, quedando 
para siempre abolido el privilegio que para hacer estos nombra- 
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mientos habían disfrutado los Señores. Fué esta la primera 
disposición de la ley; porque era también la que con más jus-
ticia reclamaba la opinión. El derecho de administrar justicia 
es uno de los primeros atributos de la Soberanía. Nadie más 
que el Poder público debe ejercer ese derecho. Si algún día lo 
ejercieron los Señores por medio de sus bailíos y senescales, 
tales privilegios, arrancados á la Monarquía en momentos de 
anarquía feudal, eran incompatibles con la reorganización de 
la sociedad sobre la base de la unidad del Poder. El tipo de los 
Señores de horca y cuchillo, tan odioso en la historia, desa-
pareció para siempre después de aquella disposición legal. 
Desaparecieron también los títulos de .en—ores y vasallos 
(1), y con ellos todas las prestaciones, así reales como perso-
nales, que tenían su origen en la institución del feudalismo. 
Aquellas infurciones, aquellas luctuosas, aquellas devisas, 
aquellos mil tributos, con que los Señores agobiaron en otros 
tiempos 'á sus infelices vasallos; aquellas afrentosas prestacio-
nes, como la pernada, dejaron de ser el derecho de los fuertes 
y el envilecimiento de los débiles. Ante la rey todos quedaron 
igualados en condición; y el Señor no pudo ya disponer de la 
vida y de la honra de sus colonos. 
Convertidos los antiguos Señores feudales en simples pro-
pietarios, sus relaciones con los colonos quedaron sometidas á 
las reglas del derecho común (2). La Nación respetó su domi-
nio en los territorios infeudados, siempre que los Señoríos no 
fuesen de los que debían reincorporarse á la Corona, siempre 
que sus dueños no hubieran faltado á las condiciones de la 
concesión. 
No hemos de desconocer que esta fué la mayor de las difi-
cultades que tuvo que vencer la ley. De tal manera llegó á 
confundirse en la Edad Media la constitución de la propiedad, 
que era muy difícil distinguir á la usurpación del derecho legí-
timo. Con el nombre de Señorío en aquel tiempo se había cono-
cido una especie de Soberanía limitada, que ejercieron los 
nobles en determinados pueblos y territorios, fundada unas 
 
 
   
(1) Art. 3. 
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veces en la infeudación de la tierra, y otrás veces en  simples 
concesiones de la Corona (1). Ordinariamente el Señor poseía 
Estados, donde tenía dominio y jurisdicción; pero á veces 
tenía jurisdicción y cobraba ciertas prestaciones, sin que bajo 
concepto alguno tuviese propiedad en el territorio. 
La intención de la ley, sin embargo, era bien manifiesta. Su 
propósito era suprimir los Señoríos, como expresión de un 
estado social que había fenecido; y abolir todas las prestacio-
nes que, trayendo su origen de la jurisdicción y potestad que 
habían ejercido los Señores, debían cesaf juntamente con ella. 
Importaba poco para el efecto que esa potestad señorial estu-
viese unida a la posesión del territorio, 6 que fuese indepen-
diente de la posesión. En uno 6 en otro caso, las prestaciones, 
como hijas del sistema feudal y percibidas á título de una 
soberanía que ya no podía subsistir, debían extinguirse con 
ella. No quedaba más que la parte de dominio que llevasen con-
sigo los Señoríos; pero dominio que entraba desde aquel mo-
mento en las condiciones de toda propiedad común. 
Entre las mil gabelas á que sometieron á sus vasallos los 
antiguos Señores feudales, se contaban los mal llamados dere-
chos exclusivos, privativos y prohibitivos. Un Señor poseía el 
privilegio de cazar en propiedades de los particulares, otro 
poseía un molino y prohibía que nadie moliera fuera de su 
molino; aquel otro obligaba á los vecinos de un pueblo a que 
cocieran su pan en los hornos del Señor; quien obligaba a los 
labradores á mantener siempre abiertas las tierras á los gana-
dos; cual no permitía, bajo concepto alguno, que se fabricaran 
casas en determinada población; y por este estilo, la libertad 
de los pobres vasallos estaba con cien hilos ligada al capricho 
de su Señor. La ley devolvió á los ciudadanos esa libertad 
(2), suprimiendo de un solo golpe todos los derechos de aquella 
especie. 
Pudo tal vez la ley, invocando una razón de justicia, hacer 
todas estas supresiones sin derecho á indemnización por parte 
de los Señores. Todo anunciaba que debían su origen á la vio- 
(1) La distinción es del ilustrado jurisconsulto Garely. 
(2) Art. 7.° 
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lencia: bastaba recordar la época de anarquía general en que 
habían nacido. Respetuosa, sin embargo, con todo derecho 
particular, adoptó el principio de la indemnización; pero no de 
la indemnización en todo caso, sino de la indemnización en el 
único caso de que las prestaciones ó prerogativas procediesen 
de un título oneroso, previa la correspondiente justifica-
ción (1). 
Partiendo, no obstante, de la presunción de ilegitimidad que 
contra sí tenían muchas de las prestaciones y prerogativas 
indicadas, no consintió que subsistiesen ni un día más
- (2); y 
si por excepción declaró obligada la Nación al reintegro del 
capital y un 3 por 100 más de interés, mientras no se realizase 
el reintegro, esta obligación no la consideró ejecutiva hasta 
que, exhibidos los títulos de pertenencia por los antiguos 
Señores, y ventilada por todos los trámites de un juicio 
solemne la cuestión (3), decidiesen los tribunales lo que pro-
cediese en justicia. 
5. No podía la ley, ni ser más justa en sus decisiones, ni 
conceder mayores garantías de imparcialidad. Pues, sin em-
bargo, la reacción política del año 1814 no la espetó más que 
á otras leyes de las Córtes de Cádiz; Todas fueron envueltas en 
el común anatema y anuladas por el Real decreto de 4 de 
Mayo de aquel año (4). Al constituírse las Córtes de 1820, vol-
vió á ser objeto de las tareas legislativas la materia de Seño-
ríos, y se dictó y promulgó la ley que lleva la fecha de 3 de 
Mayo de 1823. Esta ley se propuso, no tanto confirmar nue-
vamente la supresión de los Señoríos y de todas las prestacio-
nes de origen feudal, como vencer las dificultades que en su 
ejecución había ofrecido la ley de 1811. 
{1) Arts.8°,11y12. 
(2) Art. 13. 
(3) Arts. 9° y 10. 
(4) Es to no impidió que la Corona se aprovechase de sus efectos; pues por Real 
cédula de 15 de Septiembre de 1814 se aprobó la incorporación de Señoríos jurisdic-
cionales. . 
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6. Esas dificultades habían nacido principalmente de la 
inteligencia que había de darse al art. 5.° de aquella ley. Con-
virtió este artículo en propiedad particular los Señoríos llama-
dos territoriales y solariegos, siempre que del exámen de los 
títulos de adquisición no apareciese que debían incorporarse á 
la Nación, 6 que sus poseedores hubieran faltado á las condicio-
nes de su concesión. Suponía esta resolución un axámen dete-
nido de todos los títulos señoriales, para decidir con su vista 
cuales habían de ser incorporados y cuales habían de subsistir 
como territorios de dominio privado. Los pueblos se resistie-
ron al pago de toda clase de prestaciones, mientras la revisión 
de los títulos, anunciada por la ley, no se practicase. Queja-
rouse los antiguos Señores de esta resistencia, que les privaba 
de la percepción de rentas que les correspondían como dueños 
de los terrenos y pueblos, en otros tiempos de Señorío, y des-
pués de la ley de dominio particular. 
7. El legislador, pesando todas las razones, resolvió: que 
ni los Señores tenían derecho a exigir, ni los pueblos obliga-
ción de pagar (1), ninguna prestación de origen señorial ó feu-
dal; y que para la conversión de los antiguos Señoríos territoria-
les y solariegos en propiedades de dominio particular, era 
indispensable que los Señores acreditaran préviamente con los 
títulos de adquisición, que ni sus Señoríos eran incorporables, 
ni sus poseedores habían faltado á las condiciones de la con-
cesión (2). Mientras esta justificación no se hiciese en los tri-
bunales y por ella se obtuviese una sentencia ejecutoria, la 
ley declaraba á los pueblos exentos de pagar ningún tributo, 
debiendo únicamente prestar fianzas de estar á las resultas de 
los juicios, desde el momento en que estos fuesen abiertos por 
la exhibición de los títulos de pertenencia (3). En estos juicios 
debían ser parte el Ministerio Fiscal y los mismos pueblos inte-
resados. 
(í) Art. 1.° 
(2) Art. 2.° 
(3) Arts. 4° y 5° 
S. Mucho se ha censurado la dureza con que esta ley tra-
taba a los antiguos Señores. Lo que se ha encontrado en ella 
más censurable es la exigencia de justificar, precisamente con 
la exhibición de los títulos, el derecho de los Señores, sin res- 
, peto alguno á la posesión inmemorial y sin miramiento á la 
prescripción que todas las leyes respetaron siempre. Algún 
autor (1) no vacila en calificar de despojo el acto de arrancar á 
los antiguos Señores el derecho á percibir ciertas prestaciones, 
aún antes de que una sentencia ejecutoria les condenase. 
Hay, con efecto, algo de violencia en las disposiciones de la 
ley; pero asuntos de la naturaleza de los Señoríos feudales, no 
pueden ser resueltos por las reglas comunes del derecho. Si 
por las reglas del derecho común hubieran de resolverse estas 
cuestiones, las soluciones, ó no llegarían nunca, ó llegarían tan 
tarde que nada remediarían. Si la posesión inmemorial y la 
prescripción común hubieran de haber sido respetados, -nunca 
los Señoríos y sus odiosas imposiciones habrían desaparecido de 
la sociedad. La posesión y el tiempo no podrán jamás legiti-
mar ciertas instituciones, que deben su origen al desorden y á 
la violencia. Los Señoríos y sus privilegios tenían, si no todos, 
á lo menos en su mayor parte, esta viciosa procedencia. Perte-
necían a una época de fuerza, á un estado social de completa 
anarquía, habían pesado sobre los pueblos con una pesadum-
bre insoportable durante muchos siglos, existían sólo por debi-
lidad 6 mala tolerancia de los Reyes, gozaban preeminencias 
que eran otros tantos desconocimientos del Poder Soberano. 
i,No era justa la impaciencia de los legisladores por librar á la 
sociedad de la presencia de aquellos afrentosos testigos del feu-
dalismo, y a los pueblos de tanto tributo y gabela como los 
tenían agobiados? 
El legislador partió del supuesto de que eran injustos en su 
origen la mayor parte de los Señoríos y tributos que cobraban 
á los pueblos los Señores. Que el supuesto era cierto, la histo-
ria se encarga de demostrarlo. La historia demuestra que los 
nobles se hicieron por la fuerza y por la violencia Soberanos 
(1) El Sr. Gutiérrez, apoyado en la opinión de Martinez de la Rosa. 
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de sus Estados, y que se atribuyeron, contra lo que el derecho 
público exige y las leyes tradicionales de España resolvían, el 
derecho de administrar justicia, el de imponer tributos á los 
pueblos, el de mantener tropas á sueldo y el de levantar cas-
tillos y fortalezas, es decir, el derecho de mantener perpetua-
mente la anarquía en el país y la opresión en los pueblos. 
Indefensos los pueblos y sin fuerzas ni medios para resistir, 
habían soportado durante siglos enteros aquella oprobiosa 
opresión, pagando cuantos tributos tuvieron por conveniente 
imponerles sus Señores. 
Los Monarcas, cuando fueron débiles como D. Alfonso XI 
y D. Pedro I, sancionaron aquellos exhorbitantes derechos de 
la nobleza, consintiendo que adquiriese por prescripción el 
derecho de administrar justicia, ó legitimando los tributos y 
las anárquicas leyes del estado noble; y cuando fueron fuertes 
como los Reyes católicos, D. Carlos I y D. Felipe II, se limita-
ron á desarmar á la nobleza, prohibiéndola levantar fortalezas,. 
y arrebatándola uno tras otro sus castillos señoriales. 
La causa de los pueblos estaba por hacer. A unas Córtes demo-
cráticas correspondía terminar la emancipación de los pue-
blos, dando el golpe de gracia al feudalismo. Si justicia había 
asistido á la Monarquía para anular á la nobleza, como poder 
social, la misma justicia asistía á los pueblos para suprimir las 
prestaciones que traían su origen de aquel poder. No había 
sido un obstáculo la posesión inmemorial, para que los Monar-
cas arrebataran á los nobles los derechos políticos que por 
siglos enteros habían venido ejerciendo ¡por qué había de serlo 
para la Nación representada en Córtes? 
La Nación, sin embargo, no autorizó ningún despojo: no 
quiso ni aún resolver por sí misma la cuestión. Decretó la supre-
sión de todo Señorío jurisdiccional y de toda prestación de 
carácter feudal, prévio reintegro á sus poseedores del capital 
que hubieren satisfecho sus predecesores, si la adquisición pro-
cedía de título oneroso. Mandó convertir en propiedad particu-
lar los territorios hasta entonces pertenecientes á los Señores, 
y que se respetaran como de derecho común los pactos y con-
tratos existentes entre Señores y vasallos; siempre que por el 
examen de los títulos de pertenencia apareciese legítima la 
posesión de dichos territorios. Aunque pudo, no quiso la ley 
(1) Arts. 7.°y9.° 
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decidir nada por sí, encomendando esta tarea á los tribunales 
(le justicia. Toda la violencia de estas disposiciones está, 
según sus censores, en que la ley no reconoció como justo 
título á la posesión inmemorial. Pues si la posesión valiese en_ 
estos casos ihabría modo de suprimir instituciones, como el 
feudalismo, que han estado pesando durante siglos enteros 
sobré los pueblos? 
La posesión es amparada por las leyes, cuando la posesión 
es justa y procede de títulos no menos justos. Cuandola pose-
sión es injusta y la prescripción arranca de hechos de fuerza, 
la ley no debe detenerse ante ese derecho. La violencia que en 
este caso ejerció' la ley sobre los Señores, arrancándoles desde 
luego el uso de ciertos privilegios y derechos, sin perjuicio 
de oirles después en juicio, es una violencia que justifican los 
precedentes históricos que acabamos de recordar y que recla-
maba la opinión general del país. 
La ley concluyó mandando, que el luísmo que se satis-
facía en las enfiteusis, quedase reducido á un 2 por 100 
del valor líquido de la finca: que por razón de fadiga no se 
exigiese en lo sucesivo cantidad alguna (1); y que las presta-
ciones énfitéuticas podrían redimirse á metálico y por terceras 
partes. 
9. Esta ley corrió la misma suerte que la de 1811. Fué 
derogada, como tantas otras, por Real decreto de 1.° de Octu- 
bre de 1823, como consecuencia del cambio político ocurrido 
en aquella época; y permanecieron suspendidoà sus efectos, 
hasta el año de 1836 en que se restableció su observancia, 
dictándose después la ley de 26 Agosto de, 1837. Volviendo 
esta ley sobre las dificultades que presentaba en la práctica 
la clasificación de Señoríos jurisdiccionales y territoriales, 
para el efecto de decidir, cuales prestaciones debían subsistir, 
como provinientes de contratos libres en uso de propiedad 
alodial, y cuales suprimirse, como tributos procedentes de 
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imposición . feudal, dictó diferentes reglas que ilustrasen el 
criterio de los tribunales llamados á decidir estas cuestiones. 
10. La ley decretó, que la exhibición de títulos sólo era 
obligatoria para los Señores territoriales que hubiesen ejercido 
jurisdicción (1): concedió dos meses de plazo para la exibi-
ción de los títulos (2), admitiendo, no sólo los originales, sino 
también copias íntegras sacadas de los archivos con interven-
ción de los jueces y promotores fiscales : declaró, que en defecto 
de títulos originales, surtirían iguales efectos los testimonios 
de los mismos, cuando se probare la destrucción de los origi-
nales por medio de testigos contemporáneos á la destrucción; 
y resolvió, por fin, que la exhibición de los títulos en el plazo 
legal, autorizaba á los Señores para continuar percibiendo las 
prestaciones, rentas y pensiones que constarán en los mismos 
títulos, sin perjuicio de la ejecutoria que se dictare en los 
juicios respectivos. 
Esta resolución, la más grave de la ley, cambiaba lo dis-
puesto por el art. 5.° de la ley de 1823. Según esta ley, la exibi-
ción de los títulos no daba derecho á los Señores para conti-
nuar percibiendo las prestaciones, sino únicamente para exigir 
de los pueblos una fianza con que garantizasen su pago; si la 
ejecutoria que dictasen los tribunales declaraba lícitas las 
prestaciones. La ley de 1837 varió el sistema, acordando la 
continuación de las prestaciones desde la exhibición de los 
títulos, sin perjuicio de devolverlas los Señores, si las senten-
cias de los tribunales las declaraban suprimidas por las leyes 
vigentes. 
Al fin, como se vé, las quejas de los antiguos Señores fueron 
atendidas; y las Córtes de 1837, con más conocimiento prác-
tico que las de 1811 y de 1820, ampararon la posesión; provo-
cando por este medio la interposición de los litigios que habían 
de decidir de una vez la legitimidad ó ilegitimidad de ciertos 
tributos. El llamado despojo obtuvo su reparación; pero no la 
(1) Art. I.° 
(2) Arts. 5• al 8.° 
(1) Art. 6.° 
(2) Arts. 2.° y 3.° 
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obtuvo, sino á condición de abrir los juicios en el plazo fatal 
de dos meses, y bajo apercibimiento de que, no promoviéndo-
los en este plazo con la exhibición de los títulos de su perte-
nencia, se procedería al secuestro inmediato de los predios (1). 
Decidió también la ley (2), que se considerasen de propiedad 
particular y exentos por consiguiente sus dueños de la exhi-
bición de títulos y del juicio de revisión, los censos, pensiones, 
terrenos, haciendas y heredades sitos en pueblos que no hubie-
sen sido de Señorío jurisdiccional; y aún los que estuviesen 
enclavados en territorio de Señorío jurisdiccional, si sus due-
ños los poseían, no á titulo de Señores, sino como particu-
lares y por razón de dominio privado. Para este efecto, cuando 
ocurriesen dudas sobre la procedencia de las heredades, censos 
6 pensiones, la ley se contentó con que los -Señores probasen 
en juicio sumario que no tenían á título , de Señorío aquellas 
propiedades ; bastando, en el censo consignativo, la presenta-
ción de la escritura de imposición, y acompañando á este 
documento, en el reservativo; justificación bastante de que la 
finca dada á censo no había pertenecido á Señorío. 
La ley llegó, pues, en sus concesiones á los Señores feudales, 
hasta donde humanamente podía llegar. Manteniendo todavía 
la presunción de que todos los Señoríos y todas las prestacio-
nes que pagaban los pueblos debían su origen á títulos juris-
diccionales, y firmemente resuelta á revocar todo título de 
esta procedencia, por el vicio de su origen, admitió la posibi-
lidad de que bajo el nombre de Señorío se hubiesen confundido 
títulos legítimos de propiedad privada; y para depurar la 
verdad, abrió inmediatamente el período de los juicios, ampa-
rando mientras tanto á los Señores en la posesión de sus 
tierras y de sus derechos, si acudían á exhibir sus títulos ó los 
documentos equivalentes. 
Los juicios se abrieron; y debemos decirlo para honra de los 
legisladores, que confirmaron por regla general las previsiones 
de la ley. En la inmensa mayoría de los casos, las sentencias 
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tributos que los pueblos pagaban, porque procedían casi todos 
de impuestos decretados por los Señores á título de Soberanos 
de sus Estados. 
11. Dos clases de juicios procedían en ejecución de esta ley. 
Los juicios meramente posesorios ó instructivos, en los casos 
en que se dudase ó contradijese la procedencia de los tributos, 
pensiones ó rentas, para el efeeto de seguir percibiéndolas los 
Señores; y los juicios de propiedad, á cuya clase pertenecen 
los de incorporación y reversión. 
Los primeros, que eran sumarios, tenían por único objeto 
purgar el vicio de origen que la ley atribuía á todas las pres-
taciones en general, por la presunción de que procedían de-la 
jurisdicción ó soberanía que habían ejercido los Señores. Los 
segundos, que eran plenarios, debían resolver las cuestiones 
de propiedad, decidiendo: ó la continuación del dominio por 
parte de los antiguos Señores, ó la incorporación y reversión, 
si tenían carácter jurisdiccional, ó se habían dejado de cum-
plir las cláusulas de la concesión. 
12. La jurisprudencia de los tribunales ha ido aclarando 
puntos oscuros ó dudosos de la ley, fijando el sentido práctico 
de la misma. Sus principales declaraciones han sido las 
siguientes : 
La Que en el juicio instructivo sólo se decide sobre la pose-
sión, y que probado en él que los bienes no proceden de Seño-
río jurisdiccional, cesa en sus poseedores la obligación de 
presentar los títulos. Sentencias de 28 de Noviembre de 1854, 
9 de Enero de 1864 y 16 de Enero de idem. 
2.a Que el juicio de propiedad debe sustanciarse y deci-
dirse por las reglas del derecho común; y en él corresponde al 
demandante, que ejercita una acción reivindicatoria, probar la 
demanda, estando en su derecho el demandado al negarse á 
exhibir los títulos de pertenencia. Sentencias de 28 de Noviem-
bre de 1854, 27 de Enero de 1866, 27 de Diciembre de 1867 y 
8 de Julio de 1868. 
3.a Que son legítimos y subsistentes los derechos proce- 
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dentes de contratos libres, y que sus poseedores no están obli-
gados á la exhibición de ningún título para no  ser turbados 
en la posesión, aún cuando las fincas estuviesen situadas en 
pueblos de Señorío jurisdiccional; pues entonces caso de con-
tradicción, la justificación de la posesión se hace por otras 
pruebas. Sentencias de 8 de Junio de 1859, 21 de Enero de 
1862, 25 de Enero de 1862, 12 de Diciembre de 1865 y 13 de 
Mayo de 1868. 
4.a Que las sentencias que se dicten en los juicios instruc-
tivos ó posesorios, no impiden que en otro juicio más solemne 
se dicte una sentencia contraria. Sentencias de 7 de Marzo 
de 1864 y 27 de Diciembre de 1867. 
5.a Que en el juicio instructivo, creado por la ley de 1823 
para decidir sobre la posesión de los Señoríos, tenga lugar 
únicamente la prueba relativa á los dos extremos que la ley 
comprende, á saber: si son incorporables los Señoríos y si se 
han cumplido las condiciones de egresión: probados estos 
extremos favorables al Señor, los territorios quedan en la con-
dición de propiedad privada. Sentencias de 23 de Abril y 6 de 
Noviembre de 1866, 11 de Marzo de 1874, 13 de Abril, de 1875 
y 13 de Julio de 1876. 
6.a Que la falta de cumplimiento, por parte de los que fue-
ron Señores jurisdiccionales, de la presentación de los títulos 
dentro del plazo de los dos meses que les concedió la ley 
de 1837, para el efecto de convertir en propiedad particular 
los Señoríos territoriales y solariegos, no priva á sus poseedo-
res del derecho de hacerlo más adelante, promoviendo dicho 
juicio ó el petitorio. Sentencia de 16 de Diciembre dé 1867. 
7.a Que cuando no se sigue el juicio instructivo que pre-
viene la ley de 1837, debe el demandante probar en el juicio de 
propiedad, que los bienes le pertenecieron por título indepen-
diente del Señorío. Sentencia de 4 de Abril de 1868. 
8.a Que cuando el Ministerio Fiscal y los pueblos interesa-
dos no opusieron reparo alguno á los títulos exhibidos en los 
juicios instructivos, no es admisible después el defecto de falta 
de originalidad de dichos títulos en el juicio de incorporación. 
Sentencia de 21 de Enero de 1871. 
9.a Que cuando en un juicio de propiedad se ha declarado 
que las prestaciones son de dominio particular, no hay térmi- 
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nos hábiles para admitir demanda nueva sobre incorporación 
ó reversión. Sentencia de 7 de Mayo de 1872. 
10.' Que sólo quedan libres de la obligación de presentar los 
títulos de adquisición, los poseedores de prestaciones Señoria-
les que hubieren sufrido el juicio de incorporación ó revisión y 
obtenido sentencia favorable ejecutoria. Sentencias de 27 de 
Junio de 1873 y 21 de Enero de 1874. 
En resúmen, la jurisprudencia del Tribunal Supremo, inter-
pretando el espíritu de las leyes de 1811, 1820 y 1837, ampara 
en la posesión á los Señores, que en un juicio sumario proba-
ren por todos los medios legales que los territorios y prestacio-
nes de los Señoríos, ni eran jurisdiccionales, ni debían incor-
rarse al Estado por infracción de las cláusulas de su primitiva 
concesión; -y tiene por purgado de todo vicio de origen, y 
considera de dominio particular el derecho del Señor, cuando 
en este juicio obtiene una ejecutoria favorable. Reconoce que 
todos los Señoríos deben pasar por el juicio de incorporación 
y revisión. Si les precede el de posesión, sostiene en ella al 
Señor, mientras no sea vencido en juicio de propiedad; pero 
en este caso impone á los prestatarios la obligación de probar 
la demanda, dispensando al Señor de toda exhibición de títulos. 
La exhibición por su parte es obligatoria en otro caso, como 
lo es para el Ministerio Fiscal, ó para cualquier demandante 
en el juicio solemne de propiedad y por último, los contratos 
libres otorgados entre Señores y colonos ó deudores los man-
tiene, si sufrido el juicio de incorporación, los Señores pro-
baron que les pertenecían los terrenos ó censos independien- 
temente de toda j urisdicción. 
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PÁRRAFO IV 
Propiedad vinculada 
1. Idea de los mayorazgos.— 2. Origen ïcistórico de los mismos. 
—3. Razón de su existencia.— 4. Puntos en que se parecían 
4 los feudos y á los fideicomisos.— 5. Tiempo en que se 
desenvolvieron.— 6. Disposiciones de las leyes de Toro sobre 
mayorazgos. —7. Leyes Recopiladas sobre los mismos. 
—8. Supresión de las vinculaciones. 
1. Otra manera de ser de la propiedad es la vinculación, 
forma distinta de los feudos, á cuya imitación tal vez se cons-
tituyó, pero de los que la separan reglas y  . principios dife-
rentes (1). 
La vinculación sacó del comercio y tráfico comunes, porcio-
nes de bienes libres, para sujetarlos á un orden de sucesiones 
determinadas. 
2. Oscuro se presenta el origen de esta institución. Lo 
que parece fuera de duda es que apareció en la vida privada, 
como una imitación de lo que en la vida pública represen-
taban los feudos y Señoríos. Su objeto aparente fué honrar la 
primogenitura: su fin verdadero transmitir la posteridad el 
nombre ilustre de una casa ó familia. El imperio que este 
sentimiento ejerció en tiempos de hinchazón nobiliaria, explica 
perfectamente el número y la extensión prodigiosa de los 
mayorazgos. Suprimido aquel sentimiento, los mayorazgos 
no tendrían explicación alguna satisfactoria. 
(1) El Sr. Laserna hace juiciosamente observar las diferencias que separaban al 
feudo del mayorazgo, pues en los feudos, según la legislación. Lombarda copiada por 
el Rey Sabio en el tít. 26 de la Part. 4', cuando eran mayores, la elección de sucesor 
correspondía al Rey, y cuando eran Lomunes se transmitían por la línea recta hasta 
el segundo grado; y lejos de ser preferidos los primogénitos, el feudo se dividía por 
iguales partes entre los hermanos, cuando eran varios los hijos. 
TOMO II. 	 5 
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3. Se ha supuesto que los mayorazgos, como su misma 
denominación parece anunciar, nacieron al calor de una idea 
bíblica (1): al calor de la idea de la primogenitura, tan hon-
rada por los libros santos; y que su objeto no fué otro que 
honrar esta misma primogenitura, fundando sobre la prio-
ridad del nacimiento, un título de preferencia en la sucesión. 
Es en vano recurrir los sentimientos de la naturaleza, para 
justificar á los ojos de la razón esa preferencia. La razón con-
denará siempre esas desigualdades entre hijos de un mismo 
padre, que tienen el mismo derecho á su protección: la razón 
condenará siempre esas preferencias odiosas, que sin consultar 
a los méritos personales, entregan ciegamente una fortuna á 
la casualidad del nacimiento, condenando á la miseria á los 
demás hijos. Ni los israelitas, ni ningún otro pueblo de la 
tierra, necesitaron de los mayorazgos para honrar á la primo-
genitura. La primogenitura está honrada por sí sola, con la 
autoridad que confiere en la familia. 
El tributo que debemos á la verdad nos obliga á confesar 
que en la institución de las vinculaciones, los fundadores aten-
dieron más á la satisfacción de una vanidad personal, que á los 
sentimientos de justa igualdad que debían resplandecer en sus 
últimas disposiciones. Basta recordar la época en que nacieron 
y se propagaron los mayorazgos para convencerse de esta 
verdad. 
Los mayorazgos pertenecen á la época en que, dividida en 
clases la población, un abismo, que nada podía salvar, sepa-
raba á estas clases entre sí, mirándose como una especie de 
deshonor el que confundiesen su sangre y sus destinos. 
Dueña la clase noble de los feudos y de los Señoríos, tenía 
asegurado por solo el nacimiento, el poder que antiguos pri-
vilegios la concedían en el gobierno y dirección de la socie-
dad. En la Nación se fueron levantando, frente á la nobleza 
de sangre, clases que fundaban en la ilustración, en los ser-
vicios á la patria ó en el mérito propio, títulos que con justi-
cia se consideraban acreedores á la consideración pública y á 
las distinciones sociales, tanto como la sangre y el naci- 
(I) Molina, Gutiérrez y otros. 
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miento. Estas clases fueron las verdaderas fundadoras de los 
 
mayorazgos. Emulas de la nobleza, quisieron á su vez tener 
sus feudos familiares, que transmitiesen• por generaciones 
enteras el apellido de una estirpe. Las vinculaciones amayo-
razgadas se levantaron entonces en las familias, como se 
habían levantado los Señoríos en la sociedad. Unas y otras 
obedecían á un sentimiento de orgullo, disculpable hasta 
cierto punto en un tiempo, en que todo se medía por la regla 
del privilegio. Al hacer los mayorazgos tan privilegiada la 
condición de los hijos primogénitos, lo que en realidad pre-
tendieron honrar, no fué precisamente las personas de los 
primogénitos, sino la sangre y el apellido de la familia. Prué-
balo entre otras cosas la obligación que el fundador solía 
imponer á, los sucesores en la vinculación de conservar las 
armas y llevar su apellido. Nadie que imparcialmente exa-
mine la historia general de los mayorazgos y la particular 
de cada uno de ellos, puede en justicia desconocer esta verdad. 
4. Los mayorazgos, sin ser iguales a los feudos, se inspi-
raron en el modelo de los feudos. Común era el sentimiento 
que inspiró á los unos y a los otros, y común el fin que se 
propusieron unos y otros. De los fideicomisos romanos, con 
los  que también se han comparado, los mayorazgos sólo 
tenían la vinculación de bienes y su transmisión por un orden 
dado de personas; pero se diferenciaban, en que el fideico-
miso era temporal (1), y en que, como acto de última volun-
tad, se hacía en testamento 6 codicilo, y no autorizaba al 
fideicomisario para tomar por sí los bienes; mientras que el 
mayorazgo era perpetuo por naturaleza, se fundaba por tes-
tamento 6 por escritura pública, y confería al sucesor la pose- 
sión llamada civilísima (2). ^` 
(1) Justiniano por la Novela 159 prohibió la perpetuidad de los fideicomisos fami-
liares, mandando que después de la cuarta generación se sucediera en ellos por las  
leyes comunes. 
 
(2) Palacios Rubios, Covarruvias, Castro y otros hallaron perfecta identidad  
entre los mayorazgos españoles y los fideicomisos familiares de los romanos. Sancho  
Llamas ha demostrado el error de estos expositores.  
k 
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5. Se dió el nombre de mayorazgos á las vinculaciones 
de bienes, porque fundadas en su inmensa mayoría por el 
orden regular de llamamientos, eran los hijos mayores de 
cada familia los que las disfrutaban. Algún vestigio de estas 
fundaciones se encuentra ya en las Partidas. La ley 44, 
tít. 5.°, Part. 5.g mandó respetar la disposición de un testador 
que prohibía enajenar un fundo determinado de su herencia, y 
previno que ese fundo se reservase á su hijo ó heredero para 
más honrarle. Esto no era todavía el mayorazgo; pero parecía 
anunciarlo. La ley autorizaba que un fundo se separase de la 
sucesión común, y que ese fundó se reservase al primogénito 
por título de preeminencia. Del fundo, como caso excepcional, 
pudo fácilmente pasarse á la vinculación de una masa entera 
de bienes: y de la excepción para un caso singular, ha 
podido llegarse sin violencia a una regla general. No contra-
dice esta presunción la analogía que los comentaristas han 
encontrado entre esta ley y la 114 de legatis del Digesto. La 
ley, con todas sus afinidades romanas, ha podido dar origen 
á los mayorazgos, sin establecerlos precisamente: pero secun-
dando la inclinación de un sentimiento generalizado en la 
época en que se dictó. 
Aunque en esta materia todo es congetural, porque no hay 
datos bastantes para asignar á los mayorazgos la época fija de 
su aparición y las causas precisas que determinaron su exis-
tencia, con todo se poseen ya antecedentes suficientes para 
poder afirmar que casi en vida del mismo D. Alfonso el Sabio, 
los mayorazgos se fundaban por privilegio Real; y aunque 
pocos en número, se conocían ya con el mismo nombre con 
que han llegado hasta nosotros. Según se ve por la ley 10, 
tít. 17, lib. 10 de la Novísima Recopilación, existían ya en 
tiempo del rey D. Enrique II, pues este Rey mandó en su 
testamento que subsistieran como mayorazgos muchas dona-
ciones que en vida había hecho á Grandes, Prelados, monas-
terios y villas. La existencia de los mayorazgos en el siglo xiv 
está confirmada por diferentes privilegios de los reyes don 
Alfonso XI y D._ Pedro I, que han publicado el historiador 
Semper y el jurisconsulto Sancho .Llamas. Del siglo xiii se 
conocen también dos fundaciones: una del año 1296, otorgada 
por el rey D. Fernando IV á un descendiente del famoso Cid 
1 
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Campeador; y otra de 1276, que cita el cronista de Sevilla 
don Diego Ortíz de'Zúñiga, concedida por el rey don Sancho IV 
a su camarero mayor Juan Mathe sobre varias casas que 
poseía en Sevilla. 
Hasta aquí han llegado las exploraciones de los eruditos. 
Sus descubrimientos permiten afirmar que los mayorazgos se 
fundaban á virtud de autorización Real y como privilégio 
otorgado á ciertas familias, para perpetuar su nombre en la 
posteridad: que debieron existir por costumbre, años antes 
de redactarse las Partidas; pero que el legislador, ya por su 
escaso número, ya por su grande analogía con los feudos, no 
creyó conveniente dedicarles un tituló especial de su Código, 
como lo hizo con los feudos y Señoríos. 
Pero si en los siglos xiü y xiv fueron muy raros los mayo-
razgos, en los siglos siguientes debió aumentarse prodigiosa-
mente su número. Así lo atestiguan numerosas fundaciones 
que datan de los siglos xv y xvi. «Esta institución funesta, dice 
el Sr: Escrich, abrió una sima insondable, donde se fué sepul-
tando toda la riqueza territorial  En los principios del 
siglo xvi, corrieron como en irrupción á ese abismo todas las 
familias que podían juntar una mediana fortuna.» 
Creemos dejar demostrada la causa principal de esta inun-
dación. La causa obró con más eficacia desde el siglo xv, por-
que desde esa época la clase media tomó estado y comenzó á 
constituir el nervio principal de la sociedad española. Toma-
ban puesto en esa clase las armas, la toga, las artes, la diplo-
macia, las ciencias y las familias todas que debían al mérito 6 
á los servicios públicos la consideración que gozaban en la 
sociedad. Afluían de todas partes, y muy particularmente de 
7 las colonias, riquezas que aumentaban el poder de esas fami-
lias; y sintieron, pagando un tributo á las preocupaciones de 
su tiempo, la necesidad de ilustrar sus apellidos, transmitién-
dolos unidos á vinculaciones familiares. Se hizo de moda fun-
dar mayorazgos, capellanías 6 patronatos; y no hubo familia 
medianamente acomodada, que no se creyese obligada á cons-
tituir alguna de estas fundaciones vinculares. 
6. Ante la universalidad de un hecho semejante, el legis-
lador no pudo menos de dictar disposiciones que regularizaran 
— 70 — 
el ejercicio de aquella institución, determinando las condicio-
nes principales de su existencia. Entonces se dictaron las leyes 
40 á 46 inclusives de Toro, por las que se estableció la manera 
de fundar mayorazgos, bienes en que podía hacerse la institu-
ción, pruebas legales de su existencia, modo de suceder en 
las vinculaciones, derechos comunes de los poseedores, y des-
tino que debía darse  a las mejoras. El legislador no creó con 
estas leyes los mayorazgos; el legislador se los encontró esta-
blecidos ya y viviendo en las costumbres del pueblo español. 
Para juzgar con acierto su obra, preciso se hace colocarse en 
la situación misma en que él se encontraba colocado, con un 
hecho social enfrente y con una opinión formada desde muchos 
tiempos atrás. Impotente para destruir aquel hecho, se limitó 
a darle existencia legal. Nada mas podía por entonces hacer. 
7. Tres siglos mas tarde, el rey D. Carlos III, con una opi-
nión mejor preparada á recibir toda disposición que contuviese 
la inundación de los mayorazgos, no se atrevió todavía á 
decretar su supresión, contentándose con dificultar la funda-
ción de nuevas vinculaciones. La ley 12, tít. 17, lib. 10 de la 
Novísima Recopilación, que es una Real cédula de aquel Mo-
narca, expedida á consulta del Consejo de Castilla en 28 de 
Abril de 1789, exigió para lo sucesivo que se obtuviese para 
fundar un mayorazgo licencia Real, qua se daría á consulta 
del Consejo, precediendo conocimiento de si el mayorazgo ó mejora 
llega ó excede, como deberá ser de tres mil ducados de renta; 
si la familia del fundador, por su situación, puede aspirar á 
esta distinción, para emplearse en la carrera militar ó política 
con utilidad del Estado; y si todo, ó la mayor parte de los bienes 
consiste en raíces, lo que se deberá moderar, disponiendo que 
las dotaciones perpetuas se hagan y situen principalmente sobre 
efectos de crédito fijo, como censos, juros, efectos, etc. 
Esta ley contuvo, como un dique, la inundación de peque-
ños mayorazgos, que amenazaban no dejar en España una 
propiedad inmueble en libertad; y que, como decía su autor 
D. Carlos III, fomentaban la ociosidad y soberbia de sus posee-
dores, de sus hijos y parientes, privando de muchos brazos al 
ejército, marina, agricultura, comercio, artes ú oficios. La ley, 
•- 
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á los únicos mayorazgos que en lo sucesivo permitía fundar, 
les daba un destino práctico, cuidando al propio tiempo que 
no estancasen la propiedad territorial. 
Nuevas dificultades para la fundación suscitó el rey D. Car-
los IV, al imponer por Real cédula de 24 de Agosto de 1795, 
un tributo de un 15 por 100 del capital total, á todas las fun-
daciones nuevas que se hicieren. 
. En el mismo espíritu están inspiradas las leyes 16, 17 y 
siguientes, tít. 17, lib. 10 de la Novísima, que son también 
dos Reales cédulas del mismo Monarca, por las se dieron faci-
lidades para la enajenación de bienes vinculados y se conce-
dió una octava parte de su precio á los poseedores, mandando 
que el resto ingresase en las Cajas de Amortización con des-
tino á la Deuda pública. 
8. Pero todas estas disposiciones no hacían más que dete-
ner, sin remediar el mal. Al estado á que habían llegado las 
vinculaciones, su subsistencia era incompatible con la prospe-
ridad de la riqueza pública. Estaba prevista y reclamada por 
la opinión pública su desaparición. La ciencia, y aún más que 
la ciencia la práctica, habían demostrado los funestos resulta-
dos de un sistema, que separando de la libre circulación una 
masa imponente de propiedad territorial, mantenía el desnivel 
en las familias, alimentaba el orgullo de ciertas clases y fomen-
taba la ociosidad de tantos y tantos hidalguíllos. 
Faltas de tiempo las Córtes de Cádiz para decretar la supre-
sión de los mayorazgos y vinculaciones, legaron esta tarea á 
sus sucesoras las de 1820, que dictaron la ley de 11 de Octubre 
de aquel año, por la que quedaron definitivamente abolidos y 
prohibida para siempre su fundación. Aquella memorable ley 
ha sufrido las vicisitudes propias de nuestros trastornos políti-
cos, siendo anulada por Real cédula de 11 de Marzo de 1824, 
restablecida en Real decreto de 30 de Agosto de 1836, y expli-
cada y confirmada por la ley de 19 de Agosto de 1841. 
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PÁRRAFO V 
Legislación sobre mayorazgos  
1. Aplicación que hoy puede tener esta legislación.— 2. Fuen-
tes de la misma.— 3. Clases de mayorazgos. — 4. Fundación  
de los mismos.— 5. Personas que podían fundar.— 6. Real  
autorización.— 7. Bienes que podían vincularse.— 8. Forma  
de la institución.— 9. Su revocabilidad.- 10. Modos de pro-
bar los mayorazgos.— 11. Efectos de lós mayorazgos. 
—12. Posesión civilísima.- 13. Mejoras en los bienes amayo-
razgados .— 14. Casos en que podían enajenarse-15. Reglas 
de los prácticos en que se reasume la doctrina.  
1. La ley de 27 de Septiembre de 1820 suprimió definitiva-
mente los may6razgos y toda especie de vinculaciones en  
España, prohibiendo su fundación en lo sucesivo; pero como  
quiera que mandó reservar la mitad de los bienes vinculados 
 á los inmediatos sucesores en los mismos, y dispuso se cum-
plieran las cargas que llevaban consigo las vinculaciones, por  
esta razón y por los pleitos que hubiera entonces pendientes,  
han llegado sus resultas hasta nosotros, y aún pueden darse, 
 
aunque pocos algunos casos en que tengan - aplicación las 
 
leyes y reglas porque se regían las fundaciones amayorazga-
das. Sin dar, pues, á esta materia la importancia que en otros 
 
tiempos tenía, porque en su mayor parte ha pasado ya á los 
 
dominios de la historia, no podemos excusarnos de concederla 
 
por un momento nuestra atención.  
• 
2. Los mayorazgos, - en realidad, no tenían legislación  
escrita. Tal nombre no merecen las poquísimas leyes que se 
 
habían escrito sobre el particular y que se encuentran reuni-
das en el título 17, lib. 10 de la Novísima Recopilación. De ellas 
 
hicimos ya mérito en el párrafo 3.°, sección 3. 8 de este mismo 
capítulo. Están todas ellas reducidas á las siete leyes dictadas 
 
^ 
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por las Córtes de Toro sobre fundación y mejoras (1), una de 
D. Carlos I prohibiendo la acumulación de ciertos mayorazgos, 
dos de D. Felipe III resolviendo dudas sobre sucesiones, otras 
dos de D. Felipe V. sobre reversión á la Corona de vinculacio-
nes procedentes de donativos Reales, la de D. Carlos III limi-
tando la facultad de fundar, y cinco de D. Carlos IV sobre im-
puestos y enajenaciones de bienes vinculados: en junto veinte 
leyes, para una materia que constituía en España la manera 
de ser de la mayor parte de la propiedad inmueble. 
En defecto de leyes escritas, la práctica había introducido 
en los tribunales españoles reglas de jurisprudencia, que cons-
tituían un verdadero derecho consuetudinario, por el que se 
regía más  especialmente la institución de los mayorazgos. 
Había que consultar, para encontrar estas reglas prácticas, á 
los escritores que más principalmente se habían dedicado á 
exponer la doctrina jurídica sobre vinculaciones. Entre estos 
escritores, pasan por especialidades en la materia, Rojas, Cas-
tro, Molina, Sancho Llamas, Castillo, Tello Fernández, Palacios 
Rubios, Gomez Arias, Acebedo, Burgos de Paz, Matienzo y 
otros. Sus obras, poco consultadas en el día, suelen apenas ser 
citadas alguna vez en los tribunales. Molina y Sancho Llamas 
reasumen á todos, y suelen ser por lo general más consultados; 
y sin embargo, estos mismos autores se resienten de los resa-
bios de la escuela romanista á que pertenecían. Lo prolijo de 
sus comentarios y el enfadoso casuismo en que constantemente 
se ven envueltos, hacen de sus obras más que un tratado racio-
nal de la ciencia, un perenne ejercicio de gimnasia intelectual, 
donde campean como en reino propio la sutileza y el ingenio. 
Afortunadamente podemos pasarnos hoy sin la indigesta 
erudición que distinguía en otros tiempos á los tratados de 
 mayorazgos. El asunto pertenece en su máxima parte á la his-
toria. Lo que pudiera tener aplicación está reasumido por auto-
res contemporáneos (2) en breves dimensiones. Su ejemplo nos 
autoriza para exponer también la doctrina en forma compen-
diosa. 
(1) Leyes 40 á 46. 
(2) Los Sres. Escrich Sánchez Molina, Morató, Laserna, Montalbán y Gutiérrez. 
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3. Los mayorazgos, atendida su naturaleza y sus fines prin-
cipales, eran regulares y perpetuos; pero la libertad que los 
fundadores disfrutaron, y los fines distintos que se propusie-
ron al establecerlos, hicieron nacer las clases de mayorazgos 
temporales y mayorazgos irregulares. Esta última clase sobre 
todo, por su variedad y por la oscuridad de las cláusulas de las 
fundaciones, fué la que más ocupación dió á los tribunales y 
á los jurisconsultos, motivando las reglas de jurisprudencia que 
fué preciso establecer para resolver las cuestiones que se sus-
citaron. 
Llámase mayorazgo regular, aquel en que la sucesión se 
verifica por las mismas reglas adoptadas por la ley 2. 8 , tít. 15 
de la Partida 2. 8 para la sucesión en la Corona. Es irregular, 
por el contrario, aquel en que los llamamientos que hizo el 
fundador no están exactamente ajustados a este orden de 
suceder. 
El orden de suceder en la Corona se funda sobre el princi-
pio de la primogenitura; y en él, por consiguiente, tienen pre-
ferencia el hijo varón mayor y toda su descendencia sobre los 
descendientes de los otros hijos: dentro de la descendencia del 
mayor, es preferido el de grado más próximo al de grado más 
remoto : dentro del mismo grado, el varón á la hembra; y 
habiendo personas de la misma línea, del mismo grado y de 
sexo idéntico, es preferido el de más edad al de menos. En una 
palabra, la sucesión en los mayorazgos regulares se verificaba 
por los cuatro conceptos de línea, grado, sexo y edad. En esta 
sucesión existía, como en la sucesión cdmún, derecho de 
representación (1). En la sucesión regular no se excluía á las 
hembras, como hubiera sucedido á mandarse que la transmisión 
se verificase precisamente de varón en varón por línea de varón. 
Pero tampoco las hembras entraban a suceder, habiendo 
hermanos suyós varones; pues entre personas de la misma 
línea y grado, como son los hermanos, el sexo constituía pre-
ferencia, sin consideración á la edad. Sólo cuando se trataba 
de personas de  - un mismo sexo, la edad decidía la prefe-
rencia. 
(1) La duda fué en ese sentido resuelta por la ley 40 de Toro. 
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Es por último de advertir, que al tenor de lo dispuesto en la 
ley de Partida, que es la norma de los mayorazgos regulares, 
debiendo tenerse por tales á los legitimados por subsiguiente 
matrimonio, aunque hubieran sido concebidos en adulterio 6 
en incesto, sólo los hijos y descendientes legítimos tenían 
derecho á suceder en estos mayorazgos; según repetidamente 
tiene declarado el Tribunal Supremo, entre otras Sentencias, 
por las de 24 de Abril y 17 de Junio de.1861. 
El legitimado por este modo era preferido al legítimo que 
naciera después; sin que fuese para ello un obstáculo la cláu-
sula hijos legítimos y de legítimo matrimonio, que solían 
emplear los fundadores, como expresamente no hubiesen 
excluido á los legitimados. 
Más dificultades ofrecía la sucesión, cuando sólo existía un 
hijo ó descendiente legitimado por Real autorización. Estos 
hijos, en concurrencia con legítimos, no tenían derecho alguno; 
pues su condición nunca se igualaba á la de aquellos, y 
así también está resuelto por el derecho común (1). ¿Pero que 
sucedería si no existiese otra descendencia legítima? ¿Suce-
dería el legitimado por Real autorización, ó se consideraría 
extinguida la línea recta, y pasaría el derecho de= suceder á 
una línea transversal? Esta cuestión, en la que aparecen pro-
fundamente divididos los jurisconsultos, se resolvía principal-
mente por las tablas de la fundación ó por los antecedentes del 
fundador (2). Si de unas ú otros se desprendía que la intención 
del fundador fué admitir estos hijos á la sucesión, eran prefe-
ridos á los demás parientes: en otro caso no entraban á 
suceder. 
El mismo criterio prevaleció para decidir si los hijos natura-
les podían suceder en un mayorazgo regular. La ley les excluía 
por regla general; porque sólo hablaba de descendientes legí-
timos. Pero si el testador los llamaba, expresa ó presunta-
mente, atendidas las cláusulas ó las circunstancias de la fun-
dación, los hijos naturales entraban, en defecto de sucesores 
(I) La ley 12 de Toro. 
(2) A esto se reduce la opinión de Molina que apoya el Sr. Gutiérrez en los dife-
rentes casos que propone. 
-..n••-- T- 
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legítimos; con preferencia los parientes transversales. Así lo 
tiene resuelto el Tribunal Supremo en Sentencia de 28 de 
Marzo de 1848. 
También está resuelto por el mismo tribunal, en Sentencia 
de 24 de Marzo de 1859, que la prelación de linea y parentesco 
se ha de considerar con respecto al último poseedor. 
Los mayorazgos eran perpetuos por su naturaleza: de ma-
nera que aunque se extinguiesen los parientes que el fundador 
hubiere llamado; el mayorazgo no se extinguía por eso. Ha-
biendo un pariente cualquiera, por remoto que fuese, y aun-
que estuviese fuera de las líneas llamadas á la sucesión, ese 
pariente sucedía; por la presunción de que la intención del 
fundador fué siempre mantener la vinculación entre sus parien-
tes. Esta doctrina de los mayorazguistas está confirmada por 
Sentencia de 1.° de Abril de 1862. 
Como los mayorazgos fueron tan numerosos en España, y 
como los fundadores apuraron hasta el infinito las combina-
ciones en los llamamientos, ocurrían serias dificultades en la 
práctica para clasificar debidamente las fundaciones. Los tra-
tadistas especiales se dedicaron á estudiar las cláusulas que 
solían emplear los fundadores y establecieron reglas para su 
clasificación. Hay una general que las comprende á todas: 
el mayorazgo se presumía siempre regular, como no constase 
expresamente lo contrario. Siempre pues que no se hacían 
llamamientos irregulares, el mayorazgo se reputaba regular, 
aunque no estuviese con toda claridad expresado el pensa-
miento del fundador. Así las cláusulas en que llamaba á sus 
hijos y descendientes, á sus descendientes por línea recta, á 
los de su familia, á los de su linaje, á su hijo y sus des-
cendientes, ó empleando otras frases semejantes, se entendían 
siempre de mayorazgo regular. No era un obstáculo para el 
efecto, que el primer llamamiento no estuviese ajustado á las 
reglas de la ley de Partida, como sucedía siempre que la funda-
ción no se había hecho en favor de un primogénito, sino en 
obsequio de un hijo segundo, de un descendiente natural 6 
legítimo, de un pariente lateral, de un agnado ó de otra per-
sona cualquiera. Como hubiere ordenado el fundador que al 
primer llamado le sucediesen los demás por el orden que 
determina la ley el mayorazgo era tenido por regular. 
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Los mayorazgos irregulares eran de muchas especies, por 
lo mismo que los fundadores apuraron todas las combinacio-
nes del capricho. Los principales eran de agnación rigurosa, 
de agnación fingida, de simple masculinidad, de femeneidad, 
de elección, alternativos, saltuarios, de segundo-genitura é 
incompatibles. 
Llamábase de agnación rigurosa, el mayorazgo en que eran 
admitidos únicamente los varones descendientes de varón 
desde el fundador, con exclusión expresa de las hembras y de 
los varones que naciesen de hembras. Era el modo seguro de 
conservar el apellido del fundador y de que lo llevase siem-
pre el poseedor de la vinculación, puesto que agnados son 
sólo los parientes por parte de padre. Se tenía por hecha en 
esta forma la fundación, siempre que el fundador llamara á 
los agnados nombrándolos, ó cuando, sin nombrarlos, llamaba 
á sus hijos y por su defecto á sus sobrinos. Pero ocurrieron 
dudas en la inteligencia de algunas cláusulas, y se susci-
taron pleitos; por, lo que el Rey D. Felipe III, por Pragmá-
tica expedida a consulta del Consejo en 15 de Abril de 1615 
(ley 8.a, tít. 17, lib. 10 de la Novísima), resolvió que en las 
vinculaciones que desde aquella fecha se fundaren, no se 
entenderían excluídas de la sucesión las hembras y su descen-
dencia, sino fuera en el caso de que el fundador las exclu-
yera, y mandare que no sucedan, expresándolo clara y 
literalmente, sin que para ello basten presunciones, argumen-
tos ó congeturas, por precisas, claras y evidentes que sean. 
Por consecuencia de esta disposición, en las fundaciones pos-
teriores al 15 de Abril de 1615, se sucederá por el orden regu-. 
lar, como el fundador no haya excluido expresa y literalmente 
las hembras. 
El mayorazgo de agnación fingida era aquel, en que el pri-
mer sucesor no era un agnado del fundador,» sino un cognado, 
una hembra ó un extraño, y después se verificaba la sucesión 
por agnación rigurosa. Decíase de angnación fingida; porque 
el fundador, que carecía de agnación, la fingía en el primer 
llamado. Regularmente solía imponer a los sucesores la obli-
gación de llevar su apellido y usar sus armas. 
De masculinidad se llamaba el mayorazgo, en que sólo se 
admitía á los varones, pero sin exigir que descendiesen preci- 
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samente de varones. Estos mayorazgos eran una vinculación 
intermedia entre los de agnación y los regulares. Para ser la 
de agnación les faltaba la condición de que los varones hubie-
ran de descender de varones; y de los regulares les separaba 
la expresa exclusión de las hembras. Cualesquiera que fuesen 
las cláusulas con que estuvieren hechos los llamamientos, 
como en ellos no se excluyera expresa y literalmente á las hem-
bras, el mayorazgo no sería de masculinidad, según lo que 
terminantemente dejó dispuesto la ley Recopilada que acaba-
mos de citar. 
Por el contrario, decíase de femeneidad el mayorazgo fun-
dado para hembras. Si era para las hembras, con exclusión 
absoluta y perpetua de varones, llamábase de femeneidad pro-
pia: si sólo daba preferencia á las hembras, sin excluir á los 
varones, cuando no las hubiese, se decía que era de femeneidad 
impropia. Todavía la femeneidad podía revestir dos formas; 
pues á semejanza de la agnación con los varones, ó exigía que 
las hembras vinieran precisamente de hembras, ó se conten-
taba con que fuesen hembras, aunque el parentesco lo traje-
sen de varones. A la primera forma la llamaban de contraria 
agnación: a la segunda de contraria masculinidad. 
Cuando el fundador dejaba al poseedor del mayorazgo la 
facultad de elegirse sucesor entre los parientes del fundador, 
el mayorazgo se llamaba electivo; y era regla general en la 
materia, que el poseedor había de hacer por sí mismo la elec-
ción, que había de recaer en un individuo de la familia y que 
no haciéndola se entendía elegido el primogénito ó el que 
según la ley de Partida debía suceder. Así lo tiene resuelto la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 15 de Diciembre de 1860. 
Saltuario, y también de hecho, se llamaba un mayorazgo, 
cuando para la sucesión se atendía á la edad ó á la circuns-
tancia personal de un pariente, distinta de la primogenitura y 
de la proximidad de parentesco. Como la circunstancia exi-
gida por el fundador podía encontrarse en persona que no se 
hallara en la línea recta, el mayorazgo pasaba de una en otra 
línea; y á esto debió el nombre con que se le conocía. 
Mayorazgo de segundo-genitura era el fundado exclusivamen-
te en provecho de los segundo-génitos; y tenía por objeto reme-
diar en parte la injusticia de las vinculaciones regulares, que 
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reservaban todo para los primogénitos. Era propia la segundo-
genitura, cuando siempre pasaba la posesión á un segundogé-
nito; de manera que, no habiéndolo en la línea directa, adquiría 
el derecho el de la transversal; y se decía impropia, cuando el 
segundo-génito del fundador era llamado al goce de los bienes, 
debiendo sucederse en ellos después de su muerte por el orden 
regular de descendientes. También la impropiedad procedía 
á veces de que, habiendo sólo hijos primeros y segundos, 
entraban estos en la sucesión, pudiendo en caso contrario 
obtenerlos los mismos primogénitos. 
Se denominaban por último incompatibles, aquellos mayo-
razgos que, atendidas las disposiciones del fundador ó de la 
ley, no podían reunirse en una misma persona. Como la defi-
nición indica, la incompatibilidad podía provenir de la ley ó 
de la voluntad expresa ó tácita del fundador. 
Eran incompatibles por la ley ciertos mayorazgos, porque 
según lo dispuesto por la ley 7.g, tít. 17, lib. 10 de la Noví-
sima Recopilación, no podían reunirse por razón de matrimo-
nio dos mayorazgos, cuando uno de ellos tenía de renta 5,347 
ducados: en este caso el primogénito elegía entre los dos, y el 
que dejaba pasaba al segundo-génito. 
Eran incompatibles por la voluntad del fundador ciertos 
mayorazgos, cuando terminantemente había prohibido su 
acumulación en una sola persona, 6 cuando se deducía esta 
misma intención de las cláusulas con que estuvieren funda-
dos. De aquí la incompatibilidad expresa tácita. Existía la 
tácita, por ejemplo, cuando el fundador mandó que el poseedor 
usara solamente sus armas 6 su apellido, ó impuso otra condi-
ción que no podía cumplirse acumulando otra vinculación. 
Todavía la incompatibilidad podía ser absoluta, es decir, 
para toda clase de mayorazgos, 6 sólo limitida á ciertos mayo-
razgos por razón de sangre, de clases, de renta, de uso de 
armas, ó de cualquiera otra circunstancia. 
Por estas distinciones se comprenderá que variedad tan 
inmensa de caprichos presidió la institución de los mayo-
razgos, y á que estado de confusión había llegado una ma-
teria que, comenzando por ser el privilegio de unos pocos, 
había concluído por ser el estado general del país. 
^ ^
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4. La fundación estaba suj eta á reglas, en parte prescritas 
por el derecho escrito y en parte determinadas por la costum-
bre. Antes de las leyes de Toro la fundación tuvo un carácter 
marcado de privilegio: las leyes de Toro la convirtieron en un 
derecho común. La ley recopilada de D. Carlos II1 volvió á 
darla otra vez el carácter de privilegio, restringiendo grande-
mente su concesión. Para exponer con orden esta materia, 
debemos ver lo que estaba dispuesto relativamente á las per-
sonas que podían fundar mayorazgos, autorización con que po-
dian hacerlo, bienes que se habían de vincular, forma de la ins-
titución, casos de revocación y modos de probar su existencia. 
5. Personas. Toda persona hábil para testar podía fundar 
mayorazgo por última voluntad; y lo podía hacer por sí ó por 
mandatario con poder especial, y por medio de comisario con 
la misiva clase de poder. Estaban pues en este caso, no sólo el 
hombre emancipado, sino también la mujer casada y el hijo 
de familias, desde que llegó á la pubertad. 
Para hacerlo por acto entre vivos, la mujer casada necesi-
taba licencia de su marido, 6 por su defecto autorización judi-
cial expedida con conocimiento de causa. 
O. Real autorización. Aunque las leyes de Toro (1) habla-
ban de la Real licencia, ninguna en realidad la exigió precep-
tivamente; no obstante que esa parecía haber sido la práctica 
de las primeras fundaciones de mayorazgos. El contexto de 
aquellas leyes indica que este requisito no se consideraba 
esencial. La ley 44, tratando de la revocación de mayorazgos 
ya fundados, empleaba la frase aunque sea con autoridad nues-
tra, frase que indica desde luego la posibilidad de que existie-
sen mayorazgos no autorizados por los Reyes. La ley 41, al 
tratar de los modos de probar su existencia, parece confirmar 
lo mismo, al admitir la prueba inmemorial, en defecto de escri-
turas de fundación. 
(1) Leyes 41, 42, 43 y 4í. 
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Hay, sin embargo, un precepto en la ley 42, que á su simple 
lectura parece exigir siempre la Real licencia para fundar un 
mayorazgo. Ordenamos é mandamos, dice, que la licencia del 
Rey para facer mayorazgo, preceda al facer del mayorazgo. 
Pero como á renglón seguido añade la ley: que aunque el Rey 
dé licencia para facer mayorazgo, por virtud de tal licencia no 
se confirme el mayorazgo que de antes estuviese fecho, se ve que 
el objeto del legislador fué evitar el abuso de pedir licencia des-
pués que las fundaciones estaban hechas; pero que su pensa-
miento no fué exigir preceptivamente esta licencia. Por lo 
menos, esta fué la inteligencia que siempre recibió en la prác-
tica la ley 42 de Toro; y á favor de esa inteligencia se creyó 
siempre, que era potestativo en el fundador solicitar ó no la 
Real autorización para instituir vinculaciones. No nos 
 • atreve-
ríamos nosotros á afirmar, con la seguridad conque lo hacen 
la generalidad de los autores, que la inteligencia que constan-
temente se dió á la ley 42 de Toro, interpretó bien y fielmente 
el pensamiento del legislador. Convenimos únicamente en que 
cabía esa inteligencia, vista la oscuridad con que están conce-
bidas las leyes de Toro; pero nada más nos atreveríamos á con-
ceder. Si el legislador hubiera dicho «ordenamos y mandamos 
que la licencia Real, en los casos en que se solicite por los par-
ticulares, haya de preceder á la fundación,» estaría bien; pero 
no hizo distinción alguna, consignando de una manera abso-
luta el precepto de que precediera la licencia a la fundación. 
La duda, si la había, dejó de existir desde la Real cédula de 
D. Carlos III de 1789 (1), que exigió siempre la Real licencia 
y que mandó que no se otorgase, sino á familias que acredi-
taran merecer esta distinción. 
7. Bienes vinculables. No pusieron las leyes de Toro más 
limitación á la facultad de vincular, que la que resultase de 
derechos adquiridos. El que no tenía herederos forzosos, podía 
vincular toda su fortuna: el que los tenía, toda la parte de sus 
(t) Ley 2.a, tit. 17, lib. 10. Novísima Recopilación. 
TOMO II. 6 
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bienes de libre disposición. En ejecución de este principio, 
que a aquellos legisladores pareció muy justo, el fundador que 
tenía descendientes podía vincular por vía de  mejora, según 
la ley 27 de Toro, el importe del tercio y quinto de los bienes 
que poseyese, con tal que lo faga entre sus descendientes legí-
timos, e' d falta de ellos que lo pueda facer entre sus descendiera-
tes ilegítimos que hayan derecho de les poder heredar; y 
 falta 
de los dichos descendientes, que lo puedan facer entre sus ascen-
dientes; e' á falta de los susodichos, entre los sus parientes; é 
d falta de parientes, entre los extraños. 
Con la condición, pues, de sujetar el fundador sus llama-
mientos al orden que esta ley determina, los bienes de tercio' 
y quinto pudieron estancarse perpetuamente en vinculación. ; 
La funesta facilidad que esta ley otorgó para la fundación de 
mayorazgos ha merecido severas censuras á Jovellanos. Por fin 
D. Carlos III la dejó virtualmente derogada, desde que exigió, 
como condición precisa para la fundación, además de la licen-
cia Real, el que las familias acreditaran merecimientos propios 
para alcanzar esa distinción, y el que las rentas no bajaran de 
tres mil ducados anuales, y consistieran principalmente en 
pensiones censales y demás rendimientos fijos, con preferencia 
á bienes inmuebles. No prohibió seguramente esta ley hacer 
las fundaciones con bienes de tercio y quinto de mejora; pero 
las limitó tanto, que quedaron reducidas á muy pocos casos. 
Sólo el afán de promover cuestiones inútiles, para ejercitar 
el ingenio Ÿ  ostentar erudición, puede haber llevado á escrito-
res tan ilustrados como Llamas y Molina, á suscitar dudas 
y más dudas sobre las facultades de los vinculadores con rela-
ción á los bienes de tercio y quinto. La ley fija el orden en 
que han de hacerse los llamamientos: á ningún fundador, por 
consiguiente, le era permitido salirse de aquellos llamamien-
tos. Con esto están contestadas la mayor parte de las dudas 
que suscitan: dudas perfectamente excusadas, y de las que, sin 
embargo, ha creído deber ocuparse algún escritor moderno (1). 
(1) El Sr. Gutiérrez. 
L 
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Si. Forma. Con lo que llevamos dicho se habrá compren 
dido que los mayorazgos se fundaban en testamento ó por 
escritura pública. Era natural que la institución se hiciese en 
una 6 en otra de estas formas solemnes, tratándose de bienes 
que se habían de perpetuar en su transmisión; pues no era cosa 
de fiar á la memoria un negocio de tal naturaleza. Las leyes 
de Toro partían de este supuesto; pero no exigieron la forma 
solemne de una manera precisa y obligatoria. En esto están 
conformes los expositores. La falta de la solemnidad de la escri-
tura no constituía un vicio de nulidad; puesto que la existen-
cia del mayorazgo se probaba por otros medios. 
9. Revocabilidad. Los vínculos según acabamos de ver, se 
fundaban ordinariamente en testamento ó por escritura pública; 
y cuando se establecían por personas que tenían descendencia 
legítima, participaban del carácter de mejoras, con las que se 
les había identificado. De aquí se dedujo que eran revocables 
por regla general, como las mejoras, y que como ellas se 
hacían irrevocables en los mismos tres casos taxativamente 
marcados por la ley 17 de Toro, O. saber: cuando se entrega-
ban en vida los bienes, cuando se entregaba la escritura de 
fundación á la persona en cuyo favor se hubieren hecho, y 
cuando la institución se hacía por causa onerosa con un ter-
cero. Aún en estos tres casos, también por identidad con la 
doctrina general de las mejoras, el mayorazgo podía revocarse 
por su fundador, si en la Real licencia hubiese sido autorizado 
para ello, ó si el mismo se reservó esta facultad en la escri-
tura de fundación. La ley 44 de Toro lo dispuso así; aunque 
pudo haberse excusado de hacerlo, desde el momento en que 
equiparó los mayorazgos a las últimas voluntades y á las me-
joras. Como institución de gracia, y no de justicia, dependía 
en todo de la voluntad del hombre, y era por su naturaleza 
revocable. 
10. Prueba de los mayorazgos. La ley 41 de Toro estable-
ció cuatro modos de probarse la existencia de los mayorazgos, 
á saber: 1.° Por la escritura de su institución. 2.° Por la escri- 
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tura de la Real licencia. 3.° Por testigos que depusieron sobre 
la existencia de tales escrituras. 4.° Por costumbre inmemorial. 
Figuran á la cabeza la escritura de fundación y la Real 
licencia, porque lo ordinario y natural era que precediesen 
una y otra; y como documentos auténticos, hacían fe en juicio 
y fuera de él. Mas como podía no existir ni una ni otra, ó 
haberse destruido ó extraviado, la ley admitió la prueba suple-
toria de testigos 6 de posesión inmemorial; y respecto de estas 
pruebas, determinó las condiciones que habían de reunir para 
hacer fe en juicio. 
De los testigos que hubiesen de declarar sobre la existencia 
de la escritura, la ley sólo dijo que depongan en la forma que 
el derecho quiere. Como no fijó su número ni sus condiciones, 
los intérpretes han entendido que siendo los mismos que inter-
vinieron en la escritura como instrumentales, bastan dos; pero 
que en otro caso se necesitaban cinco, según por regla general 
exige para la prueba de escrituras la ley 28, tít. 16 de la Par-
tida 3.a 
Para la prueba de posesión inmemorial la ley señalaba taxa-
tivamente las condiciones que habían de reunir los testigos y 
sus deposiciones para hacer prueba plena. Esas condiciones 
son las siguientes: 1. 8 Que fuesen los testigos de buena fama. 
2.a Que les constase el hecho de cieneá propia. 3.a Que lo hubie-
sen visto durante 40 años, lo cual supone que habían de ser 
ancianos. 4.a Que lo hubiesen oído á sus mayores y á estos que 
asimismo lo hubiesen oído á sus antepasados. 5.a Que ello 
fuese pública voz y fama entre los vecinos y moradores de la 
tierra. 6.a Que nunca vieron ni oyeron decir nada en contrario. 
Sólo á cambio de estas pruebas consentía la ley en tener por 
cierta y probada la existencia de un mayorazgo. Y se com-
prende que la ley fuera algo exigente en esta materia, porque 
la presunción estaba en favor de la libertad de los bienes; y 
cuando por excepción se pretendía sujetarlos á una vincula-
ción, había que probar cumplidamente esta excepción, para 
privar de su disfrute á los herederos comunes. 
La jurisprudencia de los tribunales ha aclarado aún más las 
reglas sobre la prueba de los mayorazgos, decidiendo por sen-
tencia de 4 de Junio de 1866, que no es taxativa la ley 41 de 
Toro de los medios de probar los mayorazgos. 
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11. Los efectos que producía un mayorazgo 6 vinculación, 
eran separar de la condición común á los bienes en que se 
constituía, y someterlos en su disfrute y transmisión á las leyes 
y reglas especiales por las que se regían estas instituciones. 
La propiedad se hacía inalienable; y el sucesor, contra las reglas 
de derecho común, entraba en la posesión de estos bienes 
por ministerio de la ley. La vinculación, por fin, tenía tal 
fuerza de atracción, que por una especie de accesión muy 
singular, hacía suyas todas las mejoras que en los bienes vin-
culados se hubieran ejecutado. 
A tres puntos principales estaban por lo tanto reducidos los 
efectos de las vinculaciones. 1.° Posesión civil. 2.° Adquisición 
de las mejoras. 3.° Prohibición de enajenar. Vamos á dar, 
siquiera sea brevemente, una idea de la doctrina legal relativa 
á cada uno de estos puntos. 
12. Sobre la posesión había dispuesto la ley 45 de Toro, que 
muerto el tenedor del mayorazgo, luego sin acto alguno de apren-
sión, se traspase la posesión civil y natural en el siguiente en 
grado, que según la disposición del mayorazgo debía suceder en 
él, aunque haya otro tomado la posesión en vida del tenedor del 
mayorazgo, ó el muerto á el dicho tenedor le haya dado la pose-
sión de los bienes. 
La ley creó un modo de transmitir la posesión, que no existía 
en ningún derecho conocido: un medio que prescindía de toda 
tradición y de todo acto material, y que dándolos por supues-
tos, concedía efectos legales, desde el instante mismo de la 
muerte de un tenedor 6 usufructuario, sin que ninguna dispo-
sición suya ni acto de otra cualquiera persona pudiera dete-
ner por un instante estos efectos. La razón, aunque la ley no la 
dió, estaba en la índole de las vinculaciones, que transmitía la 
posesión de los bienes por la voluntad del fundador, y no por 
la voluntad del último poseedor. 
A esta posesión los jurisconsultos la llamaron civilísima, 
para distinguirla de la posesión común, que nunca se verifica 
por ministerio sólo de la ley, ni contra un tercero que estuviera 
ya poseyendo, sino por voluntad de la persona y mediando 
tradición 6 actos propios de la misma. Dejando aparte la  con- 
— 86 — 
fusión conque está redactada la ley, y, los mil comentarios que, 
según costumbre habitual, han amontonado sobre ella los 
comentaristas con sus eternas sutilezas escolásticas, sólo dire-
mos que esta ley no tiene prededentes en ningún derecho, 
porque en ninguno tampoco existía ese modo especial de suce-
der que contenían los mayorazgos. 
Aunque la ley declaraba poseedor al sucesor desde el mo-
mento mismo de la muerte del antecesor, sin acto alguno de su 
parte, tal vez ignorándolo él mismo y aún contra todo acto de 
detentación por parte de un tercero, no autorizó á dicho suce-
sor para hacerse justicia por su mano, entrando violentamente 
á ocupar y usufructuar los bienes vinculados. Era necesario 
para el efecto la interposición de una acción; y como se tra-
taba sólo de la posesión, el juicio tenía que ser posesorio. De 
aquí la importancia que tuvieron los juicios posesorios en la 
sucesión de bienes vinculados. 
Tanta importancia se concedió á los juicios posesorios de 
mayorazgos, que se creyó una jurisdicción, un procedimiento, 
una acción y hasta qn nombre propio para la decisión de  estas 
 cuestiones; dejando á la jurisdicción ordinaria únicamente el 
conocimiento de los juicios de pertenencia 6 propiedad. Las 
cuestiones de posesión se llevaron al Consejo de Castilla, y allí 
se ventilaban y decidían en Consejo pleno, en un juicio con-
tencioso que se llamó de tenuta, porque en él se trataba de la 
tenencia de los bienes vinculados. Este juicio le establecieron 
por primera vez los reyes D. Carlos I y D.' Juana por Pragmá-
tica expedida en el año 1543 (ley 2.', tít. 24, lib. 10 de la No-
vísima Recopilación). Los reyes D. Felipe II y D .  Felipe III lo 
reformaron posteriormente. Sus decisiones están en el mismo 
titulo y libro de la Novísima, que acabamos de citar. En, el 
último estado que tenía, el juicio constaba de un sola instan-
cia: el Consejo pleno con su mismo Presidente conocía de estos 
juicios (1), y podía recibir las pruebas y tramitarlo por sí mis-
mo, ó dar comisión á un juez especial para que sustanciase por 
si el recurso, y lo remitiese después de sustanciado á la deci- 
(I) Ley 7', tit. 24, lib. ti, Novísima Recopilación. 
sión del Consejo (1). La sustanciación nunca podía durar más 
de 80 días. La sentencia era siempre ejecutoria, y sólo decidía 
la cuestión de la posesión (2), dejando íntegra la de perte-
nencia á las Audiencias, á las que se remitía para el efecto 
todo el litigio sustanciado (3). 
Aunque sumarios estos juicios, debieron, contra la previsión 
del legislador, hacerse muy costosos y muy largos; y como 
durante su tramitación permanecían los bienes vinculados sin 
dueño ni poseedor alguno que los conservara y administrase, 
por necesidad se introdujeron en la práctica incidentes rela-
tivos á esta administración. Surgieron aquí otros juicios suma- 
rísimos, llamados de administración de los mayorazgos, que 
aunque verdaderos artículos incidentales en los juicios de 
tenuta, recibieron de la ley una tramitación especial (4). Estos 
artículos debían sustanciarse y decidirse en el término de 
40 días por la Sala del Consejo, llamada de las mil y quinien-
tas (5); y su decisión, que no admitía apelación, súplica ni 
reeurso de especie alguna, debía •coincidir con el auto en que 
se recibiese á prueba el juicio de tenuta.. 
13. La condición de los bienes vinculados era de tal natu-
raleza, que no sólo no se entregaban á la libre circulación, 
haciéndolos materia de contratos, sino que atraían hacia sí lo 
que se les incorporaba de una manera permanente, confun-
diéndolo con la misma vinculación. La ley 46 de Toro lo 
declaró así, decidiendo una cuestión que se agitaba por enton-
ces entre los jurisconsultos. Toda mejora, toda edificación, 
toda plantación ú obra que se hiciese en una finca amayoraz-
gada, quedaba en beneficio del mayorazgo, formando ya parte 
del mismo de una manera permanente. 
Si la ley se hubiera limitado á hacer esta declaración, no 
(1) Ley 2', id. id. 
(2) Ley 6.', tít. 24, lib. H Novísima Recopilación. 
(3) Ley 3.', id. id. 
(4) Ley 8.', id. id. 
(5) Se llamaba así por el depósito de mil quinientas doblas que se exigía para 
interponer ciertos recursos de que conocía esta Sala. 
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habría merecido censura alguna por parte de los intérpretes. 
Al fin esa decisión estaría ajustada á las doctrinas generales 
sobre accesión, que adjudican al dueño de un predio lo que en 
el predio se edifica ó planta por un tercero. Pero la ley aña-
dió, que el poseedor del vínculo non sea obligado d dar parte 
alguna de la estimación ó valor de los dichos edificios d las mu-
jeres del que los lizo, ni d sus hijos, ni d sus herederos ni suce-
sores; y en esto la ley se separó de aquellas doctrinas, pues de 
conformidad con las mismas, al que edificó de buena fe se le 
debe el valor de los materiales que empleó y la indemnización 
de los gastos que hizo en la edificación. 
La ley mereció por esta disposición las severas censuras de 
Palacios Rubios y de Jovellanos. Palacios Rubios, que había 
tomado parte en su discusión, decía que no pudo evitar que se 
aprobase; y la llamó inícua, y contraria al derecho y á la razón. 
Jovellanos afirmó que la ley sólo se refirió á reparaciones de 
edificios urbanos, y que los intérpretes la habían dado una 
extensión que no tenía. Sus defensores han sostenido que fué 
justa; porque el edificar en un fundo vinculado no es un acto 
de buena fe, 6 si lo es, equivale á una donación, toda vez que 
ya le constaba al edificante que el fundo era ajeno y que no 
había términos hábiles para que su poseedor le indemnizase de 
los gastos. La ley, con efecto, era un saludable aviso á los 
poseedores de vinculaciones, para que se abstuviesen de eje-
cutar, sin Real licencia, obras de mejora en los bienes vincu-
lados, si no querían perder cuanto invirtieran en las obras. Su 
resultado inmediato fué que los fundos vinculados se dejaron 
arruinar. Por eso se decía eu España, que no había propiedad 
más desatendida que la propiedad amayorazgada. 
14. Siendo por su naturaleza perpetuos los mayorazgos, y 
debiendo permanecer unidos los bienes que los constituían, 
eran consecuencias inmediatas la indivisibilidad del vínculo y 
la prohibición de enajenar el todo ó parte de los bienes. Estos 
dos principios constituían la esencia de un mayorazgo. Según 
el primero, toda la vinculación debía pasar íntegra al sucesor 
llamado por la fundación, sin que tuviera que dividir con 
nadie su disfrute. Según el segundo, ningún poseedor tenía 
r 
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facultad para enajenar, gravar, hipotecar, ni ceder predio ni 
derecho alguno perteneciente á la fundación. 
Sin embargo, ambos principios tenían sus casos de excep- 
ción. Aunque indivisible el mayorazgo, los prácticos enten-
dían que en el caso de nacer dos gemelos de un mismo sexo 
y no constar con certeza cual había nacido el primero, el 
mayorazgo debía dividirse entre los dos (1). Del mismo modo, 
aunque inenajenables los bienes del mayorazgo, siempre que 
mediaba justa causa de utilidad pública ó particular del mismo 
mayorazgo, la enajenación podía autorizarse. 
En el caso de expropiación por causa de utilidad pública, la 
enajenación se imponía, no era solicitada por el poseedor: era 
obra de la ley, y ella misma cuidaba de que al capital se diese 
la aplicación conveniente, para que quedase impuesto á bene-
ficio de la vinculación. 
En el caso de necesidad 6 utilidad del mismo mayorazgo, . 
como estando ruinoso un predio, debiendo redimirse con notable 
ventaja una de sus cargas, proporcionándosc ocasión de per-
mutar fincas separadas por largas distancias ú otros semejan-
tes, al poseedor tocaba solicitar y probar la necesidad ó la uti-
lidad. Sin licencia Real nada de esto podía ejecutar, por no 
estar en sus facultades ordinarias. 
Esta legislación fué reformada por el rey D. Carlos IV. En 
19 de Septiembre de 1798 dictó la ley 16, tít. 17, lib. 10 de la 
Novísima Recopilación, por la cual concedió permiso general 
para enajenar los fundos amayorazgados, sin necesidad de infor-
maciones de utilidad; pero con condición de que las ventas se 
habían de hacer en público remate, ante los Jueces ordinarios, 
previa tasación de las fincas y debiendo imponer los capitales 
en la caja de amortización. Se buscó por este medio el desvin-
cular la propiedad inmueble, sin destruir los mayorazgos, ni 
privar á sus poseedores de las rentas perpetuas que les corres-
pondían. 
15. Para terminar, vamos á reasumir en breves reglas, 
siguiendo el ejemplo de los autores, la doctrina principal por 
la que se regían los mayorazgos. 
(1) Ley final, tít. 33, Part. 3.' 
1 
r+ 
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Regla 1a Los mayorazgos regulares se regían por las 
reglas dictadas para la sucesión en la Corona por la ley 2. 5 , 
tít. 15, Part. 2. 5 (1). 
Regla 2.5 Los mayorazgos irregulares se regían por las 
tablas de la fundación (2). 
Regla 3. 5 En caso de duda ú oscuridad en la fundación, el 
mayorazgo se consideraba regular para los efectos de suce-
sión (3). 
Regla 4. 1' En los mayorazgos regulares se atiende para 
la sucesión a la línea, al grado, al sexo y á la edad. 
Regla 5. 5 En estos mayorazgos hay derecho de represen-
tación, no sólo en la línea recta, sino también en la trans-
versal (4). 
Regla 6. 5 En 
 las fundaciones posteriores al 15 de Abril de 
1715, las mujeres no se consideraban excluidas, como expresa 
y literalmente no las excluyera el fundador (5). 
Regla 7. 5 El hijo legitimado por subsiguiente matrimonio 
es sucesor desde el día de su legitimación (6). 
Regla 8. 5 Los mayorazgos son indivisibles, salvo el único 
caso de nacimiento de dos gemelos, de quienes se ignorase 
cual nació el primero. 
Regla 9. 5 Los bienes vinculados son inenajenables, salvo 
los casos de utilidad
- pública ó particular del mayorazgo. 
Regla 10. El mayorazgo se prueba por la escritura de 
fundación, por la Real licencia, por testigos contemporáneos 
6 por tiempo inmemorial. 
Regla 11. Muerto el poseedor de un mayorazgo, pasa su 
posesión al inmediato sucesor ipso jure 6 sea por ministerio 
de la ley, sin acto ni gestión alguna por parte de este. 
Regla 12. Todas las mejoras que se ejecuten en los bienes 
de una vinculación quedan á beneficio de la misma vincula-
ción, sin que su poseedor tenga que abonar estimación de 
ninguna especie. 
(1) Escrich, Diccionario de Legislación. 
(2) Sánchez de Molina, El Derecho en forma de Código. 
(3) Sánchez Molina, Gutiérrez, etc. 
(4) El mismo. 
(5) Idem. 
(6) Id., Escrich, Gutiérrez y otros. 
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Regla 13. La sucesión en el mayorazgo es perpetua, en 
todos los individuos que vienen de la familia del fundador; y 
si no existe ninguno en las líneas llamadas, sucederá otro 
pariente (1). 
Regla 14. La proximidad del parentesco se ha de conside-
rar con respeto al último poseedor (2). 
Regla 15. En los mayorazgos no se sucede al último posee-
dor por derecho hereditario, sino por derecho de sangre (3). 
Regla 16. Los hijos legitimados por real autorización y 
los naturales, en defecto de hijos legítimos ó legitimados por 
subsiguiente matrimonio, sucederán en un mayorazgo, si 
expresa ó tácitamente los llamó el fundador. Sentencia de 28 
de Marzo de 1848 (4). , 
PÁRRAFO Vl 
Leyes supresoras de los mayorazgos 
1. Fundamento capital de estas leyes.— 2. Exámen de la ley 
de 11 de Octubre , 1820.- 3. Decretos de 1821 facilitando 
la enajenación de bienes procedentes de vinculaciones.-
4. Dudas en la inteligencia de la ley.— 5. Disposiciones 
sobre cumplimiento de obligaciones afectas á los mayoraz-
gos.— 6. Otras disposiciones extrañas.-7. Restablecimiento 
de los mayorazgos en 1824.-8. Nueva supresión de los mis-
mos en 1856.— 9. Ley de 1855 sobre enajenaciones de bie-
nes vinculados.— 10. Últimas disposiciones de la ley de 1841. 
1. El principio de la desamortización, aplicado por la ley 
de 8 de Agosto de 1811 á los feudos y Señoríos, tenía no 
menos justa aplicación en los mayorazgos y en las vincula-
ciones. Antes que el legislador, la opinión condenaba ya estas 
(t) Sánchez Molina, Gutiérrez, etc. 
(2) Idem. id. 
(3) Molina. 
(4) Sánchez Molina. 
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fundaciones, como había condenado á los feudos sus progeni-
tores. Y esa opinión no era la opinión de un día, ni la opinión 
de una escuela ó partido: era la voz unánime de los siglos que 
venía formando su proceso á las vinculaciones. El fallo en 
realidad estaba pronunciado hacía mucho tiempo: sólo faltaba 
su ejecución. 
Alguien (1) ha preguntado en son de duda, si era justo ese 
fallo; permitiéndose creer que, juzgados de nuevo los mayo-
razgos, no sería la misma la sentencia que se pronunciara, 
porque los mayorazgos no aparecerían ya, a los ojos de los 
mismos que los condenaron, con la odiosidad conque entonces 
los miraron. 
Debe afirmarse, por el contrario, contra la respetable opi-
nión del escritor á que nos referimos, que si mil veces fueran 
llamadas á juicio instituciones tan injustas y tan funestas 
como los mayorazgos, mil veces la Nación representada en 
Córtes confirmaría su fallo condenatorio. Debe afirmarse, por 
el contrario, en honra de la ilustración española, que hoy es 
todavía más uniforme y general que en 1820, la opinión con-
traria á los mayorazgos. Al fin, cuando los mayorazgos fueron 
suprimidos, tenían de su parte a los que á su sombra vivían 
en la más perfecta holganza: tenían ese respeto que presta á 
toda institución la posesión constante de los siglos: podían 
contar con la fuerza de resistencia, que oponen siempre á toda 
justa reforma, los hábitos inveterados de un pueblo indolente. 
Hoy con nada de esto podrían contar las vinculaciones. 
Todo se levantaría contra ellas para condenarlas: la historia, 
la justicia y la ciencia. La historia demostraría, con la lectura 
de las leyes dictadas en los dos últimos siglos, los esfuerzos 
que venían haciendo los Monarcas absolutos para contener, 
ya que no podían impedir, la irrupción de los mayorazgos.. La 
justicia demostraría, con sólo presentar el cuadro de una fami-
lia poseedora de mayorazgos, la irritante desigualdad y la 
inmoralidad que fomentaban esas instituciones. La ciencia 
probaría siempre que nada hay más funesto para la prosperi- 
(1) El Sr. Gutiérrez.—Estudios fundamentales, tomo 2 °, pág. 320. 
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dad pública, que los mayorazgos: nada más contrario á los 
hábitos de trabajo, y al movimiento de la riqueza. Aquella 
opinión pública, que como el escritor aludido reconoce (1) 
comenzó por una brisa en el siglo xvii, y concluyó por un 
huracán en el xviir , sería hoy una verdadera abalancha. 
Sólo bajo el aspecto político se atribuye a los mayorazgos 
alguna utilidad relativa, citando al pueblo inglés como com-
probación de esa doctrina. Pero ni aún bajo ese aspecto tienen 
defensa racional los mayorazgos españoles. En nuestro país 
los mayorazgos fueron siempre una institución esencialmente 
civil, sin vínculo ni enlace alguno con el organismo político 
general. 
Sería preciso variar primero el organismo político de Es-
paña, para justificar de alguna manera el restáblecimiento de 
una parte de los mayorazgos. Pero aún entonces, esos mayo-
razgos, limitados á una sola clase de la sociedad, no serían los 
mayorazgos que hemos conocido en nuestro país. Serían el 
patrimonio de un poder público, representado y ejercido, 
como en Inglaterra, por ciertas y determinadas familias. No 
nos corresponde á nosotros juzgar esa institución política: 
esta tarea queda reservada a otra ciencia. A nosotros sólo 
nos toca dejar sentado, como una conclusión irrevocable, que 
los mayorazgos bajo el aspecto civil, han sido justa y .definiti-
vamente condenados por la opinión de todos los hombres 
ilustrados. 
2. La ley de 11 de Octubre de 1820 que los suprimió (2), y 
que los prohibió fundar en lo sucesivo (3), quiso respetar sin 
embargo todo derecho adquirido; y en este sentido mandó di-
vidir por mitad sus bienes entre el actual y el inmediato suce-
sor (4), declarando obligatorias para ambos las pensiones, 
viudedades y demás derechos adquiridos por terceras persa 
(1) He aquí las palabras de este escritor: el espíritu desamortizador era más que 
una brisa ligera, un huracán impetuoso (Estudios fundamentales—tomo 2 °—pág.?43). 
(2) Art. 1.° 
(3) Art. 14. 
(4) Art. 2.° 
• 
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nas (1). Sobre estos cuatro principios: supresión prohibición de 
fundar, división por mitad de los bienes y cumplimiento de car-
gas legítimas, está fundada aquella ley. 
En ejecución del tercero de estos principios, 6 sea de la 
división de los bienes por mitad entre el poseedor actual y el 
sucesor inmediato, mandó la ley (2) que se procediese á la 
tasación y división de dichos bienes entre las dos personas 
indicadas. Previendo el caso de que el sucesor inmediato fuese 
desconocido, 6 un menor sujeto á patria potestad, dispuso que 
concurriera en su representación el Procurador Síndico del 
pueblo en qué residiera el poseedor. 
En los mayorazgos electivos, respetuosa la ley con esperan-
zas legítimas, que equiparó á derechos verdaderos, resolvió: 
que si la elección era libre, según la fundación, el poseedor 
pudiera desde luego disponer de todos los bienes, y sólo de la 
mitad, cuando la elección hubiera de recaer precisamente 
entre los individuos de una familia determinada, reservando 
la otra mitad al sucesor que se eligiese (3). 
Y por último, cuando se tratara de fideicomisos familiares, 
cuyas rentas se repartían entre los parientes del fundador, 
hecha la división por mitad, ordenó la ley que la mitad de 
libre disposición se repartiera con igualdad entre todos los 
perceptores actuales de las rentas (4). 
3. Más adelante se facilitó aún más el uso de los bienes de 
libre disposición, no haciéndolos depender absolutamente de 
la división por mitad ordenada por esta ley. Un decreto de 19 
de Mayo de 1821, dictado para un caso particular, autorizó á 
los poseedores de bienes desvinculados, para poder enajenar 
las fincas que pertenecieron á mayorazgo, sin esperar á las 
resultas de la división por mitad; siempre que las fincas fuesen 
conocidamente inferiores en valor á la mitad de libre disposi-
ción, y con condición de que el inmediato sucesor hubiera de 
. (1) Art. î.° 
(2) Art. 3.° 
(3) Art. 5.° 
(4) Art. 4.° 
— 95 — • 
intervenir en la designación y tasa de dichas fincas. Otro 
decreto de 15 de Mayo del mismo año de 1821 autorizó al 
poseedor para disponer de la totalidad de los bienes desvincu-
lados, cuando por extinción de las líneas llamadas á su dis-
frute, no existiese persona alguna con derecho a suceder; pero 
con condición de justificarse este extremo por información 
testifical y expediente en que se publicaran edictos por espa-
cio de dos años. Por último, con el mismo fin de facilitar las 
enajenaciones, se dictó la ley de 28 de Junio de 1821, autori-
zando á los poseedores para enajenar con el consentimiento 
del inmediato sucesor ó del Síndico cuando el sucesor no era 
conocido, ó del Juez, cuando el sucesor se opusiere sin razón, 
siempre que lo que se vendiera fuese inferior en valor a la 
mitad de los bienes. 
Desde la promulgación de la ley de 1820, ó sea desde el día 
11 de Octubre de aquel año en que apareció en la Gaceta, 
todos los bienes que constituyeron en otro tiempo las vincula-
ciones, quedaron restituidos a la condición de libres: así los 
de la mitad reservable al sucesor inmediato, como los de la 
otra midad de libre disposición. Los bienes de la mitad reser-
vable no quedaron en poder del poseedor á título de mayo-
razgo, sino por la disposición expresa de la ley. 
4. En la desvinculación entraron no sólo los llamados 
mayorazgos, sino todas las demás vinculaciones perpetuas de 
bienes. La ley las comprendió a todas bajo la frase cualquiera 
otra especie de vinculaciones de bienes raíces. Nombró á los 
patronatos y fideicomisos, sólo por vía de ejemplo; pero sin 
limitar á estas fundaciones su objeto. Dudóse si estaban com-
prendidas en las disposiciones de la ley las capellanías, y si lo 
estaban también los fideicomisos familiares; y con efecto, había 
motivo racional para:dudar. Entre las capellanías había, como 
en otro lugar dejamos consignado, verdaderos vínculos civi-
les, que sólo el nombre de capellanías tenían. El art. 14 las 
nombraba expresamente, cuando trató de la prohibición de 
fundar; y el art. 1.° no las citó, cuando se resolvió la supre-
sión. Entre los fideicomisos acontecía también, que unos eran 
verdaderas vinculaciones por su destino y por su perpetuidad; 
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y otros por su duración temporal, se limitaban á amortizar la 
propiedad sólo por un tiempo determinado. 
La práctica dió solución á estas cuestiones. Se consideró 
que, aunque en principio alcanzaba la supresión á las capella-
nías, esta parte de la ley no podía tener aplicación, mientras 
no se hiciese la debida distinción de fundaciones. Se decidió 
que los fideicomisos temporales estaban fuera del precepto 
legal, porque no vinculaban realmente la propiedad. Para las 
capellanías fué preciso dictar más tarde leyes especiales y 
concretas. Para los fideicomisos suplió á la ley la jurispruden-
cia sentada por el Tibunal Supremo en Sentencia de 30 de 
Junio de 1855. 
Este mismo Tribunal, interpretando el art. 1.° de la ley de 
1820, declaró que la ley sólo había suprimido las vinculacio-
nesjfamiliares; pero no otras fundaciones benéficas ó piadosas. 
Sentencias de 10 de Marzo y 3 de Junio de 1855. 
Al conceder la ley la mitad de los bienes en pleno dominio 
al poseedor que lo fuese de la vinculación, estuvo muy lejos 
de querer lastimar el derecho que un tercero pudiera alegar á 
la posesión de aquellos bienes. Probábalo así la misma dispo-
sición del art. 6.°, que mandaba suspender los efectos de la 
supresión de los mayorazgos, en todos los casos en que res-
pecto de su posesión 6 propiedad existiesen juicios pendientes; 
concediendo a los que fuesen vencidos en los juicios de tenuta, 
el plazo de cuatro meses para establecer los de propiedad, si 
no querían perder todo derecho á reclamación. Sin embargo, 
diversas sentencias del Tribunal Supremo, y entre ellas las de 
28 de Marzo y 14 de Diciembre de 1848, 23 de Mayo de 1855 y 
3 de Junio de 1865, establecieron que la ley no había privado 
a terceras personas del derecho preferente que pudieran tener 
á la posesión de los bienes; pues la ley, cuando nombraba al 
posedor, se refería al poseedor de derecho y no al poseedor de 
hecho. En realidad, esta aclaración era innecesaria; pero la 
hicieron los Tribunales, resolviendo cuestiones que se sometie-
ron á su decisión. 
No preceptuaba la ley si la división de los bienes entre el 
poseedor actual y el inmediato sucesor hubiera de practicarse 
judicialmente, por lo cual se ha entendido siempre que esta 
solemnidad no ha sido necesaria, más que en el caso de haber 
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menores interesados. La ley sólo decía que se hiciese formal 
tasación y división:. esta formalidad suponía una escritura 
pública, con tanto más motivo, cuanto que debiendo inscri-
birse esos títulos en las contadurías, únicos Registros que 
entonces se conocían, la solemnidad de la escritura era de una 
necesidad absoluta. 
Pero en cuanto á la enajenación de bienes pertenecientes á 
la mitad libre, la intervención del inmediato sucesor, y la jus-
tificación, á falta de división formal, de que los bienes en 
venta valían menos que aquella mitad, eran siempre uno., 
requisitos indispensables. En este sentido anuló el Tribunal 
Supremo ventas realizadas sin aquel requisito, por Sentencias 
de 20 de Junio de 1859 y 19 de Noviembre de 1860; declarando 
válidas, por otra de 16 de Octubre de 1860, las que se veri-
ficaron judicialmente á instancia de acreedores legítimos, no 
obstante la falta del consentimiento del sucesor inmediato. 
Hasta aquí hemos expuesto la doctrina legal relativa á la 
supresión de las vinculaciones y división de sus bienes entre 
dos personas. El breve exámen hecho nos ha demostrado, que 
el principio de la desvinculación ofreció pocas dificultades, y 
que esas fueron facilmente vencidas en la práctica. No suce-
dió lo mismo con el principio de la división, que suscitó desde 
luego dificultades más serias, por la necesidad de entregar 
desde luego á la libre circulación los bienes. En su aplicación 
ese principio ha traído después complicaciones sin cuento, no 
tanto por culpa de la ley, como por la instabilidad de nuestra 
política, que hoy anulaba lo que ayer había autorizado, y al 
poco tiempo restablecía lo que años antes había invalidado. 
Fué preciso que leyes posteriores, que pronto vamos á exa-
minar, definieran y amparasen derechos adquiridos por terce-
ras personas al amparo de la ley 1820. 
5. Hay todavía en esta ley una parte que no hemos exa-
minado, y que no carece seguramente de importancia. Esa 
parte es la que se refiere al cumplimiento de las obligaciones 
que en general pesaban sobre los poseedores de bienes vincu-
lados. Tres artículos dedicó la ley á este particular, á saber, 
los artículos 7.°, 10 y 11: los tres fueron introducidos á peti- 
TOMO Ii. 	 7 
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ción de varios Diputados, durante el curso de la discusión de 
la ley. El artículo 7.° habla de las cargas, el 10 de las pensio-
nes alimenticias y el 11 de las viudedades. Cargas, alimentos 
y viudedades, eran obligaciones generales de los poseedores, 
que la ley, en su propósito de no lastimar el derecho de nadie, 
debía mandar se respetasen. Unas y otras se debían, á veces 
por disposición expresa de los fundadores, á veces por costum-
bre generalizada en los mayorazgos, á veces por pactos expre-
sos, para cuya estipulación estaban autorizados los poseedo-
res. Todas eran igualmente respetables. 
Por cargas de los mayorazgos se entendían ciertas presta-
ciones que debían hacer los poseedores; ya con fines religio-
sos, como misas ó aniversarios, ya con fines benéficos, como 
auxilios á establecimientos de caridad, ya con fines familiares, 
como pensiones y dotes á individuos de la familia. 
Los alimentos que á las madres de los poseedores, á los 
inmediatos sucesores ó á otras personas tenían comuumente 
que dar los mayorazguistas, solían estar impuestos en las 
mismas fundaciones ó autorizados por la costumbre. 
La misma costumbre autorizaba, que el poseedor del mayo-
razgo asignase por capitulaciones matrimoniales á su con-
sorte cierta pensión, para el caso en que falleciese; cuya pen-
sión satisfacía el inmediato sucesor, considerándola como 
carga de los frutos del mayorazgo. 
La ley mandó que todas estas obligaciones se cumpliesen, 
repartiéndolas proporcionalmente entre el actual poseedor y 
el inmediato sucesor; debiendo cesar después de una manera 
definitiva. La díficultad no estaba en el principio. Era justo, 
y no se ofrecía reparo formal que oponerle. La dificultad 
estaba en su aplicación. 
La ley autorizó á los interesados para arreglar esta cuestión 
. por convenios particulares. En las cargas que afectaban espe-
cialmente á fincas determinadas, lo procedente era que conti-
nuasen gravando Ÿ  los mismos predios, y que en la división 
se tomase en cuenta este gravamen para deducirlo del precio 
de las fincas. Podía, sin embargo, si á los interesados conve-
nía, subrogarse una por otra hipoteca, si el acreedor accedía 
á la subrogación; mas esto era un asunto que particular-
mente debían arreglar los interesados. Cuando las cargas 
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eran generales, y no afectaban especialmente á finca deter-
minada del mayorazgo, sino a todas en general ó á los frutos 
de todas ellas,, podían arreglar su distribución y reparto por 
mitad, el poseedor y el inmediato sucesor; pero si no lo arre-
glaban por convenios particulares los interesados, la ley 
declaraba obligados todos los bienes á su pago, constitu-
yendo una especie de hipoteca general sobre todos ellos a 
favor de los acreedores. 
Mientras viviese el poseedor actual, suya era la obligación 
de pagar estas cargas, como suya era también la obligación 
de satisfacer los alimentos y pensiones que se debieran á deter-
minadas personas. A su fallecimiento, la obligación se dividía 
por mitad entre sus herederos y el sucesor inmediato; y como el 
poseedor podía disponer en vida de su mitad de bienes, y el 
sucesor á la vez podía disponer de la otra mitad cuando falle-
ciese el poseedor, había necesidad de asegurar de una manera 
eficaz el cumplimiento de aquellas obligaciones. 
En el sistema hipotecario vigente este arreglo no ofrecería 
dificultades. Repartidas con igualdad las cargas y las pensio-
nes alimenticias ó de viudédad, se constituirían hipotecas espe-
ciales sobre predios determinados, cuyos frutos fueren sufi-
cientes para el pago de aquellas cargas: los demás bienes que-
darían libres de todo gravamen. En el año 1820 no eran la 
especialidád y la publicidad las bases del sistema hipotecario: 
existían las hipotecas ocultas y generales, que gravaban de 
una manera general una masa entera de bienes. En su conse-
cuencia, los interesados podían por convenios particulares 
constituir esas hipotecas especiales, que asegurando los dere-
chos de los acreedores, liberasen al propio tiempo las demás 
fincas de la vinculación. En estos convenios, los acreedores 
eran parte interesada, y su consentimiento necesario para el 
arreglo. Si no lo hacían, todas las fincas de la vinculación, 
hubieran ó no salido de poder de los sucesores en el mayo-
razgo, respondían del pago de las cargas y pensiones, en la 
proporción determinada por la ley, ó sea, de la mitad el grupo 
ó lote asignado en la división al actual poseedor, y de la otra 
mitad, el lote reservado al inmediato sucesor. 
Entre los alimentistas estaba por regla general el inme-
diato sucesor; porque, sea que lo dispusiera la fundación, sea 
i 
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que lo autorizase sólo la costumbre, el poseedor del mayo-
razgo consideraba como carga de la vinculación la obliga-
ción de alimentar á su inmediato sucesor. A la muerte del 
poseedor actual cesaba esta obligación: los bienes en su tota-
lidad habían entrado ya en la condición de libres; y en ellos 
ya no se sucedía por llamamiento de los fundadores, sino por 
las reglas del derecho común. No habiendo sucesor vincular, 
no había tampoco nadie con derecho i  alimentos (1). 
Lo propio debía acontecer, según la ley, con las madres y 
con las viudas de los poseedores actuales de bienes vincula-
dos. Unas y otras solían cobrar pensiones alimenticias. Tenían 
adquirido este derecho á la promulgación de la ley; y debía 
respetárselas, como se les respetó, mandando que se asegu-
rase su cumplimiento. Pero á la defunción de estas personas, 
ninguna otra podía reclamar pensión ni socorro alguno; por-
que ninguna otra tenía derecho adquirido á la promulgación 
de la ley. Esas pensiones eran unas verdaderas cargas gene-
rales del. mayorazgo : su pago, por lo tanto, debía correr por 
cuenta de los que adquirían en concepto de libres los bienes 
de la vinculación y en la misma proporción en que los adqui-
rían. 
Aún no se contentó el legislador con todo esto. Respetuoso 
con todo derecho, con toda esperanza alimentada á la sombra 
de las instituciones vinculares, nada quiso dejar sin su satis-
facción legítima. Había costumbre en las familias, donde 
existían grandes mayorazgos, de que sus poseedores dotaran 
á sus hermanas_y auxiliasen á sus hermanos para su estable-
cimiento, sea costeando sus carreras literarias, sea contribu-
yendo de otra manera á su porvenir. La ley elevó á precepto 
esta costumbre, fijando una tasa mínima. Esta tasa fué la 
sexta parte de las rentas líquidas de los bienes, después de 
deducidas las pensiones alimenticias. Se declara, dice el ar-
tículo 10, que si los poseedores actuales no invierten en los expre-
sados alimentos y pensiones la sexta parte liquida de lqs rentas 
(1) Esta obligación subsistió aún después de publicadas las leyes de 1820 y 1841 




del mayorazgo, están obligados á contribuir co92 lo que quepa en 
ella para dotar á sus hermanas y auxiliar á sus- hermanos en 
proporción á su número y necesidades; é igual obligación ten-
drán los sucesóres inmediatos, por lo respectivo á la mitad de 
los bienes que se les reserva. 
Que el legislador tenía derecho para imponer estas obliga-
ciones, parece cosa fuera, de toda duda. Enriquecía á los 
poseedores y á sus sucesores, entregándoles libre y en pleno 
dominio una fortuna que sólo en usufructo les hubiera corres-
pondido; y derecho legítimo había para poner a esta gracia 
alguna condición onerosa. Que era justa la condición, tam-
poco puede ponerse en duda; pues lo que se practicaba 
cuando los bienes estaban vinculados, mejor debiera practi-
carse después de liberados los bienes de la vinculación. 
Debemos, por lo mismo, tener por infundadas las censuras 
que se han fulminado contra esta disposición de la ley (1). 
(I) El Sr. Gutiérrez (Estudios fundamentales. —Tomo 2.° pág. 346) encuentra vio-
lento que se convirtiese en obligación legal, lo que era solo deuda de honor y de con-
miseración; y se pregunta admirado, cual pudo ser la causa de que se impusiera al 
sucesor inmediato esa misma obligación, cuando este sucesor no debia, según la ley, 
alimentos á ninguna persona. 
Parécenos que el Sr. Gutiérrez parte de un supuesto equivocado. El sucesor inme-
diato debía alimentos á la madre, á la viuda y aún á los hermanos del antecesor posee-
dor: por la muerte de este no se extinguía aquella obligación, sino„ que duraba tanto 
como la vida de los alimentistas. La ley lo declaró terminantemente, cuando dijo: 
«entiéndase del mismo modo, que lo que queda dispuesto es sin perjuicio de los ali-
mentos 6 pensiones que los poseedores actuales deben pagará sus madres viudas, 
hermanos, sucesor inmediato ú otras personas. Los bienes hasta ahora vinculados, 
aunque pasen como libres á otros dueños, quedan sujetos al pago de estos alimentos y 
pensiones, mientras vivan los que en el dia los perciben, excepto si tos alimentistas son 
sucesores inmediatos.» Y termina la ley diciendo: «é igual obligación tendrán los 
sucesores inmediatos, por lo respectivo á la mitad de los bienes que se les resertan.» 
Resulta , pues, que sólo los alimentos del sucesor inmediato cesaban por la muerte 
• 
• 
del poseedor actual, pues no se los habla de pagar asimismo; y que no era ociosa 
esta declaración de la ley, cuando se trataba de bienes que hubieren pasado como 
libres á otros dueños. Todos los demás alimentos continuaban durante la vida de los 
alimentistas. El precepto de la ley es bien claro y bien explicito. 
Tampoco es absolutamente cierto, como supone el Sr. Gutiérrez, que la obligación 
de dotará las hermanas y auxiliará los hermanos, fuese simplemente una deuda de 
honor. Estaba autorizada por la costumbre, que en materia de mayorazgos suplía á la 
ley escrita, y no tenían mejor origen muchas de esas pensiones y viudedades que se 
satisfacían á determinadas personas. La suerte que corrieron las unas, debieron correr 
también las otras. Ninguna violencia había en elevar á obligación legal, por una sola 
vez, la costumbre de dotará las hermanas, cuando se acababa de hacerlo mismo con 
ciertas pensiones y viudedades que sólo por costumbre se pagaban. Más injusto 
hubiera sido olvidar en el reparto general de gracias á los hermanos y á las hermanas, 
parodiando en esto á los fundadores de mayorazgos. 
En esto, como en todo, resplandece la justicia conque procedió el legislador. 
: 
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No fué menos justa y previsora la ley al declarar que des-
pués cesarían las obligaciones de pagar las pensiones y ali-
mentos. Había necesidad de hacer esta declaración respecto 
de alimentos y pensiones, porque nadie, después de las per-
sonas que existían al tiempo de desvincular los bienes, podía 
alegar con razón, que tenía concebida una esperanza legítima 
de disfrutar tales pensiones. Era también necesaria esta 
declaración, para que no se confundiesen las pensiones ali-
menticias con las cargas generales de los mayorazgos. Las 
cargas eran perpetuas, y perpetuamente debían subsistir, á 
pesar de la nueva existencia en que entraba la propiedad 
vinculada. Las pensiones eran un derecho personal, y debían 
extinguirse con las personas á quienes estas pensiones.corres-
pondían. Por eso la ley destinó dos artículos distintos á tra-
tar de estas obligaciones. Destinó el art. 7.° á las cargas, 
declarándolas permanentes, si bien repartiéndolas por mitad 
entre los actuales poseedores y los inmediatos sucesores. Des-
tinó el art. 10 a las pensiones, haciéndolas obligatorias por 
mitad para las mismas personas; pero declarando que se 
extinguirían á la muerte de los alimentistas. 
La jurisprudencia de los tribunales sólo ha añadido una 
aclaración á estos preceptos de la ley. La jurisprudencia ha 
declarado, por Sentencias de 11 de Abril de 1844 y 27 de 
Abril de 1861, que los inmediatos sucesores no habían perdido 
su derecho á percibir alimentos por la desvinculación de los 
bienes, es decir, que aún cuando los bienes se restituyeron 
á la condición de libres y con las antiguas acciones vincu-
lares, los alimentos se debían lo mismo á los inmediatos suce-
sores, porque para reclamarlos les asistían las acciones de 
la ley. 
6. Debemos, para terminar el exámen de la ley de 1820, 
hacer mérito de dos disposiciones que esta ley contiene, y 
que son hasta cierto punto extrañas á su naturaleza. Por una 
de ellas (1) se previno que los títulos y prerogativas de honor 
(1) Art. 13. 
(1) Arts. 15 y 16. 
 
(2) Art. 1.° 
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inherentes á las vinculaciones suprimidas, continuasen en las  
familias por el mismo orden determinado por las fundaciones;  
pudiendo los poseedores que tuviesen dos ó más títulos, repar-
tirlos entre su s  hijos, reservando el principal para el sucesor  
llamado por la fundación. Ordenó la otra (1), que las manos 
 
muertas no pudieran en lo sucesivo adquirir bajo ningún  
título legal, lucrativo ú oneroso, bienes raíces é inmuebles;  
ni imponer sobre ellos capitales que las den derecho á la per-
cepción de prestaciones en frutos 6 en dinero. 
 
De la primera de' estas disposiciones no nos incumbe á  
nosotros ocuparnos, porque ninguna relación tiene con el  
modo de ser de la propiedad. La segunda, que consigna anti-
cipadamente el más absoluto principio de desamortización, es  
más propia de las leyes administrativas, que han desenvuelto  
este principio en toda la extensión conque le anunció la ley  
de 1820. Sólo deberemos añadir, que por lo que hace á esta-
blecimientos de beneficencia, la prohibición de la ley esta  
reformada por leyes posteriores, que habilitaron á dichos esta-
blecimientos para la adquisición de bienes de todas clases,  
si bien con la condición de enajenar los inmuebles y conver-
tirlos en títulos de la deuda pública. Esta doctrina está ade-
más confirmada por Sentencia de 28 de Diciembre de 1861.  
7. La reacción política del año 1824 se llevó consigo la ley 
 
desvinculadora de 1820. El rey D. Fernando VII no se satisfizo  
con anular aquella ley, como había anulado todas las demás  
de su misma procedencia: anuló también por la Real Cédula que 
 
expidió con fecha 11 de Marzo de 1824 todas las traslaciones  
de dominio, enajenaciones y contratos que sobre los bienes  
desvinculados,se hubieran realizado en la época en que estuvo  
vigente aquella ley (2), mandando restituir todos los predios á  
los poseedores de las vinculaciones, y restableciendo estas al 
ser y estado que tenían en 7 de Marzo de 1820. Sólo se dejó á 
los que las habían adquirido por título oneroso, el derecho á  
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percibir su importe o precio; y si las habían adquirido por título 
gratuito, como herencia ó donación, el importe de las mejoras 
necesarias que hubieran ejecutado en las fincas (1). El pose-
edor vincular y el inmediato sucesor, si consintió en la enaje-
nación, debían satisfacer ese precio y esas mejoras: si este 
último no consintió, sino que se limitó á concurrir á la tasa-
ción y devisión de los bienes, entonces la responsabilidad de 
la restitución pesaba toda entera sobre el poseedor (2). Por 
insolvencia de uno y otro, se concedía al comprador el derecho 
de retener en su poder las• fincas, hasta ).eintegrarse con sus 
frutos del capital que hubiere invertido en la compra y en las 
mejoras (3). Hasta las enajenaciones anteriores á la fecha de 
11 de Octubre. de 1820, se sometieron a previa censura, antes 
de prestarlas su aprobación, porque parecieron á aquel Mo-
narca sospechosas todas ellas. 
Pocas disposiciones legales registra la historia de una vio-
lencia más inaudita, y que mas justas y unánimes censuras 
haya merecido. Restablecer de nuevo las vinculaciones supri-
midas, no era poco: desconocer los derechos adquiridos por 
terceras personas, al amparo de prescripciones legales, era ya 
demasiado. Pero hacer responsables de enajenaciones legíti-
mas á personas que se habían limitado á ejercitar el derecho 
que la ley les otorgaba, ó á prestar su consentimiento para esas 
enajenaciones, excedía la medida de toda violencia. Acababa 
de hacer injusta aquella despótica manifestación de la fuerza, 
el modo -irrisorio que discurrió de reintegrar álos compradores 
de buena fe. La retención en su poder de las fincas compradas 
y la percepción de sus frutos, nunca en reglas de equidad 
podía calificarse de reintegro. Los frutos que percibiesen los . 
compradores habían de representar siempre los intereses del 
capital egredido, y este capital por ese procedimiento quedaba 
siempre por reintegrar. 
(1) Arts. 3°,i°yï° 
(2) Art. 5° 
(3) Arts. 9.°, y 7.° 
— 105 — 
S. Aquel estado de cosas duró, sin embargo, hasta el día 
30 de Agosto de 1836, en que por disposición del Real decreto 
que publicó con aquella fecha la Reina gobernadora D.' María 
Cristina, restableció la observancia de la ley de 1820, y vol-
vieron de nuevo á quedar para siempre suprimidas las vincu-
laciones amayorazgadas. De forma, que los mayorazgos han 
existido todavía desde 1.° de Octubre de 1823, en que D. Fer-
nando VII anuló la ley de 1820, hasta el día 30 de Agosto 
de 1836, en que  D. 
 María Cristina los volvió á suprimir. 
Esta movilidad é insubsistencia de las leyes ha traído gran-
des complicaciones en la práctica. Por una parte tenemos la 
época de 11 de Octubre de 1820 hasta 1.° de Octubre de 1823, 
en que, suprimidos los mayorazgos, pasaron como libres mu-
chos bienes á terceras personas, ya por títulos onerosos, ya 
por títulos lucrativos. Tenemos la época de 1.° de Octubre 
de 1823 á 30 de Agosto de 1836, en que, restablecidos los ma-
yorazgos, no sólo volvieron á ser vinculados los bienes, dando 
lugar a sucesiones vinculares, juicios y cuestiones de mayo-
razgos; sino que habiéndose anulado las traslaciones de domi-
nio de la época precedente, surgieron multitud de cuestiones 
sobre devolución de los bienes procedentes de vinculaciones 
y reintegro á sus adquireñtes de capitales y mejoras. 
9. Para arreglar de alguna manera todas estas cuestiones, 
á que dió origen la violenta reacción de 1824, se dictaron 
principalmente dos leyes: la ley de 6 de Junio de 1835 y la ley 
de 19 de Agosto de 1841. 
La ley de 1835 tuvo por objeto confirmar y sancionar los . 
hechos consumados al amparo de las disposiciones que habían 
regido en las dos épocas que dejamos indicadas, y reparar el 
agravio inferido á los •compradores de buena fe por la Real 
Cédula de 1824. En este sentido declaró consolidadas estas 
compras, si los adquirentes no habían devuelto todavía los bie-
nes á los mayorazgos; y con derecho á cobrar el precio y un 
3 por 100 más, si las habían devuelto (1). Para cumplir con 
• 
(i ) Arts. ieY2e 
Ï^ ^
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esta obligación, la ley concedió á los poseedores de bienes vin-
culados un año de plazo; pero pudiendo optar entre devolver 
la finca al comprador ó abonar el capital y los intereses. Si 
optaban por este último extremo, la ley les otorgaba el domi-
nio libre de los bienes, como si no hubieran pertenecido (1) á 
vinculación. Si optando por la retención, no reintegraban el 
precio á los compradores, estos readquirían las fincas. (2) y 
tenían además el derecho de pedir el abono de intereses. La 
ley, por último, confirmaba las ejecutorias que se hubieran 
dictado, aprobaba los convenios que los interesados hubiesen 
celebrado y dejaba a las leyes comunes la decisión sobre el 
abono de mejoras y desperfectos (3). En todo caso la obliga-
ción de abonar intereses, daños y demás era extensiva á todos 
los que hubieran sido poseedores de las vinculaciones. 
10.. La ley de 1841 se dictó con dos objetos: 1.° Dar vali-
dez legal al Real decreto de 30 de Agosto de 1836. 2.° Definir 
y declarar, aún con más precisión que lo había hecho la ley 
de 1835, los efectos jurídicos que habían producido las contra-
dictorias disposiciones que habían regido en materia de vin-
culaciones. 
Con el primer objeto declaró esta ley, que las desvinculacio-
nes estaban válidamente restablecidas desde 30 de Agosto de 
1836. Esto era conceder indirectamente al Real decreto citado la 
fuerza legislativa, que algunos le habían negado. Negaban 
algunos que un Real decreto, como obra del Poder Ejecutivo, 
pudiera derogar ni restablecer leyes dictadas por el Poder Le-
gislativo. Mas como la Real Cédula de 1824 tampoco se había 
dictado en Córtes, sostenían otros que el rey D. Fernando VII 
tampoco había podido por sí sólo derogar ni anular la ley de 
1820. La cuestión; como se ve, era una cuestión de derecho 
público; y la ley, esquivándola, había resuelto que se conside-
rase válido el restablecimiento de la ley de 1820, hecho por e l. 
 Real decreto de 1836. 
(1) Art. 7.° 
(2) Art.8.° 
(3) Arts. 10, 11, 12, 13 y 14. 
(i) Art. 7.° 
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sión los efectos de la ley de 1820 y los que produjo la Real 
Cédula de 1824. Dejando á un lado toda cuestión constitucio-
nal, partió del supuesto de su legalidad, y declaró firme todo 
derecho adquirido por virtud de esa legalidad. Por firmes tuvo 
las ventas de bienes hechas en el período que medió desde 
11. de Octubre de 1820 á 1.° de Octubre de 1823: por firmes 
también las restituciones de bienes hechas desde 1.° de Octu-
bre de 1823 á 30 de Agosto de 1836, si los vinculistas abona-
ron á los compradores el precio y los intereses: por firmes y 
consolidadas, en fin, las ventas en que no medió la devolución 
de los bienes ni el reintegro de los capitales. Legítimos declaró 
esta ley los derechos que por sucesión ó por otro título gra-
tuito adquirieron los sucesores de los poseedores de bienes 
vinculados en la primera de las épocas indicadas, por lo rela-
tivo á la mitad que les correspondió de libre disposición, y lo 
mismo los derechos de los herederos de los inmediatos suce-
sores, por lo que hacía relación 6.1a  mitad reservable, si durante 
aquella época ocurrió su defunción; pero por legítimos tuvo 
también los derechos de los vinculistas en la segunda época 
en que estuvieron nuevamente vinculados los bienes, debiendo 
por consiguiente haberse transmitido esos bienes durante dicha 
época, no por las reglas del derecho común, sino por los llama-
mientos de las fundaciones. 
En virtud de estos principios, si uno murió en la primera 
época, ó sea antes de 1.° de Octubre de 1823, en ocasión en -
que tenía como libres la mitad de los bienes de un mayorazgo, 
.sus herederos tenían derecho a reclamar estos bienes; porque 
la ley que entonces regía les daba este derecho. Lo mismo 
sucedía respecto á la segunda mitad, si el que falleció fué el 
inmediato sucesor; porque esta segunda mitad era ya libre, y 
en ella debió sucederse por las leyes comunes (1). A los que 
tales bienes debían adquirir, si habían recibido dotes ú otras 
cantidades por virtud de lo dispuesto en la ley de 1820, se les 
obligó á devolverlas ó traerlas á cuenta de lo que iban á reci- 
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transcribir á sus tratados la doctrina canónica sobre patrona-
tos; y no nos creemos por nuestra parte autorizados para aban-
donar el camino que otros nos dejaron trazado. 
2. Es el patronato eclesiástico una institución canónica 
que confiere á los bienhechores de la Iglesia ciertos derechos, 
honores y preeminencias proporcionadas al favor que dispen-
saron. 
Generalmente ha solido definirse al patronato por el derecho 
de presentar un clérigo para la obtención de un beneficio 
eclesiástico vacante, porque la presentación es, entre todos los 
derechos del patronato, el de más importancia y valía; pero 
de este modo se excluían de la definición otros patronatos que 
no gozan del derecho de presentación. 
El patronato lleva en su naturaleza dos ideas: la idea de 
favor ó servicio por un lado, y la idea de gratitud por el otro. 
Supone el patronato un favor ó una protección dispensada á 
la Iglesia, y una gracia otorgada por esta al bienhechor. El 
nombre se tomó del derecho romano, cuando la ciencia canó-
nica se fué sistematizando en las Universidades por el modelo 
del derecho de Justiniano. Pero el patronato, conocido tam-
bién con los nombres de guardanía y fundación, era en la Igle- 
sia más antiguo que la restauración de los estudios jurídicos. 
Sin embargo, su desenvolvimiento tuvo lugar en los tiempos 
medios, porque lo hicieron más necesario el estado de lucha y 
de violencia en que permanecía por entonces la sociedad. Am-
parando á las Iglesias contra las violencias y las usurpaciones 
de los fuertes, los patronos, guardianes ó comendadores pres-
taron servicios, que la Iglesia agradeció, otorgándoles merce-
des y preeminencias. 
Pero es inútil empeñarse en ver en los patronatos una insti-
tución exclusivamaute eclesiástica. No tenían de espiritual y 
eclesiástico más que el oficio sagrado, en aquellos que iban 
unidos á un beneficio eclesiástico; pero este oficio lo confería 
siempre la Iglesia. Al patrono sólo se le permitía presentar 
sujeto idóneo: de la idoneidad juzgó siempre la Iglesia: ella 
también confirió la institución canónica y potestad espiritual 
para el desempeño del oficio. 
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Siendo, pues, cosas distintas la vinculación de bienes á que 
iba unido un patronato, y el oficio sagrado para el cual, como 
gracia especial, se permitió presentar al poseedor de esta vin-
culación; las leyes civiles, al modificar la manera de ser de la 
propiedad, reformaron también los patronatos, sin desconocer 
por eso los derechos de la Iglesia. 
3. Por la clase de bienes conque se fundó, el patronato era 
eclesiástico, laical 6 mixto. 
Los laicales, semejantes á los mayorazgos, se transmitían, 
como ellos, por los individuos de una familia, ya vinculándolas 
en los primogénitos, ya encerrándoles dentro de una línea, ya 
haciéndolos extensivos a todos los descendientes en general, 
ya en fin dejando al poseedor que los transmitiese á sus here-
deros. De aquí sus diferentes especies de familiares, progenia-
les, lineales, descendentales 6 hereditarios. Otras veces el fun-
dador los había incorporado á un cargo ú oficio; y entonces se 
llamaban reales, para distinguirlos de los que pertenecían á 
personas, 6 personales, independientemente de todo cargo. 
4. Había, pues, cierta analogía entre estas fundaciones y 
los mayorazgos; y esa analogía procedía de la vinculación de 
bienes, en cuya posesión se sucedía perpetuamente por el 
orden determinado por el fundador. Pero aquí no regía el prin-
cipio que, haciendo perpetuos á los mayorazgos, suponía 
vigente la institución, mientras hubiese un pariente cualquiera 
del fundador. Aquí, por el contrario, presumiéndose libre la 
Iglesia, cuando era dudoso el patronato, ó no se acreditaba el 
derecho, 6 se había extinguido la familia llamada á su disfrute, 
la Iglesia se hacía libre y los bienes quedaban como patrimo-
nio suyo. 
5. Las leyes del tít. 15 de la Part. 1.a, tomando sus .doc-
trinas del tít. 38, lib. 3.° de las Decretales, determinan los 
modos de adquirir y transmitir el derecho de patronato. Toda 
la doctrina es romana; y por igualarla en todo á la romana, los 
i 
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escolásticos, hasta clasificaron de la misma manera esos modos. 
Había, según ellos, modos originarios y modos derivativos; y 
los originarios eran simpliciter ó secundum quid; y los deri-
vativos se verificaban por sucesión ó por contrato. 
Mas sencillamente puede decirse que el patronato se adqui-
ría, según la doctrina Decretalista,  . por fundación, construc-
ción, reedificación, dotación, redotacidn, prescripción y privile-
gio; y que se transmitía por sucesión hereditaria, por permuta, 
donación y venta con los bienes á que iba unido. Como los tér-
minos de estas divisiones indican por sí lo suficiente, y es 
además esta una materia más especialmente tratada en la dis-
ciplina eclesiástica, creemos ocioso detenernos á dar de la 
misma más amplias noticias. 
6. También estaban determinados por el derecho canónico 
los modos de probar la existencia del patronato; modos, por 
cierto, muy semejantes á los establecidos por la ley 41 de Toro 
para los mayorazgos. Los estableció el Concilio de Trento en 
la sesión 25, cap. 9.° de Reforma, como remedio a los infinitos 
abusos que se habían notado en el particular. El Concilio par-
tió del principio que dejamos antes consignado, á saber: de 
que las Iglesias se presumen libres, mientras no se pruebe lo 
lo contrario. De conformidad con este principio, impuso a los 
patronos la obligación de probar el derecho que alegasen, y fijó 
taxativamente las pruebas. . Eran estas las siguientes: las tablas 
de la fundación, el privilegio ó los decretos del Obispo reco-
- 
 nociendo el patronato, los testigos que afirmaren haber visto 
los instrumentos públicos, las presentaciones llevadas á efecto 
durante cien años ó por tiempo inmemorial. 
Por poco que se medite, se hajlará la grande analogía, si no 
es perfecta identidad, que existían entre esta doctrina y la 
que regía en materia de mayorazgos. 
7. Los derechos de los patronos variaban con la naturaleza 
importancia de los beneficios que hubieren dispensado á la 
Iglesia. El más importante de todos era el de la presentación; 
pero este sólo le disfrutaban los que hubieren dotado con, ren- 
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tas permanentes el beneficio de una Iglesia. Al que sólo había 
construido el templo, cedido el fundo, ayudado a su recons-
trucción con ciertas cantidades, 6 dispensado otros beneficios, 
se le otorgaba otra clase de gracias. El derecho de sepultura 
era muy propio de los qne habían dado el fundo: la sepultura 
y el uso de las armas, de los que habían construido los muros: 
paz, incienso, sitio preferente en los oficios, de los que dispen-
saron otros favores. 
La presentación tenía tiempo, forma y condiciones determi-
nadas. El tiempo era cuatro meses para los legos y seis para 
los eclesiásticos: la forma por escrito; y las condiciones, que el 
elegido reuniese las cualidades exigidas por los cánones para 
el desempeño del beneficio. El Obispo juzgaba la idoneidad, y 
confería la institución conónica ó colación. Al patrono ecle-
siástico no se le permetía hacer más que una presentación: el 
patrono lego, dentro del cuadrimestre, podía hacer varias pre- 
sentaciones. 
S. Otros derechos y obligaciones asistían á los patronos, 
hijos del carácter con que se les distinguía en el pueblo cris-
tiano. Tenían el derecho de inspeccionar el estado del templo 
ó de los bienes del patronato, como consecuencia de su cuali-
dad de protectores y del deber de conservar que les incumbía. 
Tenían también el derecho de ser alimentados por la Iglesia, 
si esta poseía rentas suficientes para ello, cuando se vieron sin 
culpa suya reducidos á completa pobreza. Debían en cambio 
defender la Iglesia, asistirla en sus necesidades, conservar sus 
bienes, protej er á los clérigos y mirar con celo todos sus asuntos. 
9. Se perdía el patronato en general por faltar el patrono 
á sus deberes, por permitir que por prescripción se hiciera 
libre la Iglesia, por deserción de la Iglesia católica, 6 por 
cometer otro delito, como malos tratamientos á los clérigos, 
que le hiciesen indigno de aquella gracia. Se perdía especial-
mente por la pérdida de los bienes,_ por destrucción del tem-
plo donde se ejercía y por faltarse á la condición impuesta 
por el fundador. 
TOMO II. 	 8 
Los bienes de los patronatos dejaron de formar vínculos,  
desde que las leyes suprimieron las vinculaciones; pero los - 
patronatos no se extinguieron por eso. Continuaron en las  
mismas familias y cargos donde radicaban. Las leyes desamor-
tizadoras cambiaron la manera de ser de la propiedad vincu-
lada en los patronatos: á los patronatos, como institución ecle-
siástica, las leyes no han llegado.  
PARRAFO `' III 
Capellanías  
^' 
1. Definición de la capellanía.— 2. Capellanías colativas.-
3. Capellanías mercenarias y gentilicias.— 4. Disposiciones 
 
de las leyes Recopiladas sobre capellanías._ 5. Ley de 11 de 
Octubre de 1820.- 6. Ley supresora de capellanías colativas 
de 19 de Agosto de  1841.- 7. Suspensiones y restablecimien-
tos que ha sufrido esta ley.— 8. Concordia de 24 de Junio 
de 1867.—  9. Principios que adopto esta Concordia.— 10. Dis-
posiciones principales de la misma. 
1. Con el nombre de capellanías se han conocido muchas 
instituciones, que no tenían de capellanías más que el nombre. 
La desamortización, sin distinguirlas, suprimió todas de una 
vez ; pero leyes posteriores han reparado después el daño, 
devolviendo su existencia canónica á las verdaderas capella-
nías, y suprimiendo definitivamente las que no lo eran, aun-
que con la obligación en los poseedores de los biénes de cum-
plir las cargas religiosas, ó de redimirlas mediante la entrega 
de cierto capital para que las hagan cumplir los Ordinarios. 
La materia interesa por consiguiente por más de un concepto 
al jurisconsulto. 
La capellanía, propiamente tal, es un beneficio eclesiástico 
que sirve de título de ordenación á un clérigo para cumplir 
perpetuamente ciertas cargas religiosas. Nada falta en ella: 
oficio sagrada, renta é institución canónica. 
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2. Esta especie de capellanías, conocidas más comunmente 
por la denominación de colativas, porque las confiere el Obispo, 
siendo como son unos verdaderos beneficios eclesiásticos, han 
sido y serán siempre regidas por las leyes de la Iglesia. Sus 
bienes mismos se reputan espiritualizados, por el destino per- 
manente á que se dedican, y están fuera de todo tráfico y 
 
comercio humanos. Se instituyeron con autorización de la 
Iglesia, y tuvieron el doble objeto se servir de título de orde-
nación para aumentar el culto católico, y de conmemorar per-
petuamente á los fundadores por cuyas almas se aplicaban los 
sufragios.  
3. Pero á la sombra de estas capellanías se instituyeron 
otras muchas, que los autores llamaron mercenarias y gentili-
'cias: capellanías que, ni tenían oficio sagrado, ni servían de 
título de ordenación, ni eran más que unos verdaderos mayo-
razgos disfrazados de capellanías, en donde bajo las aparien-
cias de ciertos fines religiosos, en realidad lo que se hacía era 
fundar vínculos de renta fija para determinados individuos de 
las familias. A esta clase pertenecían los aniversarios, memo-
rias pías, píos legados, memorias de misas y otras muchas. Su 
creación fué realmente un fraude de las leyes que coartaban la 
libertad de los fundadores; y por ellas se sustraían del tráfico 
y de los impuestos públicos, multitud de bienes, que en otro 
caso habrían estado sujetos á la común tributación. 
4. Su mismo excesivo número llamó la atención de la Igle-
sia y del Estado. El Concilio de Trento, según nos refiere su 
historiador Pallavichino, estuvo dispuesto á suprimirlas. El 
Estado, según se demuestra por las leyes del tít. 12, lib. 1.° de 
la Novísima Recopilación, hubo de dictar serias disposiciones 
para contener su irrupción. Por lo que se deduce de aquellas 
leyes, los patrimonios, como título de ordenación, eran nume-
rosísimos en España; y esos patrimonios se convertían facil-
mente en vinculaciones y capellanías. Los Reyes, de acuerdo 
con la Santa Sede, comenzaron por impedirlo, mandando que 
los patrimonios, como títulos de ordenación, hubieran de ase- 
^ 
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gurar al clérigo una renta mínima de sesenta escudos de Ro-
ma, y encargando á los Prelados que no se compeliese á los 
patrimonistas á convertir en capellanías los patrimonios. No 
bastando estas prevenciones, el rey D. Carlos IV, por Real 
Cédula de 20 de Febrero de 1796, que es la ley 6.° del tít. y 
libro citados, prohibió terminantemente fundar en lo sucesivo 
capellanías sin Real licencia, la cual no se concedería sino con 
las mismas condiciones exigidas por la ley de 1789 para la 
fundación de mayorazgos; y acreditando además, por informe 
de los Diocesanos respectivos, la necesidad 6 utilidad pública 
de la fundación., y el servicio que hubiera de prestar el cape-
llán en la Iglesia donde se iba á constituir la capellanía. 
Se hizo también extensivo a las capellanías lo dispuesto con 
relación á los bienes de mayorazgos; y en su virtud, por Real 
Cédula de 19 Septiembre de 1798, 6 sea la ley 22, tít. 5.° lib. 1.° 
de la Novísima Recopilación, el rey D. Carlos IV mandó se 
pusieran en venta todos los bienes de manos muertas, y entre 
ellos los de memorias, obras pias y patronatos de legos, que 
eran otras tantas clases de capellanías laicales, para invertir 
sus productos en la extinción de la deuda pública, cambiando 
así la forma de la propiedad. Puestos los capitales en la Caja 
de amortización, habrían de entregarse las rentas á los patro-
nos para el cumplimiento de las cargas religiosas. 
Consistían generalmente estas cargas en mandar decir cierto 
número de misas, aniversarios, responsos, auxilios a ciertos 
oficios divinos, cera y demás. Podían ser poseídas estas cape-
llanías laicales por cualquier católico; y los Obispos no tenían 
en ellas más intervención, que la mera inspección para asegu-
rarse del cumplimiento de las cargas. 
Las capellanías colativas, por el contrario, aunque funda-
ciones familiares y de sangre, sólo podían obtenerse por cléri-
gos 6 por personas idóneas para aspirar al sacerdocio. El dere-
cho de presentar ó de ser presentados, que concedían estas 
fundaciones á los individuos de determinadas familias, no ha 
impedido nunca que el Ordinario las confiera sólo á personas 
idóneas, y que le pertenezca exclusivamente la potestad de dar 
la institución canónica. Tenía y tiene además el Ordinario la 
facultad de inspeccionar la conservación de los bienes y el cum-
plimiento de las cargas. 
IL 
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5. Ni las leyes Recopiladas, ni la ley de 11 de Octubre de 
1820, nombraron para nada á las capellanías colativas. Esta 
última ley sólo comprendió en la regla de la desvinculación á 
las capellanías laicales, á quienes designó expresamente en su 
artículo 1.° con los nombres de patronatos y cualesquiera otra. 
especie de vinculaciones. La generalidad de esta frase hizo nacer 
dudas sobre la clase de vinculaciones que comprendía. Como 
hablaba sólo de vinculaciones, entendióse que la ley no se refe-
ría á las capellanías de sangre 6 colativas, que son como aca-
bamos de ver, algo más que unas meras vinculaciones civiles. 
No aclaró más el concepto el Real decreto de 30 de Agosto 
de 1836, que restableció la observancia de la ley de 1820; pues 
se limitó también á declarar suprimidas las vinculaciones de 
toda especie, restituyendo d la condición de libres los bienes de 
cualquiera naturaleza que las compongan. Debía suponerse que 
se respetaban las capellanías colativas, por su naturaleza ecle-
siástica 6 por su carácter de beneficios. 
6. La ley de 19 de Agosto de 1841 desvaneció todo género 
de duda4 sobre el particular Aunque con la misma fecha se 
dictó otra ley sobre desvinculación en general, se creyó que á 
las capellanías colativas, por su índole especial, no debía com-
prenderse en el principio general de la desamortización; y  se 
discutió, aprobó y promulgó separadamente una ley exclusiva 
para estas fundaciones. 
La ley de 1841 mandó entregar en pleno dominio los bienes 
de las capellanías colativas, á los individuos de las familias á 
quienes según las fundaciones correspondía su disfrute, sin 
distinción de edad, sexo, condición ni estado; pero con la 
condición de cumplir las cargas (1). La adjudicación de estos 
bienes debía hacerse por los tribunales comunes, en senten-
cia firme que se pronunciaría á instancia de los interesados y 
previa la justificación correspondiente del derecho (2). Cuando 
la fundación llamaba alternativamente á dos familias , los bie- 
(1) Arts.1°y11. 
(2) Arts. 9.° y 10. 
(1) Art. 6 
(2) Arts. 6P y 7.° 
(3) Art. 5.° 
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nes debían dividirse por mitad entre los individuos de ellas (1). 
Se respetó el derecho de los que estuviesen sirviendo las 
capellanías, y se mandó que conforme fueran vacando se fue-
sen desamortizando los bienes (2). 
7. Esta ley ha sufrido las más extrañas vicisitudes. Resol-
vía por si sola, y sin concurrencia de la Santa Sede, un 
asunto en que la Iglesia estaba directamente interesada. Las 
enérgicas reclamaciones que desde luego se formularon con-
tra sus disposiciones, motivaron el Real decreto de 30 de Abril 
de 1852, que, respetando las adjudicaciones de bienes hechas 
hasta aquel momento, dejó en suspenso la ley de 1841, resta-
bleciendo nuevamente las capellanías colativas. A su vez, el 
cambio de política operado en el año de 1854 trajo el Real 
decreto de 6 de Febrero de 1855, por el cual se derogó el ante-
rior, y restableció la obsservancia de la ley de 19 de Agosto 
de 1841. Dictóse con el mismo objeto la ley de 15 de Junio de 
1856, que extendió la desamortización (3) á las fundaciones 
que en concepto dè prebendas ó beneficios poseyeran los ecle-
siásticos, siempre que á su disfrute fueran llamadas familias 
O personas determinadas; á las capellanías provistas después 
del decreto de 6 de Febrero de 1855; y á las que hubieren pro-
visto los Obispos por derecho de devolución. La ley declaró 
también con derecho á pedir la adjudicación de bienes á los 
herederos de las personas que fallecieron en la época en que 
estuvo suspendida la ley de 1841, ó sea desde 30 de Abril 
(le 1852 á 6 de Febrero de 1855. A su vez la ley de 1856 fué 
suspendida por Real decreto de 28 de Noviembre del mis-
mo año. 
S. En este estado la cuestión, se entablaron y siguieron 
negociaciones con la Santa Sede, para decidir de una vez 
i 
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acerca de la suerte de las capellanías. La cuestión estaba ya 
deslindada y aclarada: su solución ofrecía pocas dificultades. 
De todas las fundaciones que se habían conocido en España 
con el nombrf de capellanías, sólo las colativas ó de sangre 
merecían realmente el nombre de tales capellanías. Instituidas 
con autoridad de la Iglesia, y constituyendo unos verdaderos 
beneficios con oficio propio y renta fija, debían continuar, si 
sus rentas constituían cóngrua suficiente para la ordenación 
de clérigos, y con el fin de que hubiese Sacerdotes bastantes 
que auxiliasen á los Párrocos en el desempeño de su delicada 
misión. Si no contenían congrua suficiente, podían continuar, 
refundiendo varias en una sola, salvos los derechos de los 
patronatos respectivos. 
Las demás fundaciones, capellanías rerelegas, mercenarias 
(5 familiares, aniversarios, memorias de misas, píos legados, 
etcétera, siendo unas verdaderas vinculaciones civiles con 
cargas religiosas, estaban bien suprimidas por la ley; y supri-
midas debían continuar, siempre que se asegurase en una 6 
en otra forma el cumplimiento de las cargas religiosas. Nada 
perdía en ello la Iglesia, y el Estado obtenía por ese medio la 
desamortización de una masa considerable de bienes. 
9. Sobre estos principios, que estaban aconsejados por la 
ciencia y reclamados por la justicia, se fundó la Concordia que 
celebraron ambas Potestades espiritual y temporal, y que se 
publicó por Real decreto de 24 de Junio de 1867, acompañán-
dola de una detallada instrucción dictada en 25 del propio 
mes para facilitar su cumplimiento. La Concordia decidió el 
destino de toda clase de capellanías, así de las colativas, que 
restableció, como de las merelegas, que consideró legalmente 
suprimidas. 
Al efecto adoptó los dos principios siguientes: 1.° Respetar 
los hechos consumados al amparo de las leyes de 1841 y 1856. 
2.° Redimir, por medio de títulos de la deuda pública, las car-
gas de las capellanías suprimidas, para destinar sus productos 
al cumplimiento de dichas cargas. 
I 
(1) Art. 4.° 
(2) Art. 3.° 
(3) Arts. 15 y 16. 
(4) Art. H. 
(5) Arts. 7.° al 10. 
(6) Art. 18. 
10. En ejecución de estos principios, la Concordia restable-
ció las capellanías colativas (I), cuyos bienes no se hubieren 
entregado á las familias, 6 estuvieren pendientes de adj udica-
ción en los tribunales; y declaró definitivamente suprimidas 
aquellas, cuyos bienes se hubieren ya adjudicado ó se adjudi-
caren, por haberlos reclamado las familias en tiempo en que 
estuvieron vigentes las leyes de 1841 y 1856 (2). 
Para que estas capellanías suprimidas subsistiesen de algu-
na manera, se convino en que con los títulos de deuda que 
los adjudicatarios debían entregar, según la capitalización 
que se hiciese de las cargas, se formase un fondo ó pío acerbo, 
con el cual se constituirían capellanías á 2,000 reales anuales . 
de cóngrua cada una (3), dando en su provisión la participa-
ción que les correspondiese á las familias respectivas, según . 
la parte de capital que aportaren al fondo. 
A los Diocesanos y Provisores, con intervención del Minis-
terio Fiscal, se les encomendó la tramitación de estos expen-
dientes. Para el efecto, si las familias interesadas no entre-
gaban los títulos de deuda de 3 por 100 en el plazo que se les 
fijase, quedaron los Diocesanos, autorizados para tomar y ena-
jenar la parte de bienes adjudicádos que fuera necesario (4). 
También se mandó liquidar y hacer pagar en la propia forma 
las cargas que estuvieren pendientes de cumplimiento (5). 
Esto en cuanto á las capellanías colativas, cuyo arreglo 
ofrecía alguna mayor dificultad. Las demás fundaciones, 
conocidas con los nombres de capellanías merelegas, laicales, 
mercenarias ó gentilicias, mandas pías, memorias, píos lega-
dos y demás vinculaciones semejantes, quedaron suprimidas 
y sus bienes restituidos á la condición de libres, con la misma 
obligación de redimir los poseedores de estos bienes las car-
gas á que estuvieren afectos (6), y debiendo asimismo redi-
mir estas cargas por medio de la entrega de títulos de la 
lir 
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deuda del 3 por 100 (1). También con estos fondos debía for-
marse un pío acerbo, para la constitución de capellanías con 
2,000 rs. anuales de cóngrua. Estas capellanías serían de la 
libre provisión de los Diocesanos, y deberían servir principal-
mente de títulos de ordenación para seminaristas pobres que 
se distinguiesen en su carrera. 
En esta forma resolvió la Concordia de 1867 las diversas 
cuestiones existentes en materia de capellanías. Pero aquella 
Concordia ha sufrido las vicisitudes que acompañan en nues-
tro país á todos los cambios de situación política. 
Una Real orden de 27 de Julio de 1868 había dispuesto' lo 
conveniente para que en los Registros de la propiedad pudie-
ran inscribirse los bienes procedentes de las fundaciones y sus 
cargas. Los bienes se inscribían á nombre de los adjudicato-
rios; y por la presentación de las ejecutorias de adjudicación 
y títulos de la fundación las capellanías suprimidas: á nombre 
de las familias los de las capellanías subsistentes; y por 
medio de escritura pública las redenciones de cargas que los 
adjudicatarios debían realizar, presentándose además el docu-
mento que expidiese el Diocesano para acreditar la conmuta-
ción de rentas. 
La Hacienda se creyó en el deber de intervenir en las ope-
raciones de reducción de capellanías, conmutación de rentas 
y redención de cargas, encomendadas por la. Concordia á los 
Diocesanos, fundándose en las leyes de desamortización de 
1.° de Mayo de 1855 y 11 de Julio de 1856, que, atribuyendo 
al Estado la propiedad de los bienes eclesiásticos, sólo excep-
tuaron de esta prescripción los bienes que pertenecieran á 
familias particulares, siempre que estas familias acreditasen 
su pertenencia. Considerando que al Poder civil, con indepen-
dencia de la Iglesia, correspondía hacer esta declaración de 
pertenencia, el Real decreto de 12 de Agosto de 1871 resolvió 
someter a la previa inspección del Ministerio de Hacienda 
todas las fundaciones, cuyas familias solicitasen la adjudica- 
(1) Por el art.8.° de la Orden del Poder Ejecutivo de 28 de Enero de 1869, se mandó 
que estos títulos se convirtiesen en títulos de la deuda intransferible, y que se entre-
gasen á los capellanes cumplidores, dándose cuenta á los Diocesanos para que vigila-
sen el cumplimiento de las cargas. 
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ción de bienes; y fijó una larga tramitación para los expe- 
dientes que con tal objeto debían instruirse en las dependen- 
cias de la Administración (1). Los infinitos documentos, mu- 
s
" 
 chos de ellos antiquísimos que este Real decreto exigió, y los 
largos y difusos trámites á que sometió la instrucción de los 
expedientes, dificultaron y detuvieron la conversión y arreglo 
de las capellanías. 
Penetrada muy pronto la Administración pública de las difi-
cultades prácticas que ofrecía la instrucción de estos expe-
dientes, y de la imposibilidad, en la mayoría de los casos, de 
qué los interesados se proveyesen de los documentos que se 
exigían; principió por prorogar por Real decreto de 13 de Fe-
brero de 1872 el plazo de seis meses concedido por el anterior 
decreto, ampliándolo á otros seis meses más, que espiraron el 
día 12 de Agosto de dicho año de 1872. 
Otro decreto de 8 de Octubre de 1873 suspendió indefinida-
mente la ejecución de la Concordia de 1867, prohibiendo á los 
funcionarios de todas clases que interviniesen en los expedien-
tes de conversión de capellanías, y mandando á los Registra-
dores de la propiedad que negaran la inscripción ó anotación 
de todo documento referente á bienes de dichas fundaciones. 
A su vez otro decreto de 24 de Julio de 1874 anuló el ante-
rior, restableciendo la observancia de la ley de 24 de Junio de 
1867 é instrucción de 25 del mismo mes y año, mandando que 
todos los negocios gubernativos y contenciosos que se hallen en 
suspenso por efecto del citado decreto, continuen su curso ordi-
nario con arreglo d lo prescrito en las antedichas ley é .instruc-
ción; pudiéndose incoar igualmente los que procedieren de con-
formidad de las mismas (2). 
(1) Según el Real decreto citado, los expedientes debian incoarse en las Adminis-
traciones Económicas de las provincias, por solicitud de los interesados acompañada 
de las escrituras de fundación, títulos de colocación, partidas sacramentales para jus-
tificar el entronque con el fundador y una relación detallada de los bienes que com-
prendía la fundación. Estos documentos se sometían á examen, cotejo y censura de 
los oficiales letrados, á informe de las dependencias provinciales y centrales, cQn dere-
cho á reclamar ampliación de pruebas y de datos, hasta que se creyese bien justifi-
cado el derecho del particular. Para todo esto se concedian seis meses de plazo, 
prohibiendo mientras tanto la inscripción de bienes en los Registros. 
(2) Un decreto de 22 de Agosto de 1874 dictó disposicoines para facilitar la inscrip-
ción en los Registros de los bienes procedentes de capellanias. 
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Este es el último estado legal de la materia. Hemos seguido 
paso á paso todas las oscilaciones que ha tenido la legislación 
de capellanías, no sin la fatiga que produce ese continuo 
movimiento, que hace de nuestro derecho una tela de Pené-
lope, y sólo con el deseo de que no careciese este tratado de 
los datos más precisos para ilustrar la opinión en el manejo y 
arreglo de los asuntos á que se refiere. 
SECCIÓN CUARTA  
De la propiedad jurídicamente considerada 
 PÁRRAFO I 
De la propiedad en general  
I. Definiciones legales de la propiedad.— 2. Facultades que le  
constituyen.— 3. Personas que pueden adqùirir.— 4. Cosas  
susceptibles de dominio.— 5. Derechos inherentes á la pro-
piedad.—' 6. Inviolabilidad de este derecho.  
1. La propiedad, dice el Código español en su art. 348 es 
el derecho de gozar y disponer de una cosa, sin más limitaciones  
que las establecidas en las leyes.  
El propietario tiene acción contra el tenedor y poseedor de la  
cosa para reivindicarla. 
 
La mayor parte de los códigos modernos la definen, diciendo  
que es el derecho de gozar y disponer de las cosas de la manera  
más absoluta, siempre que el uso que de ella se haga no esté  
prohibido por las leyes y los reglamentos (1).  
Dominium, decía la ley 21 tít. 35 lib. 4.° del código de Justi- 
(1) Entre ellos el francés, articulo 544 el italiano art. 436, el belga art. 544, el de 
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niano, ex jus utendi et abutendi re sua, quatenus juris ratio  
patitur; y para completar la idea añadía, unusquisque enim est  
rerum suarum moderator et arbiter, nisi lex arbitrium tolat.  
Dominio, repite la ley 1.` tít 28 de la Partida 3. 5 es poder que 
home ha en su cosa de facer de ella e' en ella lo que quisiere,  
segun Dios é segun fuero. 
 
En estas -definiciones, procedentes de legislaciones las más  
notables de todos los tiempos, resplandecen dos ideas capita-
les: 1. 5 que la relación jurídica que la propiedad establece, es  
una relación jurídica del hombre á las cosas, sin nada que  
menoscabe el ejercicio de esa facultad: 2.° que la ley, sin crear  
el derecho de propiedad, regula su ejercicio por reglas de  
equidad.  
Esta es la misma idea fundamental que de la propiedad nos  
da la ciencia filosófica. Resulta por lo tanto que la ciencia y  
la ley marchan de perfecto acuerdo en el modo de concebir y  
explicar el derecho de propiedad. 
 
2. Dos atribuciones fundamentales, como acabamos de ver,  
constituyen el fondo del derecho de propiedad: la facultad de  
gozar y la facultad de disponer. Los romanos expresaban estas  
dos ideas con las palabras utera et abutere. Nuestros códigos  
traducen estas dos palabras por las de gozar y disponer (1): go-
zar ó usar cuando se aprovecha uno por sí mismo de la utili-
dad de las cosas: disponer 6 abusar, cuando se cede á otra en  
todo 6 parte el dominio. Las dos facultades reunidas cons-
tituyen el dominio propiamente dicho.  
Algunos autores (2) hallan incompleta esta definición, si  á 
las dos facultades de gozar y disponer no se agrega la de poder  
reivindicar las cosas; y en esta facultad precisamente encuen-
tran el carácter más distintivo de la propiedad, porque ella no  
(1) No todos los expositores están conformes en la significación de estas pala-
bras. Suponen algunos que por abutere entendían los romanos el derecho de usar las  
cosas fungibles, es decir, el de destruir su sustancia por el uso. Pero los que dan tal 
 
explicación no reparan que entonces faltaría en la definición romana la más impor-
tante atribución del dominio, que es la facultad de disponer.  
(2) El Sr. Morató tomo 1.° pág. 266.—E1 Sr. Viso tomo 2.° pag. 21.—El Sr. Escrich  
pag. 371. 
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puede nunca faltar al propietario, mientras que faltan á veces, 
ya el goce, ya la libre disposición. 
No faltan códigos modernos, que abundando en el mismo 
modo de pensar incluyen en la difinición de la propiedad á la 
facultad de reivindicar (1). Y si el nuestro no sigue el mismo 
ejemplo, ha creído por lo menos que debía mencionar á esa 
facultad como derecho proviniente del dominio, que marcha 
siempre en su compañía. 
No se concibe el derecho de reivindicar, y el derecho de 
excluir á los demás del goce de una cosa, sin la libre disposi-
ción de la misma. Sólo el que tiene derecho á disponer tiene 
facultad de reivindicar. La una supone al otro: es más, el 
derecho de reivindicar no es más que el mismo derecho de 
disponer y de excluir á los demás del goce de nuestras cosas. 
Cuando reivindicamos, disponemos que vengan á nuestro poder 
y entren en nuestra posesión las cosas que nos pertenecen: 
cuando reivindicamos excluimos del goce de nuestras cosas, á. 
los que las detestaban ó poseían sin nuestro consentimiento. 
Los ejemplos del loco y del menor que se aducen, nada prue-
ban en contra de esta doctrina; pues si al loco y al menor no 
asistieran el derecho, no le ejercerían en nombre de ellos sus 
guardadores. 
Termina la definición legal de la propiedad con las palabras 
sin más limitaciones que las establecidas en las leyes; porque al 
poder público corresponde regular el ejercicio de este, como 
el de todos los demás derechos del hombre en sociedad, á fin 
de que su uso no perjudique el derecho de un tercero, y á fin 
también de poner en armonía los derechos privados con el inte-
rés general. 
Esta facultad que tiene la sociedad, y en su nombre el Poder 
que la rige y gobierna, para someter á reglas y condiciones 
el uso del dominio privado, ha sido conocido en la ciencia con 
el nombre de dominio eminente. No todos los publicistas acep-
tan la propiedad de esta palabra; y sin embargo, la idea que 
(1) Los códigos de. 
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representa en nada se opone á la propiedad privada (1). Con 
ella quiere manifestarse que el Poder público tiene la potes-
tad de reglamentar el ejercicio del derecho de propiedad, 
determinar las condiciones de su existencia, fijar los tributos 
conque ha de contribuir al sostenimiento de las cargas públi-
cas, y aún apoderarse de las cosas, previa indemnización, cuan-
do un servicio de pública utilidad exige este sacrificio de parte 
del propietario. Todo ello es una consecuencia del estado social. 
La ley garantiza el derecho de propiedad y le defiende contra 
violencia extraña. y se reserva, á cambio de estas garantías, 
las facultades indicadas, exigidas por la razón suprema del 
bien común. 
3. Toda persona así natural como jurídica, está por regla 
general habilitada para adquirir, tener, y transmitir el derecho 
de propiedad. Lo están las personas naturales, porque la pro-
piedad es un complemeneto de nuestra personalidad y dere-
cho inherente á, nuestra naturaleza. Lo están las personas 
jurídicas, porque siendo esta personas unas asociaciones for-
madas por los hombres. A mayor abundamiento reconoce explí-
citamente este derecho el art. del nuevo código español. 
4. No todas las cosas que existen son susceptibles de apro-
piación. Las hay que no son susceptibles de apropiación 
pública ni de apropiación particular; y las hay que sólo lo 
son de apropiación pública ó colectiva. 
Las cosas comunes no son susceptibles de apropiación 
alguna; porque su uso por unos no excluye el uso por otros, 
y el dominio lleva consigo la idea de exclusión de todos menos 
el propietario; y esto consiste, en parte por la inmensa canti-
dad en que suelen presentarse en la naturaleza las cosas 
públicas, y en parte porque no se pueden por nadie con exclu- 
(I) Del dominio eminente se abusó en otros tiempos, entendiendo por él ciertas 
Escuelas que concedía al jefe de un Estado el derecho de disponer libremente de los 
bienes de todos los ciudadanos. 
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sión de los demás. Las aguas de la alta mar, el aire, la luz, el 
calor se encuentran en este caso. Por mucho uso que se haga 
de ellas, nunca se agotan: todos pueden usarlas á un mismo 
tiempo sin consumirlas, y su misma inmensidad impide que 
sean exclusivamente dominadas por nadie. 
Tampoco las cosas públicas son susceptibles de dominio 
privado ni colectivo sin perder su naturaleza, como los cami-
nos, las calles, las riberas del mar y de los ríos; porque están 
destinadas al uso de todos los ciudadanos, cosa que dejaría de 
verificarse desde el momento que entraran á formar parte del 
patrimonio de una persona ó corporación. 
A veces, por razones de conveniencia general, á veces por el 
sostenimiento de industrias útiles al país, las leyes consienten 
en que alguna parte de las cosas comunes ó públicas entran 
en el dominio de alguna, persona natural ó jurídica; mas en 
estos casos las cosas cambian de naturaleza para ese efecto, y 
se convierten en bienes de propiedad privada. Sirvan de ej em-
plo una pesquería que se establece en la costa del mar, un 
establecimiento balneario, una fábrica ú otra industria en las 
márgenes de los ríos, y otros muchos casos de naturaleza seme-
jante. El código civil, en su art. 311 decide también que los bie-
nes de dominio público, cuando dejan de estar destinados al uso 
general ó á las necesidades de la defensa del territorio, pasan 
á formar parte de los bienes de la propiedad del Estado. 
Todos los bienes de propiedad privada ó patrimoniales, ya 
pertenezcan á particulares, ya á colectividades, caen plena-
mente bajo la jurisdicción de las leyes civiles. 
5. De las dos atribuciones ,que constituyen la naturaleza 
esencial del dominio se desprenden los derechos siguientes: 
Derecho de enejenar. 
Facultad de disponer. Derecho de reivindicar. 
Derecho de gravar. 
Facultad de gozar 	  4 Accesión de los frutos. (Accesión de los aumentos. 
, t  
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6. Tan alto concepto ha merecido el derecho de propiedad 
 á los legisladores, que le han colocado entre los que el dere-
cho público moderno califica de naturales al hombre é impres-
criptibles. No es sólo la ley civil; es también la constitución  
política, quien pone bajo su guarda al sagrado derecho de  
propiedad, rodeándole de cierta especie de inviolabilidad. La  
constitución vigente en su artículo declara que nadie podrá ser  
privado de su propiedad sino por autoridad competente y por  
causa justificada de utilidad pública, previa siempre la corres-
pondiente indemnización.  
Este precepto se reproduce en el código civil (1) para darle  
aún más fuerza y vigor.  
PÁRRAFO II 
De la facultad de disponer 
1.—Derechos que constituyen esta facultad.— 2. En que con-
siste el derecho de enajenar.— 3. Que es derecho de reivindi-
car.— 4. Naturaleza del derecho de gravar.— 5. Extensión 
que las leyes modernas conceden al derecho de disponer en la 
propiedad de la tierra.— 6. A quien pertenecen los tesoros. 
1. La facultad de disponer comprende como acabamos de 
indicar, tres derechos distintos: el derecho de enajenar, el dere-
cho de reivindicar y el derecho de gravar. 
2. El derecho de enajenar es el más importante de cuantos 
constituyen el dominio, porque es, entre todos los derechos 
dominicales, el que expresa y anuncía con más exactitud la 
soberanía que el hombre tiene sobre las cosas. Por virtud de 
 este derecho, el hombre transmite en vida 6 por título de últi-
ma voluntad su dominio á otra persona, dándose libremente 
1 
^ 
(1) Art. 348. 
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un sucesor en el ejercicio de su derecho: divide el dominio, 
partiendo con otro el ejercicio de sus atribuciones, pone á estas 
atribuciones las limitaciones que tiene por conveniente: cam-
bia ó destruye la forma de las cosas : ejerce, en una palabra, 
toda la dominación de verdadero Soberano, dando á sus bienes 
el destino que mejor le acomoda. 
Esta libertad sólo tiene una limitación : que el dueño al usarla 
no perjudique á un tercero. Con perjuicio de otro, 6 con 
daño de la causa pública, nadie puede hacer uso de un dere-
cho. La ley, que vela por la conservación de los derechos de 
todos, no podía consentir que el abuso de un propietario inuti-
lizase 6 dificultara la propiedad de los demás. 
3. Al derecho de enajenar sigue en importancia el derecho 
de reivindicar, sin el cual el dominio sería con frecuencia una 
institución inútil. 
Por el principio jurídico que dice, res ubicumque pro domino 
suo clamant, es consiguiente que si no están las cosas en poder 
de su dueño, tenga este el derecho de reivindicarlas, sacán-
dolas de poder de quien lag tenga y restituyéndolas a su exclu-
siva dominación. Al efecto las leyes concedieron siempre al 
dueño acciones reales, así llamadas reivindicatorias, por las que 
puede dirigirse contra cualquiera que detente sus cosas, exclu-
yéndole de su uso y posesión; y por el ejercicio de estas accio-
nes obtuvieron siempre la restitución de las cosas con sus 
frutos y aumentos, y el resarcimiento de los daños que se les 
hubiere irrogado por culpa del detentador. A esta clase de 
acciones corresponden la que se dirige para que se exiba la 
cosa detenida y las de interdictos; por más que nuestro dere-
cho no contiene, como el romano, una serie de acciones con 
nombre propio, que suponían procedimientos adecuados á la 
naturaleza de cada una. 
4. Cuando se trata del dominio de la tierra, se ha cues-
tionado entre los tratadistas de la ciencia la extensión que 
alcanza este derecho. Unos limitan este derecho á la super-




(1) Art. 350. 
(2) Art. 351. 
)3) Art. 352. 
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teoría, aquello que usa y aprovecha: el trabajo es lo que legi-
tima su dominio; y como en la tierra este trabajo sólo llega á 
cierta , profundidad, hasta ese, profundidad sólo alcanza su 
dominio. El subsuelo no le pertenece. 
Otros, por el contrario, sostienen que el dominio del hombre 
sobre la tierra que le pertenece no tiene límites; porque son 
inseparables el suelo y el subsuelo. Si no ejercita su trabajo 
más que en el suelo ó tierra vegetal, puede extender cuando 
quiera su acción á profundidas mayores, porque en ninguna 
parte ha de tropezar con el derecho de otro. 
Nuestro código civil, siguiendo precedentes respetables, sen-
tados por modernos códigos extranjeros, sanciona esta última 
doctrina declarando (1): que el propietario de un terreno es 
dueño de su superficie y de lo que está debajo de ella; y puede 
hacer en él las obras, plantaciones y excavaciones que le con-
vengan, salvas las servidumbres, y con sujeción d lo dispuesto 
en las leyes de minas y aguas, y en los reglamentos de policía. 
La cuestión queda resuelta en favor de los propietarios, con 
lo que el derecho de propiedad se hace más estimable y 
adquiere más importancia. Las limitaciones de este nuevo 
principio proceden de un interés de otro orden: proceden de 
un interés colectivo ó general, porque sólo por .razones de 
pública utilidad imponen servidumbres, restricciones y hasta 
expropiaciones las leyes de minas, aguas y policía. 
5. Es una consecuencia del mismo principio, que los teso-
ros que se encuentren en un terreno, pertenezcan al dueño del 
terreno (2); y por tesoro en este caso se ha entendido siempre, 
el depósito oculto é ignorado de dinero, alhajas 2í otros objetos 
preciosos, cuya legítima pertenencia se desconoce (3). 
Mas si el hallazgo del tesoro tiene lugar en terreno .ajeno, 
y se verifica por casualidad, la mitad del tesoro pertenece por 
accesión al dueño del terreno y la otra mitad al inventor. Esto 
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resolvía una Constitución del emperador León en Roma: esto 
decidió también el código de las Partidas; y esto resuelve en 
definitiva nuestro moderno código civil (1). Sólo  'en un caso, 
por lo tanto, el dueño del terréno tendrá que compartir con 
otra persona el tesoro hallado en su tierra. Ese caso es cuando 
por casualidad otra persona distinta lo haya encontrado; y 
como la ley no distingue si esa persona trabajaba por cuenta 
del propietario ó trabajaba de su cuenta propia, es visto que en 
todos los rasos en que el trabajador encuentra un tesoro, tiene 
que compartirlo por mitad con el dueño del terreno donde fué 
hallado 
PÁRRAFO III 
Del derecho de accesión 
1.—En que consiste este derecho.— 2. Sobre que bienes se ejer- 
cita.— 3: Clases de accesiones. 
1. La segunda atribución esencial del dominio es la facul-
tad de gozar. A estafacultad se la conoce más comunmente 
en el derecho moderno con el nombre de derecho de accesión, 
y consiste en la facultad de apropiarnos los productos de los 
bienes y de hacer nuestros los aumentos que éstos mismos bie-
nes tengan. 
Aunque la accesión fué conocida de los romanos, de cuya 
legislación tomó nuestro código dè las Partidas las reglas y 
principios por las que se ha regido hasta ahora (2), ocupa en 
los códigos modernos un lugar muy distinto del que ocupaba 
en las legislaciones romana y de Partidas. La accesión en aque-
llas legislaciones era un modo civil de adquirir: modo que los 
romanistas, en su pintoresco lenguaje, llamaban natural, ori-
ginario, secudum quid. Procedía esto de que los romanistas 
• 
(1) Art. 35i citado. 
(2) Leyes tít. 28 Part. 3.' 
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clasificaban los modos de adquirir en naturales y civiles, 
teniendo por naturales á los que proceden de la naturaleza y 
por civiles á los que han creado las leyes; y de que los natu-
rales los subdividían en originarios y derivativos, haciendo 
todavía una distinción de originarios simpliciter y originarios 
secundum quid. Decían ellos que eran originarios simpliciter 
aquellos por los cuales se adquieren las cosas mismas; y ori-
ginarios secwndum quid, aquellos por los cuales el propietario 
de las cosas hace suyos los aumentos de las mismas. La ocu-
pación, según este sistema, era un modo de adquirir natural 
origninario simpliciter ;'y la accesión un modo natural origi-
nario secundum quid. Como quiera que todas estas clasificacio-
nes han pasado de moda en las escuelas, no volverémos á 
citarlas para nada. 
Los códigos modernos, con mejor criterio sin duda alguna 
que los legisladores antiguos, no ven en la accesión más que 
derecho real inherente al dominio, de cuya naturaleza parti-
cipa, y al cual debe su existencia; porque sin dominio no hay 
accesión. Para ser modo de adquirir debería concederse á toda 
persona, fuese 6 no propietario ; porque esa es la condición, de 
todo modo de adquirir, como que el modo no es en resúmen 
otra cosa que el ejercicio del derecho de apropiación, regulado 
por la ley civil, que asiste a toda persona. 
En el derecho moderno dos son, como de su misma definición 
se desprende, las ciases de accesión que se conocen: accesiôn 
en los productos y accesión en los aumentos de los bienes. El 
código español acepta esta misma clasificación, diciendo (1) 
que la propiedad de los bienes da derecho por accesión, d todo 
lo que ellos producen, iJ  d lo que se les une ó incorpora, natural 
ó artificialmente. 
Poco importa para el efecto, que la accesión se verifique sólo 
por la'acción de los agentes naturales, ó que se realice por la 
industria del hombre, ó que tenga lugar por el concurso de 
ambas cosas reunidas. Siempre el resultado será el mismo, á 
saber: que el dominio que el hombre tiene sobre los bienes, se 
extiende por accesión á los frutos que estos bienes producen, 
(1) Art. 353. 
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 y ú los aumentos que los mismos reciben natural ó artificial-
mente. 
PÁRRAFO IV 
Del derecho de accesión respecto de los productos de los bienes 
1.—Clases de frutos.— 2. Definición de cada una.— 3. A quien 
pertenecen en general.— 4. 4 quien pertenecen las crías de 
los animales.— 5. Resúmen •de los principios que rigen en 
estas materias. 
1. Por virtud de la accesión en los productos de los bienes, 
el dueño de estos hace suyos los frutos de toda especie que los 
mismos bienes producen. No hay bajo este aspecto diferencia 
alguna entre los bienes inmuebles y los bienos muebles ó semo-
vientes. Tan frutos son los que producen los unos, como los 
que dan los otros. Las diferencias entre los frutos proceden 
únicamente de las fuerzas que los producen y.de su misma 
naturaleza. . 
Los frutos bajo este concepto son naturales, industriales ó 
civiles; y esta distinción no es del derecho- moderno. La con-
signaron ya las leyes romanas, y ha figurado después en todas 
las legislaciones posteriores. 
2. Frutos naturales, nos decían las leyes de Partida (1), son 
los de tal naturaleza que non viniesen por saber de home, mas 
si los diese la heredad. 
Frutos naturales nos dice nuestro código civil (2) son las 
producciones espontáneas de la tierra y las crías y demás pro-
ductos de los animales. De forma, que al tenor de esta defini-
ción, tan fruto natural es la fresa que brota espontáneamente 
(1) Ley 39, tít. 28, Part. 3.1 
(2) Art. 355. 
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de la tierra, y la vid, y el olivo silvestre, como la cría que da 
la vaca 6 el potro que pare la yegua. 
No todos los jurisconsultos, sin embargo, están conformes 
en la idea. Atendiendo á los principios de la ciencia económica, 
entienden algunos que el trabajo del hombre entra siempre 
por poco ó por mucho en la producción, por lo cual no admi-
ten la existencia de frutos naturales. Todos, para estos escri-
tores, son frutos industriales. 
Sin desconocer la fuerza de este argumento, no puede me-
nos de reconocerse que ciertos productos los ofrece espontá-
neamente la tierra sin auxilia alguno del hombre; mientras 
que otros son más especialmente debidos á la industria humana. 
Habrá en aquellos alguna parte de trabajo, sino para la 
producción, para la ocupación y apropiación por lo menos; mas 
la producción es debida a las fuerzas de la naturaleza, y con 
razón son llamados frutos naturales. 
Son frutos industriales, nos dice el código en el ya citado  . 
artículo, los que producen los predios de cualquiera especie ei 
beneficio del cultivo ó del trabajo. 
Y se llaman, por fin, frutos civiles, el alquiler de los edificios, 
el precio del arrendamiento de las tierras y el importe de las 
rentas perpetuas, vitalicias ú otras análogas: toda prestación 
que represente el valor del uso ó de la utilidad de las cosas; 
todos los que, como decían las leyes romanas, non natura sed 
jure percipiuntur. Estos frutos tienen la particularidad de que 
corren y se deben en todos los momentos, por lo cual admiten 
im prorrateo, que en los frutos naturales é industriales es 
imposible. 
3. Todos los frutos de cualquiera clase que sean, así los na-
turales, como los industriales y los civiles, pertenecen al propie-
tario de los bienes que los producen (1); pero le pertenecen 
con la condición de abonar los gastos %eçhos por un tercero para 
su producción, y recolección y conservación, ó sea, lo que en la 
práctica suele denominarse impensas. 
  
    
       
   
(1: Art. 354. 
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El precepto de la ley es tan absoluto, que no admite dudas 
ni excepciones de clase alguna. No era este precepto tan abso-
luto en la legislación anterior. Una ley del Fuero Real (1), que 
llevaba por epígrafe, en que manera deben ser partidos los fru-
tos, hacía distinción entre árboles ó plantas y tierras. Respecto 
de los árboles no admitía la ley que hubiese frutos, hasta que 
no estuviesen mostrados; y en las tierras por el contrario tenía 
por frutos á las mismas sembraduras. El código español pasa 
en silencio tal distinción, porque no la admite; declarando por 
el contrario (2) que no se reputan frutos naturales ó industria- 
. les, sino los que están manifiestos ó nacidos. 
Mas como este principio no podría en justicia aplicarse a 
las hembras, se apresura el código, á añadir, que en los anima-
les basta que estén en el vientre de su madre, aunque no hayan 
nacido. _ 
4. Aún ha faltado al código hacer otra declaración respecto 
de la pertenencia de las crías, sobre todo cuando han sido engen-
dradas, por animales que pertenecen a dueños distintos. Aquí 
tiene de lleno aplicación aquel famoso principio de la legisla-
ción romana, que decía: partos sequitur ventri, aunque allí 
para bien distintos usos se sentó. La cría es del dueño de la 
hembra, quien quiera que sea el dueño del macho que la engen-
dró; y lo es por derecho de accesión, puesto que después de 
nacida la cría no hace el dueño de la hembra mas que conti-
nuar el dominio que ya tenía sobre ella, cuando estaba en el 
vientre de su madre. 
Resulta de las doctrinas expuestas lo siguiente: 
1.° Que el dueño de los bienes se hace dueño de los frutos 
de toda especie que esos bienes produzcan. 
2.° Que en los inmuebles no hay frutos propiamente tales, 
hasta que estos estén mostrados ó nacidos. 
3.° Que en los animales, por el contrario, las crías se tie-
nen por nacidas, desde que están en el vientre de sus madres. 
4.° Que los dueños de las hembras se hacen por derecho de 
accesión dueños de las crías. 
(1) Ley 10, tit. 4.° lib.  3 ° 
(2) Art . 357. 
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.5.° Que toda percepción de frutos lleva consigo la obliga-
ción de pagar los gastos que un tercero hays hecho para la 
producción, recolección y conservación de los frutos. 
PÁRRAFO V 
Del derecho de accesión respecto á los bienes inmuebles 
1. Clases de accesión en los aumentos de los bienes.— 2. Causas 
por las' que se verifican.— 3. Auubión.— 4. Fuerza mani-` 
fiesta del rho.— 5. Isla y mutación de cauce.— 6. Edifica-
ción, plantación y siembra.— 7. Casos distintos que pueden 
ocurrir. 
1. Bajo este epígrafe trata el código español de la segunda 
clase de accesión, ó sea de la accesión de los aumentos, por 
virtud de la cual el dueño de los bienes se hace dueño de los 
aumentos que estos bienes tengan por cualquiera causa. Mas 
como no son iguales las reglas por las que se gobiernan la 
accesión en los inmuebles y la accesión en los muebles, el 
método exije que tratemos, siguiendo el ejemplo del código, 
primero del derecho de accesión en los bienes inmuebles, y 
después de la accesión en los bienes muebles. 
2. Las causas más comunes por las que los bienes inmue-
bles púeden tener aumentos, dando lugar á que los adquiera 
su dueño por derecho de accesión, son el alubión, la fuerza 
manifiesta del río, la formación de las islas, la mutación de 
cauce de los ríos, la.plantación, la siembra, y la edificación. 
3. Auubión. Por alubión, .ó incrementum lathes, corno le 
llamaba Justiniano en la Instituta, se entiende el aumento lento 
que tienen las tierras ribereñas de los ríos, por la acción cons-
tante de sus aguas. Todas las legislaciones han estado con -. 
 formes en declarar dichos aumentos propiedad de los dueños 
^4- 
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de las tierras, fundando su resolución en el recíproco interés 
de todos los propietarios. Todos con efecto están expuestos á 
sufrir disminuciones semejantes en otros predios, debidas á la 
acción constante de las aguas; y la adjudicación que la ley 
les hace de los aumentos, compensa en tésis general las pér-
didas que por la misma causa pudieran sufrir. Mas no es esta 
sola la causa que ha decidido á los legisladores, á adjudicar 
los aumentos por alubión á los dueños de los tierras donde se 
verifican. La causa es también la imposibilidad de averiguar 
la procedencia de los sedimentos conque se forman lenta-
mente los aumentos en las tierras ribereñas. 
El código español confirma la doctrina tradicional, decla-
rando que pertenece d los dueños de las heredades confinantes 
con las riberas de los ríos, el acrecentamiento que aquellas 
reciben paulatinamente por efecto de la corriente de las aguas (1). 
4. El alubión se convierte en fuerza manifiesta del río, 
cuando no es la acción lenta de las aguas, sino una avenida ó 
crecida extraordinaria, la que arranca de un predio y trans-
porta á otro una porción de terreno, plantas, ú otros objetos. 
No podían aquí las leyes sentar la misma regla que en los 
aumentos por alubión, porque aquí es conocida la procedencia 
de la tierra, que lás aguas de los ríos arrastraron. La justicia 
exigía en este caso mantener en su dominio al dueño del 
terreno segregado; y con efecto, le mantuvieron las leyes 
de todos tiempos. 
Sin embargo, la leyes romanas y las de Partida que las 
siguieron (2), pusieron un límite a ese derecho. Aquellas leyes 
decidieron, que si el terreno segregado se unía y consolidaba 
con el terreno a donde se había incorporado, no pudiera ya el 
el primitivo dueño reivindicarlo, sino simplemente pedir su 
estimación. No han querido las leyes modernas seguir la doc-
trina, romana y en su lugar deciden de una manera absoluta, 
que cuando la corriente de un rio, arroyo ó torrrente segrega de 
,I) Art. 366. 
(2) Ley 27, tit. 28. Part. 3.° 
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una heredad de su ribera una porción conocida de terreno y la 
transporta d otra heredad, el dueño de la finca á que pertenecía 
la porción segregada conserva la propiedad de esta (1). 
Y sin embargo, el precepto romano era más justo que el 
precepto español; porque una tierra no se consolida sin el 
transcurso de bastante tiempo, y quien la deja consolidar 
demuestra no sentir apresuramiento ni interés alguno en rei-
vindicar lo que es suyo: porque toda acción reivindicatoria 
debe tener un término para su ejercicio; y porque realizada la 
consolidación del terreno segregado con el terreno ajeno, ya 
no forman más que un solo é indivisible predio: su separación 
no puede ya verificarse sin detrimento de dicho predio. 
Si son árboles los transportados por las corrientes, la ley los 
declara propiedad del duao del terreno d donde vengan á 
parar (2); si bien concede á su primitivo dueño acción por 
dos meses para reclamar. Y esto lo decide el código español, 
así, sin distinguir si los árboles han arraigado 6 no el nuevo 
terreno, y poniéndose en abierta contradicción con el princi-
pio que acaba de sentar en el caso anterior. Cuando de tierras 
se trata, la ley declara que siguen perteneciendo á su dueño, 
sin dar á su acción para reivindicarlas plazo ni término alguno 
de duración: cuando se trata de árboles, despoja desde luego de 
su propiedad al dueño, y sólo dos meses de tiempo le concede 
para reclamar. i,Por qué tal diferencia? ¿,No sois por ventura com-
pletamente iguales é igualmente respetables el dominio de la 
tierra y la propiedad de los árboles? Ninguna razón existe, para 
que casos tan enteramente iguales, se decidan por reglas de to-
do punto opuestas. Lo justo habría sido mantener en su domi-
nio al dueño de la tierra segregada y al dueño del árbol arras-
trado por la corriente conceder: á uno y á otro acción reivindi-
catoria para reclamar; pero declarar extinguida esta acción 
pasado cierto tiempo, é impractible cuando la tierra ó el árbol 
se hubieran unido de un modo permanente al terreno á donde 
fueron á parar. En este caso, si la acción no estaba prescrita 
(t) Art. 368 del código civil que concuerda con el art. 44 de la ley de aguas de 13 de 
Junio de 1879. 
(2) Art. 369. 
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habría derecho á reclamar la estimación del árbol ó del 
terreno segregado. 
5. Islas y mutación de cauce. No trataban las leyes roma-
nas y las de Partida de más islas, que de las que se forman 
expontánea y lentamente en los ríos; y las adjudicaban a los 
dueños de tierras ribereñas, proporcionalmente á la longitud 
ó línea de ribera de sus predios. Cuando la isla se había for-
mado próximamente á una ribera, los dueños de las tierras 
de esta ribera, adqguirían en la proporción indicada la isla: 
cuando esta se hallaba en todo 6 en parte equidistante de 
ambas riberas, la isla se adjudicaba á los dueños de predios 
radicantes en una y otra ribera. 
. Investigando la razón del criterio legal, creyeron hallarla 
algunos expositores de derecho en la presunción de que las 
islas de los ríos se forman con las tierras que las aguas arran-
can de sus orillas. Pero no debe ser esta la razón que decidió 
al legislador romano al dictar la regla que acabamos de men-
cionar, porque entonces las islas no serían de los dueños de 
las tierras fronteras, puesto que las aguas en su corriente 
arrastran hacia abajo y no al frente las tierras que arrancan 
de los predios. Otras debieron ser las razones que tuvo pre-
sentes el legislador romano, y otras fueron con efecto. 
Imposible es en la mayoría de los casos el determinar con 
precisión el predio ó predios de donde las aguas tomaron las 
tierras conque se formaron las islas; Ÿ  en la imposibilidad de 
hacer esta prueba, la ley, considerando á las islas como un 
aumento natural de las tierras ribereñas, se las adjudicó á 
sus dueños, como compensación de peligros semejantes á que 
ven constantemente expuestas sus heredades. 
Pero las leyes romanas tenían aún otra razón más decisiva. 
Aquellas leyes suponían que los dueños de tierras ribereñas 
de los ríos tenían dominio sobre la parte del río frontero á sus 
heredades; y por eso adjudicaban á dichos dueños las islas 
que en el río se formaban, y por eso se las adjudicaban pro-
porcionalmente, no á la superficie de dichos predios, sino 
proporcionalmente á la línea de ribera. 
Mas el derecho moderno tiene proclamados principios muy 
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distintos en el particular. En el derecho moderno los ríos 
públicos, los ríos que discurren por albeos públicos, son con-
siderados como cosas públicas; y á menos que sea  conocida 
la procedencia de la tierra conque las islas sè forman en los 
ríos, las islas deben ser del dominio público. Cuando las islas 
se forman por tierras que la fuerza man%fiesta del río arras-
tra, 6 sea en las grandes avenidas de los ríos, el dueño de 
las tierras sigue conservando su dominio en ellas y puede rei-
vindicarlas como propias. Si por el contrario, las islas se han 
formado, no por arrastre lento ni violento de tierras, sino por 
desviaciones de las aguas del río, que dejan en descubierto 
parte de su cauce, estas islas deben porten  perte iker al Estado, por-
que suyo es el dominio sobre el alveo del río; y el alveo 
mismo del río debía declararse propiedad del Estado, cuando 
queda totalmente en seco, por haber tomado las aguas del río 
una dirección distinta de la que acostumbraban. Declarar lo 
contrario es ponerse en contradicción con los dos capitales 
principios en que descansa la legislación moderna, á saber: el 
respeto profundo á la propiedad, y el carácter de cosa pública 
que tienen los ríos que discurren por alveos que no están den-
tro de propiedad particular. 
El respeto profundo á la propiedad demanda, que mientras 
conste ó se pueda probar la procedencia de las tierras que 
en sus corrientes arrastran los ríos, esas tierras deben conti-
nuar en el dominio de quien las poseía; siendo indiferente 
para el caso que esas tierras hayan ido a parar á predios de 
otros dueños, ó que deteniéndose en el mismo río, hayan for-
mado islas. Su dueño debe poder reivindicarlas, como reivin-
dica los árboles y demás efectos que arrastran las corrientes; 
pero la ley tiene .perfecto derecho para fijar un plazo de dura-
ción á la acción reivindicatoria. 
Por virtud del principio que considera públicos los ríos, el 
alveo de los mismos debe entrar en dominio del Estado, siem-
pre que el alveo quede total ó parcialmente en seco, sea por 
cambio de dirección de las aguas, sea por disminución de su 
caudal; sin que exista razón alguna para que se adjudique á 
los dueños de tierras ribereñas, mucho menos cuando el río 
ha ocupado en su desviación tierras que antes eran de dominio 
particular 
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No son estos, sin embargo, los principios que han prevale-
cido en las legislaciones civiles. Todas ellas, sin exceptuar á 
nuestro moderno código civil, aceptan por punto general las 
reglas que proclamó el derecho romano; no obstante, que esas 
reglas se separan con frecuencia de las inspiraciones de la 
equidad. 
El código español hace en primer lugar una distinción 
entre islas que se forman en los mares adyacentes a las costas 
españolas y ríos navegables, é islas que se forman en los ríos 
por sucesiva acumulación de arrastres superiores. De las pri-
meras dice (1), que pertenecen al Estado: la propiedad de las 
segundas la adjudica, de conformidad con el derecho .romano, 
d los duchos de las márgenes ú orillas más cercanas á cada 
una (2). 
Estos son sus preceptos. No explica la ley lo que debe 
entenderse por mares adyacentes á las costas de España; pero 
creemos que se refiere á lo que en derecho se llama aguas 
jurisdiccionales de la Nación, pues fuera de ellas el Estado 
no ejerce acto alguno de soberanía. No explica tampoco la 
ley lo que son ríos navegables y flotables : pero de sus térmi-
nos se deduce, que no comprende a los riachuelos y arroyos 
,que por la escasez de sus aguas 6 la violencia de sus corrien-
tes, no consienten se mantenga a flote embarcación de espe-
cie alguna. 
La ley, como vemos, no distingue casos ; sino que fiel á la 
 ; 
doctrina romana, dicta una regla para todos ellos. Y como la 
regla es tan absoluta, aunque la isla .se haya formado en el 
río por arrastre de tierras de propiedad privada, 6 por des-
viación de corriente, 6 disminución de caudal de aguas; la 
isla formada será de los dueños de las márgenes ú orillas más 
cercanas. 
Decide asimismo el código (3), que si un río cambia de 
dirección, y se abre un cauce nuevo en heredad privada, este 
cauce nuevo entrará en el dominio público; pero que lo reco- 
(1) Art. 371. 
(2) Art.373. 
(3) Art. 372. 
brará, si el río vuelve á su cauce primitivo. bY sino vuelve? 
Lo natural, lo justo sería, que si no vuelve, se indemnizara 
los perjuicios al dueño de la heredad ocupada, 6 por lo menos, 
que se le adjudicara siquiera el cauce antiguo que quedó 
en seco. Pero la ley nada dice de indemnización, y el cauce en 
seco se lo adjudica á los dueños de predios que fueron ribe-
reños del río (1). No acertamos á distinguir la justicia de esta 
disposición. 
Unicamente consiente la ley (como si otra cosa fuera posi-
ble) que siga poseyendo sus tierras el dueño, cuando el agua 
de un río las rodea por todas partes, 6 las separa del resto de 
la finca .(2). 
6. La edificación, plantación y siembra se rigen por prin-
cipios muy semejantes a los que llevamos expuestos. El más 
fundamental de todos ellos dice, que se considera como acce-
sión del suelo lo que al suelo se incorpora, porque el suelo es 
lo principal y todo lo demás es accesorio. 
De la aplicación de este principio resulta, que lo edificado, 
plantado ó sembrado en predios ajenos, y las mejoras y repara-
ciones hechas en ellos, pertenecen al dueico de los mismos (3). Mas 
no pertenecen de una manera absoluta y sin condición alguna, 
porque en frente del principio que considera accesión del suelo 
lo que en él se edifica, planta 6 siembra, se levanta otro prin-
cipio que dice, que nadie debe enriquecerse con perjuicio de 
un tercero; cuyo principio de equidad exige, que al que ha 
obrado de buena fe, se le indemnice el valor de los materiales, 
plantas, semillas y trabajo que hubiere empleado. 
Todas legislaciones, así antiguas como modernas, todos los 
códigos civiles están conformes con estos principios. En sus 
aplicaciones á los diversos casos de la vida, ya no existe la 
misma conformidad. Las soluciones que dan, varían según los 
casos. 
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7. 1.° Caso.—Edificación ó plantación en terreno propio con 
materiales ó plantas ajenas. Las leyes romanas (1), y las de 
Partida (2) que las siguieron, eran muy explícitas en sus reso-
luciones.. Decidían que el edificio y las plantas perteneciesen 
al dueño del suelo; pero imponiéndole en todo caso, y sin apre-
ciar en manera alguna la buena ó la mala fe conque hubiera 
procedido, la obligación de pagar el duplo del valor de los ma-
teriales 6 de las plantas. 
No siguen, y con razón, los códigos modernos á las leyes 
romanas, como las siguieron las Partidas; porque es contrario 
a equidad, imponerle la pena del duplo al que obró de buena 
fe, é igualarlo con el que notoriamente usó de mala fe. Los 
códigos modernos, y con ellos nuestro código civil (3), decla-
ran obligado siempre al dueño del terreno á abonar el valor 
de los materiales ó plantas ajenas que utilizó, y además el 
abono de daños y perjuicios, en el caso de que hubiere procedido 
de mala fe. 
Además de estos derechos, el dueño de los materiales tendrá 
facultad para retirarlos, sin que el propietario pueda impedirlo, 
siempre que esta operación pueda ejecutarse sin menoscabo de 
la obra construida, ó sin que por ello perezcan las plantaciones, 
construcciones íc obras ejecutadas. Son las mismas palabras de 
la ley, que están inspiradas en el más profundo respeto á la 
propiedad. Sólo cuando la reivindicación de los materiales ó 
plantas no pueda tener lugar, por haberse consolidado ó unido, 
de manera que su separación haya de causar una ruina ó una 
destrucción evidente, es cuando la ley consiente en que se 
mantengan en el predio, abonando el valor, 6 el valor y los 
perjuicios, en los términos que acabamos de indicar. 
Las reglas de los códigos modernos son conocidamente más 
justas que los preceptos de las leyes romanas, porque aciertan 
á interpretar mejor los principios de la equidad universal. 
2.° Caso.—Edificación ó plantación en terreno ajeno con mate-
riales ó plantas propias. En este caso, á diferencia del ante- 
(I) Párrafo 30 tít. I.° lib. 2.° de las instituciones. 
(2) Leyes 38 y siguientes tit. 28 Part. 3' 
(3) Art. 360. 
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rior, ya distinguían las leyes de Partida (1), siguiendo á las 
romanas, los casos de buena y de mala fe. Pero además de esta 
circunstancia tomaban también en cuenta el hecho de la pose-
sión. Si era poseedor del terreno el edificante y además obró de 
buena fe, debía cobrar el valor de los materiales, y aún reivin-
dicarlos cuando el edificio se demoliese. Si era poseedor y obró 
de mala fe, sólo tenía derecho á la reivindicación, en el caso 
de la demolición del edificio. Si no era poseedor, pero obró de 
buena fe, le asistía el mismo derecho de reivindicación; y si 
no era poseedor y obró de mala fe, perdía el valor de los mate-
riales, sin derecho en caso alguno á la reivindicación. Con 
razón desechan los códigos modernos este enfadoso casuismo, 
para fijarse únicamente en la buena ó mala fe con que hubiera 
procedido el que edifica ó planta en terreno ajeno. 
En todo caso el edificio ó el plantío pertenecen al dueño del 
terreno; pero lo será, sin obligación de abonar cosa alguna al 
que edificó ó plantó, si este obró de mala fe (2). Y si obró de 
buena fe, el dueño del terreno podrá quedarse con el edificio ó 
con el plantío, abonando los gastos útiles y necesarios, ú obli-
gar al que fabricó ó plantó d pagarle el precio del terreno (3). 
Esta sólución es nueva, no estaba en las leyes antiguas; y 
su justicia no resplandece tanto, que pueda ser fácilmente dis-
tinguida por todos. No se ve claro el porque de esa especie de 
pena que la ley impone al que obró de buena fe, obligándole á 
quedarse con el edificio ó la plantación, y á que pague el valor 
del terreno que ocupó, porque si bien es verdad que cuando 
edificó 6 plantó, demostró que quería para sí un edificio 6 un 
plantío, también es verdad que el que edificó ó plantó lo 
hizo en la errónea inteligencia de creerse dueño del terreno. 
Posible es que a saber lo contrario, y á tener noticia de que 
había de comprar y pagar el terreno, no se habría decidido 
á plantar ni edificar. La ley, obligándole á hacerlo, fuerza 
su voluntad; y la fuerza por un hecho inocente, de que no 
debe ser responsable. 
(1) Leyes 41 y 42, tit. 28, Part. 3' 
(2) Art. 374. 
(3) Arts. 358, 
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' PÁRRAFO VI 
Del derecho de accesión respecto de los bienes muebles 
1.—Principio capital que rige en estas accesiones.— 2. Reglas 
para determinar cual es lo principal y cual lo accesorio.- 
3. Efectos de las incorporaciones según los casos.-4. Efectos 
de las mezclas.— 5. Efectos de las especificaciones. 
1. En la accesión de los bienes muebles rige un princi-
pio invariable: el dueño de lo principal se hace dueño de lo 
accesorio. Pero para que este principio se mantenga en la prác-
tica, preciso es que concurran dos circunstancias indispensa-
bles : La que el todo formado con especies pertenecientes á 
dueños distintos no admita separación, sin que se cause detri-
mento de la cosa. 2.a Que se hubiere obrado de buena fe por 
todos. Mas como no siempre se reunen estas circunstancias, 
no siempre puede aplicarse en rigor aquel principio; y de 
aquí la necesidad de reglas que determinen los derechos que 
en los diversos casos asisten á las personas. 
Para determinarlos con más precisión, los jurisconsultos han 
solido distinguir tres casos de accesión, á saber: la accesión por 
incorporación, la accesión por mezcla ó confusión, y la acce-
sión por especificación. Aunque los nombres indican ya por sí 
lo bastante, los códigos, como las Partidas, han solido definirlos 
é ilustrarlos con ejemplos. Existe incorporación, cuando se une 
un objeto á otro para formar un conjunto armónico, como un 
brazo á una estatua, .una piedra á un anillo. Hay mezcla, cuan-
do se reunen especies de la misma 6 diferente clase, formando 
el todo una mezcla; como vino y agua, trigo y cebada. Y se 
conoce por especificación la formación de un objeto nuevo con 
Especies distintas del mismo, como paño con lana, tela can 
algodón. 
2. La dificultad en la incorporación, en la mezcla y en la 
especificación de cosas pertenecientes á dueños distintos, está 
TOMO H. 	 10 
(1) Arts. 376 y 377. 
(2) Art. 378. 
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en determinar cual de las especies constituye lo principal y 
cual lo simplemente accesorio; porque averiguado esto, no 
había más que adjudicar el todo al dueño de lo principal, y 
declararle obligado á abonar los materiales cuando el dueño de 
ellos obró de buena fe. Se han dictado por los códigos, se han 
expuesto por los jurisconsultos, diferentes reglas para vencer 
la dificultad; pero no puede decirse con verdad que la dificultad 
esté vencida. No. faltan en su consecuencia jurisconsultos que 
opinan debe regularse todo esto-por los principios de equidad 
más que por reglas invariables de derecho. 
El código español, ha dictado reglas, inspiradas unas en 
las doctrinas romanas, y tomadas otras de las codificacio-
nes modernas. He aquí ahora esas reglas brevemente reasu-
midas. 
1.a Se reputa principal entre dos cosas, aquella á que se ha 
unido otra para adorno, ó para su uso o perfección. 
2.a Si por la regla anterior no puede deducirse cual es la 
principal, se tendrá por tal á la de más valor. 
3.a Si aún así no se decidiera la cuestión, se estará á la de 
más volumen. 
4.a En la pintura, escultura, escritos, impresos, grabados y 
litografías, se considerará como accesoria la tabla, el metal, 
la piedra, el lienzo, el papel ó el pergamino (1). 
3. Incorporación. Lo principal, hemos dicho, que se atrae 
lo accesorio, cuando sin detrimento del todo no puede proce-
derse á su separación; y de aquí se deduce, que cuando la sepa-
ración es factible, los dueños respectivos pueden pedir la sepa-
ración. La ley, sin embargo, pone una excepción á esta regla; 
y es cuando lo unido es mucho más precioso que lo principal, 
como sucede en el caso de un brillante de regular tamaño 
unido á un anillo de plata ú oro: el dueño de lo accesorio 
puede exigir la separación, aunque para practicarla haya que 
sufrir el todo algún detrimento (2). 
T 
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Las reglas referentes á la accesión por incorporación se 
completan, teniendo presente, que el que obra de mala fe ha 
de pagar los perjuicios; y si fué el dueño de lo principal quien 
obró de mala fe, da derecho al dueño de lo accesorio, á que 
elija, entre cobrar el valor de su especie, ó recobrarlo, aunque 
haya que deshacerse el todo con detrimento (1). Si opta por la 
indemnización, esta puede consistir en el valor de la cosa ó 
en la entrega de otra igual á su elección <2). 
4. Mezcla d confusión. Todas cuantas reglas dictan las 
leyes sobre este particular son puramente casuísticas. Aquí 
no tiene cabida, como en la accesión por incorporación, el prin-
cipio de que lo accesorio sigue á lo principal. Pero en su lugar 
hay que distinguir, si la mezcla de dos especies diferentes se 
hizo por voluntad de sus dueños, si se hizo por casualidad, 6 
si se hizo por voluntad de uno sólo de los dueños; y en todo 
caso hay que tener en cuenta la buena ó la mala fe conque 
se hubiere procedido. 
1.° Caso.—Si la mezcla se hizo por la voluntad de los dos 
dueños, cada propietario adquirirá una parte proporcional, 
atendido el valor de las cosas mezcladas. 
2.°'Caso.—Si la mezcla se realizó por casualidad, y no pueden 
separarse sin detrimento, la mezcla se parte en la misma pro-
porcionalidad. Si son susceptibles de separación, esta debe rea-
lizarse a costa de ambos dueños, aunque uno sólo la pida. 
3.° Caso.—Si la mezcla se hizo por voluntad de uno sólo, 
tiene aplicación la misma regla, cuando obró de buena fe y el 
conjunto se divide entre los dos dueños; mas si obró de mala 
fe, lo pierde todo, y además deberá abonar los perjuicios que 
ocasionó al otro dueño (3). 
5. Especificación. El trabajo del hombre en la formación,  , 
de nuevas especies, es considerado por regla general como lo 
(U Art. 379. 
(2) Art. 380. 
(3) Arts. 381 y 382. 
A 
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principal de la obra formada, y los materiales como lo acce-
sorio. Partiendo de este principio, las leyes de Partida (1) adju-
dicaron por regla general la obra formada al especificador, 
abonando el valor de los materiales á su dueño; pero esto era 
en el supuesto de que hubiera obrado de buena fe. Cuando la 
mala fe se probaba, perdía el trabajo, y la obra se adjudicaba 
al dueño de las materias empleadas en ella. 
El código español (2) rectifica estas reglas, confirmando el 
principio general; pero disponiendo, que si la materia empleada 
es más preciosa 6 de superior valor, su dueño puede optar 
entre quedarse con ella abonando el trabajo, 6 reclamar el 
valor de la materia; y si medió mala fe por parte del especi-
ficador, el dueño de los materiales puede quedarse con ella sin 
abonar nada, ó exigir la indemnización de la materia y de los 
perjuicios. 
Indudablemente son más justas las disposiciones del nuevo 
código, que las que habían dictado las Partidas, inspirándose 
en las doctrinas romanas. 
PÁRRAFO VII 
Del deslindo y amojonamiento 
1. Objeto de estas operaciones.-2. Quien tiene derecho d 
pedirla.— 3. Forma' de  practicarla.— 4. Reglas para la reso-
lución de las cuestiones prácticas. 
1. Por lo mismo que la propiedad de las tierras es objeto de 
más frecuentes intrusiones, las leyes más antiguas acudie-
ron en su defensa, autorizando á sus dueños para hacer el des-
linde y amojonamiento de las mismas. Tienen por objeto estas 
operaciones la identificación de los predios, según los títulos 
(1) Ley 35, tit. 28 Part. 3! 
(2) Art. 383. 
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de pertenencia de sus dueños, y la colocación sobre el terreno 
de sitos, mojones, vallados, ú otras señales que marquen de 
una manera permanente los límites de cada heredad. Las dos 
operaciones son sucesivas y se completan: el deslinde deter-
mina la línea divisoria de los predios: el amojonamiento la 
señala de una manera permanente. 
Los romanos daban tanta importancia á este asunto, que 
hacían intervenir á la religión, colocando la propiedad rústica 
al amparo de los dioses. Divinizaron para este efecto á los sitos 
ó mojones, haciendo creer al vulgo que eran dioses meno-
res, colocados allí para impedir las intrusiones y despojos; 
y las más antiguas leyes de Roma castigaban con penas seve-
rísimas el atropellamiento de aquellos dioses. 
Las leyes de Partida (tít. 15 Part. 6.a) colocaron bajo el 
amparo de la autoridad pública la propiedad rústica, fijando 
reglas para el deslinde de los predios, y autorizando á los 
Tribunales para dirimir todas las cuestiones que sobre el par-
ticular se suscitaran entre los propietarios. Nuestra ley proce-
sal vigente dedica el título XV de la parte de jurisdicción volun-
taria al deslinde y amojonamiento de los terrenos, fijando 
reglas prácticas para la ejecución de estas operaciones, cuando 
los interesados en ellas las solicitaren, y remitiendo en todo 
caso las cuestiones en que no hubiera avenencia á los trami-
tes solemnes de un juicio. 
El código civil ha creído que debía llevar la ley sustan-
tivo los principios más fundamentales de esta materia, para 
que la propiedad se encuentre mejor garantida por la ley. 
2. Todo propietario tiene derecho á pedir el deslinde de 
sus predios y á practicarlo con citación de los dueños de los 
predios colindantes. Asiste el mismo derecho á cualquiera que 
goce de un derecho real, constituido sobre el predio. En tal 
caso se encuentran el acreedor censualista, el acreedor hipo-
tecario y otros. 
Este derecho, en los mismos términos que acabamos de 
indicar, lo había proclamado ya por la ley de enjuiciamiento 
civil de 16 de Mayo de 1855, reformada en 3 de Febrero de 1881 
(artículo 2,061): el código actual lo confirma en los mismos 
términos que lo había proclamado aquella ley tArt. 384). 
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3. Las operaciones pueden practicarse, privadamente ó 
con intervención judicial. Se practicarán privadamente, si 
convienen en ello los intereses : se practicarán judicialmente 
á petición de cualquiera de los interesados. En todo caso, sus 
resultados se harán constar solemnemente por medio de una 
acta notarial. 
4. Los títùlos de pertenencia de los interesados servirán 
de regla primera para la determinación de la superficie y 
límites de cada predio: a falta de títulos se estará á lo que 
acredité cada interesado estar poseyendo (1). La ley no podía 
fijar otra regla; porque lo que justifica el dominio, lo que 
constituye sus elementos fundamentales, es el título y la pose-
sión, ó sean el derecho y el ejercicio del derecho. Cuando 
sólo existe este último, la ley estaba- en el caso de ampa-
rarlo, por la presunción de legitimidad que lleva consigo; con 
lo cual nada prejuzga, puesto que el deslinde es una opera-
ción que hace constar el hecho, dejando á las partes que ven-
tilen detenidamente el derecho en juicio solemne. 
Mas como puede suceder, y de hecho ocurre con frecuencia 
en la práctica, que los títulos son oscuros y no determinan 
con claridad la extensión y los límites de los predios, ó les 
dan una extensión que, sumada la de todos, arroja una super-
ficie superior á la del terreno, la ley, para que no deje de practi-
carse por esta causa el deslinde: decide que en el primer caso, 
si la cuestión no puede resolverse de ninguna manera, se repar-
ta por igualdad el terreno entre todos los interesados; y que en 
el segundo caso, se reparta proporcionalmente entre ellos el 
aumento ó falta de terreno que aparezca (2). 
(1) Art. 385. 
(2) Arts. 386 y 387. 
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PÁRRAFO VIII 
Del derecho de cerrar las fincas 
1. Precedentes históricos.— 2. Disposición del código civil. 
1. Las Córtes de Cádiz en decreto-ley de 8 de Junio de 
1813, (1) declararon cerradas y acotadas perpetuamente las 
heredades de cualesquiera especie que fuesen, reconociendo 
además en sus dueños el perfecto derecho que les asiste para 
cercarlas de pared, seto, vallado, zanja 6 cualquier otro medio, 
que impida penetrar en ellas por otro punto que el señalado 
para ingreso por el mismo propietario, y esto se sobreentiende 
que con su permiso. No le puso aquella ley á este derecho 
más que una limitación: el respeto a las servidumbres cons-
tituidas. Con perjuicio de estas, el cierre no puede ser autori-
zado, porque esto equivaldría a desconocerlas ó inutilizarlas. 
La limitación es tan justa como el precepto; y fué preciso 
dictarla, para terminar de una vez con los abusos introduci-
dos en perjuicio de la propiedad rural y de la agricultura, 
unas veces a pretexto de caza, y otras con motivo de las expe-
diciones periódicas del ganado trashumante. 
 , Los abusos se 
habían generalizado en términos tales, que los propietarios y 
labradores no se sentían con fuerzas para impedir que el 
público penetrase en terreno de dominio privado, especial-
mente después de alzadas las cosechas. Hasta los despojos de 
estas eran por costumbre considerados como cosas nulius, 
que podía utilizar el primer ocupante. 
Después de aquella memorable ley, nadie tiene derecho de 
penetrar en propiedad ajena, estén 6 no alzadas las cosechas, 
á pretexto de caza, paso, aprovechamientos 6 tránsito de 
ganados: nadie puede impedir que los dueños las acoten á 
cerquen permanentemente, invocando costumbres contrarias, 
por antiguas y universales que sean. 
(1) Art. 10. 
it 
2. Estos mismos; derechos confirma nuestro código civil, 
amparando y haciendo más estimable el derecho de propie-
dad (1). El derecho por nada más que por el respeto á servi-
dumbres constituidas está limitado. Y si las servidumbres le 
limitan, es únicamente porque el mismo propietario, ó quien 
le ha precedido en el dominio, ha consentido. Aún así la limi-
tación sólo tendrá lugar respecto á las personas que estén en 
el goce de las servidumbres. Para las que no le tengan, los 
predios permanecerán acotados y cerrados. Sin permiso 6 
autorización del dueño, ó de quien su derecho represente, 
nadie podrá penetrar en heredad ajena. El que penetre incu- 
rrirá en dos clases de responsabilidades : civiles las unas y 
penales las otras. Por virtud de las responsabilidades civiles 
habrá de abonar los daños y perjuicios que cause. Por virtud 
de las responsabilidades penales incurrirá en las penas que 
determina el código en sus arts. 607 y 608. 
PÁRRAFO IX 
Be los edificios ruinosos y de los árboles que amenazan caerse 
1. Obligación que estos casos pesa sobre los propietarios.-2. Dis- 
posiciones que existían en la legislación anterior. 
1. La ley civil ampara el derecho de propiedad; pero le 
ampara con la condición de que su ejercicio no perjudique á 
un tercero. Esa es la limitación del derecho, anunciada ya en la 
definición misma que de la propiedad nos da el legislador (2). 
Quien posee un edificio ruinoso, cuya descomposición ame-
nace un peligro para el transeunte o un perjuicio seguro 
para cualquier predio contiguo, está en deber de proceder á 
su demolición inmediata, para evitar el daño que de otro modo 
habría probablemente de causar. Aunque la ley no lo precep- 
(i) Art. 388. 
(2) ArL.34o. 
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tuase, el derecho de justa defensa lo exigiría. La autoridad, 
que tiene la obligación de protejer la vida y la fortuna de todos 
los ciudadanos, se vería precisada á disponer la demolición. En 
el mismo caso que el edificio, pared, 6 , columna se encuentra 
el árbol corpulento que amenaza caerse. Su poseedor está obli-
gado a derribarlo con las debidas precauciones, antes que el 
daño posible sobrevenga: si el propietario del árbol no lo 
hiciese, la autoridád, en defensa de las personas y de las cosas, 
se vería precisada á realizarlo á costa del mismo propietario. 
A esto, y á declarar que el propietario del árbol, del muro 
6 del edificio pagarán todos los daños que ocasionen sus cosas, 
si requeridos en forma, no procediesen inmediatamente á la 
demolición de lo ruinoso ó caduco, están reducidas las dispo-
ciones de la ley (1). 
2. Eran precisas estas dispociones en el código, porque son 
una consecuencia del mismo derecho de propiedad. Antes de 
ahora ningún otro código las había dictado con el carácter que 
ahora tienen. Existía únicamente en la legislación de Partidas 
y existe en la ley de enjuiciamiento civil un interdicto lla-
mado de obra vieja, donde se previene la tramitación que ha 
de darse á las denuncias de obra ruinosa y las disposiciones, 
tanto preventivas como definitivas, que los Tribunales que 
conocen de aquellos juicios sumarísimos están en el deber de 
dictar para prevenir todo daño. 
De hoy más, elevado á precepto sustantivo este deber, todo 
propietario sabrá que va unido al mismo derecho de propiedad, 
y que su incumplimiento le hace responsable de todos los 
daños que sobrevengan. 
(i) Arts. 389 á 39i. 
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CAPITULO Ill 
De la comunidad de los bienes 
1 En que consiste.— 2. Legislación anterior al código.-3. Prin-
cipios que proclama el nuevo código.- 4. Reglas de adminis-
tración.— 5. Derechos de los condueños.— 6. Como se dividen 
los bienes comunes.- 7. Reglas especiales para predios urba-
nos cuyos pisos pertenecen d distintos dueños. 
1. La propiedad permanece en comunidad, cuando siendo 
dos 6 más los dueños de una cosa, la poseen en pro-indivisión, 
perteneciendo a cada dueño una parte alícuota del predio. 
Este estado de la propiedad es un modo de ser muy frecuente 
en nuestro país, muy especialmente cuando se trata de predios 
rústicos de grande extensión, que constituyen cotos redondos, 
con nombres propios, con servicios privativos de aguas, pas-
tos, abrevaderos, leñas, monte, lavor y caserío; y en los que por 
todas estas circunstancias se llevan combinadas las labores, 
producción de cosechas y cría de ganados. 
La misma necesidad obliga á los dueños de estos cotos redon-
dos á mantener indiviso el dominio de los mismos, para hacer 
más fructuosa su explotación; bien persuadidos de que la divi-
sión haría decrecer considerablemente la estimación de los pre-
dios, dificultando, ya que no imposibilitando s u. conveniente 
explotación. 
Razones no menos poderosas mantienen la pro-indivisión en 
los predios urbanos, puesto que estos predios no son suscepti- 
bles por lo general de cómoda división. 
2. Y sin embargo, no existía en España legislación alguna 
que determinase por reglas precisas los derechos que asisten 
á los condueños de los bienes poseidos en comunidad, y que 
decidiese en justicia las múltiples cuestiones que en la prác-
tica ocurrían en la administración y cultivo de las fincas pro- 
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indivisas, en la ejecución de las obras que requiriesen su con-
servación y mejora, y en otros puntos de interés común para 
todos los condueños. 
A llenar este gran vacío de nuestras leyes ha venido el 
código civil vigente, estableciendo por reglas claras y termi-
nantes los derechos que asisten á cada uno de los condueños, 
y determinando' los modos legales de terminar la comunidad. 
3. Como principio fundamental en la materia, debe consig-
narse el derecho que asiste en todo tiempo á cada uno de los 
condueños para.hacer cesar la comunidad, cuando le agrade. 
El estado de comunidad es voluntario: á ningún dueño con-
tra su voluntad puede imponerse ese estado. Este principio; 
sin embargo, tiene dos excepciones. La Cuando existe pacto 
contrario entre los condueños. 2.° Cuando de dividirse el pre-
dio, resultare inservible para el uso á que se le destina. Si 
todos los condueños se obligaron á mantener indivisa la finca, 
el pacto les impide ejercitar el derecho de división. Mas no les 
impide de un modo. absoluto. La ley no admite pactos perpe-
tuos de esa clase, porque no quiere, por los inconvenientes 
que lleva consigo toda comunidad, que este estado de la pro-
piedad se perpetue indefinidamente. El término 6 plazo esti-
pulado no ha de exceder de diez años; pero puede prorrogarse 
por una nueva convención entre las partes (1). 
La finca, por excepción, tampoco puede dividirse, cuando de 
hacerla resalte inservible para el objeto á que se la destina; 
porque en este caso, la operación no perjudicaría tan solamente 
á quien la pidiese, sino también á los demás condueños, y 
nadie puede ejercitar su derecho con perjuicio de los demás (2). 
En este calapodrá adjudicarse la finca á uno, con obligación de 
indemnizar su parte á los demás; mas si los interesados no 
pudieran convenir en este arreglo, el predio se venderá en 
pública subasta, y su precio se repartirá entre los condueños, 
(1) Art. 400. 
(2) Art. 401. 
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proporcionalmente á la parte que á cada uno le correspon-
diese (1).  
4. Mientras un predio permanezca en estado de comunidad, 
todas las cuestiones relativas a su administración y disfrute han 
de resolverse en junta de condueños, y por mayoría de votos; 
teniéndose por mayoría, no el mayor número de votos, sino el 
número de votos que represente mayoría de intereses en la 
comunidad (2). 
Esto no obstante, ningún condueño puede hacer alteracio-
nes en los bienes poseidos en común sin consentimiento de los 
demás, aunque de las variaciones resultaren ventajas para los 
dos (3); y si un acuerdo de la mayoría fuese notoriamente 
perjudicial á los interesados en la cosa común, podrá cual-
quiera de ellos solicitar y obtener del Tribunal la suspensión 
del acuerdo y demás medidas que se consideren necesarias 
para la defensa de los intereses comunales (4). 
5. Los beneficios de los bienes comunales son de todos los 
condueños, en proporción á la parte que á cada uno corres-
ponda en los predios; mas a su vez son comunes las cargas, y 
cada uno debe contribuir proporcionalmente á su parte á los 
gastos necesarios de conservación (5). Las mejoras útiles sólo 
pueden ejecutarse á virtud de acuerdo tomado en la forma an-
tes indicada. A los gastos de puro hornamento ó comodidad no 
tienen obligación de contribuir los condueños, si no quisieren. 
Tiene también todo condueño el derecho de servirse por sí 
de las cosas comunes, siempre que no haga uso distinto de 
aquel á que están destinadas y que no impida a 
 10 demás el 
ejercicio del mismo derecho (6). 
(t) Art. 404.  
(2) Art.397. 
(3) Art. 398. 
(4) Arts. 398 par. 3.° 
 
(5) Att.395. 
(6) Art. 394. 
^ 
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Mientras permanezcan en comunidad los bienes, cada co-
partícipe está habilitado para enajenar, gravar ó hipotecar su 
parte; pero si el predio se dividiese la enajelitilción, gravamen 
6 hipoteca recaerá precisamente en la parte que en la división 
correspondiese al que enajenó ó hipotecó (1). 
6. Cuando la cesación de la comunidad esté acordada, la 
división ya de común acuerdo, ya á petición de uno de los con-
dueños, podrá practicarse por los mismos interesados, ó por 
amigables componedores que ellos nombrasen; y 6, -esta división 
podr concurrir los acreedores ó cesionarios de los partíci-
pes (). 
7. En los predios urbanos, cuyos pisos pertenecen á diver-
sos dueños, los títulos ó pactos determinarán la manera y 
proporción como cada dueño ha de contribuir á la conserva-
ción del predio. En defecto de pactos, las reglas serán las 
siguientes. 
1." Las paredes maestras y medianeras, el tejado y las demás 
cosas de uso común, estarán á cargo de todos los propietarios, 
en proporción al valor de cada piso. 
2." Cada propietario costeará el suelo de su piso. El pavi-
mento del portal, puerta de entrada, patio común y obras 
de policía comunes á todos, se costearán á prorrata por todos 
los propietarios. 
3." La escalera que desde el portal conduce al piso primero 
se costeará á prorrata entre todos, excepto el dueño del piso 
bajo: la que desde el primer piso conduce al segundo, se cos-
teará por todos, excepto los dueños de los pisos bajo y pri-
mero; y así sucesivamente (3). 
(1) Art. 399. 
(2) Art.402. 
(3) Art. 396. 
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CAPÍTULO IV 
De algunas propice.ades especiales 
SECCIÓN PRIMERA 
De las aguas 
PÁRRAFO I 
 Del dominio de las aguas 
1.—Legislación sobre las aquas.— 2. Clasificación legal de las 
mismas.— 3. Cuales son de dominio público.— 4. Cuales de 
dominio privado.---5. Extensión de este dominio. 
1. Debido tal vez al uso limitado que de las aguas hicieron 
los pueblos antiguos, apenas si dedicaron alguna ley particu-
lar a este importantísimo elemento de la riqueza pública. En 
los códigos romanos se halla alguna ley, que se ocupa de las 
aguas; pero es tan sólo para establecer sobre la propiedad pri-
vada las servidumbres indispensables para que las aguas dis-
curran libremente, evitando los daños que de otro modo habían 
de causar en los predios. Una ley romana declaraba á este pro-
pósito, que los predios de nivel inferior estaban obligados á 
permitir el paso de las aguas que descendían naturalmente de 
los predios superiores: semper lianc esse seruitutem prædiorum 
inferiorum,. d natura aquam protuentem excipiant. Pero es inú-
til buscar en aquellos códigos, como es inútil buscar en las 
Partidas, una legislación sistemática que estableciese sobre 
principios firmes el dominio de las aguas y determinase su 
uso por reglas de equidad. 
Esa tarea estaba reservada á los legisladores modernos. To-
das las naciones modernas poseen ya excelentes códigos ó leyes 
completas de aguas, donde se define su dominio y se deter- 
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mina su uso por reglas de equidad; porque todas han compren-
dido la inmensa importancia que para la riqueza tiene un ele-
mento, que sirve á la vez como fuerza motriz en la industria 
fabril y como riego en la industria agrícola. 
Nuestra primera ley de aguas lleva la fecha de 3 de Agosto 
de 1866. Esa ley fué reformada en 13 de Junio de 1877. Mas 
la ley fué dictada con un carácter marcadamente administra-
tivo. Resuelto el legislador á llevar á la legislación civil todas 
las propiedades, cualquiera que fuese su manifestación, ha 
traído al código recientemente promulgado los principios fun- 
damentales de aquella ley, colocando el dominio de las aguas 
junto al dominio de todas las demás cosas de la naturaleza y 
al amparo de la ley civil. 
2. El código español clasifica las aguas en aguas de domi-
nio público y aguas de dominio privado (1). 
Esta clasificación, como desde luego se comprende, se funda 
única y exclusivamente en la personalidad á quien las aguas 
pertenecen; mas no en la naturaleza misma del dominio ni en 
la procedencia y destino de las aguas. Si el dominio es del Es-
tado y el uso de todos los habitantes, las aguas se llaman de 
dominio público. Si el dominio y el uso de las aguas son de 
personas particulares, el dominio se llama entonces privado. 
No es esa la clasificación que adoptó la ley de 13 de Junio 
de 1877. Esta ley mira á la procedencia de las aguas, y por 
esta procedencia las clasifica en aguas pluviales, aguas vivas, 
manantiales y corrientes, aguas muertas 6 estancadas y aguas 
subterráneas. 
Las aguas pluviales, como su nombre lo indica, son las que 
proceden de las lluvias. Son aguas vivas manantiales ó corrien-
-tes las que nacen espontáneamente en los predios y las que 
corren por los ríos y los arroyos, sean continuas, sean discon-
tinuas. Titúlanse aguas estancadas 6 muertas á los lagos, lagu-
nas ó charcos, que forma la naturaleza. Y pertenecen á la clase 
de subterráneas las que discurren por el interior de la tierra y 
(1) Art. 407. 
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el hombre hace subir la superficie por medio de alumbra-
mientos. 
3. La ley especifica una por una todas las aguas que per-
tenecen al dominio público. Esas aguas son las siguientes (1). 
1.° Los ríos y sus cauces naturales. 
2. Las aguas continuas 6 discontinuas de manantiales y 
arroyos que corran por sus cauces naturales, y estos mismos 
cauces. 
3.° Las aguas que nazcan continua ó discontinuamente en 
terrenos del mismo dominio público. 
4.° Los lagos y lagunas formadas por la naturaleza en 
terrenos públicos y sus alveos. 
5.° Las aguas pluviales que discurran por barrancos 6 ram-
blas, cuyo cauce sea también del dominio público. 
6.° Las aguas subterráneas  . que existen en terrenos pú-
blicos. 
7.° Las aguas halladas en la zona de trabajos de obras 
públicas, aunque•se ejecuten por concesionario. 
8.° Las aguas que nazcan continua ó discontinuamete en 
predios de particulares, del Estado, de la provincia ó de los 
pueblos desde que salgan de dichos predios. 
9.° Los sobrantes de las fuentes, cloacas y establecimientos 
públicos. 
Las mismas declaraciones hace la ley de aguas de 1877, sin 
más diferencia que aquella ley agrupa las aguas por la clasifi-
cación que hemos visto, y en cada clase ó grupo declara cuan-
do las aguas son de dominio público y cuando de dominio pri-
vado. 
Todas las reglas de la ley y del código pueden reasumirse 
en una sola : las aguas son de dominio público, si nacen ó dis-
curren en terrenos públicos. 
(1) Art. 407. 
4. Son por el contrario de dominio privado las aguas que 
nacen en terrenos de propiedad particular, mientras discurren 
por él; pues desde que salen fuera del terreno particular, se 
hacen de dominio público. Se encuentran en este caso: 
1.° Las aguas continuas ó discontinuas que nazcan en pre-
dios de dominio privado, mientras discurran por ellos. 
2.° Los lagos y lagunas y sus alveos, formados por la natu-
raleza en dichos predios. 
3.° Las aguas subterráneas que se hallen en estos. 
4.° Las aguas pluviales que en los mismos caigan, mientras 
no traspasen sus linderos. 
5.° Los cauces de aguas corrientes, continuas ó disconti-
nuas, formados por aguas pluviales, y los de los arroyos que 
atraviesan fincas que no sean de dominio público. 
5. Y como el uso del agua y su curso por los predios está 
regularmente normalizado por medio de acequias y acueductos, 
todas estas cosas son consideradas como accesorias de las aguas 
y comprendidas en el dominio de las mismas. El dueño del 
predio á que se destinan las aguas es dueño de los cajeros, 
acueductos, márgenes y demás por donde las aguas discurren, 
aunque se hallen dentro de predios ajenos, sin que los dueños 
de estos predios puedan utilizarse del agua, ni pretender domi-
nio sobre el acueducto (1). 
PÁRRAFO II 
Del aprovechamiento de las aguas públicas 
1.—Como se adquiere derecho sobre las aguas públicas.-- 
2. Caducidad de este derecho. 
1. En tésis general, de las aguas puede utilizarse todo el 
mundo, porque su destino es servir al público en general. Mas 
(1) Art. 408. 
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puede sin embargo adquirir un particular el uso exclusivo de 
todas 6 de una parte de las aguas públicas, por uno de los dos 
únicos procedimientos que la ley admite, y que son: 1.° Por 
concesión administrativa 2.° por prescripción de 20 años (1). 
2. Las concesiones administrativas se hacen por las auto-
ridades de su clase, previa instrucción de expediente y justifi-
cación de los extremos que la ley de 1877 determina. En todo 
caso la concesión es temporal; y caduca á la terminación del 
tiempo que se hubiere fijado por la autoridad; y termina tam-
bién por el no uso de la concesión durante 20 años. 
PÁRRAFO III 
Del uso de las aguas de dominio privado 
1. Extensión de este dominio.— 2. Derechos que confiere. 
1. No tiene el dominio privado de las aguas más limitación 
que la que tiene todo dominio: el perjuicio de tercero. Mientras 
este perjuicio no se irrogue, el dueño de las aguas puede hacer 
de ellas el uso que mejor le convenga, ya con destino al Riego 
de los predios, ya para fuerza motriz de una maquinaria cual-
quiera. 
2. Nadie, por consiguiente, puede impedirle que dentro 
de su predio, ejecute obras para moderar la corriente de las 
aguas, para embalsarlas, encauzarlas 6 darlas una dirección 
más conveniente; si con estas obras no perjudica á un tercero, 
6 impide el ejercicio de un derecho cualquiera. Mientras dis-
curran por el predio de una persona las aguas son suyas; mas 
como dejan de serlo, y pasan á dominio público 6 á dominio 
(1) Art. 409. 
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particular distinto las aguas sobrantes, el público ú otras 
personas pueden haber entrado en el goce de las aguas sobran-
tes, y sería desconocer su derecho 6 espoliarlo, si el dueño del 
predio donde nacen, pudiera ejecutar obras que impidieran el 
uso y disfrute de las referidas aguas (1). 
PÁRRAFO IV 
De las aguas subterráneas 
1. A quien pertenecen estas aguas.— 2. Derecho de investiga- 
ción.— 3. Caducidad del dominio en estas aquas. 
1. En realidad, las aguas subterráneas, ó sean las que dis-
curren por el interior de la tierra, no tienen dueño; porque ni 
se sabe donde están, ni sobre ellas se ejerce acto alguno de 
dominio. 
El dominio verdadero de estas aguas empieza, desde que el 
hombre con su industria 6 su trabajo las descubre, y hacién-
dolas subir á la superficie de la tierra, las alumbra, poniéndo-
las en condición de ser útiles (2). 
2. Mas como quiera que en propiedad ajena nadie tiene 
derecho á penetrar sin licencia de su dueño y a pretexto de 
investigar si existen veneros de agua, hay que reconocer que 
en terrenos de dominio privado, nadie más que sus dueños tie-
nen derecho á perforar la superficie de la tierra por medio de 
pozos, norias, galerías y demás procedimientos mecánicos. 
Por la misma razón no hay derecho para abrir esos pozos ó 
norias en terreno público: que la propiedad pública ó colectiva 
no son menos dignas de respeto que la propiedad particular. 
(1) Arts. 412 al 416. 
(2) Esto en el fondo decide el art. 418 del código. 
1 • 
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Sólo las autoridades administrativas pueden permitir que se 
hagan aquellas perforaciones (1). 
3. El que alumbra aguas subterráneas es dueño de las 
mismas, por la razón que ha poco expusimos; mas la ley le 
ampara en ese dominio con la condición de ejercitarlo. El que 
no le ejercita, el que deja abandonadas las aguas alumbradas, 
no debe extrañar que caigan en el dominio público. El mismo 
con su abandono justifica en parte esta prescripción. La ley, 
al declararla, usa un perfecto derecho, porque al mismo tiempo 
defiende un interés general. 
PÁRRAFO V 
Disxosiciones generales 
1 A quien corresponde ejecutar las obras necesarias para 
tar las aguas ó evitar los daños que causan.— 2. Quien debe 
costear esas obras.— 3. Suerte de los derechos adquiridos con 
anterioridad el la ley. 
1. Como las aguas que discurren por los predios pueden 
pertenecer á dueños distintos, en cuanto que el uso del uno no 
excluye el uso de los demás, por no consumirse todas en un 
sólo uso, ha sido preciso que la ley dictara reglas para :deter-
minar á quien incumbe la obligación de ejecutar ó conservar 
las obras, que sean necesarias para mantener á todas en el dis-
frute de las aguas que les corresponde. Esas obras por lo 
común no están en el mismo predio que utiliza las aguas, sino 
en predios de nivel superior, pertenecientes á otros dueños. 
Con frecuencia ni aún tienen interés en la ejecución ó conser- 
(1) Art. 4t8.—La ley de aguas, más explicita que el código, determina las distancias 
fi que es licito abrir pozos, norias y demás sin perjuicio de la propiedad, y las distan-
cias á que por respeto á esa propiedad, están prohibidas las perforaciones del terreno. 
• 
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vación de las obras el dueño del predio donde existen, ya por 
que él no las utiliza, ya porque para utilizarlas no le son á él 
indispensables tales obras. Y siendo, sin embargo, necesarias 
á los dueños de predios inferiores, no podrían penetrar en el 
predio ajeno á ejecutarlas, si  la ley no viniera en su auxilio. 
. 
Con este objeto decide el código (1), que á su elección, el 
dueño del predio donde estén ó hayan de estar las obras, las 
ejecute por sí, 6 consienta en que las ejecuten los interesados. 
Por este medió concilia la ley los respetos que se deben á la 
propiedad ajena, respetos que impiden se penetre en ella por 
quien no es su dueño, con la defensa que de sus derechos res-
pectivos necesitan los que utilizan aguas que descienden de 
otros predios y cuyo aprovechamiento sería imposible sin eje- 
cutar obras que alzaran sus niveles, ó recogieran y encauzaran 
los manantiales ó moderasen el curso de sus corrientes, según 
los casos. 
El mismo derecho asiste á los dueños de predios inferiores, 
cuando se trate, no precisamente de obras destinadas á encau-
zar, dirigir 6 moderar las corrientes de las aguas, sino tan sólo 
á desembarazar los cauces de materias que dificultan su curso, 
como piedras, tierra, ramas, maleza 6 cualquiera otra cosa. 
No podrían hacerlo sin penetrar en predio ajeno, donde están 
esos materiales que dificultan las corrientes; y la ley resuelve 
en justa defensa de su derecho, que remueva los materiales, si 
quiere, el dueño del predio; y si no quiere hacerlo por sí, que 
consienta que lo hagan los interesados (2). 
El derecho no se limita tan sólo á los que utilizan las aguas 
para riegos ú otros usos. El derecho le tienen también, según 
los términos de la ley, los dueños de predios que sin utilizar 
las aguas sufren 6 están expuestos á sufrir daños por el curso 
de las mismas. Para remediar estos daños, 6 para evitar que 
se causen, pueden obligar al dueño del predio superior á que 
ejecute las obras necesarias, 6 á que consienta que los intere-
resados las ejecuten por sí. 
(1) Art. 420. 
(2) Art.421. 
ab 
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2. Y como en la ejecución de las obras ó en la remoción de 
los obstáculos que impidan el curso de las aguas pueden estar 
interesados diferentes propietarios, la equidad exije que todos 
proporcionalmente al beneficio que reportan de las obras con-
tribuyan á los gastos que originen. Si alguien se resiste á 
cumplir esta obligación, y por su incumplimiento se causan 
daños á otros propietarios, tiene que indemnizar de su cuenta 
esos daños (1). 
3. Estas reglas de equidad, sin embargo, no tendrán apli-
cación a los que con anterioridad á la publicación del código 
tengan adquiridos derechos especiales, ya por título de última 
voluntad, ya por actos intervivos. Los que â virtud de títulos 
justos tienen dominio sobre algunas aguas, acequias, fuentes 
ó manantiales, seguirán disfrutándolos en los mismos términos 
que resultan de sus títulos de pertenencia; aunque esos derechos 
se hallen en contradicción con los preceptos del nuevo código. 
Y lo que por este no se halle previsto, se resolverá por las reglas 
de la ley vigente de aguas (2). 
SECCIÓN SEGUNDA 
De los minerales 
1. Pi incipios que en esta materia proclama el código.-2. Ley 
vigente de minería. 
1. La explotación de la riqueza minera está sujeta á reglas 
que determina la ley especial por la que se rige este ramo de 
la administración pública. En aquella ley se clasifican los 
minerales, se establecen la tramitación que han de llevar los 
(l) Art. 423. 
(2) Arts. 424 y 425. 
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expedientes de denuncia, las condiciones bajo las que la admi-
nistración concede la propiedad de las minas, las solemnidades 
y requisitos conque se ha de proceder la designación del 
coto minero, los términos como ha de llevarse . á efecto la . 
expropiación de los terrenos cuando proceda, requisitos que 
ha de llenar la explotación de los minerales y casos en que por 
la caducidad de la concesión pierde su derecho el denunciante 
ó explotador. 
Mas el código civil no podía menos de proclamar la existen-
cia de este nuevo género de dominio, con tanto más motivo 
cuanto que su existencia está íntimamente ligada- con el dere-
cho de la propiedad de la tierra. Con este objeto decide el 
código, de acuerdo en todo con la ley especial de minas, que 
todo español 6 extranjero puede hacer en terrenos públicos 
excavaciones 6 calicatas en investigación de sustancias mine-
rales, sin más requisitos que el de dar aviso previo á la auto-
ridad local y no dar a las calicatas extensión mayor de diez 
metros de longitud ó profundidad. 
En terrenos de dominio particular nadie podrá abrir calica-
tas sin permiso del dueño del terreno. 
2. El precepto está tomado literalmente del decreto-ley 
de 20 de Diciembre de 1868 que estableció las bases generales 
para una nueva legislación de minas; y sin embargo, aquella 
ley y el código civil parten de principios de todo punto opues-
tos. La ley de 1868 partía en sus determinaciones del supuesto 
de que el propietario de la tierra no tiene dominio más que en 
el suelo; siendo el subsuelo de la propiedad del Estado. Y el 
código civil entiende por el contrario que el dueño de la 
superficie lo es por esta misma razón de cuanto debajo de la 
superficie se encuentra. 
Bajo aquel supuesto, la ley de 1868 declaraba que las sus-
tancias minerales que están en la superficie son del dueño del 
terreno, y sólo él puede beneficiarlas, si le agrada, sin suje-
ción alguna á las prevenciones de la ley (1). 
(t) Art. '7.° 
J 
lé 
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SECCIÓN TERCERA 
De la propiedad intelectual 
1. Idea de esta propiedad.— 2. Fundamentos racionales de la 
misma.— 3. Escuelas que combaten esta propiedad.— 4. Li-
mitaciones conque se la reconoce en las legislaciones moder-
nas.— 5. Historia de las leyes espaiiolas sobre la misma. 
6. Legislación vigente.— 7. Especies de propiedad intelec-
tual según la ley de ¿O de Enero de ¿879.— 8. Principios 
generales.— 9. Preceptos de la 'misma sobre dichas espe-
cies.— 10. caducidad.- 11. Penalidad contra los defrauda-
dores.— 12. Registro público de esta propiedad. 
rr 
1. Se ha llamado modernamente propiedad intelectual, al 
dominio que el hombre tiene sobre los productos de la inteli-
gencia, en cuya virtud goza el derecho exclusivo de publicar-
los en la forma que cree conveniente. 
Propiedad literaria llamó á este derecho la ley de 10 de Junio 
de 1847; propiedad intelectual le llama la moderna ley de 10 de 
Enero de 1879. Aquella suponía que tal propiedad consistía en 
el derecho exclusivo que compete d los autores de escritos ori-
ginales para reproducirlos ó autorizar sus reproducciones por 
medio de copias manuscritas, impresas, litografiadas ó por cual-
quier otro medio semejante (1). Esta se limita á declarar, que 
la propiedad intelectual comprende las obras científicas, litera- 
rias ó artísticas que pueden darse d luz por cualquier con-
cepto (2). 
El título de la ley moderna es sin duda alguna más exacto, 
porque las leyes definen y amparan, no sólo el dominio sobre 
las obras literarias, sino también la propiedad sobre las obras 
científicas, y sobre los objetos artísticos. 
(1) Art. 1.° de la ley de 10 de Junio de 1847. 
(2) Art. 2.° de la ley de 10 de Enero de 1879. 
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Tampoco es exacto, como la ley de 1847 decía, que esta 
propiedad consista en el derecho exclusivo que compete á los 
autores para reproducir sus obras; pues que por aquella y por 
esta ley se reconoce el mismo derecho en ciertos casos y con 
determinadas condiciones á los traductores, á los colectores, á 
los editores, a los refundidores ó comentadores, y a los dere-
cho-habientes de los unos y de los otros. 
La ley de 1879, siguiendo en esto los precedentes sentados 
por la de 1847, se ocupa de la propiedad científica y de la pro-
piedad sobre obras literarias, dramáticas y artísticas; pero 
guarda, como aquella, silencio sobre la propiedad industrial, 
que es también un producto de la inteligencia humana, y que 
consiste en el dominio que tiene todo autor ó introductor sobre 
un ' procedimiento nuevo inventado para la fabricación ó me-
jora de los artículos destinados al uso ó al consumo del 
hombre. 
La ley sólo trató de las primeras. Para ser científica debió 
comprender á todas. Para ser exacta debió llamarse ley de 
las propiedades literaria, artística é industrial. El mismo ori-
gen tienen todas; la misma razón las legitima. Todas son ma-
nifestaciones de la actividad humana: productos de la inteli-
gencia que distingue al hombre entre todos los seres de la 
creación. El libro, el folleto, el discurso, son el producto de la 
aplicación de la inteligencia en la exploración de las verdades. 
científicas.. La estatua, el cuadro, el dibujo son el producto del 
genio artístico aplicado á la expresión externa de la belleza. 
El invento, el procedimiento, el secreto industrial son los pro-
ductos de la inteligencia en la elaboración de "manufacturas, 
que el hombre emplea en las necesidades de la vida. Siempre 
es la inteligencia humana quien, en su incesante actividad, 
obtiene estos productos: sólo varía el producto, según la facul-
tad de la inteligencia que se pone en ejercicio y el objeto ma-
terial en que se emplea„ 
2. Entre todas las propiedades legales, ninguna propiedad 
tan justa como la propiedad intelectual. Ella atribuye al hom-
bre el dominio sobre las cosas que crea su actividad, con dere-
cho á gozarlas por sí mismo y á excluir á los demás de su uso 
1 
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y su disfrute. En las demás propiedades el hombre ejerce ese 
dominio sobre cosas que él no ha creado; sobre cosas que de 
antemano se ha encontrado existiendo. En la propiedad artís- 
tica y literaria, por el contrario, el hombre ejerce el dominio 
sobre cosas que á él sólo deben su existencia. Y sin embargo, 
ninguna propiedad ha sido más combatida en la ciencia que 
la propiedad literaria, artística 6 industrial; ninguna más mal 
definida en los Códigos y peor garantizada en las leyes. Por 
una de esas contradicciones paradógicas, tan frecuentes en 
algunas Escuelas modernas, los enemigos principales de la 
propiedad intelectual han salido de las Escuelas que más enal-
tecen el trabajo del hombre, desconociendo que las propieda-
des literaria y artística son la más genuina expresión de ese 
trabajo. 
3. De la propiedad intelectual se ha dicho que no es tal 
propiedad, porque no hay en ella objeto alguno capaz de 
apropiación: que la Ciencia ni el arte no son patrimonio de 
nadie, sino herencia común de todos los hombres: que ella se 
forma lentamente por la acción constante de todos. De la pro-
piedad intelectual se ha dicho que obra en sentido contrario 
a todas las demás propiedades: que excluye del uso de sus 
productos, en el momento mismo en que por lá publicidad 
caen en el domonio de todos. Y de todos estos y otros seme-
jantes razonamientos se ha deducido, que la tal propiedad 
literaria 6 artística no es verdadera propiedad, sino un privi-
- 
legio otorgado por las leyes á los escritores y artistas, en pro-
vecho suyo y en perjuicio de los intereses generales. 
Sobre la insigne gratitud que estas teorías revelan, en auto-
res que deben precisamente al trabajo intelectual la conside 
ración que el mundo les tributa, descúbrense en ellas sofismas 
que importa á la ciencia jurídica rebatir. El pensamiento no 
es susceptible de apropiación: no lo es la verdad científica que 
el pensamiento humano descubre. A todos es lícito dar su 
pensamiento el empleo que mejor le acomode: todo pensá-
miento puede perseguir é investigar las verdades de la ciencia. 
Pero de aquí no se sigue que la ciencia sistematizada sea 
patrimonio común de los hombres, ni mucho menos que lo sea 
• 
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el libro que en forma escrita contiene las verdades de esa cien-
cia. El libro es una obra del hombre, un producto de su tra-
bajo, una forma exterior de su pensamiento;  y sobre esa obra, 
sobre ese producto, sobre esa forma sensible, nadie más que su 
autor tiene dominio; como nadie le tiene más que el dueño 
sobre la casa que construye, sobre el mueble que fabrica, 
sobre la tierra que cultiva. Las Escuelas socialistas confunden 
al pensamiento con las formas externas y sensibles del pensa-
miento. Esas formas externas, que son la obra del hombre, á  
nadie más que á su autor pertenecen. Lo que queda de todos 
es el pensamiento. Jamás-la justicia podrá autorizar el despojo 
de la forma sensible, bajo pretexto de que el pensamiento de 
esa forma debe ser común. Jamás la conveniencia pública 
podrá aconsejar que al autor de un libro se le niegue el dere-
cho de vivir a costa del libro. Siempre será más conforme á  
la justicia y más conforme á la conveniencia general, que el  
hombre obtenga, como recompensa legítima de su trabajo,  
el derecho de disponer libremente de los productos de ese  
trabajo.  
Lo que decimos de la producción literaria es exactamente  
aplicable á la producción artística é industrial. En el bloque  
de mármol que se extrae de la cantera está la estatua que des-
pués de labrada admiramos; pero es el genio del artista quien  
da formas á aquel informe pedazo de mármol, quien anima la  
materia con las líneas de la belleza. El autor de esta forma tiene 
 
dominio en el objeto creado por su buril, porque suya es la  
producción artística que transformó la materia. En la natura-
leza residen los agentes que la mano del hombre hace concurrir  
a la producción; pero obra del hombre es la aplicación ilus-
trada de esos agentes á la fabricación, y suyo debe ser por con-
siguiente el procedimiento inventado para la aplicación de  
aquellos agentes. 
 
Dedúcese de todo ello, que la propiedad artística, literaria é 
industrial tienen fundamentos tan firmes, sino superiores,  
como la propiedad común. 
 
4. Pero las leyes, que lo han reconocido así, han incurrido 
 
en la contradicción de limitar tiempo determinado el domi- 
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nio que el hombre tiene sobre los productos de su inteligencia; 
decidiendo que, transcurrido ese tiempo, la propiedad deje de 
ser individual, para convertirse en propiedad común, es decir, 
para dejar de existir, porque á tanto equivale el uso común 
de las producciones del entendimiento. Se ha Mecho bajo esté 
concepto de mejor condición á la propiedad de la tierra ó de 
las cosas muebles, que a la propiedad de los productos inte-
lectuales. La propiedad de la tierra es perpetua: el transcurso 
del tiempo no la extingue. La propiedad literaria es temporal: 
transcurrido cierto tiempo, esa propiedad desaparece y se 
extingue por sí misma. El autor de un libro no puede impedir, 
transcurrido cierto tiempo, que otros se utilicen de su trabajo, 
reproduciéndole y generalizándole. 
Se ha invocado, para defender esta contradicción, la razón 
suprema del público interés. La humanidad, se ha dicho, nada 
ganaría conque el propietario de la tierra fuese despojado de 
su casa; pero la humanidad gana mucho con evitar que se pier-
dan los inventos útiles ó que sean monopolizados por unos 
pocos. Pero esto en buenos principios es proclamar la expro-
piación literaria en nombre del interés común, sin previa 
indemnización, contra lo que la justicia exige y la práctica 
constante persuade, siempre que el Estado ocupa permanente-
mente otra cualquiera clase de propiedades. 
Por esta doctrina, que es la que ha prevalecido en las leyes, 
la propiedad intelectual, la más noble y la más legítima de 
todos las propiedades, goza de una condición muy inferior á la 
de otra cualquiera propiedad. En esta propiedad cualquiera, 
el derecho es perpetuo y á nadie se despoja de él sin que pre-
viamente se le indemnice de su valor. 
Pero no está dicha la última palabra en el particular. Con-
gresos de sabios, recientemente celebrados, han protestado 
contra esa injusticia de las leyes, reclamando en nombre de la 
justicia y del porvenir de las ciencias, de las artes y de la indus-
tria, la perpetuidad de este derecho y los medios eficaces de 
hacerle valer en la sociedad. 
5. Realmente la propiedad literaria fué desconocida en los 
pueblos de la antigüedad. Se hace preciso llegar a los tiempos 
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modernos para encontrar alguna ley que ampare el derecho 
del escritor ó del artista. Y cuando el legislador se ocupa por 
vez primera de esta materia, es para establecer la previa cen-
sura, no por respeto al derecho del escritor, sino por temor 
á los vuelos del protestantismo. Ese espíritu respiran las leyes 
del tít. 16, libro 8.° de la Novísima Recopilación, que se citan 
por los autores (1), como precedentes de la propiedad literaria. 
Cuando esta propiedad comienza á dibujarse en los Códigos, 
aparece con todos los caractéres de un singular privilegio. Con 
ese carácter se le vé ya en las leyes 24 y 25 del título y libro 
de la Novísima Recopilación que acabamos de citar. Según 
esas leyes, el Poder público concedía el privilegio de impri-
mir; pero á lo menos, aunque con carácter de privilegio, la ley 
Recopilada proclamaba la perpetuidad del derecho, declarando 
que no se extinguía con la muerte del autor, sino que pasaba 
a sus herederos, como justo estímulo de aquellos que, habien-
do honrado en vida á su patria, no dejaban más patrimonio d 
sus familias que el honrado caudal de sus obras propias y el esti-
mulo de imitar su buen ejemplo. 
Esta ley, que es del rey D. Carlos III, honraba al talento; 
pero no acertaba todavía á definir bien á la propiedad. Daba 
carácter de privilegio exclusivo á lo que era un derecho per-
sonal; y hacía depender del Poder público la concesión some-
tiéndola á condiciones que desnaturalizaban el dominio. El 
autor debía solicitar el privilegio y cuidar de renovar cada diez 
afros la concesión. Los herederos estaban obligados a solicitar 
la confirmación, caducando también la p ^opiedad si de ella deja-
ban de hacer uso en un plazo, que de antemano se les fijaba. 
Otras personas y otras Corporaciones adquirieron también el 
derecho de imprimir obras inéditas y de reimprimir las cono-
cidas, para salvarlas de un olvido muy probable. 
El problema estaba planteado. Toda su dificultad consistía 
en conciliar el derecho particular con el interés general. Dere-
cho individual es la propiedad del libro, que como tal debe 
transmitirse entero á los sucesores. El respeto á aquel derecho 
exige que nadie sin permiso de su dueño, toque á la propiedad 
(I) El Sr. Gutiérrez, Estudios fundamentales. 
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de un libro y le explote en provecho propio con perjuicio de su 
autor. El interés colectivo demanda que, si por incuria ó por 
falta de recursos de un autor 6 de un heredero, no se imprime 
una obra, no se detenga la marcha de la ciencia, privando á 
la humanidad de conocimientos apreciables. Pero aunque plan-
teado el problema, no puede asegurarse que le hayan resuelto 
en justicia las leyes. 
Un decreto de las Córtes de Cádiz de 10 de Junio de 1813 did 
el primer paso para la solución, convirtiendo en derecho pro-
pio lo que las leyes Recopiladas habían otorgado como un pri-
vilegio. Después de este Decreto, los autores eran dueños de 
sus obras, con derecho exclusivo para su impresión y publica-
ción; pero su dominio duraba tan sólo el tiempo de la vida del 
autor y diez años después de su muerte. Pasado este tiempo, 
la obra caía en el dominio del público y podía ser por cual-
quiera reproducida. 
Otro Decreto de 4 de Enero de 1834 confirmaba el mismo 
principio, haciéndolo extensivo á los traductores de obras en 
verso 6 de lenguas muertas. Una Real orden de 5 de Mayo de 
1837 concedía á los autores de obras dramáticas, por lo que 
hace á su representación, un derecho semejante al que las leyes 
habían otorgado á los propietarios de los libros, por lo que se 
refiere á su reproducción. Ninguna ley, sin embargo, se había 
ocupado todavía de la propiedad artística: ninguna había defi-
nido la propiedad industrial. 
En este estado se hallaba el asunto, cuando se dictó la ley 
de 10 de Junio de 1847. Esta ley, llamada impropiamente de 
propiedad literaria, se ocupó ya de esta propiedad y de la 
artística, pasando en silencio á la industrial. Su base fué la 
misma que habían adoptado los Decretos de 1813 y de 1834, 
á saber: conceder la propiedad á los autores de obras origina-
les, á los traductores y á los que dieren á luz documentos ú 
obras inéditas, prohibiendo toda reproducción; pero limitando 
á tiempo determinado la duración de esta propiedad. El derecho 
según dicha ley, recaía sobre el producto del trabajo : al hombre 
le pertenecía la forma, el sistema, el método conque exponía la 
ciencia, sin meterse á indagar la originalidad ni el mérito de 
la ciencia expuesta; y como de esta forma, de ese método 6 de 
ese sistema es tan autor el que escribe una obra original, como 
1 
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el que la traduce en verso, como el que colecciona documentos 
inéditos, como el que adiciona 6 comenta obras del dominio 
público, la ley reconoció estas clases de propiedades, honrando 
y premiando el trabajo intelectual, sin hacerle depender de 
ninguna concesión ni privilegio. 
Pero no siendo justo igualar á todas estas personas en los 
derechos, decidió que la propiedad d e . obras originales, sean 
científicas, literarias ó sermones, discursos 6 lecciones publi-
cados en colecciones, durase la vida de las personas y cincuenta 
años más. Igual duración concedió al derecho de los traduc-
tores en verso de obras escritas en lenguas vivas, y-  al de los 
traductores en prosa de obras escritas en lenguas muertas. 
Este es el término máximo de duración, que según aquella ley 
podía tener el derecho de propiedad literaria. 
El término se reducía á solos 50 años, contados desde el día 
de la publicación, cuando la propiedad pertenecía al Estado 6 
á una Corporación. Y á 25, cuando se trataba de discursos, 
sermones 6 lecciones publicadas fuera de colección, ó de tra-
ducciones en prosa de lenguas vivas, 6 de publicaciones de 
códices 6 manuscritos existentes en los archivos públicos. 
Para el goce de los respectivos autores, traductores ó publi-
cistas de estos derechos, la ley no les ponía más condición que 
la de depositar dos ejemplares de la obra en la oficina de Fo-
mento de la respectiva Provincia. Uno de estos ejemplares 
estaba dedicado á la Biblioteca Nacional, y el otro á la Biblio-
teca del Ministerio de Fomento. 
Iguales prescripciones dictó la ley en lo relativo á la propie-
dad artística, prohibiendo que los objetos de arte pudieran ser 
reproducidos por el grabado ó por otro medio, sin permiso del 
autor. Y por fin, atendiendo á la doble vida que tienen las 
obras dramáticas, puesto que se escriben para que se lean y 
para que se representen, y bajo ambos conceptos pueden ser 
objeto de lucro, prohibió aquella ley la presentación, sin per-
miso del autor ó traductor, de toda obra dramática en teatros 
públicos donde se exigiese una retribución por espectáculo. 
O. Muchos de los preceptos de aquella ley han pasado á la 
moderna de 10 de Enero de 1879; pero otros muchos han sido 
KJ 
de nuevo introducidos, ya para dar mayor firmeza y extensión 
á la propiedad literaria y artística, ya para poner esta parte de 
la legislación en armonía con los pactos internacionales que 
sobre propiedad literaria tiene celebrados España con varias 
naciones, ya para dar solución á cuestiones importantes que 
sobre el uso de tal propiedad se suscitaban en la práctica. 
En el primer sentido se ha extendido hasta 80 años después 
de la vida del autor la propiedad de una obra literaria ó artís-
tica: mandando que esta propiedad vuelva a los herederos 
forzosos: después de 25 años de la muerte del autor, si la obra 
hubiere salido del dominio de la familia. En el segundo se han 
prohibido las versiones á idioma extranjero de obras españo-
las, si España tiene celebrados con las respectivas Naciones 
pactos internacionales, ó está admitido en ellas el principio de 
la reciprocidad. En el tercer sentido se han fijado reglas pre-
cisas para impedir que se exploten las obras de arte, ciencias 
ó literatura por medio de extractos, reproducciones, copias, 
transportes y arreglos, fijando detalladamente los derechos que 
asisten á autores y cof2ositores en las obras dramáticas y mu-
sicales. 
7. De tres clases de propiedad intelectual se ocupa la ley, 
a saber : de la propiedad literaria, de la propiedad artística y 
de la propiedad mixta de las dos. 
En las obras literarias, merecen á la ley particular atención 
los discursos parlamentarios, las traducciones, los escritos y 
alegatos en los pleitos 9  causas, las coleccionds legislativas 
y los periódicos. 
Entre las obras artísticas, la ley distingue, no sólo las que 
se deben al buril 6 al pincel, sino también los mapas, planos, 
diseños, grabados, composiciones musicales y demás produc-
ciones bellas. 
La ley, en fin, considera como producciones de carácter 
mixto, las destinadas á la vida escénica, como son todas las 
dramáticas simplemente, y las dramáticas y musicales á la vez. 
Para cada una de estas especies de propiedad tiene reglas 
----
especiales la ley, además de los principios generales que 
determinan la naturaleza y extensión del derecho de propie-
dad intelectual. 
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S. Es principio capital en esta materia el que la propie-
dad de una obra literaria, artística ó mixta comienza, desde 
que la obra misma recibe existencia, no siendo necesaria la 
publicación para que la ley ampare la propiedad intelectual (1). 
Consecuencia de este principio es que nadie tiene derecho d 
publicar sin permiso del autor una producción científica, lite-
raria ó artística que se haya estenografiado, anotado ó copiado 
durante sic lectura, ejecución ó exposición pública ó privada, 
así como tampoco las explicaciones orales (2). Este precepto de 
la nueva ley pone término á cuestiones que se agitaban en la 
práctica; y lo pone, enalteciendo el derecho de los autores, y 
haciendo más estimable su trabajo. 
El derecho de propiedad se reconoce, no sólo á los autores, 
sino también á los traductores, refundidores y comentaristas, 
á los editores de obras inéditas y á los derecho-habientes de 
todas estas personas (3); pero con la debida distinción de 
atribuciones y de duración del derecho. 
Autores. Para los autores, el derecho es absoluto: nadie 
sin su permiso puede imprimir, reproducir ni publicar las 
obras. Como consecuencia de este principio, nadie puede 
reproducir una obra literaria, bajo pretexto de adicionarla, 
ilustrarla ó comentarla, pudiendo únicamente publicar las 
notas, críticas y comentarios, acompañados de la parte de 
texto necesaria para el objeto (4): nadie puede publicar todo ó 
parte de las melodías de una composición musical, con acom-
pañamiento ó sin él, transportadas ó arregladas para instru-
mentos, con la misma 6 con diferente letra (5): nadie puede, 
en fin, sacar copias ó reproducciones de objetos de arte, aun-
co a. estos objetos hayan salido del dominio de sus autores, y 
existan expuestos en galerías públicas (6). 
Anotadores y reproductores. Si las anotaciones ó comen-
tarios en las obras literarias, los transportes 6 arreglos en las 
(1) Art. 8.° 
(2) Dicho a rticulo. 
(3) Art. 2.° 
(4) Art. 7.° 
(5) Dicho articulo. 
(6) Arts. 9° y 10. 
TOMO II. 	 12 
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obras musicales, las reproducciones de cualquiera especie en 
los objetos artísticos, se hacen con consentimiento de sus 
autores respectivos, entonces los anotadores, arregladores 6 
reproductores, adquieren un derecho de propiedad sobre las 
obras debidas á su trabajo, y son en ellas considerados como 
autores (1). 
Si las reproducciones se han hecho sin permiso de los auto-
res, pierden los reproductores todos los ejemplares (2). 
Estos preceptos de la ley tienen por objeto condenar indi-
rectamente la libertad que venían disfrutando ciertos especu-
ladores, que lucraban con las obras ajenas, reproduciéndolas 
bajo mil formas y combinaciones. 
Para todo autor la propiedad dura toda su vida, transmi- 
tiéndose además á sus herederos 6 legatorios por el término 
de 80 años. Esta propiedad puede ser materia de todo género 
de contratos lícitos; y los adquirentes del derecho le disfru-
tan y transmiten por el mismo término legal, salvo el caso 
de que el autor hubiera dejado herederos forzosos. En este 
caso, previene la ley (3), que el derecho de los adquirentes 
termine 25 años después de la muerte del autor, pasando la 
propiedad á los referidos herederos forzosos por tiempo de 
58 años. Es una concesión más, que ha hecho la ley, en obse-
quio á las familias de los autores, y en consideración á que 
mueren pobres por regla general en nuestro país los que con-
sagran su vida al cultivo de las ciencias 6 de las artes. 
Traductores. La traducción de obras extranjeras á nuestro 
idioma sólo es libre, respecto de aquellas naciones que no con-
ceden reciprocidad á las obras españoles (4), 6 respecto de 
obras que hayan entrado en el dominio público; pero en'ëste 
caso, el traductor sólo tiene propiedad sobre su traducción, y 
no podrá oponerse á que otros la traduzcan de nuevo. En todos 
los demás casos, nuestra ley ha amparado la propiedad de las 
obras extranjeras, haciéndola durar en España todo el tiempo 
que deba durar en la Nación respectiva (5); y para que a su 
(1) Art. 3.° 
(2) Art. 46. 
(3) Art. 15. 
(4) Art. 14. 
(5) Art. 13. 
(t) Art. 51. 
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vez las Naciones extranjeras defiendan en la misma forma la 
propiedad de los autores españoles, además de proclamar, 
como acabamos de ver, el principio de la reciprocidad, dis-
puso (1) que en el término de un mes, siguiente á su.promul-
gación, el Gobierno denunciase los tratados que sobre esta 
materia tenía celebrados con diferentes países, y celebrase 
otros nuevos, estipulando la defensa de la propiedad intelec-
tual y la prohibición de traducir, reproducir y especular con 
obras ajenas. 
9. Además de estos preceptos generales, que alcanzan á 
todo género de propiedad intelectual, y que tienen por objeto 
ampararla en todas partes donde se manifieste, y hacerla más 
útil y provechosa para los autores, evitando los fraudes y 
especulaciones que la perjudicaban, consigna la ley algunas 
reglas especiales, aplicables tan sólo a ciertas especies de 
obras, que por su índole singular se prestaban á dudas y 
cuestiones en la práctica. Entre estas obras se encuentran los 
discursos parlamentarios, los escritos y alegatos forenses, las 
obras dramáticas y musicales, las obras anónimas, las obras 
póstumas, las colecciones legislativas, los artículos y los telé-
gramas de los periódicos, y las colecciones científicas y artís-
ticas en general. 
Discursos Parlamentarios. La propiedad que en estos dis-
cursos tienen los oradores que los pronuncian en las Cámaras 
¿impide en absoluto su reproducción? La ley ha tomado un 
término medio, resolviendo que sólo puedan. ser reproducidos 
en el Diario .de sesiones del cuerpo colegislador respectivo y en 
los periódicos políticos. La solución, como se vé, concediendo 
algo á la política, deja en lo demás íntegro el derecho de los 
autores. 
Escritos y alegatos forenses. ¿A quién pertenece el domi-
nio de estas obras? La ley, después-de reproducir el precepto 
de las leyes procesales, que prohiben publicar extractos de 
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pleitos ó causas, sentencias y escritos, sin permiso de los Tri-
bunales sentenciadores, declara sin vacilar, que las partes 
serán propietarias de los escritos que se hayan presentado á su 
nombre en cualquier pleito ó causa; y como consecuencia de 
este principio, prohibe  en absoluto á los Letrados, sin distin-
guir casos ni formas, el que publiquen coleccionados los 
escritos ó defensas sin consentimiento de la parte respectiva. 
Obras dramáticas y musicales. Era ya precepto antiguo, 
que esta clase de obras no podían presentarse en escena sin 
permiso de los autores respectivos, ya fuese en teatros públi-
cos, ya en sociedades constituidas en que medie retribución 
pecuniaria (1). A esta precepto añade la ley moderna otro de 
no menor valía para los autores, diciendo (2): que los propieta-
rios de obras dramáticas ó musicales pueden fijar libremente 
los derechos de representación al conceder su permiso; pero si 
no lo fijan, sólo podrán reclamar los que establezcan los regla-
mentos. 
Y como quiera que en óperas, zarzuelas y demás obras 
lírico-dramáticas, existen de hecho dos propiedades, 6 sean 
la propiedad del libreto, y la propiedad de la música, la ley, 
dando solución á las cuestiones que entre sus autores pudie-
ran suscitarse, ha resuelto : 
1.° Que, á no mediar pacto en contrario, los prouluctos de 
representación de toda obra lírico-dramática se repartirán por 
igualdad entre ambos autores .. 
2.° Que ambos gozan de libertad absoluta para imprimir y 
 vender separadamente la letra y la música. 
3.° Que si el autor del libreto prohibe por completo su 
representación, el autor de la música puede aplicarla a otra 
nueva obra dramática (3). 
Como sanción penal contra la defraudación de la propiedad 
en las obras dramáticas 6 musicales, la ley impone a los 
defraudadores la pérdida del producto total de la entrada. 
(1) La ley de 1847, art. 17, regla 1. 3 . sólo hablaba de teatros públicos. El art. 10 de 
la ley vigente comprende también á las sociedades. 
(2) Art. 20. 
(3) Arts. 22 y 23. 
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Obras anónimas. Se declara la propiedad de estas á favor 
dedos editores, mientras en forma legal no se pruebe á quien 
pertenecen (1). 
Obras póstumas. Para prevenir cuestiones, la ley considera 
como póstumas (2), no sólo las obras no publicadas en vida 
de los autores, sino las que, aunque publicadas, hubieran 
sido refundidas, adicionadas, corregidas 6 anotadas en vida 
por los mismos autores. 
Colecciones legislativas. Se prohiben en absoluto (3), pu-
diendo únicamente insertarse las leyes ó decretos en los 
periódicos ú obras en que convenga citarlos. 
Periódicos. La propiedad de los mismos se garantiza, pre-
sentando en el Registro de la propiedad intelectual, tres colec-
ciones de números a fin de año; pero esto no es un obstáculo 
para que los autores de artículos insertos en -los periódicos, en 
uso de su propiedad, los puedan publicar separadamente 
coleccionados, salvo pacto en contrario (4). 
Se declara á favor de los periodistas el derecho de reprodu-
cir telegramas y escritos insertos en los periódicos, siempre 
que se indique su procedencia, y a menos que el periódico 
que los insertó hubiera públicamente prohibido su repro-
ducción (5). 
Colecciones. Los escritos y obras sueltas pueden ser publi-
cados en colección por los autores ó traductores, aunque 
hubieran sido enajenados parcialmente (6). 
10. El derecho de propiedad intelectual supone el ejer-
cicio de este derecho, es decir, la publicidad por medio de la 
reproducción de las obras de la inteligencia. Esta es la condi-
ción que las leyes pon n, para amparar y protejer en general 
todo género de propiedad. La condición no podía faltar en una 
(1) Art. 26. 
(2) Art. 27. 
(3) Art. 28 copiado literalmente del articulo 12 de la ley de 1847. 
(4) Arts. 29 y 30. 
(5) Art. 31. 
(6) Art. 32. 
1 
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propiedad destinada principalmente á propagar la ciencia y á 
generalizar el conocimiento de lo bello. De aquí las reglas de 
caducidad. Declarar que ha caducado el dominio de los auto-
res, de los traductores 6 de los derecho-habientes, es declarar 
que la obra ha caído en el dominio público, y que todos pue-
den libremente reproducirla: es declarar que el dueño de esa 
obra ha perdido el derecho que sobre ella tenía, por abandono 
voluntario del mismo. 
Los casos en que esto puede acontecer son varios: 1.° El pri-
mero de ellos se realiza, cuando el autor deja de inscribir su 
dominio en los Registros públicos que la ley establece. Un 
año le concede la ley para verificarlo. Si deja transcurrir este 
tiempo sin hacerlo, la ley permite que otro pueda publicar la 
obra durante 10 años, con exclusión de todos los demás, y 
aún del mismo autor 6 derecho-habiente; y si al terminar 
los 10 años, todavía no hubiesQ inscrito su derecho el propie-
tario, cesan definitivamente todos los derechos del autor, y la 
obra cae en el dominio público, pudiendo ser por cualquiera 
reproducida. 
Todavía, sin embargo, en este caso, por un último respeto á 
la propiedad intelectual, previene la ley que se denuncie la 
obra al Registro, y que el Gobierno excite al propietario á que 
la publique, fijándole un año de término para que lo verifi-
que (1). 
2.° El segundo caso de caducidad tiene lugar, cuando 
habiendo pasado 20 años desde la última edición de una obra, 
aunque esta se halle inscrita en los Regist,#os, su autor ó pro-
pietario no demostrase que tenía ejemplares á la venta. En 
este caso, la reproducción es libre para todos, sin que nadie 
pueda alegar derecho preferente (2). 
3.° El tercer caso se verifica en las obras dramáticas y 
lírico-dramáticas que no hayan sido ejecutadas en público 
durante 20 años, apesar de estar inscritas y publicadas (3). 
(1)- Arts. 38, 39 y 40. 
(2) Art. 41 párrafo 2.° 
(3) Dicho artículo párrafo 1° 
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eon la penalidad establecida para su defensa y con el Registro 
público abierto para su identificación. 
La penalidad es siempre la pérdida de los ejemplares ilegal-
mente publicados, que se entregan al autor ó derecho-habiente, 
y la responsabilidad que para los defraudadores señala el ar-
tículo 552 del Código penal. A los Tribunales comunes com-
pete el conocimiento de las causas sobre esta clase de delitos; 
y cuando la defraudación tiene lugar en una obra dramática 
6 lírico-dramática, pueden también las autoridades gubernati-
vas decretar la suspensión de la representación escénica ó el 
depósito de los productos de la misma, si los autores lo soli-
citan (1). 
12. Para que en todo tiempo conste de una manera pública 
y fehaciente el estado de la propiedad intelectual, la ley ha 
abierto un Registro público de la misma en el Ministerio de 
Fomento. Este Registro se ha encomendado en las provincias 
á los Jefes de las Bibliotecas (2). 
Para que la inscripción de lcs libros del Registro tenga 
lugar, los autores deben presentar en los mismos tres ejem-
plares de su obra (3). Si es una obra dramática 6 musical, 
representada en público, pero no impresa, basta para los efec-
tos legales la presentación de un ejemplar manuscrito. Si es 
una obra del arte pictórico, escultural 6 plástico, no es nece-
saria la presentación de ningún ejemplar, para inscribir y 
gozar la propiedad (4). 
El plazo para la presentación de ejemplares, cuando estos 
son necesarios para la inscripción, es de un año, contado desde 
que se termine la publicación, aunque la propiedad comienza 
desde que la obra existe, y los beneficios de la ley se retrotraen 
al momento en que comienza la publicación. Estos beneficios 
(l) Arts. 46 p  49. (2) Art.33. 
(3) Uno de estos ejemplares queda en la Biblioteca, p  los otros se remiten por 
conducto del Gobernador al Ministerio de Fomento (art. 94). 
(4) Arts. 36 y  37. 
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cesan si el autor deja transcurrir un año, sin inscribir su dere-
cho en los Registros, perdiendo definitivamente la propiedad, 
si transcurridos diez años más dejase de verificar todavía la 
inscripción. 
El código civil en sus arts. 428 y 429 se limita á declarar que 
el autor de una obra literaria, científica ó artística tiene el 
derecho de explotarla y disponer de ella á su voluntad, remi-
tiéndose en cuanto al ejercicio de estos derechos, a lo que dis-
pone la ley especial por la que se rige este género de propie- 
dad, y mandando que en lo que por dicha ley no se hallé 
resuelto, se esté á lo que el código preceptua sobre la propie-
dad en general. 
SECCIÓN CUARTA 
De la propiedad industrial 
1. Naturaleza de esta propiedad.— 2. Ley por la que se rige. 
1. Es la propiedad industrial el derecho que el autor ó 
introductor de un invento industrial tiene para explotarlo, por 
sí ó disponer de él como mejor le convenga, durante el período 
que la ley le concede. 
Por su naturaleza esta propiedad pertenece 6.1a  clase llamada 
de propiedades intelectuales, porque recae sobre una cosa, 
como el invento 6 procedimiento industrial, que es un pro-
ducto de la inteligencia. Debía por lo mismo figurar entre los 
objetos de la propiedad intelectual. Como propiedad está bajo 
el amparo de las leyes civiles, aunque el código civil no la 
nombre; porque es uno de los elementos que constituyen la 
fortuna privada del hombre. 
Las leyes administrativas, que se han apoderado de esta 
propiedad, la !laman privilegio industrial, a causa de que sólo 
temporalmente la gozan sus dueños. Así comenzó llamándose 
también á la propiedad literaria, hasta que al fin ha tenido que 
reconocerse que es una verdadera propiedad. Lo mismo debe 
a 
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presumirse que sucederá con la propiedad industrial: habrá 
que reconocerse al fin su existencia. 
2. Hasta que se dictó el Real Decreto de 17 de Marzo 
de 1826 no existió en España legislación alguna que ampa-
rase el derecho de los inventores, contra las usurpaciones de 
todo género que cometían los industriales, explotando y uti-
lizando por sí mismos máquinas, artefactos y procedimientos 
de que no eran autores. 
Aquel Real Decrèto, si bien dando un carácter marcado de 
privilegio á la concesión, amparó el derecho de los invento-
res, concediéndoles el uso exclusivo de sus inventos por un 
espacio de tiempo determinado, prohibiendo la explotación por 
otros que no adquirieren el permiso de los inventores, y cas-
tigando severamente las defraudaciones 6 usurpaciones de 
este derecho. 
Y como el Real Decreto adoleciese de deficiencias muy nota-
bles en la materia, se ha dictado, para corregirlas, la ley 
de` 30 de Julio de 1878, que lleva el nombre de ley de estable-
cimiento de industrias nuevas y patentes de invención. 
Todavía en esta ley la propiedad industrial conserva su 
carácter de privilegio, aunque el legislador huye de emplear 
esta palabra, usando en su lugar la de patentes de invención. 
La patente es una concesión administrativa, que autoriza 
á quien la obtiene, por haber establecido ó pretendido estable-
cer una industria nueva en España, para explotarla exclusi-
vamente durante cierto número de años, bajo las reglas y 
condiciones que establece la ley. 
La patente se concede por toda máquina, aparato, instru-
mento, procedimiento ú operación mecánica ó química, nuevos, 
ó que no se hallen establecidos ó practicados en los dominios 
españoles. El derecho que la patente concede dura 20 años 
improrrogables, si recaen sobre un invento nuevo de propia 
invención y desconocido; 10 si recaen sobre inventos nuevos 
de propia invención, si son ya conocidos en otros países; y 5, 
si recae sobre inventos que no sean de propia invención, aun-
que desconocidos en España. 
Sobre el derecho que confiere la patente, una vez concedida 
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pueden celebrarse toda clase de contratos, transmitiéndose 
otras personas en todo 6 en parte el derecho. 
La ley determina con toda minuciosidad los trámites á que 
han de ajustarse los expedientes, que á solicitud de los intere-
sados se instruyan en los Gobiernos de Provincia, para la con-
cesión de la patente. En estos expedientes ha de oirse siempre 
al Conservatorio de Artes; y las concesiones se publican en la 
Gaceta y en los Boletines Oficiales de las provincias, y se inscri-
ben en Registros especiales, así como también las cesiones y 
transmisiones del derecho que se realicen, para cuyo efecto se 
dispone que se consignen en solemne escritura pública. 
Toda concesión además lleva implícita la condición de poner 
en práctica el invento, durante el término de dos años, y de 
pagar ciertos impuestos, caducando en caso contrario las 
patentes, y haciéndose los inventos de dominio público. Para 
el mantenimiento de estas prevenciones, la ley impone severí-
simas penas á los falsificadores y ùsurpadores de patentes. 
SECCIÓN QUINTA 
De la propiedad según las leyes forales 
1. Naturaleza y vicisitudes de la propiedad según estas legisla-
ciones forales.— 2. Especialidades de las leyes de Aragón 
sobre clasificación de bienes. 
1. De la propiedad y del dominio, apenas consignan las 
leyes forales alguna regla distinta de las leyes comunes. Sus 
principios son los mismos, porque están tomados de la legis-
lación romana novísima, que asentó estos derechos sobre la 
base indestructible de la naturaleza humana. 
Pero en las provincias forales ha pasado la propiedad por 
las mismas transformaciones que en el resto de España. Fué 
feudal en los tiempos medios, vinculacion familiar 6 eclesiás-
tica en los tiempos posteriores, y ha vuelto á sus condiciones 
naturales con las leyes que desde el siglo pasado vienen asen- 
• 
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tando su organización. Las leyes Recopiladas y las leyes desa-
mortizadoras han sido en aquellas provincias derecho vigente, 
como en Castilla, por lo cual ninguna diferencia separa al 
dominio en las provjrcias forales del dominio en el resto de 
España. 
2. Sólo hay en _los fueros aragoneses una novedad res-
pecto al modo de clasificar los bienes. A los bienes inmuebles 
se les llama en el derecho aragonés bienes sitios, y participan 
de esta condición cosas que por su naturaleza son muebles, 
como los toneles 6 vasijas que se colocan en las bodegas (1), 
los efectos que en dote lleva la mujer, si el marido los recibe 
con aquel carácter, los enseres de molinos y otros. 
Los censos redimibles, las deudas instrumentales, el usu-
fructo Ÿ  las servidumbres, merecen á las leyes aragonesas (ÿ) 
el concepto de bienes muebles. 
Estas leyes y las navarras hacen mérito también de los bie-
nes troncales, que son los que, procediendo de los ascendien-
tes, deben volver a los mismos. 
(i) Observ. 13, act us eur. 
(2) Fuero único de censibus. 
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SECCIÓN SEXTA 
De la expropiación forzo a 
1. En que sentido se ocupa el derecho civil de la expropiación. 
—2. Fundamentos racionales de la misma.— 3. Requisitos 
que debe reunir.— 4. Reglas principales que debe comprender 
una ley de expropiación.-51 Leyes espafiolas sobre la mate-
ria.-6. Ley vigente de 10 de Enero de 1879.-7. Preceptos 
de este ley sobre la declaración de la ùtilidad.- 8. Reglas y 
trámites de la misma sobre la declaración de necesidad de la 
expropiación.— 9. Sistema que adopta para el avalúo.-10. 
Forma de realizarse el pago. 
1. Aunque á las leyes administrativas corresponde princi-
palmente determinar los casos en que procede la expropiación 
por causa de pública utilidad, los trámites como se ha de rea-
lizar y la manera de indemnizar al propietario, al fin la expro-
piación es uno de los accidentes varios á que el dominio priva-
do está expuesto, y debe el derecho civil ocuparse de este 
accidente, por más que se remita en lo sustancial á las leyes 
del orden administrativo. 
2. La expropiación es la privación del dominio privado, 
decidida por el Poder público, en nombre de un interés colec-
tivo. ¿Con qué derecho decide el Poder público esa privación? 
Con el derecho de la necesidad, el más superior, el más abso-
luto de todos los derechos. Nadie hasta ahora ha puesto reparo 
formal á ese principio, ni dudado en modo alguno de su justi-
cia. Las Escuelas más individualistas no vacilan en aceptar el 
sacrificio que á las conveniencias particulares impone la nece-
sidad común. Deploran, cuando más, el abuso que de este 
principio puede hacerse; lamentan el perjuicio que su aplica-
ción irroga con frecuencia, y que no alcanza á reparar la más 
amplia de las indemnizaciones pecuniarias, porque hay pre- 
.P 
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cios de afección que -no pueden estimarse en met«lico; pero 
convienen en que, si el estado social ha de suponer algo en la 
vida, tiene que ser á cambio de estos sacrificios que hacen 
posible, por el desarrollo de las grandes obras, las mejoras de 
esa vida social. 
Cuanto más compleja sea esta vida social, mayores sacrifi-
cios demanda del interés particular; porque mayores son tam- 
, 
bién las ventajas y comodidades que reporta de ese estado social 
el hombre. Los pueblos - salvajes, sin caminos, sin puertos, sin 
establecimientos públicos, sin servicios generales, pocos sacri-
ficios tienen que hacer en aras del bien común. El hombre 
civilizado, que vive en medio de una sociedad dotada de todos 
los grandes elementos que hacen amable la vida, tiene con fre-
cuencia que ceder una parte de sus derechos, á cambio de las 
comodidades y ventajas que obtiene de ese estado social. 
Cuando para la expropiación se invoca un principio de interés 
general, sin duda alguna que se invoca un principio de justi-
cia; porque la justicia exige, que el hombre constituido en 
sociedad no haga imposible con su resistencia el desenvolvi-
miento de ese estado social, que es la ley de su naturaleza. 
Las grandes obras que transforman á las sociedades, multipli-
can sus medios de acción y satisfacen necesidades nacidas de 
la cultura, serían imposibles con el respecto absoluto á la pro-
piedad particular. El capricho de un hombre detendría con su 
veto la acción del Poder público, impidiendo con ese veto la 
ejecución de las obras. Por necesidad, pues, ÿ en interés de 
todos los asociados, han tenido las leyes que proclamar el 
principio de la expropiación, forzosa por causa de,,pública 
utilidad. 
3. Mas para dejar bien justificados en todo caso la expro-
piación del dominio privado, y para evitar que á título de 
pública utilidad los poderes públicos abusen de las atribucio-
nes que esta materia pone en sus manos, la ciencia primero y 
las leyes de todos los pueblos cultos después, han tenido que 
fijar los principios capitales sobre que debe descansar la expro-
piación por causa de pública utilidad, y las reglas y procedi-
mientos á que debe someterse la tramitación de los 'expedien-
tes que se instruyan en ejecución de aquellos principios. 
ti 
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Cuatro, según la ciencia jurídica, deben ser los requisitos 
que reuna toda expropiación forzosa, para ser justa: 1.° Utili-
dad pública de la obra que motiva la expropiación. 2.° Necesi-
dad del inmueble que se expropía para la ejecución de aquella 
obra. 3.° Justiprecio del inmueble. 4.° Pago anticipado del 
predio y del perjuicio que su expropiación ocasiona al propie-
tario (1). 
Los cuatro requisitos deben reunirse 'conjuntamente en 
toda expropiación. Uno sólo de estos requisitos que falte, con-
vierte a la expropiación en un despojo, tanto más injusto y 
violento, cuanto que lo comete el Poder público, que debe ser 
el primero en respetar y defender el derecho de propiedad. 
Una obra de interés particular no justificaría jamas la 
expropiación forzosa, porque el derecho de propiedad es más 
sagrado y más importante que todo interés individual.. Sólo 
cede en importancia al interés colectivo, y sólo ante 
 este inte-
rés consiente. en anularse y desaparecer. 
Pero aunque
. la obra que se intente ejecutar sea de interés 
general, no estaría por esto bien justificada la expropiación 
de un predio cualquiera, si á la vez no quedara también 
demostrado que sin la ocupación de ese inmueble la obra no 
podría ser ejecutada. Son, como desde luego se comprende, 
cosas muy diferentes la utilidad de una obra y la necesidad de 
la expropiación de . un inmueble. Puede ser muy útil la obra 
y no exigir precisamente su ejecución la ocupación del inmue-
ble. Puede, por el contrario, ser necesario el inmueble para 
la ejecución de una obra proyectada, y no estar sin embargo 
justificada la expropiación, por no interesar al público la obra 
que se intente realizar. De aquí la necesidad de que ambos 
requisitos concurran conjuntamente en toda expropiación. 
Por otra parte, la expropiación es al fin una venta, por más 
que en esa venta preste el vendedor un consentimiento for-
zado. Toda venta demanda un precio; y es además condición 
(t) Estos principios están elevados á precepto constitucional, puesto que la Cons-
titución declara en su art. 10, que nadie podrá ser pri°ado de su propiedad sino por 
autoridad competente, y por causa justificada de utilidad pública, pre°iasiempre la 
correspondiente indemnización. 
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precisa de este contrato, que el precio se entregue anticipada-
mente al vendedor, salvo estipulación en contrario, para que 
el comprador pueda entrar en posesión de la cosa que se 
vende. Ese précio, de no existir pacto entre los contratantes, 
tiene que ser fijado naturalmente por peritos competentes. 
4. Estos principios serían letra muerta, si una prudente 
legislación no viniera á desenvolverlos, convirtiéndolos en 
hechos prácticos. Es principio jurídico en esta materia, que 
ha de ser de pública utilidad la obra que motive la expropia-
ción ¿pero á quién corresponde hacer la declaración de esa 
utilidad? Es principio jurídico en asuntos de expropiación 
que la ejecución de la obra exija indispensablemente el todo 
6 parte del inmueble que se pretende expropiar ¿pero quién 
está autorizado para hacer la declaración de esa necesidad? 
La primera de estas declaraciones es más legal que faculta-
tiva; la segunda es más facultativa que legal. Por eso mismo 
deben ser distintos los Poderes que hagan estas declaraciones. 
Al Poder Legislativo, que define el derecho, corresponde 
hacer la primera. Atribución del Poder Ejecutivo debe ser la 
segunda, por lo mismo que el Poder Ejecutivo tiene á sus 
órdenes cuerpos periciales, oficialmente constituidos, que le 
auxilían en sus funciones. 
Pero no es de necesidad absoluta que el Poder legislativo 
haga una declaración especial para cada una de las obras 
públicas que se proyecta construir, es decir, que dicte una 
ley especial para cada caso. Ciertas obras, como los caminos 
de hierro, las vías generales de comunicación, los puertos, los 
establecimientos de beneficencia, las calles y plazas de una 
población, tienen un carácter tan pronunciado de interés 
general, que sería trámite excusado y embarazoso someterlas 
una por una á la declaración de utilidad. Basta para el efecto 
que una ley general las comprenda a todas. 
No se encuentra en el mismo caso la declaración de la nece-
sidad de la ocupación de un inmueble. Esta declaración, como 
dependiente de una cuestión meramente facultativa, como es 
la dirección de un camino ó el emplazamiento de un edificio, 
tiene que hacerse especialmente para cada caso; y como este 
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es un asunto en el que, aún dentro de la apreciación pericial, 
caben opiniones encontradas, no puede en justicia negarse al 
particular el derecho de impugnar la declaración oficial, apo-
yándose en dice amenes periciales ó en consideraciones de 
índole económica 6 administrativa. De aquí la necesidad de 
dictar reglas para la instrucción, tramitación y resolución 
de los expedientes en quefestas cuestiones se ventilan. . 
En el mismo caso se encuentran las valoraciones de los pre-
dios sujetos á expropiación. Asunto es este en que cabe todo 
género de apreciaciones; porque el valor de los.predios y la 
estimación de los perjuicios varían de pueblo á pueblo, de sitio 
a sitio, y de un caso á otro caso. No pudiendo por lo tanto 
someterse el avalúo a una regla general, ni siendo tampoco 
justo que una de las partes contratantes imponga á la otra su 
apreciación, tiene que buscarse por otros procedimientos la 
armonía de los opuestos intereses. Puede en esto seguirse pro-
cediinientos muy diferentes; pero en definitiva, toda desarmo-
nía tiene que resolverse por el resultado de un juicio pericial. 
Tómese como base de discusión el aprecio que el mismo parti-
cular haga de su finca, ó adóptese como principio el avalúo 
que haga « Administración, fundándose en los amillaramientos 
y demás datos estadísticos que posee, siempre tiene por fin que 
recurrirse á los peritos, para que ellos resuelvan en justicia la 
cuestión. 
5. Las doctrinas hasta aquí expuestas han inspirado las 
leyes dictadas en España, para determinar los casos en que 
procede la expropiación, y la manera práctica de llevar á eje-
cución el precepto constitucional, que prohibe privar a nadie 
de la propiedad, sino por causa de pública utilidad y previa 
la indemnización correspondiente. 
El principio de la expropiación es muy antiguo; pero el 
desenvolvimiento de este principio solo á leyes muy modernas 
es debido. Habíalo ya consignado la ley 2.' del tít. 1.° de la 
Partida 2.', cuando dijo: , que si el Emperador quisiese tomar 
heredamiento ti alguno por razon que oviese menester de 
facer alguna cosa en ello que se tornase á procomunal de la 
tierra, tenudo es por derecho de le dar ante buen cambio, que 
••n••1110. 	  
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vala tanto ó más, de guisa que él finque pagado, á bien vista de 
ornes buenos. 
De esto á proclamar que nadie puede ser privado de su pro-
piedad, sino por causa de pública utilidad y previa la corres-
pondiente indemnización, media una distancia bien corta. No 
registran nuestras compilaciones más leyes que hayan contra-
dicho este principio, que las absurdas leyes penales que 
incluían á la confiscación entre los castigos destinados á la 
represión de los delitos públicos; pero tampoco contienen pre-
ceptos, que, en ejecución de aquel principio, defendieran á la 
propiedad particular de las invasiones de los poderes públicos. 
Para encontrar una legislación completa sobre la materia, se 
hace preciso llegar hasta la primera mitad de nuestro siglo. 
La primera ley regular de expropiación forzosa lleva la fecha 
de 17 de Julio de 1836. Fue dictada en Cortes esta ley, y ha 
regido con algunas interrupciones hasta principios del año 
de 1879. 
Aquella ley consignó ya con toda precisión los cuatro requi-
sitos que hacen justa y necesaria toda expropiación. Aquella 
ley encomendaba al Poder legislativo la declaración de utilidad 
pública de una obra, cuando para ejecutarla había que impo-
ner una contribución que gravase á una 6 más provincias (1); 
y al Poder Ejecutivo, por medio de una Real Orden, en todos 
los demás casos, si bien admitiendo en estos casos las recla-
maciones que los particulares 6 las corporaciones interesadas 
quisieran formular, y mandando que sobre estas reclamaciones 
informasen las Diputaciones provinciales y los Ayuntamien-
tos (2). 
Aquella ley, la Instrucción de 25 de Enero de 1853 y el Re-
glamento dictado para su ejecución en 27 de Julio de 1853, 
dejaban á los Gobernadores, asesorados de las Diputaciones 
provinciales, la potestad de hacer la declaración de la necesi-
dad de la expropiación y la competencia para resolver las 
reclamaciones que en contrario se formulasen; si bien estable-
ciendo los recursos administrativos correspondientes contra las 
(1) Art. 2 ° 
(2) Art. 3.° 
TOMO II. 	 13 
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decisiones de los Gobernadores (1). Aquella ley y aquel Regla-
mento, en fin, adoptaron como sistema único la tasación peri-
cial para el avalúo de los bienes expropiables; y fijaron los
. 
procedimientos para la tasa y entrega de las indemnizaciones. 
á los particulares. 
Pero habiéndose promulgado la Constitución política de 186.9, 
y establecido por su art. 14 que nadie podía ser expropiado de 
sus bienes sino por causa de utilidad pública y en virtud de 
mandamiento judicial, fué preciso dictar el decreto de, 14 de 
Agosto de 1869; el cual, para cumplir aquel precepto consti-
tucional, introdujo procedimientos nuevos para la tasación, 
desaucio Sr toma de posesión de los predios expropiables, dejan 
do subsistente en todo lo demás la ley, la Instrucción y el Regla-
mento anteriores. Aquel decreto mandó que, una vez hechas 
por la Administración las declaraciones de utilidad y necesidad, 
se remitiesen los expedientes á los Tribunales comunes, para 
que estos los tramitaran y aprobasen, dictando con carácter 
ejecutivo las providencias necesarias para que, realizado el 
pago, se pusiera en posesión de los predios expropiados á la 
Adi'ninistración (2). 
Y una Orden de 7 de Diciembre de 1874, resolviendo dudas, 
n andó que ambos Poderes, Administrativo y Judicial, funcio-
nasen con entera independencia en los expedientes de expro-
piación, decidiendo el uno lo referente á la utilidad y necesidad , 
y decretando el otro lo relativo á la tasación y posesión, sin 
invadirse en sus atribuciones respectivas, y dejando expeditos 
á los particulares, los recursos administrativos en el primer 
período, y los recursos judiciales en el segundo. 
Con la publicación de la Constitución de 1876, quedó supri-
mida la segunda parte del art. 14 de la anterior, que hacía 
intervenir directamente al Poder judicial en todo expediente de 
expropiación. En su virtud, por Real decreto de 3 de Febrero 
de 1877 se revocaron los de 1869 y 1874, por los embarazos 
que en la práctica suscitaba la intervención de los dos Poderes
. 
Administrativo y Judicial, y quedó restablecida en todo su 
(f) Art. l.° 
(2) Art 9P y 3." del De:reto. 
A  
-^.-..-- 
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vigor la legislación anterior, ó sean la ley de 1836 y el Regla  
mento de 1853.  
Era, sin embargo, generalmente sentida la necesidad de 
 
una reforma en esta legislación. Demandaba la opinión mayo-
res garantías de respeto á la propiedad individual, y menos  
facilidades para el abuso en el Poder Administrativo. Con este  
fin se dictó la ley de 10 de Enero de 1879, que constituye hoy  
la legislación vigente en la materia.  
6. La Constitución de 1876 no concede al Poder Judicir,  
más intervención en los expedientes de expropiación forzosa,  
que la necesaria para impedir que la propiedad particular sea  
atropellada por el Poder Administrativo. Después de consignar 
 
en su artículo 10 el ya conocido precepto de que nadie puede 
 
ser privado de su propiedad, sino por causa justificada de uti-
lidad pública y previa la correspondiente indemnización, 
 
declara que sino precediere este requisito, los jueces ampararán 
 
y en su caso reintegrarán en la posesión al expropiado. 
 
En ejecución de este principio, que ya no es una interven-
ción directa en las tasaciones y desaucios de los predios, la ley 
 
de 1879, después de consignar una vez más que son necesarios 
 
los cuatro requisitos explicados para que proceda una expro-
piación, manda en el art. 4.°; que todo el que sea privado de 
 
la propiedad, sin que se hayan llenado de requisitos expresados, 
 
podrá utilizar los interdictos de retener y recobrar, para que 
 
los jueces amparen y en su caso reintegren en la posesión al 
 
indebidamente expropiado.  
Esta intervención de los Tribunales es, sin duda alguna, más 
 
digna y decorosa que las que les otorgaba el Decreto de 1869, 
 
y más eficaz para la defensa de la propiedad legítima. Por ella 
 
resulta, que la falta de los requisitos legales en la expropiación 
 
es considerada como un despojo, y que á la Administración 
 
pública se la trata como expoliadora, cuando comete á sabien-
das las infracciones legales. No podía darse interpretación más 
 
cumplida del precepto constitucional, ni concederse recurso 
 
más eficaz al particular atropellado en sus derechos. 
 
El propietario es siempre parte en los expedientes de expro-
piación; y por propietario tiene la ley, al que con tal carácter, 
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6 con el de poseedor al menos, aparezca en los Registros de la 
propiedad, 6 en los amillaramientos de la riqueza (1). 
El curador de un menor, y por defecto del curador el Minis-
terio fiscal, están autorizados para representarle en el expe-
diente y convenir en la expropiación y ea los avalúos; sin 
perjuicio de asegurar las cantidades que deban por tal concep-
to recibir (2). 
7. A toda expropiación deben proceder, según esta ley, 
las dos declaraciones de que repetidamente venimos tratando; 
mas la de utilidad pública no es necesaria, cuando se trata de 
obras que conocidamente tienen este carácter. En tal concepto 
están exceptuadas de la declaración de utilidad pública, según 
el artículo 11 de esta ley y el 114 de la ley de obras públicas 
de 13 de Abril de 1877: 
1.° Las que se costean por el Estado, están comprendidas 
en los planes generales formados por el Ministerio de Fomento, 
y para las que existan créditos legislativos en los presupuestos. 
2.° Las que costean las provincias y estén también com-
prendidas en los planes respectivos que debín formar y some- 
ter á la aprobación del Ministerio de Fomento. 
3.° Las que costean los municipios y se hallen asimismo 
incluidas en los plañes que deben someter á la aprobación del 
Gobernador, y en caso de oposición á la del Ministerio de Fo-
mento. 
4.° Toda obra, cualquiera que sea su clase, cuya ejecución 
hubiese sido autorizada por una ley especial, ó se halle desig-
nada en las leyes especiales de ferro-carriles, carreteras, aguas 
ó puertos. 
5.° Todas las obrás de policía urbana, y en particular las 
de ensanche y reforma interior de poblaciones. 
La declaración de utilidad pública deben hacerla: 1.° Las 
Córtes, por medio de una ley, cuando lo merezca la importan-
cia de la obra, 6 haya de ser esta costeada en todo 6 en parte 
(í) Art. 5.° 
(2) Art. 6° 
      
{ 
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con fondos del Estado. 2.° El Ministerio respectivo, cuando la 
obra interesa á varias provincias, ó haya de ser costeada ó 
auxiliada con fondos generales. 3.° El Gobernador de la pro-
vincia respectiva, oyendo á la Diputación y al Ayuntamiento, 
cuando se trate de obras municipales (1). 
Pueden solicitar la declaración las autoridades, las corpora-
ciones, las empresas 6 los particulares; pero en ningún caso 
se declara sin la presentación de los proyectos correspondientes, 
publicidad de los mismos por medio de los periódicos oficiales, 
audiencia y resolución de las reclamaciones que se formulen 
en los plazos legales, y tramitación de los recursos que contra 
las resoluciones administrativas conceden las leyes (2). 
Esta declaración, como se desprende de lo expuesto, puede 
ser general 6 especial, implícita ó explícita. Es general, la que 
comprende un plan entero de obras, y especial la que se con-
trae a una obra determinada. Es implícita la que se hace 
cuando se declara pública la obra ú obras proyectadas; y explí-
cita, cuando expresamente se dice que lleva el carácter de 
pública utilidad. 
En ningún caso podrá declararse de utilidad pública una 
obra destinada al uso particular (3). 
S. La declaración de la necesidad de la expropiación, según 
la ley vigente, la hacen siempre los Gobernadores de Provin-
cia, con referencia a los replanteos de las obras. Hechos estos 
replanteos sobre el terreno, la persona 6 corporación que haya 
sido autorizada para construir la obra, presenta al Goberna-
dor la relación nominal de los interesados en la expropiación (4); 
y esta lista, comprobada 6 rectificada por los Alcaldes respec-
tivos, es la que se publica en los Boletines, concediendo á los 
    
  
0.• 
    
    
(1) Art. te de la ley de expropiación. 
Eta 
 ley, como posterior á la de obras públicas, reforma el articulo 116 de la misma 
quo concedía al Ministro de fomento, Diputaciones y ayuntamientos más extensas atri-
buciones. 
(2) Arts. 12 y 13 de la misma:117, 118 y 119 de la de obras públicas. 
(3) Art. 114 de la ley de obras públicas. 
(I) Art. 15 4. la ley de expropiación. 
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interesados un plazo de 15 a 30 días para reclamar y los 
recursos que son- comunes á toda resolución administrativa (1). 
9. Para la tasación de los bienes la vigente ley adopta un sis-
tema propio, distinto del que estableció la ley de 1837. Consiste 
este sistema en intentar la avenencia con los interesados, por 
medio del ofrecimiento del precio, según la tasación que el pe-
rito oficial haya hecho, fundándola en datos que sobre la situa-
ción, capacidad, clase, productos, valor en venta y contribu-
ciones de los predios haya reunido, con intervención del 
perito 6 peritos nombrados por los mismos interesados (2). El 
propietario no está obligado á aceptar el ofrecimiento; mas si 
lo rechaza, debe presentar otra tasación suscrita por su perito 
y fundada en los mismos datos (3). Todavía, y antes de recu-
rrir al juicio de un tercero para resolver la discordia, manda 
la ley (4) que los peritos se reunan para ver si logran ponerse 
de acuerdo acerca del justiprecio. No dando resultado esta últi-
ma tentativa, la ley confiere al Juez del distrito el derecho de 
nombrar el perito tercero, y manda que este perito certifique 
dentro de 30 días, emitiendo juicio dentro de los limites que 
h7yan fijado el perito de la Administración y el del propieta-
rio (5). 	 - 
La cuestión la resuelve el Gobernador, dentro de los mismos 
límites, y oyendo á la Comisión provincial; y contra esa reso-
lución están abiertos al particular los recursos gubernativos y 
contenciosos que son comunes á todas las providencias admi-
nistrativas (6). 
10. Los pagos se realizan ante los alcaldes respectivos, á 
cuyo fin son oportunamente citados los interesados, depositán- 
(I) Art. 17, 18 y 19. 
(2) Art. 26. 
(3) Art.27. 
(1) Art. 28, párrafo 4 0 
(5) Arts. 30 al 33. 
(6) Arts. 34 y 35. 
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dose las cantidades que se nieguen á recibir los interesados, y 
las que nó pieden recibir por razón de cuestiones litigiosas 
pendientes, hipotecas ó gravámenes existentes, ú otra razón 
.legal (1). 
Verificado el pago, la Administración entra en,posesión de 
los predios, é inscribe en los Registros públicos el dominio, 
sirviéndose para ello de copias debidamente autorizadas de 
las hojas de aprecio. 
CAPÍTULO V 
De la posesión  
SECCIÓN PRIMERA  
De la posesión y  sus especies  
1.—Razón porque figura la posesión al lado de la propiedad.-
2.—Naturaleza filosófica y jurídica de la posesión.— 3. Cla- 
•ses de la misma.-4. Cosas en que recae.— 5. Personas por  
quienes se puede poseer.— 6. Cuando se presume en ellas la 
mala fe.  
1. Colocamos a la posesión inmediatamente después de la 
 propiedad, porque es el derecho que más se le aproxima; hasta 
el punto de que con él se confunde, mientras no aparece otra 
propiedad y que concluye por convertirse en propiedad ver-
dadera. Así es que, tratar de la posesión, es seguir tratando 
de la propiedad. La posesión es la presunción legal de la pro-
piedad. La misma línea que separa á la presunción de la evi-
dencia, separa á la .posesión de la propiedad. Esta es un do- 
(I) Arts. 39, 40 y 41. 
^ 
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minio evidente: aquella un dominio presunto. Mientras no 
aparezca otro dominio más evidente, la posesión es tenida por 
dominio verdadero. Los autores (1) la han llamado cuasi domi-
nio. Nosotros la llamaríamos dominio 6 propiedad presunta. 
2. Nada da una idea más exacta del derecho de posesión, 
como la frase que acabamos de escribir: propiedad presunta. 
En realidad, todas las definiciones legales y científicas que se 
han dado de la posesión, convienen en esta idea fundamental. 
Possesio (apellata k sedibus quasi positis, quia naturaliter 
tenetur ab eo qui el insistit) decía la ley 1.`, tít. 2.°. lib. 41 del 
Digesto, est detentio rei corporales animo sibi habendi. Aquí 
tenemos una etimología y una definición. La etimología supone 
que la palabra posesión viene de positione sedium, del sitio 
donde se tiene asiento, porque naturalmente se ocupa aquello 
en que se insiste ó asienta. La definición hace consistir la pose-
sión en dos cosas: ocupación de la cosa y ánimo de hacerla 
propia, es decir, un hecho material y un hecho moral ó psico-
lógico. 
Posesión, dice la ley 1.", tít. 30 de la Part. 3.", tanto quiere 
decir como ponimiento de pies y es tenencia derecha que home 
ha en las cosas corporales, con ayuda del cuerpo e' del entendi-
miento. Aquí varía la etimología: pero se mantienen los dos 
elementos, uno material y otro moral que constituyen la 
naturaleza del derecho. 
Posesión dice el código español (2) es la tenencia de una cosa 
ó disfrute de un derecho por una persona, unidos á la intención 
de haber la cosa ó derecho como suyos. 
Posesión, dicen los autores, es la tenencia de una cosa con 
ánimo de excluirá los demás de su uso (3): la tenencia de una 
cosa con título de dominio (4): la tenencia de una cosa .6 goce 
de un derecho por nosotros mismos en concepto de dueños (5). 
(t) Sr. Morató. 
(2) Art. 430. 
(3) Escrich. 
(4) Sr. Morató. 
(5) Sánchet Molina. 
"or  
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Todas estas definiciones describen el derecho por los dos 
elementos, uno material y otro moral, que entran en la pose-
sión: la ocupación 6 tenencia y la creencia fundada de ser 
dueño el tenedor ú ocupador. Pero en el fondo de estas dos 
ideas se ve siempre lo mismo: la presunción de dominio, fun-
dada en un título justo 6 razón legal, y en el ejercicio de ese 
dominio por actos externos. La primera idea la expresan los 
legisladores y los autores con las frases animo sibi habendi, 
ayuda del entendimiento, derecho que tenemos, ánimo de excluir 
otros, titulo justo de dominio. Las frases cambiarán, pero la 
lEle 
 no cambia. La idea es el convencimiento fundado que 
tiene el poseedor de ser el dueño de la cosa. 
Pero la tenencia de la cosa y el ánimo de hacerla propia, 
justo título, razón legal ó derecho, son en sustancia los fun-
damentos de la presunción legal: no son la presunción misma. 
La presunción la hace el legislador, y en ella está esencial-
mente el derecho de posesión. Los autores y los Códigos han 
definido á la posesión, como un hecho, no como un dere-
cho (1). El hecho consiste en la tenencia material de la cosa, 
por quien con título justo de dominio se cree verdadero dueño 
de ella. El derecho es la presunción que le tiene por dueño 
y le ampara en ese dominio, mientras otro mejor derecho no 
se interponga. 
La posesión y la propiedad pueden encontrarse en oposi-
ción, si una persona tiene el título y otra persona tiene la 
ocupación material. En este caso, como el título es también 
presunción legal de dominio, se encuentran una en frente de 
otra, dos presunciones igualmente legales. ¿Cuál de las dos pre-
sunciones merece más aprecio al legislador? ¿Por cuál de las 
dos debe decidirse la justicia? Oigamos á Mr. Vigot Preame-
neu (2), que nos resuelve la dificultad. «El hecho de la pose-
sión, nos dice este ilustrado jurisconsulto, no es menos posi-
tivo que el título; el título sin la posesión no tiene el mismo 
grado de certidumbre que tendría acompañado de ella. La 
(1) Del miemo defecto adolece la definición del de Código. 
(2) Discurso pronunciado al discutirse el Código de Napoleón. 
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posesión, falta de título, pierde una parte de su fuerza. Los 
Jos géneros de prueba entran por lo tanto en la clase de pre-
sunciones. Mas aquí hay una circunstancia particular, y es 
que la presunción favorable al poseedor se aumenta con el 
tiempo, siendo así que se disminuye siempre más la presunción 
que nace del título. Esta idea muestra el medio que tiene que 
seguir la razón y la equidad. Consiste este medio en. no admi-
tir la presunción que la posesión causa, sino cuando aquella 
ha recibido del tiempo una fuerza suficiente para que no pueda 
balancearla y vencerla la presunción que nace del título.» 
Esta idea es la misma que emitieron los jurisconsultos 
romanos, cuando dijeron que es mejor la condición del posee-
dor, melior est conditio possidentis: que el poseedor se presu-
me dueño de una cosa, mientras no se pruebe lo contrario: 
que la posesión se convierte con el transcurso del tiempo en 
dominio verdadero. Todas estas y otras máximas de justicia 
universal están aceptadas en la ciencia, porque se fundan en 
la marcha ordinaria y constante de los hechos; según los 
cuales, el dueño de las cosas las tiene en su poder y ejercita 
en ellas sus derechos dominicales. La ley presume con razón 
que es dueño el que posee las cosas, ejerce en ellos los derechos 
de tal y excluye á los demás de su uso. 
Concluyamos, pues, confirmando lo que dejamos al principio 
sentado : la posesión es la propiedad presunta: d virtud de justo 
titulo y detención continua de la cosa. 
3. No hay en realidad, como la definición lo demuestra, 
más que una sola clase de posesión: la que presume dueño de 
una cosa a una persona, porque la halla ejerciendo con justa 
razón los derechos propios del dominio. Pero las leyes distin-
guieron la posesión natural y la posesión civil; y el código 
español ha concluido por aceptar esta distinción, que de hoy 
más será también una distinción legal. . 
La posesión natural, decía la ley 2.°, tit. 30, Part. 3.`, exis-
te, cuando ome tiene la cosa por si mismo corporalmente y la 
civil cuando algun orne sale de casa, de que él es tenedor... non 
con entendimiento de la desamparar, mas porque non puede ome 
siempre estar en ella. Y explicando esta distinción los juriscon- 
'1% 
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sultos, unos dicen que la posesión natural y la civil no son 
clases distintas, sino modos diversos de poseer; otros que la 
posesión natural es la injusta, y la civil la justa 6 fundada en 
derecho (1); y otros, en fin, que la posesión civil no se distin-
gue de la natural, sino en que está asistida por los interdic-
tos (2). Nuestro codigo civil dice, que posesión natural es la 
tenencia de una cosa ó el disfrute de un derecho por una per-
sona; y posesión civil esa misma tenencia 6 disfrute, unidos 
á la intención de haber la cosa ó derecho como suyos. La dis-
tinción, si bien se mira, es perfectamente ociosa; pues convi-
niendo los jurisconsultos y legisladores en que la posesión natu-
ral no produce por sí sola efectos jurídicos, ni está asistida por 
acciones civiles, debe ser calificada de mera detentación 6 reten-
ción de las cosas; puesto que para verdadera posesión, en el 
sentido jurídico de esta palabra, la falta uno de los dos elemen-' 
- tos esenciales de este derecho, a saber: la creencia de ser el 
dueño verdadero, fundada en un título legal de dominio, 6 lo 
que en otros términos suele también llamarse buena fe. 
Más jurídica es la distinción de posesión verdadera y cuasi 
posesión; porque esta distinción se refiere á cosas de natura-
leza diferente. Cuando recae en cosas corporales, se denomina 
posesión verdadera: cuando se refiere á cosas inmateriales, 
como un usufructo, una servidumbre, toma el nombre de cua-
si-posesión. En rigor de derecho, sólo en las cosas corporales 
puede ejercitarse el derecho de posesión; porque siendo uno de 
los dos elementos de este derecho la tenencia ú ocupación, sólo 
las cosas corporales son susceptibles de ocupación y por con-
siguiente de posesión. Pero como también los derechos forman 
parte de nuestro patrimonio, á su ejercicio por parte del uno 
y tolerancia por parte del otro a quien su uso perjudica, se ha 
convenido por analogía en llamar cuasi-posesión. Es un len-
guaje convencional de la ciencia, que una vez explicado, nin-
guna confusión arguye. 
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4. Como la posesión consiste en la tenencia de una cosa 
con ánimo de hacerla propia, 6 sea en la justa ocupación de 
una cosa, puesto que el ánimo de hacerla propia 6 la creencia 
de serlo ya, debe fundarse en un título justo; en realidad 
«como acabamos de ver» sólo las cosas materiales, muebles 6 
inmuebles, debían ser susceptibles de posesión, porque sólo en 
estas cosas puede realizarse el hecho material de la ocupación. 
Pero como quiera que ciertos derechos, como el usufructo, el 
censo, la servidumbre y otros, constituyen también parte del 
patrimonio del nombre, los jurisconsultos antiguos convinie-
ron en llamar cuasi-posesión al goce legítimo de estos dere-
chos. Los códigos modernos han suprimido esta palabra, bas-
t:índoles para el efecto ampliar un poco la idea de la posesión, 
definiéndola por tenencia de una cosa ó disfrute de un. derecho 
por una persona. 
El nuevo Código suprime esta distinción, llamando posesión 
á la que se ejerce en las cosas y en los derechos. 
Así dice en el art. 431: la posesión se ejerce en las cosas ó en 
los derechos; y repite en el 437 y 445: sólo pueden ser objeto de 
posesión las cosas y derechos que sean susceptibles de apropiación. 
Desde ese momento, la posesión recae ó puede tener lugar, 
no sólo eu los bienes muebles é inmuebles, de cualquier espe-
cie que sean, sino también en los derechos, siempre que estos 
bienes 6 estos derechos sean susceptibles de apropiación. En 
este sentido puede tenerse por un axioma en la materia, el 
precepto que registran los códigos modernos y repite el ar-
tículo 437 de nuestro código, cuando dicen: sólo pueden ser 
objeto de posesión las cosas y derechos que sean susceptibles de 
apropiación. 
í ^ 5. Son poseedores, no sólo los dueños verdaderos 6 pre-
suntos de los bienes, sino también los que tienen en estos bie-
nes algún derecho real; puesto que según la idea moderna de 
la posesión, esta consiste en la tenencia de una cosa ó en el 
disfrute de un derecho, acompañado de título jurídico bastante 
para considerarse dueños de la cosa 6 del derecho. 
or 
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El dueño con justo título de una cosa será poseedor del do-
minio: el usufructuario lo será del derecho real de usufructo; 
el censualista lo será del censo; y así los demás tenedores de 
algún derecho sobre los bienes. 
Por eso dice el Código en su art. 432 que la posesión en los 
bienes y derechos puede tenerse en uno de dos conceptos; ó en el 
de dueño ó en el de tenedor de la cosa ó derecho para conser-
varlos ó disfrutarlos, perteneciendo el dominio d otra persona. 
Para el efecto no es necesario que el mismo dueño 6 tenedor 
del derecho ejerzan por sí mismos los derechos de posesión. A 
veces ni aún es posible ese ejercicio, á veces no le conviene 
á la persona tenerlo. Sea necesidad 6 conveniencia, es prin-
cipio jurídico en la materia, que los bienes y los derechos 
pueden poseerse por sí mismos ó por medio de terceras perso-
nas. Por necesidad poseen los maridos, los tutores y los cura-
dores á nombre de sus respectivas mujeres, pupilos ó meno-
res. Por interés recíproco poseen los colonos, arrendatarios, 
depositarios, y otras personas, a nombre de aquellos a quienes 
pertenecen las cosas dadas en arrendamiento, depósito ó 
comodato. Y posee, en fin, todo administrador ó mandatario, 
a nombre del mandante de quien recibió poder para representar 
su personalidad. Todas estas personas, en virtud de la relación 
jurídica que les une con los verdaderos dueños ó tenedores del 
derecho, poseen á nombre de ellos y como si ellos mismos 
ejercieran personalmente los actos posesorios. 
Todavía si un tercero, sin mandato alguno del dueño de los 
bienes ó derechos, ejerciera á nombre de este actos verdaderos 
de posesión, como acontece en la gestión oficiosa, la posesión 
aprovecharía al presunto 6 verdadero dueño, si por este fuera 
después ratificada (1). 
6. Toda posesión supone la buena fe, que no es más que la 
creencia fundada de ser el, dueño legítimo de la cosa ó dere-
cho que se posee. Y decimos fundada; porque ha de estar 
(1) Principio conflrniaudo en el art. 631 del nuevo Código. 
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apoyada, para ser legal, en uno de los títulos, como la venta, 
donación, herencia y demás, que en el derecho se llaman tras-
lativos de dominio. Una creencia que no se funda en este justo 
motivo, no es para la ley una creencia fundada. 
No es, sin embargo, necesario que el título en que funde el 
poseedor su creencia, haya producido precisamente la trasla-
ción ó transmisión del dominio ó del derecho poseído. BastA 
para el efecto que haya, podido producirla, es decir, basta que el 
título sea de los que transmiten ordinariamente el derecho. Si la 
transmisión no ha tenido lugar porque el título adolece de un 
vicio que le invalida, este defecto no perjudica en manera 
alguna al poseedor, si el poseedor lo desconocía. Por eso es un 
axioma jurídico en esta materia, que la buena fe se presume 
siempre en el poseedor, y que es poseedor de buena fe aquel 
que ignora que en su titulo ó modo de adquirir existe vicio 
que la invalida (1). 
Y como la ley presume, por regla general, que el poseedor 
de una cosa ó derecho la posee de buena fe, es decir, que la 
posee con justo título ó razón derecha, esta presunción dis-
pensa al poseedor de toda prueba. Quien la desconózía ó com-
bata, quien alegue la mala fe, está en 
 la obligación de pro-
barla. El precepto es de la ley (2); y su fin no es otro que 
amparar á todo poseedor, para estimular la actividad y el celo 
de los hombres en el cuidado de los bieñes. 
(1) Ley 9.4 . tit. 29 de la Part. 3P, confirmada por los arts. 33 y 41. de! nuevo Udigo. (2) Art. 430 del Ciidigo. 
• 
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SECCIÓN SEGUNDA 
De la adquisión de la posesión 
1 Modos de adquirir la posesikn.— 2. Ocupacid a.— 3. Pres-
cripción.— 4. Suceseión hereditaria.-5 . Personas por que- 
nes se'adquiere. 
.N 
1. La posesión se adquiere y se transmite por los mismos 
medios como se adquiere y transmite el dominio. Es, al fin, 
una propiedad presunta, y como tal está sujeta á las mismas . 
reglas y principios á que vive sometida la propiedad legítima. 
Así que la ocupación, criando se trata de cosas que nunca 
tuvieron dueño, la prescripción  cuando el uso continuó por 
cierto tiempo, 6 los hechos y actos formales nos anuncian 
como dueños de las cosas, la sucesión hereditaria .que por la 
muerte del anterior poseedor nos coloca en el lugar de este, y 
la convención que surte el mismo efecto por voluntad inter-
vivos del mismo poseedor; son los modos civiles de adquirir y 
transmitir el derecho de posesión. Estos modos, sin embargo. 
tienen ciertas limitaciones impuestas por la justicia. 
2. La ocupación es un modo de adquirir la posesión; y por 
ocupación, tratándose dé derechos; se entiende el hecho d; 
acedar estos sujetos d la acción de nuestra voluntad (1). Pero 
la ocupación sólo puede tener lugar en cosas 6 derechos qu 
nunca tuvieron dueño; y de aquí que nadie puede adquirir 
lentamente la posesión, 'mientras exista un poseedor que se 
oponga á ello (2). El que se crea con mejor derecho, acuda á, 
los Tribunales ejercitando las acciones reivindicatorias y pose-
sorias queda ley le concede. Para eso tiene abiertos los interdic- 
(1) Art. 138 de ici. 
(2) Art. 111 id. 
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tos y los juicios declarativos. Y es principio jurídico en el 
asunto, que no pudiendo reconocerse la posesión en dos perso-
nas distintas (salvo el caso de la pro-indivisión), una sola tiene 
que ser la poseedora legítima. Por eso las leyes de todos tiem-
pos decidieron, que si surge contienda sobre el hecho de lapose-
sión, sea preferido el poseedor actual: si resultan dos poseedores 
se respete el más antiguo; y si las fechas de las posesiones son 
las mismas, sea amparado el que present e.titulos (1). 
Estas reglas hacen práctico el axioma romano melior est con 
dicio possidentis, que es un principio de moral legislativa; por- 
que ellas en sí ninguna cuestión de dominio resuelven. No 
hacen más que amparar un hecho público y notorio, como es 
el hecho de la posesión; y dejan íntegra la cuestión de dominio 
á la solemnidad de los juicios declarativos. 
3. Por la prescripción adquirimos la posesión, 6 lo que es 
lo mismo, los actos mismos de posesión se convierten por el 
lapso de tiempo en derecho firme y estable; pero estos actos 
han de ser públicos y ser ejecutados en concepto de dueños. 
Los actos ejecutados clandestinamente y sin conocimiento del 
poseedor de una cost, los actos consentidos por mera tolerancia, 
no afectan en manera algunas d la posesión (2). 
4. Por sucesión hereditaria se adquiere la posesión, como 
se adquieren todos los demás bienes y derechos que pertene-
cieron en vida al antecesor; pero esto sólo tiene lugar, cuando 
el heredero acepta la herencia. La repudiación es la negación 
de toda posesión. El código español expresa esta idea, diciendo 
en el art. 431, que la posesión se ejerce en las cosas ó en los dere-
chos, por la misma persona que los tiene y disfruta, ópor otra 
en su nombre. La aceptación es la continuación de la posesión; 
y de tal manera que si el antecesor poseyó viciosamente, este 
vicio no perjudica al sucesor, más que en el único caso de 
(1) Art. 445 dei Código. 
(2) Art. 444 de id. 
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saberlo. Si lo ignoraba, le aprovecha la posesión, para el efecto  
de prescribir desde la fecha de la muerte del causante (1). 
5 La posesión, en fin, se puede adquirir por sí mismó ó por  
medio de tercera persona; puesto que ya dejamos consignado 
 
que unos por necesidad, otros por conveniencia, y otros por  
virtud de mandatos, poseen á nombre de otras personas:  
SECCIÓN TERCERA  
De los efectos de la posesión 
1. Efectos .en general.— 2. Efectos en cuanto á los frutos ó sea 
 
facultad de gozar.— 3. Doctrina legal sobre gastos, mejoras 
 .  y •desperfectos.— 4. Efectos en cuanto d la libre disposición
de las cosas.— 5. Efectos en cuanto á la reivindicación,.  
1. La posesión, por su carácter de propiedad presunta, 
 
• tiene los mismos atributos y derzhos que la propiedad. El  
poseedor, por consiguiente, en virtud de la facultad de gozar 
 
-
tiene el derecho de accesión, por cuya efieàcia hace suyos 
los frutos' y aumentos de las cosas que posee. El posee- pos e- 
 en virtud de la facultad de disponer, transmite su derecho 
 
por actos inter-vivos ó de última voluntad, y está asistido de 
 
acciones reivindicatorias, y autorizado para gravar aquello 
 
mismo que posee.  
Pero como al fin la posesión no es un derecho definitivo de 
 
propiedad, y puede cesar en virtud de otro derecho más supe-
rior, no son las atribuciones del poseedor tan absolutas como 
 
las del propietario.  
Cuando estos dos derechos, posesión y propiedad, se encuen-
tran y contradicen, si cede la posesión, como menos perfecta, 
 
(t) Doctrina confirmada en el art. 442 de id.  
TOMO II. 	 14 
z^^ 
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ante el dominio justificado, no cede sin haber producido sus: 
naturales consecuencias; que al fin el poseedor, mientras. 
poseyó de buena fe, por dueño de las cosas fué tenido y dueño 
de las mismas se creyó con justo título. De aquí la necesidad 
de que las leyes fijaran por principios de justicia los límites 
equitativos de la posesión, determinando los efectos que en el 
orden jurídico produce este derecho. 
Son, por lo tanto, efectos generales de la posesión: 1.° La 
presunción de que se posee de buena fe, mientras no se pruebe 
lo contrario. 2.° La presunción de que quien posee como dueño,, 
posee con justo título. 3.° La prohibición de obligarle á exhi-
bir el título. 4.° El respeto por parte de todos al poseedor, que 
no puede ser privado de su derecho, sino por un acto de-
pública autoridad. 5.° El derecho de que se condene como 
espoliador al que por actos individuales perturba el ejercicio 
de la posesión. 6.° La percepción de frutos y aumentos (1). 
Además, cuando la posesión recae sobre un inmueble, se 
presume que el poseedor del inmueble lo es también de los 
muebles y objetos que se encuentren dentro del mismo. Para 
desposeerle de dichos muebles, es necesario, ó que conste 6. 
que se pruebe que no son suyos. Mientras esta prueba contra-
ria no se haga, la presunción mantiene al poseedor en el goce 
de dichos muebles (2). 
En las cosas que se poseen comunalmente ó pro-indiviso, la 
posesión del todo aprovecha á los condueños para el efecto de-
prescribir ; de modo que dividida la cosa común y adjudicada 
á cada partícipe su porción, se entiende que ha estado pose-
yendo esta parte, aún antes de que se procediese á la parti-
ción. Recíprocamente toda interrupción en la posesión del 
todo, cuando las cosas están indivisas, le perjudica en su por- -
ción, cuando se hayan dividido (3). 
2. No todos los frutos, sin embargo, son del poseedor de 
buena fe. De unos frutos puede decirse cou certeza que han
_ 
(1) Principios con fi rmado en los artículos 44G al 452 del Código civil. 
(2) Art.449 del c ,idigo. 
(3) Art. 450. 
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entrado plenamente en dominio del poseedor, porque se han 
separado del predio ó predios: tales son los frutos percibidos. 
De otros frutos no puede hacerse la misma afirmación, porque 
permanecen todavía unidos al predio 6 predios á que deben su 
existencia: tales son los frutos pendientes. En buenos princi-
pios de justicia, los frutos percibidos son del poseedor de 
buena fe, porque los ha hecho suyos, porque son el premio 
justo de su trabajo, porque no forman ya parte del predio que 
está tal vez obligado á restituir. Los frutos pendientes no pue-
den ser suyos, si ha de restituir el predio, porque forman 
todavía parte del inmueble. Sólo tiene derecho en este caso ti 
percibir el importe de las impensas ó gastos que hubiere hecho 
para su producción, y además la parte del producto liquido de 
la cosecha, proporcional al tiempo de su posesión (1). 
En este . sentido resuelve la cuestión nuestro código, aña-
diendo para completar el principio (2), que se entienden per-
cibidos los frutos naturales e' industriales, desde que se alzan 6 
separan; y que los frutos civiles se consideran producidos por 
días, y pertenecen al poseedor de buena fe en esa proporción, es 
decir, hasta el momento en que sea interrumpida legalmente 
la posesión por medio de una demanda judicial. 
Las Partidas (3), siguiendo en esto, como en todo, los pre-
cedentes romanos, distinguieron frutos naturales y frutos 
industriales, frutos consumidos y frutos simplemente percibi-
dos; y partiendo del principio de que los frutos son la recom-
pensa naturál del trabajo empleado en los bienes por el posee-
dor, decidieron que hiciese suyos los frutos industriales per-
cibidos antes de la contestación de la demanda, restituyendo 
únicamento los no consumidos; y que respecto de los frutos 
naturales, estuviera siempre obligado á su restitución el 
poseedor, fuesen percibidos 6 consumidos. 
Nada decidieron las leyes de aquel Código acerca de los fru-
tos civiles; pero la jurisprudencia de los tribunales, supliendo 
su silencio, tenían resuelto que estos frutos se deben por mo- 
(1) Art. 452. 
(2) Art. 451 del Código. 
(3) Ley 39, tit. 26, Part. 3.' 
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montos, y por consiguiente, que se prorateen hasta el mo- 
mento en que por la demanda se interrumpe la posesión legal. 
Y por fin, es regla universal de derecho, proclamada ó acep-
tada por todos los Códigos, que el poseedor de mala fe pierde 
todos los frutos; así los naturales, como los industriales y los 
civiles; así los percibidos, como los consumidos y los que debió 
haber percibido. Sólo el derecho al abono de los gastos nece-
sarios le asiste (1). 
Todos los principios que estableció la legislación de Parti-
das los confirma y hace propios el código civil español, (2), 
menos el relativo á los gastos de mero lujo 6 comodidad. Nues-
tro código decide que lo mismo en el caso de buena que en el de 
mala fe pierda estos gastos el poseedor; pudiendo únicamente 
separar y llevarse los objetos de lujo, si la cosa á que se han 
unido no sufre deterioro por ello, y el propietario no prefiere 
quedarse con ellos abonando su importe. 
 - 
Las leyes califican de poseedor de mala fe al que posee sin 
título legítimo de adquisición, 6 con título que adolece de 
vicios que le invalidan y que eran conocidos del poseedor. 
A estos principios añade el nuevo Código, que si en el mo-
mento en que cesare la posesión 6 se interrumpa la buena fe, 
hubiese frutos naturales 6 industriales, tendrá el poseedor 
derecho al resarcimiento de los gastos causados para aquella 
producción, y además a una parte del producto líquido propor-
cional al tiempo de su posesión relacionado con el de la cose-
cha; pudiendo el propietario de la cosa conceder al 
 _ poseedor 
de buena fe el derecho de terminar el cultivo y recolección de 
los frutos pendientes, como indemnización de los gastos de 
labranza y del producto líquido que le pertenezca: el poseedor 
de buena fe, que por cualquier motivo se negase á aceptar esta 
concesión, . perderá el derecho á ser indemnizado en otra 
forma. 
. Pareció á los redactores del Código escasa recompensa del 
poseedor de buena fe el simple resarcimiento de gastos, y con- 
cede además una parte proporcional en los productos;- pero 
(1) Ley 40. tit. 24, confirmada por el art. 454 del Código. 
(ti Art'. 453, 454 y 455. 
, 
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desde ese momento, no podían excusarse de reconocer en el 
propietario el derecho de abandonar al poseedor todos los fru-
tos pendientes, para que en ellos se indemnice. 
3. La cuestión de los gastos hechos, fuera de impensas, 
en las cosas, estaba arreglada por la ley 44, tít. 28, Par-
tida 3.a, de acuerdo con las máximas universales de equidad 
y con las leyes romanas. Estas leyes distinguieron tres cla-
ses de gastos, á saber: gastos necesarios, gastos útiles y 
gastos voluntarios. Se reputan necesarios los gastos que 
exige la conservación de las cosas; de tal manera, que sin 
ellos las cosas estarían expuestas á parecer ó por lo menos á 
deteriorarse: quæ si factæ non sint, res aut peritura, aut 
deterior futura sit (l): Estos gastos se abonan siempre por el 
propietario, lo mismo al poseedor de buena como al poseedor 
de mala fe, teniendo derecho el poseedor de buena fe á rete-
ner la finca ó cosa en su poder, hasta que sea reintegrado 
de esos gastos: aquel que las despensas ficiere que sean menes-
ter de facerlas, que las debe ó puede cobrar demientra que 
fuere tenedor de la cosa é non gela debe entregar al dueño 
fasta quel dé lo que despendió en esta razon. 
Gastos útiles se llaman los que hacen de mejor condición 
el predio en que se emplean: quæ meliorem dotem faciunt. El 
poseedor de buena fe percibe siempre estos gastos: el de 
mala sólo puede llevarse las mismas mejoras, si son suscep-
tibles de separación: si las .fizo de buena fe, que las debe cobrar, 
maguer non oviese menester de las facer; mas si ovo mala fe, 
si el Señor non gelas quisiese . pechar, puede el otro llevar la 
labor que fizo. 
Y por último, se dicen gastos voluntarios, ó más bien pla-
centeros ó de lujo, los que sin hacer más productivo un predio, 
aumentan su ornato y comodidad: quæ speciem dumtaxctt 
ornant, non etiam fructurn augent. El poseedor de buena fe 
cobra estos gastos, porque creyó haberlos hecho en finca pro- 
(l) Ley ;9, tit. 10, lib. 50 del Digesto. 
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pia. El poseedor de mala fe nada percibe, si ovo buena fe, cre-
yendo que aquello en que lo fino era suyo, puede tornar lo que 
oviere fecho é llevarlo; pero si aquel, cuya era la cosa, le qui-
siere dar tanto por ello  débegelo dar. Dejaba pues la ley en 
este caso á elección del propietario abonar el valor de las 
mejoras ó permitir que el poseedor se las lleve. 
Todo esto ha sido confirmado por el nuevo Código, deci-
diendo, que no son de abono al poseedor de mala fe los gastos 
hechos en mejoras de lujo y recreo, porque falta en este caso 
la presunción que ampara al poseedor de buena fe. El que de 
mala fe poseía, no podía creer que hacía las mejoras en 
finca propia. 
Las mejoras que los predios obtienen por la acción de los 
agentes naturales, son del predio mismo por derecho de acce-
sión; y su dueño nada tiene que abonar por ellas al poseedor (1). 
Doctrinas semejantes se aplican para la decisión del abono 
de daños y desperfectos. Estos daños pueden provenir de culpa 
ó de fuerza mayor. De las pérdidas ó deterioros que sufren las 
cosas, no responde el poseedor de buena fe en caso ninguno, 
hayan ocurrido por hecho propio 6 por .caso fortuito á menos 
que se probara dolo (2): el poseedor de mala fe responde en 
ambos casos del daño, en justo castigo á su mala fe; aunque 
proceda de fuerza mayor, cuando maliciosamente haya retra-
sado la entrega de la cosa á su poseedor legítimo (3). 
Además, una vez probada la posesión, se presume que el 
poseedor ha seguido poseyendo en todo el tiempo intermedio, 
y esta presunción sólo se destruye cuando se prueba lo con- 
trario. 
No porque el poseedor de una cosa mueble ignore su pa ra-
dero en un momento dado, ha de entenderse que ha decaído 
-en la posesión de ella: sigue poseyéndola con 
 el 
 ánimo, aunque 
no la tenga materialmente, siempre que esté bajo su poder. 
A falta de título, en las cosas muebles, la posesión le suple; 
más esto no es un obstáculo para que el legítimo dueño las 
AIL 
(1) Art. 456, del código. 
(2) Art. 457 del código. 
(3) Art. mismo. 
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reivindique de quien las posea, probando su derecho. Pero si 
el que la posee la adquirió de buena fe por compra, y su dueño 
]a hubiese perdido, no puede reivindicarla sin abonar antes el 
precio al comprador. Lo mismo se ejecutará, cuando las cosas 
p Ardidas se hubieran empeñado en un Monte-Piedad autori-
zado por el Gobierno: para recobrarlas su dueño, tiene antes 
que abonar al establecimiento la cantidad del empeño y sus 
intereses (1). 
Los animales fieros dejan de poseerse desde que recobran su 
libertad: los mansos y amansados ó domesticados que conser-
ven la costumbre de volver á la casa de sus duéños, pueden ser 
reivindicados, porque el dominio no lo han perdido sus dueños 
por el hecho del extravío ó fuga de los animales (2). 
La posesión de las cosas inmuebles sólo se pierde á virtud 
de demanda en forma ante los Tribunales. 
Como presunto legítimo dueño el poseedor, tiene los mismos 
derechos que el propietario para enajenar, gravar, hipotecar y 
constituir servidumbres; y las traslaciones de dominio y la 
constitución de los derechos reales no tendrán más limitación 
-que la del mismo derecho posesorio. Sólo anulándose este, se 
invalidarían aquellos; pero mientras se mantenga, ó- cuando 
por el lapso de tiempo se haya convertido en dominio irrevo-
cable, firmes serán también aquellas traslaciones y constitu-
ciones de derechos reales. 
• La posesión puede, aún sin título, inscribirse en los Regis- 
tros, por medio de informaciones levantadas en la forma que 
determina la ley hipotecaria (3), ante los Tribunales de Partido, 
.ó por medio de certificados expedidos por los Ayuntamientos 
ó Juntas de evaluación con referencia á los catastros, si de ellos 
aparece que el poseedor, lo es por más tiempo de un año sin 
  
    
  
  
(t) Art. 454. 
(2) Art. 465. 
(3) Arts. 397 y 400 de la ley hipotecaria: Deben instruirse los expedientes á virtud 
de solicitud escrita, en que se describan los predios 6 derechos reales, se indique su 
procedencia, el tiempo de su posesión y la circunstancia de no existir titulo escrito. 
En estos expedientes han de declarar dos 6 más vecinos del pueblo 6 término en que 
estén los bienes: y se ha de acompañar certificado del Alcalde 6 Junta de evaluación, 
de pagar contribución á titulo de dueño. El expediente sirve de titulo, dejando una 
copia en el Registro. (A rts. 393 y 399). 
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oposición de nadie y ha satisfecho las contribuciones en con-
cepto de dueño. Esta posesión, así inscrita, perjudica ó favo-
rece á terceras personas desde su fecha y sirve para la pres-
cripción; pero sin perjuicio del mejor derecho que asista á 
otra persona (1). 
4. La facultad para reivindicar ó excluir á los demás, es 
una consecuencia del mismo principio, ó sea de la presunción 
que tiene por dueño legítimo al poseedor. La ley, que ha hecho 
esa presunción, tenía que hacer también las acciones que am-
parasen el derecho. Las leyes romanas crearon acciones espe-
ciales para este efecto. Las leyes españolas no tienen acciones -
especiales, porque nuestro derecho no hace depender de la 
acción el procedimiento; pero mantiene los juicios sumarísi-
mos, llamados interdictos posesorios, de tramitación breve y 
eficaz, en que sólo de posesión se cuestiona. Por medio de estos . 
juicios el poseedor obtiene rápidamente el amparo de su dere-
cho, excluyendo á todos los que de algún modo perturban 6 
dificultan el uso del mismo. 
5. Como la posesión requiere la ocupación material de las, 
cosas, en realidad uno sólo debía ser el modo de transmitir ese 
derecho, á saber, la tradición. Este modo, que en las cost s 
muebles se verifica pasándolas de mano á mano, y en las 
inmuebles colocando los pies sobre los predios, entrega al 
poseedor las cosas que son objeto de la posesión, y las pone bajo 
su dominio. Pero como hay actos, que sin ser enteramente 
iguales, representan lo mismo, los romanos, y con ellos nuestras. 
leyes de Partida (7 á 12, tít. 30 de la Part. 3.'), distinguieron 
varias maneras de tradicionar la posesión, á saber: la natural, 
que como acabamos de indicar, se verifica con las manos ó coi, 
los pies, según sean muebles ó raíces las cosas: la simbólica, 
que consiste en la entrega de símbolos que representan el mis- 
(1) Arts. 403 y27,de la ley hipotecario. 
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mo dominio, como las llaves de una casa: la de instrumentos, 
que se verifica entregando los títulos ó escrituras que acredi-
tan el dominio: la llamada constitutum possesionem, que con-
siste simplemente en reconocer en otra persona el derecho de 
posesión, quedando sin embargo la cosa en poder del que reco-
noce este derecho, sea a título de usufructuario, de arrendata-
rio, de depositario 6 de cualquier otro: la que se obtiene por 
mandamiento judicial; y por último la que tiene el comprador 
en cosa que le vendió un extraño, si el dueño verdadero cono-
ce el hecho y no se opone. 
6. La posesión se pierde por los mismos medios legales 
como se pierde la propiedad. 
Estos modos, taxativamente determinados por la ley (1), son 
los siguientes: 
1.° Poi abandono de la cosa. 
2.° Por cesión hecha á otro por título oneroso ó gratuito. 
3.° Por destrucción ó partida total de la cosa, ó por quedar 
esta fuera del comercio. 
4.° Por la posesión de otro, aún contra la voluntad de lanti-
guo poseedor, si la nueva posesión hubiere durado más de 
un año. 
Este último modo, en que principalmente está la reforma 
del nuevo código, se ha introducido como una consecuencia 
de las disposiciones de la ley procesal, que no dan más que 
un año de duración á las acciones posesorias. 
(1) Art. 460. 
1 
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SECCIÓN CUARTA 
De la posesión por las leyes forales 
1. Doctrina general.— 2. Disposiciones especiales de las leyes 
aragonesas.— 3. Reglas que adoptan las leyes de Navarra: 
4. Fuero de Vizcaya. 
1. En defecto de leyes escritas, la posesión se rige en las 
provincias forales por las doctrinas romanas, miradas en esas 
provincias como derecho supletorio. Bajo este concepto no se 
diferencia el derecho foral del derecho común, porque el dere-
cho común ó sea la legislación de Partidas, está también cal-
cada sobre los fundamentos del derecho romano. 
2. Sin embargo, Aragón, Navarra y Vizcaya _ tienen fueros 
que tratan de la posesión, imprimiéndola algunas condiciones 
que la distinguen de la posesión común. 
En Aragón la posesión se entiende transferida, sin acto nin-
guno de tradición, desde que se firma el instrumento trasla-
tivo de dominio., si eu él se hace mérito de dicha tradición (1). 
Pero si un tercero disputa esa posesión, la prueba corresponde 
á cualquiera de los dos. 
El plazo de año y día es mirado en las leyes aragonesas 
como término ordinario para adquirir la posesión, aún sin 
justo título (2); y por ese plazo se deciden las cuestiones pose-
sorias. Al año y día de la muerte de una persona hace suya 
su heredero las cosas de la herencia, si la muerte fué públi-
ca (3): al año y día hace suya un vecino la finca que viene 
poseyendo como suya, aunque pertenezca 6, una Corporación, 
(I) Observ. 22 de fide instrumentorum. 
(2) Fuero 6 de fidejussoribus; observ. 3.' idem. 
(3) Fuero 30 de aprens. 
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si esta no acredita su dominio; al año y día de habérsele entre- 
gado judicialmente la hace el litigante que 
 .ejercita en juicio 
una acción real, perteneciéndole desde ese momento los fru-
tos (1); pero si presenta dentro de ese plazo el dueño, recobra 
la posesión, dando caución de estar á derecho. Si el juicio fué 
por acción personal, el dueño no pierde la posesión dentro del 
año; pero transcurrido que sea, el acreedor puede pedir la 
venta 6 adjudicación de los bienes. 
3. En Navarra la posesión se prueba por testimonio de 
dos vecinos honrados, que no tengan parte en la finca; y el 
• mismo plazo de año y día la confirma, de manera que, reputado 
verdadero poseedor el que por ese tiempo tuvo pacíficamente 
-tin predio, es amparado contra el tercero que le disputa la 
posesión (2). Es también principio de derecho consignado en 
las leyes de Navarra, que nadie puede ser privado de la pose -, 
 sión, sin ser antes citado, oído y vencido en juicio. Este prin-
cipio debe entenderse con las modificaciones que en su aplica-
ción ha introducido la ley de Enjuiciamiento civil, que en 
Navarra es la ley vigente en materia procesal, como lo es en 
todas las provincias de España. 
4. También el fuero de Vizcaya (3) proclama que la pose-
sión por año y día con justo título y buena fe es causa de 
priscripción; y señala .penas contra los que no respetan esa 
posesión legal. 
En todo lo demás, las leyes forales están conformes con las 
comunes, aplicándose estas últimas en lo que aquellas guar-
dan silencio. 
(i) Fuero 2 y observ. 2' y 5! y 15 de contumacia. 
(2) Leyes, tít. 13, lib. 2 °, Nov. Recop. 
(3) Ley 2.a de prescripciones. 
— 220 — 
CAPÍTULO VI 




Del usufructo en general 
1. Importancia del usufructo.—  2. Clasificación del usufruc-
to.— 3. Su definición. — 4. Quienes pueden constituirle.-
5. Modos ó formas de constitución.-6. Cosas que pueden 
darse en usufructo. 
1. De los derechos que se desprenden del dominio, el usu-
fructo es el primero y más importante de todos. Consistiendo 
la propiedad en las facultades de gozar y de disponer de los 
bienes, el usufructo arranca á la propiedad la primera de estas 
facultades, y la deja sólo la segunda. 
2. Los jurisconsultos romanistas colocaron al usufructo 
entre las servidumbres. Para ellos las servidumbres eran de 
dos especies; personales las unas y reales las otras. Eran per-
sonales, si los predios servían á las personas, y reales si ser-
vían a otros predios. Servidumbres personales decían aquellos 
jurisconsultos que eran el usufructo, el uso, la habitación y el 
trabajo de los siervos. Y puesto que los jurisconsultos roma-
nistas, dieron esa clasificación al usufructo, al uso y á la 
habitación, puede desde luego suponerse el lugar que ocupa-
ran y el carácter conque aparecerán en las Partidas, dado que 
las Partidas reprodujeron fielmente cuanto encontraron con-
signado en los Códigos ó tratados de derecho romano. 
_  
i 
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Este modo de tratar al usufructo se halla en abierta .contra-
dicción con la idea que de la servidumbre nos dan, tanto las 
leyes de Justiniano, como las leyes de D. Alfonso el Sabio. En 
toda servidumbre, dicen uno y otro legislador, hay dos pre-
dios, uno dominante y otro sirviente; y la naturaleza de este 
derécho consiste en que el poseeder del predio sirviente sufra 
ó no impida un servicio en obsequio del predio dominante. 
Estas circunstancias, ni concurren, ni concurrir pueden en el 
usufructo; porque ni en este derecho existen dos predios, ni 
su naturaleza consiste en que otro sufra ó impida un servicio 
determinado. El usufructuario tiene facultades activas, direc-
tas y dominicales sobre los bienes que usufructua, como que 
ejercita un derecho perteneciente al dueño, compartiendo el 
dominio con este dueño. 
Es por lo tanto el usufructo un derecho real; pero no nn 
derecho real igual á la servidumbre, sino distinto de ella. 
Tiene caractéres propios que le distinguen de todos los demás 
derechos reales, y del, por lo mismo figurar separadamente 
de ellos en las leyes. Fundados en estas consideraciones, los 
Códigos modernos asignan al usufructo un lugar indepen-
diente de las servidumbres (1), y lo tratan con entera separa-
ción de las mismas. Eso mismo hacemos nosotros, siguiendo 
su autorizado ejemplo. 
3. La naturaleza del usufructo consiste en ese derecho de 
gozar que forma parte esencial del dominio de las cosas, y del 
que usa una tercera persona que se llama usufructuario. Es 
por lo mismo un derecho real, procede del dominio, se ha des-
prendido de este dominio ; y se ejercita sobre los bienes, sin 
consideración a la persona á qujen pertenezcan; pero con la 
obligación de Conservar y restituir en su día estos bienes. 
Los romanos le definían jus alienis rebus utendi et fruendi 
salva rerum sustancia (2). Y con las dos palabras utendi et 
fruendi quisieron expresar lo mismo que expresa la palabra 
(1) Código francés. Nuestro Código le sigue como le siguen otros Códigos. 
(2) Ley 1°, tít. 1 °, lib. 7.° Digesto. 
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usufructo, á saber: uso y fruto, es decir, servicio por sí mismo 
de las cosas y percepción de los frutos que producen esas 
cosas. 
La definición romana, con muy ligeras variantes, está acep- 
tada en los Códigos modernos. Todos vienen diciendo, que es 
usufructo el derecho de disfrutar de los bienes agenos sin alte-
rar su forma ni sustancia. Así lo define nuestro Código 
civil. El Código francés da todavía más expresiva idea del 
usufructo (1), cuando dice, que es «el derecho de gozar de los 
bienes agenos, como el mismo propietario, pero con la carga 
de conservar la sustancia de ellos.» 
En lo esencial convienen las leyes y los autores. Todos reco-
nocen en este derecho real la faculad de disfrutar los bie-
nes agenos. Ha de ejercerse por consiguiente de bienes age-
nos, y ha de consistir en el disfrute; y, como dice la ley fran-
cesa, ese disfrute se ha de hacer como el mismo propietario 
lo haría, y con la obligación de conservar la sustancia de las 
cosas. De estas dos circunstancias ó condiciones se deriva 
toda- la doctrina legal referente al usufructo. 
4. Como el usufructo representa la mitad del dominio, y 
del dominio se ha desprendido y al dominio tiene que incor-
porarse en su momento oportuno, es regla invariable, que 
nadie más que el dueño de las cosas puede constituir el usu-
fructo, porque nadie más que el dueño puede desprenderse 
de una parte del dominio. Esta regla supone en el dueño 
capacidad para obligarse; porque en otro caso, aunque tenga 
el dominio, no podrá constituir el usufructo. El menor de 
edad y la mujer casada, no tienen la libre disposisión de sus 
bienes; y no pueden por consiguiente, sin licencia judicial el 
uno, sin licencia marital la otra, constituir sobre bienes pro-
pios y en favor de otras personas el derecho de usufructo, pues 
que esto es ceder y enagenar una parte 
 del' dominio. La - pro-
liibición no alcanza á los actos de última voluntad: esos actos 
(t) Art. 467. 
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no les perjudican, pues no tienen eficacia legal hasta des-
pués de la muerte. 
5. De cuatro maneras puede constituirse el usufructo, á 
saber: por última voluntad, por contrato solemne, por disposi-
ción de la ley y por prescripción (1). Cuando se constituye por 
testamento ó por contrato, como es un acto de liberalidad, 
admite todo género de condiciones lícitas, duración limitada 
de tiempo en favor de una ó de muchas personas, alternativa 
ó simultáneamente (2). Cuando nada se expresa en la consti-
tución, se entiende concedido por toda la vida del  usufruc-
-tuario. Cuando se constituye en favor de varias -personas sin 
más expresión, se entiende que es simultáneamente para 
todas y- durante su vida, de modo que subsiste hasta la 
muertite de la última. Cuando se concede sucesivamente á 
varios sujetos, le disfrutan uno en pos del otro, por el mismo 
orden en que estuvieran designados. 
En últimas moluntades están comprendidos lo mismo los 
testamentos que los codicilos; y todo el que tiene capacidad 
para testar, la tiene para ceder el usufructo de sus bienes, sal-
vos siempre los derechos de los herederos forzosos. 
En actos de por vida, sean gratuitos ú onerosos, el usu-
fructo ha de constar en solemne escritura pública; pues en 
otra forma, ni podría inscribirse en los Registros públicos, ni 
produciría efectos legales. 
La ley también dispone ciertos usufructos, como el que 
tiene el padre, y por su defecto la madre, en los bienes del 
peculio adventicio del hijo menor de edad; y el que tienen en 
las provincias forales los viudos y viudas en todos los bienes 
de los consortes fallecidos, cumpliendo con ciertos requisitos 
que determinan los fueros. 
Por prescripción se adquiere también este derecho, en los 
mismos términos como se adquieren los demás. 
(t) Art. 468. 
Algunos Códigos dicen que se constituye por dos modos á saber: la ley y ra volun-
tad del hombre. 





6. En usufructo pueden cederse toda clase de cosas, así 
muebles, como inmuebles, como semovientes; porque todas 
pueden prestar utilidad á la persona, y en goce de todas se 
pueden obtener rendimientos. Sólo las cosas fungibles no 
pueden darse en usufructo; porque en ellas no puede verifi-
carse la condición de usarse y disfrutarse sin destruir su 
forma y su sustancia. Pero aún para estas se ha inventado 
el cuasi-usufructo, como se inventó para las incorporales la 
cuasi-posesión, 
SECCIÓN .SEGUNDA 
De los derechos del usufructuario 
1. Resúmen de estos efectos.— 2. Doctrina sobre frutos 
pendientes. 
1. El usufructuario tiene los derechos siguientes: 
1.° Hacer suyos cuantos frutos naturales, industriales ó 
civiles produzcan los bienes dados en. usufructo. 
2.° Disfrutar todos los aumentos que por accesión reciban 
los bienes usufructuados, así como también las servidumbres 
y demás derechos inherentes á dichos bienes. 
3.° Poder usar por sí mismo de los bienes ó ceder á otros 
por arrendamiento el uso, cobrando las mercedes; bajo la 
condición de cesar los arriendos, cuando el usufructo termine. 
4.° Poder introducir mejoras de utilidad ó recreo en los 
bienes, siempre que no alteren su forma y sustancia, y sin 
derecho á indemnización. 
El principal derecho es el de percibir los frutos; pero esta 
percepción está sujeta á reglas distintas, según que se trate 
de bienes inmuebles, semovientes ó muebles. 
2. Bienes raíces.—Los frutos, para hacerse propios, nece-
sitan ser aprendidos, es decir, separados de los predios. Mien-
tras no se separen, forman parte del inmueble, y con 01 se 
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mantienen. Resultado de este principio jurídico es que los 
frutos naturales ó industriales, pendientes en el momento de 
comenzar el usufructo, pertenecen al usufructuario, sin obli-
gación de abonar gastos á nadie. 
Los frutos pendientes al tiempo de terminar el usufructo, 
pertenecen al propietario; pero este debe abonarle, con el pro-
ducto de los mismos frutos, los gastos que aquel hubiera hecho 
en cultivo, simientes y demás. 
Si al terminarse el usufructo, las tierras estuvieren arrenda-
das, sólo percibirá el usufructuario la parte proporcional de 
renta que le corresponda por el tiempo que usufructuó. 
En los frutos civiles, como se suponen devengados día por 
día, el usufructuario y el propietario prorratearán las rentas 
proporcionalmente al tiempo que duró el usufructo. Tendrán 
para este efecto carácter de frutos civiles los beneficios de 
una explotación industrial ó mercantil, cuando el usufructo 
estuviese constituido sobre dichos beneficios (1). 
El usufructo en viñedos, olivares y árboles frutales concede 
al usufructuario el derecho de aprovecharse de las vides, y 
árboles muertos naturalmente; pdrque tiene la obligación 
correlativa de reponerlos. Pero si la muerte se verifica por 
accidente fortuito y en número considerable de pies, como 
cesa la obligación de reponer, recíprocamente cesa el derecho 
de aprovechar: esos árboles pertenecen al propietario (2), el 
cual debe retirarlos á su costa. 
Cuando el usufructo está constituido sobre montes cubiertos 
de especies arbóreas, como el fruto son las leñas muertas y 
aún vivas, el usufructuario hace suyas aquellas y tiene dere-
cho á extraer de estas las que según usos, costumbres ó reglas 
de aprovechamiento forestal suelen tomarse en las localidades. 
Y decimos según usos locales ó reglas de aprovechamiento, 
porque estos usos y estas reglas han de determinar los pies 
que pueden tomarse anualmente de un monte, sin destruirlo, 
antes bien atendiendo á su fomento y desarrollo. Depende esto 
de la naturaleza del suelo, clima, especie de la población arbó- 
(t) Art. 472, al 475. 
(2) Arts. 483 y 484. 
TOMO II. 15 
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rea y demás circunstancias, que aconsejen la adopción de uno 
lí otro, entre los diversos sistemas de aprovechamiento que se 
usan. En unas partes se practica la extracción por cuarteles, en 
otras por entresaca y en otras de otra manera. Cualquiera que 
se emplee, ha de atenderse á la conservación del monte y á su 
repoblación; porque al usufructuario no le es permitido talar 
y destruir el arbolado con pretexto de aprovechar sus leiias ó 
maderas. 
Esta doctrina estaba en las leyes romanas (1): nuestras leyes 
de Partida la habían pasado en silencio : y los Códigos moder-
nos la reproducen. Según la doctrina romana, el aprovecha-
miento debía hacerse boni viri arbitratus, tamquam bonus et 
diligens pater familias, á arbitrio de buen varón, como lo haría 
un buen padre diligente. Las leyes modernas, en lugar del 
arbitrio de buen varón, que es un criterio muy ocasionado á 
pleitos por su vaguedad, invocan las costumbres locales y las 
enseñanzas técnicas de la ciencia forestal, que dan una regla 
y un criterio más precisos (2). 
La doctrina, en todo caso, se refiere á montes que producen 
árboles maderables, es decir, maderas que se destinan á la 
construcción. No están, por consiguiente, comprendidos en la 
regla los plantíos que únicamente se mantienen para adorno 
ó recreo de los predios, como las alamedas de los parques, jar-
dines y paseos; y como en esto pueden producirse cuestiones 
entre el propietario y el usufructuario, pretendiendo aquel que 
se respeten todos los árboles, á pretexto de embellecimiento 
de las fincas, y queriendo este hacer cortas, alegando que tiene 
que sacar alguna utilidad de los predios, no hay en estos casos 
más recurso que el que aconsejó la ley romana: someter la 
cuestión al arbitrio de buen varón. 
Sobre los viveros no hay formada una opinión concreta. Una 
ley romana (3) decidió que los árboles de los viveros pertene-
cían al usufructuario, con la condición de renovar constante-
mente la siembra y semilla, para que nunca se desnaturalizase 
F' 
(1) Ley 22, tit. 8', lib. 7.°, Digesto. 
(2) Art. 485. 
(3) Ley 9.' tit. 8.° lib. 7.° Digesto. 
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el predio, y se pudiera restituir el vivero á la terminación del 
usufructo. El Código (1) decide que no se extraigan pies de los 
viveros, sino en cuanto esto no perjudique á su conservación, 
y con obligación de acomodarse á las costumbres del país. En 
resúmen, las leyes no pueden desconocer que la cría de 
árboles en los viveros es también una riqueza y un medio de 
producción; y que por lo mismo que requiere más trabajo y 
cuidados por parte del usufructuario, no puede negársele el 
derecho de aprovechar sus productos: Tiene, pues, el usufruc-
tuario de un vivero el derecho de extraer y vender los pies de 
árboles que se hayan producido y estén en disposición de ser 
trasplantados, siempre que se renueve su número con siem-
bras y plantíos. 
Fuera de los casos expresados, el usufructuario de predios 
que tengan arbolado, carece de derecho para cortarlos por el 
pie y aprovecharse de su madera. Para hacerlo, aunque la ma-
dera esté destinada á mejoras del predio mismo, necesita licen-
cia del propietario (2). 
Cuando el usufructo se constituye sobre predios que tienen 
minas concedidas 6 en estado de laboreo, el código civil espa-
ñol, de acuerdo con otros códigos extranjeros, declara que por 
regla general no se entienden concedidos los productos de las 
minas, si estas existían en el momento de comenzar el usu-
fructo. Esta regla, sin embargo, no es absoluta. Casos hay en 
que los productos de las minas deben entenderse comprendi-
dos dentro del usufructo. Estos casos son tres: 1.° Cuando el 
usufructo sea universal. 2.° Cuando en el título de concesión 
se haga expresa mención de las minas. 3.° Cuando se trata de 
un usufructo legal. 
Si el usufructo es universal, el usufructuario hace suyos los 
productos de las minas, como hace suyo todo cuanto produzca 
natural 6 industrialmente el capital usufructuado. 
Si en el título constitutivo del usufructo se hace mérito de 
las minas en èstado de beneficio, del usufructuario son tam-
bién los productos (3). 
(t) Art. 485 citado. 
(2) Art. 485. 
(3) Art. 476. 
1 
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Y si el usufructo es legal, como el que concede la ley al 
padre  madre en el peculio adventicio del hijo, el usufructua-
rio hará suyas la mitad de las utilidades que resulten, después 
de deducidos gastos: la otra mitad pertenece al hijo: y de 
cuenta de ambos son los gastos que se produzcan para beneficiar 
las minas (1). 
En todo caso, el usufructuario, aunque existan en el predio 
minas en estado de beneficio, tiene perfecto derecho para 
extraer cal, piedra, yeso, arena y demás materiales, siempre 
que hayan de invertirse en reparaciones del mismo predio ó 
de obras que estuviere obligado á hacer en el mismo (2). 
Con el usufructo de un predio, se entienden concedidas todas 
las servidumbres que estén á su favor constituidas. De todas 
ellas, como de todos los beneficios que les sean propios, puede 
utilizarse el usufructuario; como puede usar por sí mismo, las 
cosas dadas en usufructo, arrendarlas ó cederlas á otro. Los 
arriendos fenecerán á la terminación del usufructo. Esto no 
obstante, los de fincas rústicas continuarán hasta la termina-
ción del añd agrícola, por expresa disposición de la ley (3). 
Discutíase entre los jurisconsultos," si podía el usufructuario 
enajenar el derecho de usufructo; opinando la mayoría de ellos 
en sentido negativo, por considerar que siendo personalísimo 
el derecho del usufructuario, no podía transmitirse á otra 
persona. El código español ha resuelto la cuestión en contra-
rio sentido, declarando (4) que puede enajenar su derecho de 
usufructo, aunque sea 4 título gratuito; si bien responderá por 
sí de los daños que sufran las cosas. 
S. El usufructo de bienes semovientes se rige por reglas 
semejante al usufructo de viñas y olivares. Todos los produc-
tos de los animales, como son leche, lana, crías y demás; 
todos los despojos de los mismos, como son carnes muertas, 
pieles y abonos son del usufructuario, con una sola limitación, 
(1) Art. 417. 
(2) Art. 476. 
(3) Art. 480. 
(4) Arts. id. y 498. 
— 229 — 
á saber: la de reponer las cabezas muertas con otras vivas, 
para cumplir con el deber de conservar los bienes usufructua-
dos. Pero como esta obligación cesa, cuando por caso fortuito, 
fuerza mayor ó epidemia mueren todos los ganados, cesa asi-
mismo el derecho de aprovechar las carnes y despojos (1). 
El usufructuario, además, puede utilizar por sí mismo los 
ganados, empledndolos en el servicio a que se les destina, 
siempre que cuide de su conservación. 
4. En las cosas muebles, el usufructuario tiene el dere-
cho de usarlas por sí; y  no responde del deterioro natural que 
con el uso tengan, á menos que las destruya por un mal uso. 
Se suscita con este motivo una cuestión respecto del usufructo 
de ropas y vestidos. Toda la dificultad de la cuestión estriba 
en la manera como se clasifiquen los vestidos y las ropas. Si 
se las considera fungibles, el usufructuario tiene que restituir 
su estimación, en el caso de haberse destruido con el uso. Si 
se las reputa no fungibles, el usufructuario cumple con entre-
garlas como se encuentran, por muy deterioradas que las haya 
dejado el uso; pues para usarlas se le habían concedido en 
usufructo. Esta solución daba al asunto la ley romana (2): esta 
adoptan expositores respetables (3); y esta es también la qúe 
confirma el Código civil español (4). 
No hay usufructo propiamente dicho en cosas fungibles, 
porque en ellas no puede realizarse la condición natural de 
todo usufructo, de conservar y restituir las mismas cosas. Ad-
mitieron, sin embargo, los autores una especie de usufructo 
irregular en cosas fungibles; y en este caso, si se constituye, 
tendrá el usufructuario derecho á usarlas, devolviendo su 
valor, si se hubieran dado con estimación, ó su valor cosas 
iguales, si se dieron sin estimación. 
(t) Art. 499. 
(2) Ley 9.', tit. 9.°, lib. î °, Dige,to. 
(3) Febrero. 
(4) Art.4SI. 
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SECCIÓN TERCERA 
De las obligaciones del usufructuario 
1. Clasificación, de estas obligaciones.-2. Obligaciones 
anteriores. 
1. De los usufructuarios puede decirse, lo que de los guar-
dadores dijimos en su lugar oportuno: que tienen obligacio-
nes anteriores, simultáneas.y posteriores al uso del derecho. 
2. Antes de entrar en el goce de los bienes, los usufruc-
tuarios tienen que cumplir con dos deberes: 1.° Inventariar los 
bienes. 2.° Afianzar su conservación. Ambos deberes son uña 
consecuencia de la naturaleza del usufructo, que confiere á 
la persona el derecho de gozar, pero que le impone también 
la obligación de conservar y restituir  • aquello mismo que va á 
gozar. 
Del inventario nada dijeron las leyes romanas, y nada tam-
poco las leyes de Partida; pero, aconsejado por el juriscon-
sulto Ulpiano, estuvo en uso su formación entre los romanos 
y ha sido práctica constante entre nosotros. El Código eleva 
á precepto legal esta costumbre (1); añadiendo que se tasarán 
los muebles y se describirá el estado en que se encuentren los 
inmuebles. Ambas disposiciones tienen por objeto el facilitar, 
por medio de estos (latos, la solución de las cuestiones que 
puedan surgir más adelante entre propietario y usufructuario. 
Nada, por otra parte, más natural y conveniente. Puesto qué 
el usufructuario ha de gozar las cosas á arbitrio de buen 
varón y ha de restituirlas como las recibió, preciso es hacer 
constar su número, calidad y estado en un documento formal: 
ese documento es el inventario. Debe formarse ese inventario 
(i) Art 491. 
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con intervención del dueño de los bienes y por escritura públi-
ca; y de su formación no está exceptuada ninguna persona: ni 
aún el padre  la madre en el usufructo del peculio adventicio, 
ni el usufructuario á quien el testador dispensó de tal forma-
lidad. Mientras no se forme, el propietario puede resistir la 
entrega de los bienes al usufructuario. 
La fianza fué preceptuada por la ley 20, tít. 31, Part. 3.', de 
acuerdo con las leyes romanas; pero no es una fianza hipote-
caria, pues la ley hipotecaria no habla de ella, sino simple-
mente una fianza personal, llamada caución usufructuaria, por 
la que el nsufrctuario ó la persona que por él responde, se 
obliga á usar de los bienes como un buen padre de familia y á 
restituirlos como los recibió. De su formación sólo están dis-
pensados, por expresa disposición de la ley (1). 
1.° El vendedor ó donante que se hubiese reservado el usu-
frùcto de los bienes vendidos ó donados. 
2.° Los padres en el usufructo del peculio de sus hijos, á 
menos que contrajeren segundas nupcias. 
3.° El cónyuge respecto de su cuota hereditaria, á menos 
también que repita matrimonio. 
4.° Todo usufructuario, á quien se le dispensa de esa obliga-
ción, por no resultar de ello perjuicio á nadie (2). 
La falta de fianza no anula el derecho de usufructo; pero 
impide que se entre en su ejercicio. Las leyes no habían pre-
visto el caso de que un usufructuario sea tan pobre, que ni 
inspire confianza, ni encuentre persona que responda por él. 
Como no sería justo, que por causa de pobreza se privase á 
una persona del usufructo, opinaban los autores en este caso 
que debían consignarse en depósito los bienes y mandar que se 
entregaran sus productos al usufructuario. Esta opinión había 
sido confirmada por la jurisprudencia de los Tribunales en 
Sentencia de 7 de Noviembre de 1859. 
El código resuelve la dificultad, dejando á discreción del 
propietario uno de estos extremos: ó quedarse él mismo con 
los bienes, para administrarlos y entregar sus productos líqui- 
   
(1) Art. 492. 
í2) Arts. 492 y 493. 
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dos, ó exigir que se pongan en administración. En este última 
caso previene la ley (1) que se vendan los muebles, invirtiendo 
su precio en valores seguros, que se convertirán en inscripcio-
nes ó se depositarán en un Banco los títulos de crédito ó al por-
tador; y que los productos de todos estos capitales se  entre-
guen al usufructuario. 
Dos excepciones á este precepto general consigna el código: 
una en obsequio del usufructuario; otra en favor del propieta-
rio. En obsequio al usufructuario permite que se le designe para 
su propia habitación alguna de las casas que comprenda el 
usufructo, y que se le entreguen, bajo caución juratoria, para 
su uso, los muebles necesarios, instrumentos, herramientas y 
demás. En obsequio al propietario decide el código, que se 
exceptuen de la venta algunos muebles que él designe, ya por 
su mérito artístico, ya porque tengan precio de afección; y 
que se le entreguen, afianzando el abono del interés del capi-
tal que representen (2). 
3. Mientras dure el usufructo, la obligación del usufruc-
tuario consiste en conservar en buen estado las cosas que reci-
bió; pues para disfrutarlas, no para destruirlas, se le cedieron 
en usufructo. 
Esta obligación estaba consignada en términos generales en 
la ley 20, tít. 31 de la Part. 3.s Según sus mismos términos, en 
la conservación de las cosas entraban los reparos que en las ca-
sas tenía que hacer el usufructuario y los cultivos en las tierras, 
de manera que no se esquilmen, las podas en los árboles y vides, 
la reposición en estos con renuevos y en los ganados con 
crías nuevas, y el pago de todos los impuestos, censos y 
demás cargas que afectan á la utilidad de los predios. Nada 
más decía la ley; y como su aplicación ofreciera dificultades, la 
práctica se había encargado de vencerlas, ampliando y expli-
cando los preceptos del derecho. 
Sobre reparos en los predios urbanos, la práctica había 
(t) Art. 494. 
(2) Art.495. 
— 233 — I 
aceptado la distinción de reparos mayores y reparos menores; 
teniendo por menores á todos aquellos que proponiéndose la 
extricta conservación de la finca, se limitan á reparar los des-
perfectos naturales que el uso ocasiona en ellas. Estos reparos 
corrían de cuenta del usufructua ^io. Los mayores eran de cargo 
del propietario; y si los hiciera el usufructuario por abandono 
del dueño, tenía derecho á reclamar su imperte, porque eran 
considerados como gastos necesarios: El código (1) ha elevado 
á preceptos la práctica, declarando que se consideren ordina-
rias, las reparaciones que exijan los deterioros ó desperfectos 
que procedan del uso natural de las cosas; y por extraordina-
rias las restantes. Es obligación del usufructuario ejecutar las 
primeras; y si no las hicierel después de requerido por el pro-
pietario, podrá este hacerlas á costa del usufructuario. Es obli-
gación del segundo ejecutar las últimas, previo aviso del 
usufructuario; y si no las hiciere, podrá ejecutarlas el usufruc-
tuario, con derecho á reclamar su valor á la terminación del 
usufructo, reteniendo las cosas hasta que se le indemnice. 
Si las obras extraordinarias son ejecutadas por el' propieta-
rio, tiene este derecho á exigir del usufructuario el interés 
legal del dinero que invierta en ellas (2). 
La obligación de reponer con renuevos los árboles 6_ vides 
muertas, y con crías las cabezas de ganado que hubieren pere-
cido, se entiende sólo aplicable á los perecimiéntos ordinarios 
por causas comunes y constantes. De casos fortuitos ó de 
fuerza mayor nadie responde. Un olivar destruido por un 
incendio; una viña arrasada por una epidemia, un rebaño 
muerto por una enfermedad contagiosa, perecen para sus mis-
mos dueños. El usufructuario no tiene obligación de reponer 
las pérdidas, ni por su falta de reposición en estos casos puede 
exigírsele reponsabilidad alguna. Pero como son casos de 
excepción, al usufructuario que los alega, toca hacer la prueba. 
Mientras no justifique la excepción, la presunción le condena. 
En los ganados la reposición debe hacerse con las crías que 
hayan nacido. Si no nacieron, 6 si nacidas perecieron todas, 
(I) Art.500. 
(2) .Art. 502. 
, a 
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el usufructuario está libre de toda responsabilidad; pero repe-
timos aquí lo que acabamos de dejar consignado: la prueba de 
la excepción corresponde al usufructuario. El Código, que 
acepta estas doctrinas, elevándolas á precepto legal, impone 
al usufructuario la obligación de entregar los despojos salva-
dos. Esta, con efecto, es la costumbre - generalmente usada 
entre ganaderos. 
• El código resuelve también (1), que si el rebaño sólo perece 
en parte por caso fortuito, continue el usufructo con la obli-
gación de reponer todas las. cabezas perecidas. • 
Es también, por último, obligación del usufructuario el 
pago de contribuciones, censos, impuestos y cargas que afec-
ten á los predios y cosas usufructuadas (2). Este precepto; sin 
embargo, no es extensivo á las deudas y cargas generales, 
como legados, pensiones y demás. El Código distingue si el 
usufructo es universal ó singular, si comprende á todas las 
cosas de una herencia ó sólo á una parte alícuota de la misma. 
Cuando el usufructo es universal y comprende á una heren-
cia entera, es obligación del usufructuario pagar las pensiones 
vitalicias, los legados y demás cargas generales de la heren-
cia; porque afectan á los productos totales de la misma. Si 
sólo tiene usufructo en una parte alícuota, pagará la parte de 
pensiones y legados de renta que le correspondan proporcional-
mente. Si el usufructo está constituido, no en toda la heren-
cia, ni en parte alícuota- de la misma, sino en predios deter-
minados, no son de su cuenta más pensiones, legados ni 
cargas, que las que afecten directa y especialmente á los pre-
dios que usufructua (3). 
En cuanto á las deudas, si son hereditarias y afectan á todo 
el haber hereditario, deben satisfacerse por el heredero; pero 
puede el usufructuario anticipar, á calidad de reembolso, las 
sumas necesarias para su pago, á fin de evitar la venta. Si no 
lo verifica, el heredero está autorizado para vender la parte de 
(l) Art.499. 
(2) Art. 440. 
(3) Art. 508. 
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bienes necesaria para satisfacer las deudas, sin que puede im-
pedirlo el usufructuario (1). 
Por último, el usufructuario tiene obligación de avisar al 
propietario y poner en su'conocimiento, todo hecho que per-
turbe los derechos de la propiedad: si no lo hiciefe, tendrá que 
abonar los daños que al propietario le sobrevinieren, así como 
de cuenta de cada uno son los gastos que se originen con mo-
tivo de pleitos sostenidos para la defensa de sus derechos res-
pectivos (2). 
4. Terminado el usufructo, cumple el usufructuario con 
entregar las cosas que recibió y abonar por las que perecieron 
ó se menoscabaron por su culpa, el importe de una ú otra cosa. 
Subsistiendo las mismas cosas, se entregan como se conserven; 
aunque con el uso hayan sufrido algún deterioro, siempre que 
ese deterioro sea natural y ocasionado por el uso prudente de 
de las cosas. Sólo se esceptuan los bienes fungibles dados en 
cuasi usufructo. Como con su uso 
 . desaparecen, se finge resti-
tuir los mismos bienes, entregando otros iguales en cantidad 
y calidad. 
(1) Art. 510. 
(2) Arts. 511 y 512. 
J 
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SECCIÓN CUARTA 
De los rnodos de extinguirse el usufructo 
1. Modos legales de extinción.-2. Efectos si perecen las co-
sas.— 3. Usufructos en favor de personas jurídicas.— 4. Ca-
sos de seguro de los predios.— 5. Casos de expropiación de 
los mismos.— 6. Efectos del mal uso por el usufructuario:-
7 . Otros casos. 
1. El usufructo concluye (1): 
1.° Por muerte del usufructuario. 
2.° Por espirar el plazo porque se constituyó, ó cumplirse la 
condición resolutoria consignada en el título constitutivo. 
3.° Por la reunión del usufructo y la propiedad en una mis-
ma persona. 
4.° Por la renuncia del usufructuario. 
5.° Por la pérdida total de la cosa objeto del usufructo. 
6.° Por la resolución del derecho del constituyente. 
7.° Por prescripción. 
Existen además usufructos de índole especial, ya á causa de 
las personas á cuyo favor están constituídos, ya_ por su forma 
ó por las fincas a que gravan, que no pueden ser sometidos á 
reglas generales. El código, entrando en un casuismo dificil 
de evitar, señala un precepto para cada caso. Darémos una 
idea sucinta de estos preceptos especiales (2). 
e 
2. Cuando el usufructo se limita á una cosa determinada, 
si esta perece en parte, el usufructo continua en la restante. 
Si lo que perece es un edificio, que forma parte de una finca 
dada en usufructo, el usufructuario puede seguir disfrutando 
(1) Art. 513. 
(2) Arts. 514 á 522. 
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del suelo y de los materiales. Pero si sólo fuese el edificio lo 
usufructuado y este pereciese, podrá reconstruirlo el propieta-
rio utilizando el suelo y los materiales, abonando al usufruc-
tuario el interés del capital que representen por todo el tiempo 
que dure el usufructo. 
3. Los usufructos constituidos en favor de personas jurídi-
cas sólo duran 30 años, transcurridos los cuales, se extinguen; 
como se extinguen también si queda yermo el pueblo é extin-
guida la corporación ó sociedad á cuyo favor se habían cons-
' tituído. 
4. Si el usufructuario concurriere con el propietario al 
seguro de un predio dado en usufructo, continuará aquel, en 
caso de siniestro, en el goce del nuevo edificio si se constru-
yere, é percibirá los intereses del precio del seguro, si la ree-
dificación no conviniere al propietario. 
Si el propietario se hubiere negado á contribuir al seguro 
del predio, constituyéndolo por sí sólo el usufructuario, adqui-
rirá este el derecho de recibir por entero, en caso de siniestro, 
el precio del seguro; pero con obligación de invertirlo en la 
reedificación de la finca. 
Si fué el usufructuario quien se negó á contribuir al seguro, 
constituyéndolo por sí sólo el propietario, recibirá este ínte-
gro el precio del seguro en caso de siniestro, salvo siempre el 
derecho concedido al usufructuario de obtener el interés legal 
del precio. 
5. Si la cosa usufructuada fuese expropiada por causa de 
utilidad pública, el propietario estará obligado, é bien á subro-
garla con otra de igual valor y análogas condiciones, é bien á 
abonar al usufructuario el interés legal del importe de la 
indemnización por todo el tiempo que deba durar el usufructo. 
Si el propietario optare por lo último, deberá afianzar el pago 
de los réditos. 
nc 	 . 
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6. El usufructo no se extingue por el mal uso de la cosa 
usufructuada; pero, si el abuso infiriese considerable perjuicio 
al propietario, podrá este pedir que se le entregue la cosa, obli-
gándose á pagar anualmente al usufructuario el producto 
líquido de la misma, después de deducir los gastos y el pre-
mio que se le asignare por su administración. 
7- f 
7. El usufructo constituido en provecho de varias perso-
nas vivas al tiempo de su constitución, no se extinguirá hasta 
la muerte de la última que sobreviviere. 
Terminado el usufructo, se entregará al propietario la cosa 
usufructuada. Verificada la entrega, se cancelará la fianza ó 
hipoteca, salvo el derecho de retención que compete al usu-
fructuario 6 á sus herederos por los desenvolsos de que deban 
ser reintegrados. 
S. El usufructo se rige en las provincias forales por las 
leyes de Partidas; pero en Aragón y Navarra tiene algunas es-
pecialidades que le distinguen del usufructo común. Estas 
especialidades se refieren principalmento á los usufructos 
forales. 
En Aragón, como consecuencia de la falta de patria potes-
tad, no tienen los padres usufructo en el peculio adventicio 
del hijo. Todo su derecho se limita á percibir las rentas de ese 
peculio y aplicarlas á los alimentos y necesidades del hijo 
menor. 
En Aragón el cónyuge viudo, mientras permanezca en viu-
dedad, tiene por sus fueros y observancias, usufructo en los 
bienes raíces que pertenecieron al cónyuge premuerto. La 
jurisprudencia del Tribunal Supremo, interpretando este anti-
guo derecho de Aragón, ha declarado: 
1.° Que para gozar ese usufructo el cónyuge sobreviviente, 
está obligado á probar cuantos y cuales fueron los bienes que 
pertenecieron al cónyuge premuerto. (Sents. de 19 de Mayo 
de 1863 y 27 de Mayo de 1872). 
2.° Que el usufructo foral debe entenderse sólo en los bienes 
sitios 6 raíces, pero no en los muebles. (Sent. de 24 de Marzo 
de 1859). 
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3.° Que para gozar ese usufructo el viudo, es indispensable 
que la mujer aportara los bienes al matrimonio, y que los hubie-
ren disfrutado ambos cónyuges conjuntamente, (Sent. de 28 de 
Noviembre de 1868). 
En Aragón no se conoce la caución fructuaria y. sólo se 
exige cuando el usufructo consiste en bienes muebles; pero 
aún en este caso, si el usufructuario es muy pobre, basta que 
dé caución de hacer buen uso de las cosas. 
En Navarra existen los usufructos legales siguientes:  . 
1.° El que tiene el padre, y hoy por su defecto la madre, en 
los bienes del peculio adventicio del hijo. 
2.° El que t  i ene los mismos sobre los bienes que pertenecie-
ron á sus hijos, y que por ser troncales tienen que revertir al 
tronco. 
3.° El que tiene el cónyuge viudo sobre los bienes raíces 
que pertenecieron al cónyuge premuerto, mientras perma-
nezca viudo y habiendo formado oportunamente el inventario 
solemne de ellos. 
4.° El que tiene el cónyuge viudo sobre los bienes sujetos á 
reserva. 
El usufructo foral, ó sea el que tiene el viudo ó viuda sobre 
los bienes que pertenecieron -al otro cónyuge, lleva consigo la 
obligación de alimentar los hijos; y está declarado por Sen-
tencia de 20 Marzo de 1866, que no es sólo alimentos natura-
les los que debe prestar el usufructuario, sino alimentos civiles, 
regulados por las condiciones del que ha de darlos y del que los 
ha de percibir; y que no es obligación del viudo ó viuda tener 
precisamente en su casa á los hijos, ni de estos el vivir en su 
compañía, pues existiendo motivos justos de separación, deben 
prestarse. los . alimentos en otra, forma. 
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SECCIÓN QUINTA 
Del uso y de la habitación 
1. Naturaleza del uso.— 2. Modos de constituirse.— 3. Facul-
tades del usuario.— 4. Obligaciones del mismo.— 5. Modos 
de terminar.-6. Idea de la habitación.-7. Modos como se 
constituye.— 8. Derechos que confiere y obligaciones que im-
pone.— 9. Modos como termina. 
1. El uso ha venido figurando hasta ahora, como el usu-
fructo, entre las servidumbres, calificándolo de servidumbre 
personal. Los Códigos modernos le separan de las servidum-
bres, y como al usufructo, le colocan entre los derechos rea-
les; pero con existencia propia é independiente. Y con efecto, 
el uso no es una servidumbre; porque le faltan los caractéres 
que distinguen á las servidumbres. Cuanto sobre este particu-
lar hemos dicho del usufructo, debe tenerse aquí por repro-
ducido. 
Ni las leyes romanas, ni las españolas definieron el uso. 
Tampoco le definen los Códigos modernos, limitándose á seña-
lar sus efectos. Los expositores de derecho romano dan del uso 
una idea, diciendo que es jus alienis rebus ad necesitatem 
utendi, sera  earuni sustantia. Como participa tanto de la 
naturaleza del usufructo, y sólo se distingue de él en la menor 
extensión de facultades que confiere, atendieron más las leyes 
A explicar las diferencias que separan á ambos derechos, que 
á definir al uso. Del uso, sin embargo, debe decirse que es un 
derecho real constituido en cosas agenas, que confiere al que 
le goza la facultad de tomar de estas cosas lo que necesitare 
para sus necesidades. 
Fuera, pues, de las facultades, en todo lo demás se confunde 
el uso con el usufructo; y cuanto hemos dicho de este derecho 
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2. Como él se constituye por actos de última voluntad '6 
inter-vivos, y se gana por prescripción. Como él es un despren-
dimiento del dominio, que se ejerce con entera independencia 
de la persona del poseedor y reune todas las condiciones de un 
derecho real. Como él se constituye por el dueiio de los bienes 
que tenga la libre disposición de los mismos; y se ejercita 
previos inventario y fianza, á arbitrio de buen varón, como le 
ejercitaría un buen padre de familia. Y como en el usufructo, 
en fin, se restituyen las cosas en buen estado, luego que haya 
legalmente terminado el uso (1). 
3. Para determinar los derechos que el uso confiere al 
usuario, hay que consultar antes que todo al título en que está 
constituido. Las facultades serán las que expresamente estén 
consignadas en dicho título (2). 
Si en el título nada expresamente consta, entonces se enten-
derá que el usuario no puede tomar de los bienes más que los 
frutos ó utilidades que haya menester para sus necesidades 
personales. El usufructuario percibe todos los frutos, así natu-
rales como industriales ó civiles, así ordinarios como extraor-
dinarios que los bienes producen. El usuario sólo puede perci-
bir frutos naturales ó industriales, y de estos sólo aquella 
parte que sea indispensable para sus necesidades personales, 
y sólo por sí mismo puede usar de las cosas. No le es permi 
tido ceder en todo ni en parte su derecho, arrendar los bienes, 
contratar sobre el derecho que disfruta, ni celebrar ningún 
pacto que traspase á otra persona el ejercicio del uso (3). 
Todo tiene que acomodarse a las necesidades personales, por 
lo cual el uso no tiene límites definidos: sus límites dependen 
de las circunstancias particulares, posesión social y familia del 
usuario. Están conformes las leyes, en que siendo casado y 
teniendo familia propia el usuario, por necesidades deben 
entenderse las de toda su familia. 
(t) Garcia Goyena, La Serna, Escrich y otros. 
(2) Art. 523. 
(3) Arts. 524 y 525. 
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El uso de un fundo da derecho al usuario y á su familia para 
entrar y pasearse por el fundo, . -tomar sus frutos, y servirse de 
sus graneros, bodegas y demás, si el usuario las necesitase 
para sí. Si le otorgasen uso en alguna huerta, decía la ley 21, 
tít. 31 de la Partida 3. 8' debe tomar de' la fruta y de la ]torta-
liza lo que oviere menester para comer él é su compa i^a. 
El uso constituido en ganados ha suscitado dificultades que 
se han resuelto en los Códigos de muy diferente manera. Jus-
tiniano en la Instituta (1) resolvió que el usuario no pudiese 
tomar ni leche, ni lana, ni corderos , ni ningún_ producto; 
siendo únicamente su derecho el de servirse de los rebaños . 
para estercolar sus campos. La ley de Partida, separándose del 
derecho romano, decidió por el contrario, que el usuario pudiera 
servirse de los ganados, porque se engrecese la tierra del 
 estiercol que sale de ellos, é puede tomar leche, queso, lana, 
cabritos, lo que oviere menester para despensa de si ó de su cor-
paila. En el mismo sentido han resuelto la cuestión los Códigos 
modernos; y en el mismo la resuelve nuestro- código civil (2), 
porque es la solución más conforme á la equidad. Impedir al 
usuario aprovecharse de las crías y despojos .de los ganados, 
era lo mismo que anular el derecho. 
4. Como las obligaciones son siempre correlativas con los 
derechos, el usuario tiene menos deberes que el usufructuario. 
Debe inventariar, afianzar, conservar y restituir; pero no está 
obligado á desplegar en la conservación el mismo interés que 
el usufructuario. No corren de su cuenta los gastos de conser-
vación, más que en la parte más indispensable para impedir la 
ruina de los predios y cosas de que se sirve. Tampoco pesan 
sobre él las cargas de contribuciones, reparos, censos, pensio-
nes y demás (3). Todo esto corre de cuenta y cargo del propie-
tario, salvo el único caso de que el uso absorba todas las utili-
dades de las cosas; porque entonces, no percibiendo nada el 
(i) Párrafo 4 °, tit. 5 °, lib. 2.° 
(2) Art. 526. 
(3) Art. 528. 
(1) Art. 527. 
(2) Art. 529. 
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propietario, de cargo del usuario será el pago de estas cargas. 
Si sólo percibiera parte de los frutos, no deberá por regla 
general contribuir con nada; pero esto es en el supuesto de que 
queden todavía al propietario frutos 6 aprovechamientos bas-
tantes para cubrir gastos y cargas. Si no fueren bastantes, 
cubrirá el usuario lo que falte (1). 
3. El uso termina por los mismos medios que el usufructo; 
en lo que principalmente debe atenderse á las cláusulas y con-
diciones del título en virtud del cual se constituyó (2). 
6. Con el nombre de habitación se conoce en las leyes, un 
derecho real constituido en ageno predio urbano, que da facul-
tad al que lo tiene para ocupar ese predio por sí ó por su fami-
lia. Es el uso de una casa. 
Trataba de este derecho la ley 27, tít. 31 de  la  Part. 3.a, ^ . 
sin definirlo, determinaba los derechos y deberes que produce. 
Los Códigos modernos lo equiparan al uso; y con efecto, no se 
distingue del uso, sino en que se constituye siempre sobre pre-
dio urbano, mientras el uso puede recaer sobre cualesquiera 
Clase de bienes. Por lo demás, la habitación, tratada como ser-
vidumbre personal en las leyes antiguas, es mirada hoy como 
un derecho real, distinto del derecho de servidumbre. 
7. Se constituye por contrato 6 por testamento, y se hace 
constar en esta forma solemne para su inscripción en los Re-
gistros. No estando en esta forma inscrita, no perjudica á un 
tercero, que adquiere como libre el predio, y puede por lo tan-
to expulsar del mismo al usuario, sin perjuicio de que este 
repita por acción personal contra el propietario por la indem-
nización -del perjuicio. 
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8. La habitación puede otorgarse por toda la vida del usua-
rio, ó sólo por cierto tiempo; y confiere el derecho de habitar 
la casa el usuario con su familia. 
El usuario debe conservar en buen estado el predio, ejecu-
tando las obras necesarias para la conservación, para lo cual 
debe afianzar convenientemente, respondiendo de los daños 
que ocasionare. La ley de Partida expresamente concedía al 
usuario el derecho de arrendar el predio concedido para habi-
tación. E aun si la quisiere arrendar, decia, ó alongar, puédelo 
facer, pero d homes ó k mujeres que usan y buena vecindad. 
Esta atribución, sin embargo, es contraria al derecho de habi-
tación, porque este derecha se concede sólo á la persona. Por 
esta razón los Códigos modernos y con ellos el nuestro la 
suprimen, pasándola en silencio (1). 
9. El derecho de habitación termina con la muerte del usua-
rio, ó con el tiempo, si está concedido por plazo determinado; 
por renuncia; por prescripción y por perecimiento natural de 
la finca. 
(1) Art. 534. 
^ 
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CAPÍTULO VII 
De las servidumbres  
SECCIÓN PRIMERA 
De las servidumbres en general  
PÁRRAFO I  
De las diferentes clases de servidumbres que pueden  
establecerse sobre las fincas  
1. Origen y utilidad de las servidumbres.— 2. Definiciones de  
este derecho.— 3. Clases de servidumbres.— 4. Clases que esta-  
blece el código. 
 
1. Por su mismo nombré la servidumbre indica que  es un 
gravamen 6 servicio que pesa sobre los bienes, limitando la  
libertad y el derecho del propietario. Ese nombre es romano , . 
servitus, y viene del verbo latino servire, servir 6 prestar ser-
vicio; y debe ser muy antiguo este gravamen, porque hacen  
mérito de él las leyes y las costumbres más antiguas de los  
pueblos.  
No todas las servidumbres están  . impuestas por la necesi-
dad: muchas tienen su origen en la comodidad; pero impues-
tas por la necesidad ó aconsejadas por la comodidad, las ser-
vidumbres son una consecuencia del mismo derecho de pro-
piedad. En ocasiones dadas, ni aún sería posible la propiedad,  
sin servidumbres que facilitasen su ejercicio; y siempre la ser- 
vidumbre, poniendo en relación dos predios, hace mejor la con-
dición de la propiedad, aumentando sus utilidades y ventajas.  
Por eso los legisladores concedieron siempre una preferente 
 
atención á las servidumbres, legislando sobre ellas con alguna 
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detención. Los romanos fueron maestros en esta materia; y 
sin embargo, sus leyes están muy lejos de ser completas. Hay 
multitud de particulares que escaparon á la penetración del 
legislador romano, como han pasado desapercibidos para las 
Partidas, y que, más que por derecho escrito, se regían por 
reglas prácticas que constituían costumbre. Debe por lo mis-
mo buscarse las fuentes legales de la servidumbre en la ley 
y en la costumbre. 
2. La servidumbre debe ser definida como gravamen, más 
que como derecho; porque aunque tiene ambos aspectos, el 
nombre está tomado del primero, y como gravamen y limita-
ción de la propiedad figura en las leyes. Están, pues, más en 
razón los Códigos modernos (1), y con ellos nuestro Código (2), 
cuando definen á la servidumbre gravamen impuesto sobre un 
inmueble en beneficio de otro, perteneciente á distinto dueño. 
Las leyes romanas no definieron las servidumbres: se con-
tentaron con clasificarlas. Los glosadores del derecho romano 
suplieron aquel vacío diciendo, que servitus est quodam jus 
predio inherens, et ipsius utilitatem respiciens et alterius pre-
dius, sive libertatem minuens. 
En esta misma idea está fundada la definición que nos daba 
la ley 1.a, tít. 31, Part. 3.a: derecho que home ha en los edi-
ficios ó en las heredades agenas, para servirse de ellas á pro 
de las suyas. 
En las Escuelas goza de autoridad la siguiente definición: 
un derecho constituido en cosa agena inmueble, en virtud del 
cual el Señor de ella se obliga d permitir ó no hacer algo en 
beneficio de otro predio 
La última de estas definiciones es la mejor, porque da más 
completa idea de la servidumbre, considerada como derecho. 
La de los Códigos modernos es más jurídica, porque define á 
la servidumbre por lo que es : por una carga Co gravamen de 
la propiedad inmueble. 
(1) Códigos francés, holandés, napolitano y otros. 
(2) Art. 530. 
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De todas maneras, consiste la naturaleza de la servidumbre 
en ser un derecho real constituido en un predio ageno, y en 
tener por este derecto la facultad de impedir al dueño de ese 
predio que ejecute actos propios de su dominio, ó en obli-
garle á que permita se hagan en dicho predio actos que sólo 
su dueño puede ejecutar. Y se dice que las facultades consis-
ten en impedir 6 en que se permita, porque de ambas maneras 
s ejercitan las servidumbres. Bajo ambos aspectos la servi- 
mbre, por lo que hace al que la sufre, es una limitación del 
dominio; porque arranca al dominio facultades propias del 
mismo, ó impide su ejercicio. 
En toda servidumbre no pueden faltar dos predios; uno que 
goza del derecho y otro que sufre el gravamen. Al primero se 
le llama dominante, y su poseedor ve ensanchado su derecho 
de_ propiedad con facultades en predio ageno, que no corres-
pondían á su dominio: al segundo se le denomina sirviente, y 
su poseedor ve reducido su dominio, con limitaciones que en 
obsequio de otro le impiden el ejercicio de sus facultades (1). 
Las servidumbres se clasifican por su origen, por su natura-
leza, por su ejercicio, por su duración y -por las clases de los 
predios. 
3. Por su origen las servidumbres son naturales, legales 6 
convencionales, según que estén impuestas por la naturaleza 
misma, hayan sido introducidas por la ley, ó deban su existen-
cia á pactos humanos. 
Por su naturaleza las servidumbres son afirmativas ó nega-
tivas, según que consistan en hacer algo en predio ageno, ó 
en impedir que su dueño ejecute ciertos actos. 
Por su ejercicio son continuas ó discontinuas, según que se 
deban en todos los momentos, ó tengan sólo períodos ó épocas 
determinadas de ejercicio. 
Por sic duración se consideran perpetuas las que no están 
limitadas á tiempo determinado de existencia, y temporales 
(t) Art. 530, párrafo 2.• 
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las que deben cesar en un tiempo anteriormente determinado. 
Y por las clases de predios que las disfrutan se llaman rús-
ticas ó urbanas. 
El código admite las siguientes clases de servidumbres: 
continuas ó discontinuas: aparentes 6 no aparentes: positivas 
ó negativas: divisibles ó indivisibles: legales ó voluntarias. 
Y definiendo cada una de estas especies (1) nos dice: que 
servidumbres continuas son aquellas, cuyo uso es ó puede ser 
incesante, sin la intervención de ningúu hecho del hombre; 
y discontinuas las que se usan á intérvalos más ó menos largos 
y dependen de actos del hombre: aparentes las . que apare-
cen y están continuamcnte á la vista por signos exteriores que 
revelen el uso y aprovechamiento de las mismas: no aparentes  
las que no presentan indicio alguno exterior de su existencia: 
positivas las que imponen al dueño del predio sirviente la obli-
gación de dejar hacer alguna cosa 6 de hacerla por sí mismo; 
y negativas las que prohiben al dueño del predio sirviente 
hacer algo que le sería lícito sin la servidumbre: indivisibles  
si no se modifican, aunque'el predio se divida entre dos ó más, 
y cada uno tiene que tolerarla en la parte que le corresponde: 
. legales las que establece la ley y voluntarias las que nacen de 
un pacto. 
Otras divisiones suelen hacer los autores; pero creemos 
excusado mencionarlas, por su falta de aplicación práctica. La 
división de servidumbres en reales y personales es contrapro-
ducente, y la hemos desechado desde un principio. No hay más 
que servidumbres reales: las servidumbres personales no .son 
verdaderas servidumbres. Las mismas leyes romanas, que 
hablaron de ellas, se vieron precisadas á tratarlas separada-
mente de las servidumbres. En el Digesto se encuentra un 
libro entero, que es el 7.°, que está destinado exclusivamente 
á tratar del usufructo, del uso y de la habitación. Sólo después 
de establecida la doctrina sobre estos derechos, se entra en el 
siguiente libro 8.°, tít. 1.° á disponer de servitutibus, es decir, 
de las servidumbres prediales; y en él ni una palabra se dice 
de las servidumbres personales. El legislador romano dejó con 
(1) Arts. 532 al 53G.  
^ _ 
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este ejemplo demostrado que el usufructo, el uso y la habita-
ción no caben dentro del concepto general de las servi-
dumbres.  
Nuestro legislador D. Alfonso el Sabio abandonó aquel elo-
cuente ejemplo; y siguiendo las doctrinas escolásticas, com-
prendió en un sólo título (31, Part. 3.a), y bajo una sola deno-
minación común, á las servidumbres prediales y á las llamadas 
 
servidumbres personales. Pero su proceder no es admisible; 
 
y le abandonan los Códigos modernos, tratando antes y sepa-
radamente del usufructo, del uso y de la habitación, conside-
rándolos como lo que son: como unos derechos reales. 
 . 
La cuestión de método no sería seguramente una razón  
decisiva, pero lo es sin género alguno de duda la naturaleza  
intrínseca de la servidumbre. Esta naturaleza supone la exis-
tencia de dos predios contiguos, ó próximos al menos, de los  
cuales el uno sirve al otro, haciendo mejor su condición.‘ En  
las llamadas servidumbres personales no existe ninguna de  
estas condiciones. En ellas una persona ejerce en cosas agenas,  
sean prediales ó no lo sean, derechos que corresponden al  
dominio; pero porque ejerza estos derechos no hay razón  
alguna para llamarlos servidumbres. También los ejercen el  
acreedor censualista, el acreedor hipotecario, el poseedor del  
retracto, el arrendatario por más de seis años, el poseedor de  
la superficie, el' acreedor refraccionario; y sin embargo, á nin-
guno de estos derechos se les ha llamado servidumbres. Los  
predios en todos ellos sirven á las personas; pero como no sir-
ven directamente a otros predios, los derechos se llaman sim-
plemente derechos reales. En el mismo caso se encuentran el 
usufructo, el uso y la habitación (1). 
Nuestro código, sin embargo, parece querer reconocer la 
existencia de las servidumbres personales; puesto que en el 
art. 531 dice textualmente que también pueden establecerse ser-
vidumbres en provecho de una ó más personas, ó de una comu- 
(i) El Sr. Gutiérrez, apoyándose en la autoridad de Rogrón, cree que los derechos  
de usufructo, uso y habitación son verdaderas servidumbres; sin embargo de lo cual,  
afirma á la página siguiente,  que son caractéres distintivos de toda servidumbre el 
estar constituidas en cosa inmueble y el ser establecidas en utilidad d en favor de una 
cosa inmueble. 
"....P.LNTN.N0kt,, 
^ 	 . 	 . 
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nidad, d quienes no pertenezca la .finca gravada; y sin embargo, 
el código que tal precepto consigna, no hace mención alguna 
de las servidumbres personales, cuando ha tratado de las dife-
rentes clases de servidumbres. 
PÁRRAFO II 
De los modos de adquirir las servidumbres 
1. Enumeración de los modos.— 2. En que consisten.— 3. Re-
glas referentes d la prescripción.— 4. Mandato judicial.-
5. Formas de la voluntad humana.— 6. Reglas generales. 
1. De cinco maneras puede constituirse ó adquirirse una 
servidumbre, á saber por disposición de la ley, por testamento, 
por contrato, por mandato judicial y por prescripción. Todas 
ellas pueden reducirse á dos: la ley y la voluntad del hombre. 
La ley de Partida (1) señalaba sólo tres modos, á saber: el 
convenio, el testamento y la prescripción. Faltan en esta clasifi-
cación otras dos fuentes no menos fecundas de servidumbres, 
que son: la ley y la sentencia judicial. 
Los Códigos modernos dicen que son tres estas fuentes: la 
situación' natural de los lugares, las obligaciones impuestas 
por la ley, y las convenciones entre los particulares. Nuestro 
Código las reasume todas en las dos que hemos indicado (2). 
A dos, con efecto, se reducen todos los modos; pero si se han 
de expresar nominalmente, tienen que reconocerse los cinco 
que enumeramos antes. 
2. La ley y la voluntad del hombre, según acabamos de 
manifestar, son los modos como se constituye ó adquiere una 
(1) Ley 14, tit. 31, Part. 3.* 
(2) Art. 53;. 
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servidumbre; pero estos modos unas veces van reunidos y otras 
obran separadamente. 
La ley crea á veces ciertas servidumbres sobre la propiedad 
individual en nombre de un interés general, sin consultar para 
nada la voluntad particular de los propietarios, y hasta con-
trariando esa voluntad. En este caso se encuentran, entre otras, 
las servidumbres de paso en los predios rústicos, las de abre-
vadero, las de aguas y demás. De ellas tratarémos, siguiendo el 
método del código, en la sección siguiente. 
De naturaleza legal son también las servidumbres que se 
adquieren por prescripción, porque la prescripción es un modo 
establecido por la ley, y por las reglas que la ley establece 
regida. 
Mas con este modo se mezcla con frecuencia el título, por 
ser necesario para que aquella se realice, y el título es comun-
mente una manifestación, ya singular, ya paccionada de la 
voluntad humana. 
Otras veces la servidumbre no tiene más origen ni modo 
legal de constituirse que esa misma voluntad; y como la 
expresión de la voluntad puede ser intervivos ó mortis causa, 
de aquí que se haya dicho también que los testamentos y los 
contratos son modos legales de constituirse las servidumbres. 
3. El término fijado por la ley (1) para la prescripción de 
 las servidumbres es el de 20 años. 
Toda prescripción por regla general supone título, puesto 
que no hay prescripción sin buena fe, y la buena fe ha de 
apoyarse en un título justo. Esta doctrina, sin embargo, no 
siempre halla aplicación rigurosa en materia de servidumbres. 
Las hay que se adquieren sólo por título, y en las que por con-
siguiente no cabe aplicación de las reglas de prescripción: las 
hay que se adquieren por sola la prescripcióh sin título; y las 
hay que requieren la concurrencia simultánea de los dos requi-
sitos. Procede' este -fenómeno de la naturaleza misma de las 
(1) Art.537. 
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servidumbres, que por la mayor 6 menor facilidad que ofrecen 
para su justificación, exigen que se reuna 6 no en ellas el 
lleno de los modos legales. 
Las servidumbres que reunen las cualidades de ser continuas 
y además de continuas aparentes, pueden adquirirse por cual-
quiera de los dos modos indicados; ó sean, por sólo el título, 6 
por sola larprescripción sin título (1). 
En las servidumbres continuas no aparentes y en las discon-
tinuas, por el contrario, no hay más que un modo de adquirir: 
el título (2). Ni el uso, ni la posesión, ni las presunciones é 
indicios más vehementes sirven de prueba para esta clase de 
servidumbres, por lo oscuras que 
 . se presentan, á causa de la 
falta de signos permanentes que las den á conocer. Sólo podrá 
suplir la falta del título un reconocimiento del dueño del pre-
dio sirviente, formalizado en solemne escritura pública, 6 una 
ejecutoria obtenida en juicio contradictorio (3). 
Cuando, como sucede en las servidumbres continuas, la ad-
quisición se verifica por sola la prescripción, el tiempo no se 
cuenta de la misma manera en todas. El tiempo de posesión en 
las afirmativas se cuenta desde que el dueño del predio domi-
nante hubiere empezado á ejercerla sobre el predio sirviente; 
y en las negativas desde el día en que el dueño del predio domi-
nante hubiera prohibido, por un acto formal, al del sirviente, la 
ejecución del hecho que sería lícito sin la servidumbre (4). La 
ley, que así lo previene, quiere hechos positivos y externos, 
para que, por la prueba de ellos, pueda en todo tiempo probarse 
la existencia .de la servidumbre. 
No resuelve concretamente nuestro derecho el valor que á 
la ley merezcan los signos y señales externas que anuncian 
en los predios la existencia de las servidumbres. Tal sucede 
en los predios urbanos con los acueductos de piedra 6 ladrillo 
que hayan servido para el paso de las aguas destinadas á riego, 
y en los predios urbanos, con la forma de las cubiertas de los 
edificios, por lo que hace á otras servidumbres de aguas. Sólo 
 
  
(1) Art. 537. 
(2) Art. 539. 
(3) Art. 540. 
(4) Art. 538. 
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para el caso concreto de que el propietario de dos fincas deje, 
al enajenar una de ellas, un signo de servidumbre entre ellas, 
decide que se entenderán subsistente las servidumbres; á no ser 
que se exprese lo contrario en el título de enajenación de cual-
quiera de dichas fincas, ó se haga desaparecer aquel signo antes 
del otorgamiento de la escritura (1). 
4, Se constituyen también las servidumbres por mandato 
judicial en los juicios divisorios y siempre que su uso sea 
indispensable para la propiedad. La ejecutoria en estos casos 
será el título legal, y en él constará la clase, circunstancias y 
extención del derecho que se constituye. 
Su inseripción eñ el Registro, en este como en todos los 
casos, es necesaria para que perjudique a tercero que adquiera 
el predio sirviente; y esta inscripción debe hacerse, según los 
términos del art. 13 de la ley hipotecaria, en ambos predios, 
dominante y sirviente. 
5. Y por último, se constituyen ó adquieren las servidum-
bres por voluntad expresa del hombre, en una de las dos for-
mas en que esta voluntad puede expresarse á saber: por últi-
ma voluntad ó por voluntad entre vivos. 
El simple usufructuario, y aún el poseedor de buena fe, no 
tienen potestad para constituir servidumbres en los predios 
que usufructuan ó poseen; porque no son dueños, y la servi-
dumbre es una enajenación de parte del dominio. Si la impu-
sieran, la servidumbre no tendría más duración que la dura-
ción del derecho del constituyente; pero con la consolidación 
del derecho del constituyente, la servidumbre adquiriría cer-
tidumbre y perpetuidad. 
El testador, además de dominio en el fundo, ha de tener capa-
cidad jurídica para testar. El contratante necesita estar en el 
pleno ejercicio de sus derechos civiles, es decir, tener la libre 
( 1) Art.541. 
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disposición de sus bienes. Faltando uno de estos requisitos, la 
servidumbre' constituida sería nula. 
La forma del pacto ha de ser solemne, porque sólo los dere-
chos reales que constan en instrumento público pueden ser 
inscritos en el Registro. Sobre este particular, sin embargo, 
debe tenerse presente lo que la ley hipotecaria tiene dispuesto 
en la última reforma, relativamente á la manera de inscribir la 
posesión de toda clase de derechos reales. 
Si el fundo sobre el que va á constituirse una servidumbre 
pertenece pro-indiviso á diferentes personas, es necesario el 
consentimiento de todos los condueños para que la servidum-
bre se constituya legalmente. 
6. Por último, son reglas generales, cuya doctrina debe 
tenerse presente en materia de servidumbres, que al que pre-
tende gozar una servidumbre, incumbe hacer la prueba de su 
existencia: que la libertad de los predios se presume siempre. 
mientras no conste lo contrario: que no habiendo predio sir-
viente, no es posible hacer declaración de la existencia de ser-
vidumbre; y que el(que tiene á su favor una servidumbre, puede 
hacer las obras necesarias para su conservación, si con ello no 
causa perjuicio á tercero. 
7. La ley, por necesidad, crea una multitud de servidum-
bres en obsequio a la propiedad y al bien común; y estas ser-
vidumb^es, que se llaman públicas y legales, se imponen a 
los propietarios en virtud de un principio de utilidad general, 
á veces sin consultar su voluntad, á veces consultándola, 
pero sin perjuicio del derecho de imponerlas, si la utilidad 
pública lo exige. 
Las hay de dos especies: unas de exclusiva utilidad 
común; y otras de utilidad particular recíproca (1). En la im- 
(i) Doctrina confinada por el art. 549 del código, que dice: las servidumbres 
impuestas por la ley tienen por objeto la utilidad pública 6 el interés de los parti-
culares. 
a 
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posibilidad de enumerarlas todas, citarémos sólo las más comu-
nes. A la primera especie pertenecen todas las que por nece-
sidad de la defensa de plazas y fronteras, seguridad de los 
caminos, servicio de los montes, fomento de la ganadería y 
navegación de los ríos y canales, establecen las leyes y regla-
mentos administrativos. A la segunda corresponden las entra-
das que á los fundos y en épocas de cultivo y recolección se 
imponen á los fundos inmediatos, el paso de las aguas y otras 
que son de una necesidad imprescindible. Por el mucho uso 
que estas servidumbres tienen en la práctica, aunque estén 
más principalmente reglamentadas por las leyes administra-
tivas, conviene que el derecho civil se ocupe también de ellas. 
Al fin son otras tantas limitaciones del dominio privado, y al 
orden civil interesa su establecimiento. 
SECCIÓN SEGUNDA 
De las servidumbres legales 
PÁRRAFO I 
 Disposiciones generales 
1. Idea general de estas servidumbres.— 2. Zonas militares.-
3. Policía de caminos.-4. Fomento de los montes.— 5. 
Ganadería. 
1. El Código, si no de todas, se ocupa de una parte muy 
principal de estas servidumbres, declarando, que las públicas 
se regirán por las leyes y reglamentos especiales que las deter-
minan, y por su defecto por las reglas del código; y las parti-
culares por el contrario se gobernarán en primer término por 
las reglas del Código, y supletoriamente por lo que dispongan 
las leyes, reglamentos ú ordenanzas generales ó locales de 
policía. 
Entre las de interés público se encuentran las establecidas 
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para defensa de plazas fuertes y costas, las que tienen por 
objeto la policía y seguridad de los caminos, las que atienden 
al fomento de la riqueza forestal y las necesarias para el uso 
y aprovechamiento de las aguas. 
Entre las de interés particular deben contarse las llamadas 
de paso, acueducto, abrevadero, pasto, saca de piedra ó tierra 
y otras muchas que no se enumeran. 
2. Para la defensa de las plazas fuertes y de las costas hay 
establecidas zonas. La zona es terrestre en las plazas fuertes y 
castillos, y marítima en las costas. Todo cuanto se contiene 
dentro de las zonas está sujeto á servidumbres exigidas por el 
arte de la guerra. 
La zona terrestre se extiende á 1,500 varas, medidas desde 
las obras más avanzadas de la plaza. Esta zona se subdivide 
en tres fajas de á 500 varas cada una (1). En las primeras 500 
varas no se permite construir edificio ni hacer plantación de 
ninguna especie. Ea la segunda faja comprendida entre 
las 500 y 1,000 varas, la Administración militar concede per-
miso para edificar casas de un piso con zócalos de yli.edra y 
paredes de madera. En la tercera, que la constituye el espacio 
entre las 100 y 1500 varas restantes, los edificios, siempre con 
permiso é intervención de la autoridad militar, pueden ser de 
un piso de mampostería, pero que no exceda de medio pie de 
espesor. El objeto de estas disposiciones, que limitan la liber-
tad de los propietarios, impidiéndoles edificar como tuvieran 
por conveniente, no es otro que evitar rodeen a las plazas de 
guerra edificios donde pudiera fortificarse un enemigo en el 
caso de un sitio ó asedio: cada limitación es una servidumbre 
porque pesa sobre los predios incluidos en las zonas militares, 
consiste en impedir, y está introducida en beneficio de un 
predio, que es la plaza fuerte 6 castillo. 
La zona marítima es de dos clases (2): una de '20 metros, 
llamada de salvamento, y otra de 6 metros, denominada de 
(1) Real orden de 16 de Septiembre de 1856. 
(2) Arts. 8, 9, 10 y 11 de la ley de aguas de 3 de Agosto de 1866 reformada en 1879. 
— 257 — 
vigilancia. La de salvamento tiene por objeto proporcionar un 
espacie-de terreno donde depositar los restos, efectos y carga-
mentos de un naufragio, y aún los efectos de la pesca, cuando 
los pescadores, por efecto del temporal, se ven precisados á 
varar en la playa. Aunque los buques y los pescadores pueden 
para ese efecto humanitario servirse de aquel espacio de las 
costas, contra la voluntad de sus dueños, deben evitar el cau-
sar daños á la propiedad particular, y en todo caso están obli-
gados á la indemnización. La zona de vigilancia se halla esta-
blecida por motivos de seguridad; y es un camino ó vía, por 
donde pueden transitar las fuerzas encargadas de la vigilancia 
ó persecución del contrabando. No es de precisión que esa vía 
vaya por la orilla misma del mar. Donde el terreno no lo con-
sienta, la Administración puede fijarla tierra adentro,' siem-
pre dentro de la zona terrestre destinada a salvamento. 
El establecimiento de estas servidumbres no impide á los 
propietarios el que siembren, planten ó edifiquen en sus terre- 
_ nos; pero necesitan para hacerlo un permiso de la autoridad de 
Marina, a fin de que las edificaciones ó plantaciones no hagan 
imposible el uso de las zonas de salvamento y vigilancia. 
3. Pertenecen también á la clase de servidumbres legales 
las que las Ordenanzas (1) y Reglamentos establecen para la 
policía y seguridad de los caminos. También estas servidum-
bres tienen su zona, que miden 30 varas, tomadas desde el eje 
del camino. Dentro de esa zona se prohibe á los propietarios 
hacer represas, pozos, ni abrevaderos, zanjas, calzadas, ni 
obra alguna que impida el curso natural de las aguas. Para la 
construcción ó reparación de edificios, cercas, alcantarillas, 
caminos y demás necesitan licencia de la Administración. Del 
mismo modo, y con motivo de la construcción O
-reparación de 
caminos, los predios particulares tienen que sufrir servidum-
bres, corno la ocupación temporal de parte del terreno con 
materiales de construcción, arrastre de estos materiales, toma 
(1) Ordenanza de carreteras de id Septiembre de 1852. 
TOMO II. li 
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de los mismos, explotación de canteras, aprovechamiento de 
arenas y demás; siempre con el derecho á indemnización. 
4. A la misma clase de servidumbres públicas pertenecen 
ciertas prohibiciones impuestas á la propiedad por las leyes y 
reglamentos de montes, en beneficio de la riqueza  • forestal, y 
con el fin de que un mal cálculo no extinga en España este 
ramo de la riqueza, tan necesario para la higiene, como para 
el fomento de la agricultura y ganadería, y para la construc- 
	
i: 	 ción civil y naval. Entre estas servidumbres pueden contarse 
k 	 las que impiden al particular poblar libremente de arbolado 
{ '  sus terrenos sin permiso de la Administración, ó despoblar por 
el contrario por especulación, obligándole en tal caso a admi-
tir la expropiación por causa de pública utilidad. 
5. A la misma especie pertenecían innumerables privile-
gios que por las leyes Recopiladas, en perjuicio de la agri- 
• cultura, disfrutaba el Consejo General de la Mesta, represen- 
	
I T 	 tante de la ganadería trashumante, para abrevar y pastar los ganados, obligando a los propietarios á mantener abiertas las 
	
w 	 tierras, impidiéndoles que arrendaran libremente los prados y 
• • 	
las tierras, y sometiéndoles á otros gravámenes que hacían de 
1  peor condición sus predios. Las leyes modernas, y muy espe-cialmente la de 8 de Junio de 1813, suprimió estos graváme-
nes, declarando acotadas perpétuamente las propiedades par- 
'  titulares y en libertad sus dueños de contratar como quisieren; 
pero quedan todavia en obsequio de la ganadería, algunos 
derechos, y entre ellos las cañadas, cordeles y abrevaderos por 
donde hacen sus expediciones periódicas los ganados trashu-
mantes. Las cañadas tienen 90 varas de anchura, los cordeles 
45 palmos y las veredas 25. 
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PÁRRAFO II  
De las servidumbres en materia de aguas  
1. Enumeración de estas servidumbres.— 2. Servidumbre de 
paso de las aguas llamada natural.— 3. Id. de acueducto.-4. 
Id. de estribo de presa.— 5. Id. de partidor.- 6. Id. de abre- 
vadero.— 7. Id. camino de sirga.— 8. Otras servidumbres. 
1. El uso y aprovechamiento de las aguas, ya como medio  
de locomoción, ya como motor, ya como riego, da también  
origen á servidumbres, que la propiedad privada  tiene que 
 
soportar, unas veces en utilidad del público en general, y  
otras por interés recíproco de la misma propiedad individual.  
Esta materia ha sido científicamente dispuesta por la ley de 
 
13 de Junio de 1879. El código hace suyos los principios capi-
tales de dicha ley.  
De cinco clases de servidumbres se ocupa la ley, agrupán-
dolas bajo las denominaciones de servidumbres naturales, de 
 
acueducto, de estribo de presa, de abrevadero y de camino de 
 
sirga. Pero hay en la ley de aguas otras servidumbres, que no 
 
se hallan en los cinco grupos indicados.  
2. Por servidumbre natural la ley entiende el paso que los  
predios inferiores tienen que dar las aguas que nacen en 
 
predios de nivel superior. Es una ley física la que impele á las 
 
aguas en su carrera hacia los terrenos más bajos; y en cum-
plimiento de esta ley, todo propietario está obligado á no 
 
impedir con obras ese paso natural de las aguas. 
 
Pero si el dueño del predio inferior no puede hacer obras 
 
que impidan estas servidumbres, tampoco los dueños de los 
 
predios superiores pueden ejecutar nada que les agrave (1).  
(1) Art. 552. 
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s Si las aguas fluyen naturalmente, el dueño del predio ó pre-
dios sirvientes, ningún derecho tiene á la indemnización de 
perjuicios. Si las aguas han sido artificialmente obtenidas por 
lo que se llama alumbramiento, si proceden de sobrantes de 
riegos 6 de establecimientos industriales, la indemnización del 
perjuicio es procedente (1). 
La diferente solución de la ley en uno ú otro caso, está ajus-
tada ii, los buenos principios de equidad. En el primero no es 
el hombre, sino la naturaleza misma, quien impone la servi-
dumbre. En el segundo es el hombre quien se aprovecha de 
las aguas para riegos ó para fuerza motriz; y no sería justo, 
que después de utilizarse de las aguas, causara daño á otro 
predio sin indemnizarlo. 
Las reglas expuestas no impiden que cada propietario den-
tro de su predio levante malecones, ribazos, cauces y otras 
obras, que sin perjudicará tercero, hagan menos gravosa la 
servidumbre de su predio, ya recogiendo las aguas, y suavi-
zando su descenso. Tambien puede emplearlas en usos propios 
desde que entran en su predio; pero en este caso cesa el dere-
cho á la indemnización (2). 
Obligación del dueño del predio sirviente es dejar expedito 
el curso de las aguas, removiendo cualquier obstáculo, como 
tierras, piedras y demás que embaracen su curso, para evitar 
embalses 6 inundaciones que dañen á otros predios; y al cum-
plimiento de esta obligación puede ser compelido gubernati-
vamente. 
3. Cuando las aguas se recogen y conducen encauzadas 
por espacios abiertos O cerrados, con destino A servicios públi-
cos, como fuentes, abrevaderos, lavaderos, esguevas, etc., ó á 
industrias particulares de reconocido interés general, puede 
imponerse á los predios la servidumbre llamada de acueducto. 
La ley designa las industrias particulares que pueden gozar 
de este beneficio, y son: riegos, baños, fábricas, desecación de 
(1) Art. 69 de la ley de aguas. 
(2) Art4. 70 al 74 de dicha ley. 
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lagunas ó pantanos, salidas de alumbramientos, aguas de 
escorrentías ó drenages. Sólo estas industrias gozan el derecho 
de poner la servidumbre de acueducto; pero en todo caso, no 
es el particular, sino el Gobernador de la provincia quien, 
oyendo á los interesados en la servidumbre, decreta la con-
cesión (1). 
Y para decretarla el particular que solicite la servidumbre 
tiene que justificar los extremos siguientes: 
1:° Que puede disponer del agua y que esta es suficiente 
para el uso á que la destina. 
2.° Que el paso que solicita es el más conveniente y menos 
oneroso para tercero. 
3.° Que está dispuesto a indemnizar al dueño del predio 
sirviente en la forma que determinan las leyes (2). 
Aún así están eximidos de esta servidumbre los edificios, 
las huertas, Lps jardines, y otros acueductos anteriores, á 
menos que sus dueños lo consientan (3). 
La Administración, al conceder la servidumbre de acueducto, 
fija las condiciones que ha de tener, es decir, su anchura, su 
profundidad, su dirección, su construcción en acequia abierta, 
acequia • cerrada ó tubería. Todo acueducto, cuya duración 
exceda de 6 años, se considera perpetuo (4); y da derecho al 
dueño del predio sirviente á cobrar el valor del terreno y el de 
los perjuicios que se le irrogan. Cuando el acueducto es tem-
poral, sólo tiene derecho á cobrar un doble de la renta que 
corresponde á dicho terreno y los perjuicios que se le irroguen 
por el tiempo de la ocupación (5). 
El que obtiene la servidumbre se hace dueño del acueducto, 
del terreno que ocupa y de sus márgenes, poi las que puede 
transitar libremente ; pero no puede impedir que el dueño del 
predio sirviente edifique encima del acueducto, lo cubra, lo 
cierre ó lo pase con puentes, siempre que no disminuya el 
cauce ni dificulte el curso de las aguas (6). 
(1) Arts. 75 al 78 id. 
(2) Art. 558. 
(3) Art. 838 id. 
(4) Art. 87 id. 
(5) Art. 88 id. 
(6) Arts. 95 al 96 y 560 del código. 
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4. Servidumbre de estribo de presa es la que se impone á 
los dueños de las márgenes de un río próximas á una presa, 
obligándoles á permitir que en sus terrenos se apoye la presa. 
Al Gobierno toca conceder esta servidumbre, cuando las 
aguas son públicas; y al Gobernador de la provincia, cuando 
son particulares. En uno y otro caso debe preceder expen-
diente escrito, pago del terreno ocupado y abono de daños y 
perjuicios (1). 
5. Semejante á la anterior es la servidumbre de parada ó 
partidor, que es una presa en acequia ó regadera destinada 
al riego, con el fin de levantar el nivel de las aguas. El que 
necesite, para construir esta parada, apoyar su construcción 
en las márgenes, puede exigir de sus dueños el permiso (2), 
por los mismos procedimientos y bajo las mismas condiciones 
que en la anterior servidumbre. 
6. La servidumbre de abrevadero y saca de aquas se im-
pone por la autoridad gubernativa por necesidad pública, 
cuando una población ó caserío carece de este indispensable 
elemento de la vida, y no hay medio de proporcionarlo sino 
imponiendo al particular que posee manantiales, la servidum-
bre de abrevar los ganados  ó tomar el agua los vecinos. La 
servidumbre comprende dos extremos: el de que el dueño per-
mita la extracción del agua, y el de que conceda por su predio 
el paso necesario para las personas y los ganados (3). Nada 
tie esto puede hacerse,_ sino con expendiente justificativo de 
la necesidad y previa la indemnización correspondiente. 
7. Llámase por último camino de sirga, la vía que en las már-
genes de los canales y ríos navegables tienen que sufrir todos 
los dueños de tierras ribereñas, para que pueda verificarse el 
paso y arrastre de embarcaciones. Ese camino es de un metro, 
f 1) Arts. 102 al 104 y 554 de id. 
(2) Arts. 105 y 106 de la ley y 562 del código. 
(3) Arts. 107 al 111 y555 del código. 
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si se destina á peatones, y de dos metros, si sirve para el 
paso de caballerías. A su establecimiento debe también prece-
der expendiente escrito é indemnización. La servidumbre se 
impone por necesidad, pues sin ella sería imposible la nave-
gación fluvial; pero por lo mismo, cesa desde el momento en 
que el río deja de ser navegable (1). 
8. Esa misma navegación, la flotación 6 arrastre de made-
ras por los ríos, y la pesca, hacen indispensables otras servi-
dumbres. Así la ley de aguas y el código civil (2) establecen 
permanentemente en las riberas de los ríos, una zona de tres 
metros de anchura para servicio del público, «en interés gene-
ral de la navegación, flotación, pesca y salvamento» (3). Así 
la misma ley prohibe á los propietarios hacer en los caminos 
de sirga ningún género de plantaciones ni construcción que 
embarace su uso. Así -les obliga á permitir que en sus predios 
se fijen estacas 6 plantones donde amarrar las barcas, que los 
pescadores tiendan sus redes, y - los navegantes, en caso de 
avería, depositen efectos ó mercancías : todo con la condición 
de indemnizar los perjuicios (4). Así prohibe (5) abrir pozos 
dentro de las poblaciones a menor distancia de dos metros del 
pozo de otro dueño, y de quince metros si es en el campo, ó 
pozos • artesianos 6 socavaciones y galerías á menor distancia 
de 40 metros de un edificio 6 de un camino, y de-100 metros 
de otros alumbramientos, canales, fuentes ó abrevaderos públi-
cos (6). 
Todas estas limitaciones del dominio, y otras muchas más 
que contienen las leyes de aguas, minas, montes y caminos, 
son otras tantas servidumbres públicas impuestas á la propie-
dad particular, por razones de utilidad general, 6 en justo 
respo á derechos de un tercero. 
(1) Arts. 112 al 118 de la ley y 553 del código. 
(2) Arts. 36 y 553 id. 
(3) Arts. 118 y 553 id. 
(4) Art. 120. 
(5) Art. 19. 
(6) Art. 24. 




Be la servidumbre de paso 
1. Servidumbres místicas en. general.— 2. Clases. 3. Servi-
dumbre de paso.— 4. Servidumbres de paso de ganado tras-
humante.— 5. Servidumbres provisionales.— 6. Otras varias 
servidumbres. 
1. Cuando el predio dominante en una servidumbre es un 
predio rústico, la servidumbre se llama rústica; y aquí por 
predio rústico se entiende, todo fundo que no esté destinado 
á la vivienda del hombre, aunque se halle próximo á esa 
vivienda y tenga con ella comunicación inmediata, como una 
huerta, un parque, un jardín, una alameda. 
2. Las servidumbres rústicas son muchas. De algunas de 
ellas nos hemos ocupado incidentalmente, al tratar de las que 
deben su origen á. la ley. A la misma clase pertenecen las de 
senda, camino y carretera, acueducto, abrevadero, pasto, saca, 
de tierra, arena é piedra, y otras de que hablan las leyes 
de Partida, copiando á las romanas. A las servidumbres de 
senda, camino y carretera, se las conoce más comunmente en 
el derecho con el nombre de servidumbres de paso; y pueden 
ser legales, forzosas ó convencionales y voluntarias. 
3. Forzosamente se obliga al propietario del fundo ó fun_ 
dos próximos a un camino, á dar paso por sus tierras d los pro-
pietarios de fundos interiores para el cultivo de estos fundos, 
conducción de abonos y semillas, y extracción de frutos, leñas 
y demás. Esta servidumbre puede ser continua ó disconti-
nua. Las leyes de Partida (1) la pasaron en silencio, ocupán- 
(1) Tít. 31, Part. 3.' 
1 
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dose sólo de las que con los nombres de senda, camino ó carre-
tera existen permanentemente en los predios, fundadas por 
pactos humanos ó adquiridas por usos antiguos. Las leyes 
romanas (1) la habían establecido, decretando que præses com-
pelere debet justo pretio iter el præestare: ita tatuen ne vicinus 
magnum patiatur detrimentum. El Proyecto de Código civil 
de 1851, supliendo el vacío de las leyes de Partida, propo-
nía (2) que se obligase al propietario d dar paso d las tierras 
interiores, por el punto menos perjudicial al predio sirviente, 
y en cuanto sea conciliable_ con esta rola, por donde sea menor 
la distancia del predio dominante al camino público; y que la 
anchura de esta servidumbre fuese la que bastase d las necesi-
dades del predio dominante. 
Por fin, el código .actual, llenando este vacío importantí-
simo para la agricultura que se notaba en nuestras leyes 
históricas, ha dictado las reglas precisas para el estableci-
miento y régimen de la servidumbre de paso, que hasta ahora 
no tenía más régimen que el de la costumbre, no siempre bien 
determinada. 
Principia el código por confirmar el mismo principio que 
estableció el Proyecto de 1851, haciendo forzosa la servidum-
bre de paso, previa la indemnización correspondiente, para el 
servicio de las tierras que 
 _ se encuentran enclavadas entre 
otras agenas y sin salida á camino público. Y la servidumbre 
en este caso se constituirá, no sobre cualesquiera de las tierras, 
sino sobre aquellas que den salida a camino público; y no por 
cualquier punto, sino 'en cuanto sea posible, por donde menos 
perjuicio se cause al predio sirviente. 
Serán por consiguiente requisitos indispensables para el 
establecimiento de estas servidumbres: 
1.° Su necesidad, ó sea que la tierrra á cuyo favor ha de 
establecerse se encuentre rodeada de propiedades agenas, y que 
no tenga salida alguna á camino público. 
2.° Que el paso se de por donde menos perjuicio se cause 
al predio sirviente. 
(1) Ley 12, tít. 7.°, lib. 11 y ley l.', tit, 3.°, lib. 39 del Digesto. 
(2) Art. 507. 
.A 
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3.° Que, en cuanto sea posible, el paso sea por donde menos 
distancia exista á camino público. 
4.° Que la anchura y condiciones del paso se regulen por 
las necesidades del predio dominante. 
5.° Que en todo caso se indemnice el perjuicio. 
6.° Que la servidumbre cese, desde el momento en que por 
cualquier causa deje de ser necesario para el predio dominante 
el paso (1). 
En estas seis reglas está reasumida toda la doctrina legal 
relativa á la servidumbre de paso. 
Explicándolas, debemos decir, que si la tierra entradiza tiene 
por algún punto, sea el que fuere, cómoda salida á un camino, 
no habrá derecho á exigir el paso por otras tierras. 
No será tampoco necesario siempre dar salida por el camino 
más corto, porque este camino, 6 puede ser muy difícil para 
el dueño del predio dominante á causa del desnivel del suelo 
ó de otras causas, 6 puede por el contrario ser muy gravoso 
para el dueño del predio sirviente, á causa de tener que atra-
vesar con él plantíos de gran valor. En caso de desavenencia 
entre unos y otros dueños sobre la dirección del paso, serían 
peritos inteligentes quienes decidiesen la cuestión. 
Ha de ser la anchura del paso proporcionada á las necesi-
dades del predio sirviente; porque una tierra pequeña no está 
en el mismo caso que un coto grande. Las fincas grandes 
necesitan para su cultivo yuntas de bueyes 6 mulas, carros y 
aperos, que ocupan para su servicio mayor espacio que las 
pequeñas. 
Para determinar el modo de indemnizar el perjuicio que con 
las servidumbres de paso se irrogan á los predios sirvientes, el 
el código distingue si las servidumbres son discontinuas ó 
continuas. Si la servidumbre es continua, por establecer un 
paso permanente al predio dominante, la indemnización con-
sistirá en el valor del terreno ocupado y en el importe de los 
perjuicios que se causen. Si la servidumbre es discontinua, 
porque sólo en épocas determinadas se hace uso de ella para 
(1) Arts. 56f, 565) 566. 
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el cultivo del terreno 6 extracción de cosechas, la indemniza- 
ción consistirá en el abono del daño que se cause con el uso (1).  
Pero no habrá derecho á indemnización de una ni otra clase,  
cuando vendida ó permutada una finca, quedara enclavada en-
tre otras del vendedor 6 permutante (2).  
En todo caso, desde que deje de ser necesaria una servi-
dumbre de paso, -por haberse abierto un camino nuevo, por  
haber adquirido el dueño del predio dominante otra más pró-
xima á camino, ó por cualquiera otra causa, el dueño del pre-
dio sirviente puede librarse de la servidumbre, devolviendo la 
indemnización que hubiere recibido (3). 
4. Las servidumbres que por leyes especiales disfruta el 
ganado trashumante, y que son conocidas con los nombres de 
cañadas, cordeles y sendas mestenas no se rigen por las 
reglas del código civil. El código (4) se limita respecto de 
ellas á declarar que continuarán esas servidumbres en la mis-
ma forma y bajo las mismas reglas en que hoy se hallan esta-
blecidas. 
5. Pueden también establecerse con carácter provisional 
ciertas servidumbres para construir ó reparar edificios, como 
son: colocación de andamios en predio ageno, paso de materia-
les, extracción de agua etc. En estos casos, justificada con- 
venientemente la necesidad, el dueño del predio sirviente 
puede ser compelido a sufrir la servidumbre, siempre con la 
condición de abonársele los perjuicios que se le causen (5). Es 
este un precepto nuevo, del cual ningún precedente existía 
en nuestro derecho, y cuya justicia y necesidad son bien 
notorias. 
(1) Art. 56t.  
(2) Art. 567. 
(3) Art. 56. 
 
(6) Art. 570. 
 
(7) Art. 569. 
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6. Forzosas son también las servidumbres que para el 
paso de las aguas tienen que sufrir los predios, en los términos 
que dejamos expuestos en la sección precedente. El . derecho 
romano había reconocido estas servidumbres, declarando que 
semper hanc esse servitutem prcediorum inferiorem, at natura 
aquam profluentem excipiant. Agri naturam esse servandam, 
et semper inferiorem superiori servire. Y aitadía la ley para 
completar la doctrina: sciendum est, hanc actionem vel supe-
riori adversus inferiorem compelere, ne aquam quæ natura 
íluat, opere facto inhibeat per suum agrum decurrere. 
Los modernos Códigos proclaman la misma doctrina, deci-
diendo (1) que los predios inferiores están sujetos d recibir las 
aguas que naturalmente y sin obra del hombre caen de los supe-
riores, así como la tierra y piedra que arrastran en su curso; y 
que ni el dueüo de un predio inferior puede hacer obras que 
impidan esta servidumbre, ni el del superior obras que la 
agraven. 
Estos principios han sido confirmados por la ley d e. aguas, 
ampliándolos en los términos que hemos visto, á las que pro-
ceden de alumbramientos artificiales y sobrantes de indus-
trias; si bien con sujeción a reglas de uso y aprovechamiento, 
y siempre bajo la condición de indemnizar cumplidamente el 
valor del terreno, de las rentas y de los daños y perjuicios. 
Las servidumbres de senda, camino y carretera pertenecen 
á otra clase. No las impone la ley: las establecen los parti-
culares. Todas tres son de paso; pero se diferencían en la ma-
nera de usarlas y en las dimensiones de estas vías. Por la de 
senda se transita á pie ó á caballo: por la de camino se con-
duce en caballerías ó carros mieses, abonos y efectos: por la 
de carretera se arrastra y conduce todo, hasta leñas, maderas 
y demás. Ni las leyes romanas ni las españolas (2) fijaron la 
anchura de la senda y del camino: por costumbre suelen ser de 
dos pies la primera y de cuatro el segundo. De la carretera 
dicen las leyes que su anchura debe ser la que hubieren conve- 
(í) Art. 484 del Proyecto de 1851, copiado en el 557 del de 1882. 




nido los interesados; y si nada hubiesen convenido, de ocho 
pies en las líneas rectas y diez y seis en las curvas (1). 
Hablaban también las leyes de Partida (2) de la servidumbre 
de acueducto, en el sentido de que los particulares la estable-
cen para el riego de las heredades. La ley de aguas ha hecho 
forzosa esta servidumbre; pero la ha hecho solamente en los 
casos taxativamente determinados por la misma. Estando com-
prendido entre estos casos el de establecimiento ó aumento de 
riegos, la servidumbre ha variado de naturaleza, y se rige hoy 
por la ley de aguas. La ley de Partida está derogada (3). 
No sucede lo mismo con la servidumbre de abrevadero. 
Esta servidumbre puede, por disposición gubernativa (4), ha-
cerse forzosa, cuando el servicio público de una población ó 
caserío la hagan necesaria. En los demás casos 'es voluntaria; 
y se rige por los pactos, y en su defecto por la ley 6. 5, tít. 31 
de la Partida 3. 5, que manda se dé paso por el fundo sirviente 
á los que tienen que utilizar el agua. La ley no determina la 
dirección y anchura que ha de tener el camino de paso, ni en 
esto se conoce más regla que el uso, en cuanto sea necesario 
y no perjudique excusadamenta al predio sirviente. 
Rústicas son, en fin, las servidumbres de pasto, toma de tie-
rra, cal  piedra, y otras semejantes que se establecen, ya 
sobre unos predios en obsequio á los dueños de otros predios, 
ya para sostenimiento del ganado destinado á la agricultura, 
ya para construcción de cercas, establos, graneros ó viviendas. 
Los pactos, y en su defecto el uso constante, son las reglas 
que deciden el modo de usar estas servidumbres. La jurispru-
dencia, en Sentencia de 25 de Enero de 1861, tiene decidido 
que el hecho de pagar precio por los pastos excluye toda idea 
de la servidumbre. 
(1) El Proyecto de 1882 en su art. 571 se limita á decir, que la anchura de la servi-
dumbre de paso será la que baste á las necesidades del predio dominante. 
(2) Ley 4', id. id. 
(3) Nos separamos en este particular de la opinión de los Sres. Gutiérrez y Morato 
que creen todavia vigentes las leyes de Partida. 
(4) Art. 550, la ley de aguas. 
J 
— 270 — 
PÁRRAFO I`' 
De la servidumbre de medianería 
1. Servidumbres urbanas.— 2. Nombres latinos de estas ser-
vidumbres.-3. Clasificación de las mismas.-4. Clasificación del 
Código.-5. Servidumbre de medianería vertical.-6. l[edianeria 
horizontal.— 7. Otras servidumbres. 
• 1. De la naturaleza del predio dominante toman su nombre 
estas servidumbres; pues aunque las leyes de Partida (1), supo-
nían que ambos predios dominante y sirviente deben ser urba-
nos, esta doctrina no es absoluta. Basta que el predio domi-
nante sea urbano, para que la servidumbre sea urbana, aunque 
el predio sirviente sea rústico. 
2. Las leyes de Partida, hacían mención de varias servi-
dumbres, conocidas en el derecho romano con los nombres de 
onerisferendi, tigici inmitendi, projiciendi, protegendi, jus lumi-
num, prospectus, ne prospectui ojlciatur, altius tolendi, stilici-
dii vel , fluminis recipiendi, stilicidii  ' sea fluminis avertendi, 
cloacæ et fumi avertendi. Las designamos con sus mismos 
nombres.romanos, por ser mucho más expresivos en e l idioma 
latino que en el nuestro, y porque con esos nombres son más 
conocidas las servidumbres urbanas en las Escuelas y en el 
foro. Pero ni - esas eran las únicas servidumbres urbanas, ni las 
doctrinas que sobre ellas consignaron las Partidas, siguiendo 
al derecho romano, eran ya aceptables. El arte de la cons-
trucción y los Reglamentos de policía han introducido •en 
esta materia, de un uso constante y frecuente, novedades 
que han obligado a los legisladores modernos á dictar muchas 
reglas enteramente nuevas. 
(1) Ley 2.', tít. 31, Part. 3 
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Ya el proyecto de Código de 1851, inspirándose en el ejem-
plo de los códigos extranjeros y consultando á la vez algunas 
de nuestras legislaciones forales, formuló una serie de precep-
tos, enteramente desconocidos en nuestros antiguos códigos, 
sobre servidumbres urbanas de uso muy común, que en defecto 
de ley estaban sometidas á Ordenanzas y prácticas locales. 
El Código civil ha tomado de aquel Proyecto muchos de sus 
preceptos, mejorándolos á la luz de la experiencia; y de esta • 
manera ha venido á llenarse otro de los grandes vacíos que se 
notaban en nuestra legislación nacional. 
3. No es posible hacer una clasificación exacta de las ser-
vidumbres urbanas. Su número y su misma variedad escapan 
á toda idea de agrupación. Sin embargo, las principales y más 
usuales son: 
1.° Las de medianería. 
2.° Las de pesos. 
3.° Las de luces. 
4.° Las de aguas. 
4. No es esta, sin embargo, la clasificación que el código 
español acepta. El código español sin nombrar á las servidum-
bres urbanas, las comprende bajo la denominación genérica de 
servidumbres legales, y destina tres de sus secciones á tratar 
de las servidumbres de medianería, de luces y vistas, y del 
desagüe de los edificios. 
Notamos en esta clasificacikL, además de su falta de base 
científica, la ausencia de las Wvidurnbres llamadas de pesos, 
que a tanto juego se prestan en la práctica; pero resueltos 
á seguir al código en su método, sacrificamos una vez más 
nuestras convicciones, ante el deseo de que este tratado se 
ajuste extrictamente al método y plan de la ley. 
5. Servidumbre de medianería. Las leyes romanas no trata-
ron de la servidumbre llamada de medianería, porque los roma-
nos no conocieron esta servidumbre. Su sistema de construcción 
hacía imposible la existencia de semejante servidumbre. Los 
romanos aislaban completamente los edificios, no permitiendo 
que sus áreas se confundieran, ni que sus límites se tocasen. 
Entre los muros de las casas debía, según una ley de las Doce 
Tablas, mediar una ronda ó espacio de dos pies y medio de 
anchura (1). Tal vez con el tiempo no se respetó de una manera 
absoluta esta costumbre, pues ya se citan algunas leyes del 
Digesto (2), en que se habla de pared medianera; pero la misma 
rareza de esas leyes, en un Código que tan detenidamente se 
ocupó de las servidumbres, demuestra que los casos eran poco 
frecuentes y que no merecieron gran atención al legislador. 
Para D. Alfonso el Sabio pasaron desapercibidas esas leyes, y 
la medianería con este motivo se ha venido gobernando por 
usos y Reglamentos más que por leyes generales. 
En el sistema de nuestras construcciones civiles, las media-
nerías forman una de las materias más interesantes, y de más 
reñidas controversias. Los Códigos modernos se ocupan de 
ellas, determinando la naturaleza de estas servidumbres y 
resolviendo las cuestiones principales á que dan lugar. Nues-
tro Código las dedica una sección entera. Sus reglas, toma- 
das del Proyecto de código de 1551, están además inspiradas 
en las buenas prácticas y fueron previamente consultadas con 
la Real Academia de S. Fernando. 
Las medianerías son verticales ú horizontales. Las verticales 
son las que se constituyen en las paredes divisorias de los pre-
dios. Las horizontales tienen lugar en los edificios, cuyos pisos 
pertenecen á dueños distintos. 
Es la medianería vertical 
 4Ika servidumbre constituida en 
la pared que divide dos predios urbanos, en cuya virtud el 
dueño de esta pared tiene que permitir que el del fundo inme-
diato haga uso de ella para cerrar espacio, cargar pesos y 
demás. Como su mismo nombre indica, supone dominio común 
(I) Confirmó esta disposición la ley 12, tit. 10, lib. 8.° del Código. 
(2) Se citan las leyes 8', 13 y 19, tit. 2°, lib. 3'; y la ley 4', tít. 3', libro 33. 
-1 
á 
— 273 — 
de dos personas en un muro que separa dos predios, para el 
efecto de servir al predio inmediato al del dueño. 
Los pactos celebrados entre los dos propietarios colindantes 
deben decidir las condiciones, extensión y uso de las media-
nerías. El pacto es aquí la primera ley en la materia; sobre 
todo, si ese pacto consta de una manera solemne en escritura 
pública, transacción ó convenio, inscritos con los requisitos 
correspondientes en los Registros públicos de la propiedad. En 
defecto de pactos expresos, las ejecutorias dictadas por los tri-
bunales y con la misma publicidad inscritas, fijarán el derecho 
de cada propietario. Cuando ni pactos ni sentencias existen, 
han de resolverse las cuestiones por lo que dispone el código, y 
en aquello en que á las reglas del código no se oponga, por las 
ordenanzas y los usos locales (1). Tenemos por lo tanto en ma-
teria de medianerías dos legislaciones, una común y otra suple-
toria. La común la constituye el código: la supletoria la for-
man las ordenanzas municipales de policía y los usos y prác-
ticas locales. 
Indirectamente lo tenía resuelto así el Tribunal Supremo de 
Justicia, cuando en Sentencia de 14 de Mayo de 1861 declaró, 
que las Ordenanzas municipales de Madrid no tenían autoridad 
contra las leyes aragonesas referentes á esta servidumbre. 
6. Se presume que existe la servidumbre de medianería, 
mientras un título, signo ó prueba bastante no demuestre lo 
contrario: 
1.° En paredes divisorias de dos edificios contiguos hasta 
el punto común de elevación. 
2.° En las paredes divisorias de los jardines ó corrales sitos 
en poblado ó en el campo. 
3.° En las cercas, vallados y setos vivos que dividen los 
predios rústicos (2). 
Así, en tésis general, los propietarios de ambos fundos tie -. 
 nen dominio en la pared medianera, y el eje de la misma se 
considera en la práctica el límite hasta donde alcanza el domi-
nio de cada uno: por eso es practica general, que las vigas y 
(1) Art. 571. 
(2) Art. 572. 
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pesos graviten sobre la mitad del grueso de la medianería. Mas 
esta presunción no es una regla general. Puede suceder que, 
estando la pared construida en la línea divisoria, no sea sin 
embargo una medianería; lo cual acontece, siempre que la 
pared no sea una sola construcción, sino dos construciones dis-
tintas, ó sean dos muros adosados el uno al otro, pero sin enlace 
ninguno entre ellos. En este caso, cada propietario es dueño 
del muro levantado en su fundo, y no puede gravarse con peso 
alguno el muro adosado al fundo inmediato. 
Puede suceder que el muro esté edificado, no en la línea 
divisoria, sino dentro de uno de los fundos, y sin embargo ser 
medianera la pared; porque el dueño de este muro ha consen-
tido en una ú otra forma, que el dueño del fundo inmediato se 
sirva de la medianería para apoyar en ella pesos de una ó de 
otra clase. 
7. La presunción que tiene por medianera á la pared que 
sepa^a á dos fundos, sean estos fundos casas, huertas ó jardi-
nes, como toda presunción, cede ante la evidencia de hechos 
contrarios7Estos los reasume el Código civil en los siguientes 
terminos (1): se entiende que hay signo exterior contrario á 
servidumbre de medianería. 
1.° Cuando en. las paredes divisorias existen ventana. 6 hue-
cos abiertos. Este es un signo que demuestra que la pared, ni 
es de común dominio, ni tiene sobre sí la servidumbre de 
medianería; porque esta servidumbre y los huecos abiertos 
son cosas absolutamente incompatibles. Pero han de ser ven-
tanas 6 huecos abiertos los que existan en la pared divisoria: 
si los huecos estuvieren cerrados, nada significa este hecho 
contra la presunción que tiene por medianera á la pared que 
divide á los dos fundos. No hay entonces nada que impidá 
cargar sobre la pared, porque no se interrumpe ninguna luz. 
2.° Cuando la pared divisoria está por un lado recta y d 
plomo en todo su paramento, y por el otro presenta- lo mismo 
(t) Art. 573. 
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por su parte superior, teniendo en la inferior relez d retalles. 
Los retalles son la disminución de grueso de los muros. 
Cuando esos retalles están del lado de un fundo, indican que 
hasta la altura en donde se encuentran fué construida la pared 
á costa de los propietarios de ambos lados, y que desde allí 
pata arriba costeó la pared el propietario del fundo en que se 
levanta el muro á plomo. La medianería por consiguiente no 
pasa de la altura donde se encuentra el retalle. El principio 
es por lo común exacto; pero no puede tomarse como una 
regla general y absoluta. A veces un propietario construye y 
costea por sí sólo en terreno suyo una pared, y por ganar 
espacio para las habitaciones de su casa, disminuye los grue-
sos del muro, á medida que va sobreponiendo pisos, porque las 
reglas de construcción no exijen que los muros en los pisos 
superiores tengan el mismo espesor que en los inferiores. Si 
una casa, así construida, se desmontase y permaneciera en 
solar durante algunos años, atendida la regla que dejamos 
transcrita, cuando la casa fuera á reedificarse, podría creerse 
que • el propietario del solar sólo tenía medianería hasta la 
altura en que se encuentran los retalles, porque estos retalles 
aparecían del lado de su fundo; y ya vemos que esta deducción 
no sería exacta. Los retalles en este caso no serían un obstá-
culo para reconocer su dominio en toda la altura del muro. 
El propietario del solar contiguo no podría servirse de ese 
muro para gravarlo con pesos. 
3.° Cuando conocidamente se hallare estar construida toda 
sobre el terreno de una de las fincas, y no por mitad entre una 
y otra de las dos contiguas. Hay, con efecto, señales en la 
manera como está construida una pared, que indican ha sido 
levantada dentro de uno de los fundos y no por los dos á la 
vez. Esto principalmente se conoce, cuando dos casas conti-
guas tienen cada una su muro propio, adosado el uno al otro. 
Si se desmonta el uno, el paramento descubierto del otro tiene 
que aparecer con todas las señales que indiquen fué cons-
truido de un sólo lado, pues la piedra y material estarán sin 
recibirse. Este muro, cualquiera que sea el tiempo que trans-
curra, acusará siempre con esas señales de su construcción 
que no es medianero, sino que pertenece en pleno dominio á 
uno de los propietarios. 
♦_^Jnnnnn••••n•••n114  
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Sin embargo, la servidumbre de medianería puede existir 
aún en este caso; pues como dijo muy bien el Tribunal 
Supremo en sentencia de 22 de Mayo de 1865, para existir 
medianería no es necesario que esta se halle construida en la  
línea divisoria. Pero en este caso, al que alega tener esa ser-
vidumbre, incumbe probarla. 
4.° Cuando sufre las cargas de carreras, pasos y armaduras  
de una de las fincas y no de las contiguas. Este es un signo más 
evidente si cabe que el anterior. En una pared que divide á dos 
fundos, si sólo los pisos y armaduras del uno insisten en esa 
pared, tomando todo su grueso y sirviéndose de él corno de 
cosa propia, no hay servidumbre medianera. Hay dominio ple- • 
no de uno de los propietarios con exclusión absoluta del otro. 
Este otro, ningún derecho tiene para servirse de aquella pa-
red, á pretexto de que limita los dos predios; porque la pre-
sunción de medianería desaparece ante hechos tan evidentes 
como el servicio absoluto de la pared por un predio sólo. 
5.° Cuando la pared divisoria entre patios, jardines y here-
dades estd construida de modo - que la albardilla vierte hacia una 
 
de las propiedades. Es también este un signo de dominio y uso 
exclusivo, porque los propietarios tienen buen cuidado de no 
consentir que se viertan sobre sus fundos las aguas de los pre-
dios inmediatos. 
6.° Cuando la pared divisoria, estando construida de mam-
postería, presenta piedras llamadas pasaderas, quede distancia 
 
en distancia salen fuera de su superficie; sólo por un lado y no 
 
por el otro. El concepto de esta regla está mal expresado; pero 
su sentido se comprende bien. Cuando en un muro se dejan, 
salientes fuera de su paramento y á distancias convenientes, 
piedras asentadas en ese muro, se indica con esto que se piensa 
construir otro muro por el lado en donde sobresalen las pie-
dras; y para que tengan los dos muros adosados el conveniente 
enlace, se han dejado las piedras salientes, que asentarán en 
el muro nuevo, sirviendo de lo que se llama atizonado, ó enlace 
(le la fábrica por el grueso del muro. Todo esto anuncia que el 
muro donde sobresalen esos tizones fué construido por un solo 
 
propietario y en terreno suyo; lo cual excluye toda idea de 
 
medianería, como no se pruebe por otros medios la existencia 
 
de la servidumbre.  
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Lo que dicho tenemos de las paredes divisorias de dos pre-
dios urbanos, es exactamente aplicable á las zanjas ó acequias 
abiertas entre dos predios rústicos. Se presumen medianeras 
mientras un título escrito ó un signo exterior no demuestra 
otra cosa. (1). Y se tiene por signo contrario el que la tierra ó 
broza sacada de la zanja se halle en un solo lado. En este caso 
la zanja no es medianera, sino que pertenece al dueño del ter- 
reno donde exista ese signo exterior. 
La regla es del código, y se funda en la costumbre y uso 
constante de los propietarios, que no consienten se depositen 
en terreno suyo los productos de excabaciones de tierras agenas. 
8. La servidumbre de medianería vertical se adquiere por 
los mismos modos legales que todas las demás servidumbres; 
pero tiene algunas especialidades que necesitan particular 
atención. 
La medianería es renunciable. Este principio, que procla-
man los Códigos modernos, es aceptable; porque la mediane-
ría es un derecho, y los derechos se renuncian. Pero como la 
renuncia pudiera causar perjuicios á tercero, tienen cuidado 
los Códigos modernos de advertir, que si el propietario de una 
casa que se apoya en pared medianera, la desmonta y renun-
cia á la medianería, deberá ejecutar a su costa y por una sola 
vez las reparaciones que la pared medianera necesite por con-
secuencia - de los derribos (2). La adición es tan aceptable como 
el principio; y su justicia es demasiado manifiesta para que 
necesite explicación. Una pared resguardada de la intemperie 
por un edificio inmediato, y consolidada por los tirantes y 
armaduras de ese edificio, que descansan y penetran en ella, 
resiste mucho mejor, tiene asegurada más larga vida, que una 
pared descubierta por un lado y desprovista de todo apoyo y 
enlace. Al que con los derribos priva á la pared de estos apo-
yos, correspondía en justicia fortalecerla convenientemente 
con trabajos de reparación. 
(1) Art.574. 
(2) Art. 576. 
r*0 
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A esta regla añadirémos por nuestra parte, que cuando una 
pared limita un edificio y un solar, jardín, huerta 6 patio de 
dueños distintos, por la práctica se entiende que el propietario 
del solar es medianero con el dueño del edificio hasta la altura 
de una tapia común, 6 sean doce pies sobre el nivel del suelo. 
Con frecuencia ocurre también, que los edificios separados 
por una pared divisoria tienen elevaciones distintas, 6 tienen 
distintas profundidades ó fondos. Los Códigos modernos, en 
estos casos, conceden derecho al dueño del edificio más bajo 
ó menos profundo, para adquirir medianería en toda la eleva-
ción ó extensión de la pared, con sólo abonar al otro propieta-
rio la mitad del valor de la parte de pared que va de nuevo á 
utilizar y la mitad del valor del terreno en que estuviere fun-
dada (1). El Proyecto de Código de 1851 (2), por indicaciones 
de la Real Academia de San Fernando, exigió que en estos 
casos se obtuviese también el consentimiento del propietario 
de la pared, con lo que quitó á la servidumbre el carácter for-
zoso conque aparece en los Códigos extranjeros. 
 - 
La misma cuestión que en las elevaciones puede ocurrir en 
las longitudes y en los gruesos. Si un propietario, por necesi-
dad ó conveniencia de su predio, aumenta a su costa los espe-
sores del muro medianero, los Códigos modernos permiten al 
dueño del otro predio que pueda utilizar aquellos aumentos 
de espesor, cuando los necesite, abonando al que los hizo la 
parte proporcional del coste que tuvieron y del terreno que 
ocupan. Esta doctrina, fundada en. la 
 necesidad de favorecer 
la construcción y mejora de los predios urbanos, tenía la san-
ción de la Real Academia de San Fernando (3). 
Pero el Tribunal Supremo en sentencia de 19 de Enero de 
1869 había condenado todos estos principios, declarando que 
no era legal la doctrina que el duao de un edificio contiguo d 
otro de mayor elevación pudiese adquirir el derecho de mediane-
ra, pagando lo que utilizase. 
Dado este precedente, era menos admisible todavía que el 
(1) Art. 661 del Código francés. 
(2) Art. 517 copiado en el S8i del Proyecto de 182. 
(3) Asi nos lo manifiesta el Sr. García Goyena en sus concordancias al Proyecto 
de Código. 
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dueño de un solar contiguo á un edificio pudiese adquirir 
medianería en el muro inmediato de este edificio, pagando la 
parte proporcional que le correspondiese por lo que utilizara 
de dicho muro; porque si se negaba este derecho a edificios de 
desigual elevación, con más razón había de negarse á quien 
sólo poseía un solar 6 terreno descubierto. El dueño del solar, 
para cerrar espacio, se vería siempre obligado á levantar en 
su terreno paredes adosadas á las del predio inmediato. 
La construcción con reglas semejantes, se haría más dificul-
tosa, y.sobretodo más cara. Pero afortunadamente el código 
español, con un criterio más ilustrado, ha dado á todas estas 
cuestiones la solución más conveniente, declarando. 1.° La 
libertad absoluta que tiene todo dueño de un predio para dar 
a sus paredes mayor altura 6 mayores espesores, sin más obli-
gación que la de abonar los dueños de los predios colindan-
tes la indemnización de los perjuicios que les cause con las 
obras. 2.° El derecho que existe á todo dueño de predio colin-
dante para utilizar en provecho propio esas mayores alturas 6 
espesores de las paredes medianeras, abonando al que realizó 
las obras la parte proporcional que le corresponda y la mitad 
del valor del terreno en que se hubiere dado á los muros 
aumento de espesor (1). 
Hay un punto en el que parece no ofrecerse dificultad alguna. 
Ese punto es el relativo a la elevación de las paredes media-
neras. Cualquiera de los dueños que tenga en ellas dominio 6 
servidumbre puede- elevarlas, si le conviniere, siempre que 
tengan solidez bastante para resistir sin peligro alguno los 
nuevos pesos conque va á gravárselas. La elevación la hará el 
propietario á su costa y abonando además los perjuicios que 
ocasione al otro propietario. Y si la pared no tuviere solidez 
bastante para las nuevas resistencias, el propietario que va á 
utilizarla debe reconstruirla a sus expensas, fundando en su 
propio terreno lss mayores espesores que hubiere de dar las 
paredes. De su cuenta también es la conservación de la parte 





   
(1) Arts. 577 y 578. 
(2) Art.577. 
 
      
      
' 
;% 
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9. El que goza servidumbre de medianería en  - uiia pared 
divisoria de dos predios, tiene el derecho de servirse de  ella, 
edificando y apoyando sobre la misma sus obras. Es práctica 
en España que las vigas de piso no penetren en la pared media-
nera mas allá de la mitad de su espesor, porque se considera 
que hasta el eje de la medianería llega el dominio de cada pro-
pietario. Si los medianeros se opusieran, formalizando obser-
vaciones sobre el uso de la servinumbre, á los peritos tocará 
decidir la cuestión. Si en el uso del derecho se causa alguna 
incomodidiad ó algun perjuicio inevitable, todo el derecho del 
medianero no pasa de exigir y obtener la indemnización de ese 
perjuicio (1). 
Pero al lado del derecho está el deber. El medianero está 
obligado á conservar, reparar y reconstruir cuando fuere nece-
sario la pared. Estas obras se hacen á costa de todos los que 
utilizan una medianería, y en la proporción en que la utilizan. 
A su cumplimiento pueden ser judicialmente compelidos; y 
este deber no tiene más que una excepción. Cuando el media-
nero renuncia a su derecho y no causa con su renuncia per-
juicio á tercero (2). 
Nada dice el Código de lo que procedería en el caso de que 
el medianero se negase abiertamente a reparar ó reconstruir 
una pared medianera; ó del caso en que, sin negarse á ello, 
careciese de recursos conque costear las obras. Parece proce-
dente en estos casos, que se le conceda un plazo prudencial 
para que cumpla con su obligación; y no cumpliéndola en ese 
caso, que se tenga por renunciado el derecho á la medianería,' 
pudiendo el otro dueño reconstruirla á su costa: ó que si esto 
no fuera posible, que se enajene el fundo del insolvente, para 
satisfacer con su importe las obras. 
10. La medianería horizontal se realiza, mando dentro de 
un mismo predio urbano existen diferentes propietarios, per-
teneciendo a cada uno de ellos un piso diferente. 
(1) Art.579. 
(2) Art. 57 4. 
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La práctica y las ordenanzas locales , tienen en este caso 
resuelto, que se consideren comunes á todos los propietarios 
las paredes maestras ó muros que sostienen los pisos, el tejado, 
escalera y las demás cosas de un uso común. Entre todos, y á 
prorrata del valor de sus pisos respectivos, tienen que costear, 
conservar y reparar dichas paredes, el tejado, el pavimento 
del portal, la puerta de entrada, el patio común y las demás 
obras de policía. La escalera la costean los que se sirven de 
ella. Con nada contribuye el dueño del piso bajo. El tramo 
primero hasta el primer piso se costea y sostiene por los due-
ños de todos los pisos: el tramo desde el primero al segundo 
piso por todos, menos el del piso primero, y así sucesivamente. 
Así resolvía esta cuestión la práctica, de acuerdo con los Có-
digos extranjeros, y así lo ha resuelto nuestro código civil. 
11. Entre las servidumbres de pesos están las llamadas 
honeris ferendi, tigni inmitendi, projiciendi protegendi. 
La servidumbre honeris ferendi, ó sea de apoyar parte de un 
edificio en pared, pilar, columna ó área agena, consiste en el 
derecho de hacer insistir en predio ageno pesos de edificio pro-
pio; y se diferencia de la llamada tigni inmitendi, en que aque-
lla impone pesos verticales, y esta pesos horizontales. Es un 
punto disputado por los expositores, á quien incumbe la obli-
gación de reparar la pared ó columna que recibe los pesos en 
esta servidumbre. El derecho romano había resuelto que esta 
obligación incumbía al dueño del predio sirviente, contra la 
regla general que decide que la servidumbre no consiste en 
hacer. Como la ley de Partida (1) nada concreto resolvió sobre 
el particular, unos autores opinaban que debe hacer las repa-
raciones el dueño del predio sirviente (2), y otros que el dueño 
del predio dominante (3). El Código sólo en términos genera-
les dice, que el dueño del predio dominante puede hacer las 
obras necesarias para el uso y conservación de la servidumbre, 
pero sin hacerla más gravosa. 
(1) 2.', tit. 31, Part. 3.' 
(2) El Sr. Gutiérrez, Escrich y  Gregorio López. 
(3) Los Sres. Morató, La Serna, Montalbán. 
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La ctiestión, sin embargo, no es de difícil resolución, aten-
didos los principios generales de equidad y los particulares 
porque se rigen las servidumbres. Si el predio dominante tiene 
pared 6 columna insistiendo sobre área agena, al dueño del 
predio dominante corresponde conservar y reparar la columna 
ó pared. Si dicho predio tiene columna, pared 6 pilar sobre 
pared agena, deber del dueño del predio sirviente es reparar y 
mantener en buen estado de solidez esta pared, porque suya 
es y por su falta de reparación se invalidaría la servidumbre. 
La columna 6 pared que insiste sobre aquella es del predio 
dominante y á su dueño le corresponde repararla. 
En resúmen: cada uno debe conservar y reparar lo que es 
suyo; y así con justicia y equidad se armonizan las encontra-
das opiniones de los autores. 
Por el mismo principio se rige la servidumbre tigni inmi-
tendi. En ella el propietario de un edificio tiene el derecho de 
apoyar las vigas de su predio sobre pared agena, taladrándola. 
La servidumbre debe usarse sin causar daños á la propiedad 
agena; pero deber es del dueño del predio sirviente reparar y 
conservar la pared que sufra la carga de las vigas, y obligado 
sería.á esta reparación, aunque desmontase su casa. 
Con los nombres de projiciendi y protegendi se conocen dos 
servidumbres, que, si efectiva y realmente no gravan con peso 
alguno fundo agèno, amenazan su superficie, volando sobre ella 
fuera de las líneas verticales que dividen dos propiedades. En 
la práctica se las conoce con el nombre vulgar de voladizos; y 
se diferencían en que la projiciendi es un cuerpo avanzado, 
como la pared de un piso, una azotea, un balcón 6 una gale-
ría; y la de protegendi es un voladizo, como el alero de un 
tejado, la cubierta de un balcón ú otra obra semejante,-que 
tiene por objeto protejer de las lluvias 6 de los rayos del sol 
una parte del edificio. Gravan al predio sirviente, en el sen-
tido de que impiden á su dueño edificar en el punto del vola-
dizo 6 con perjuicio de este. Los voladizos á las vías-públicas, 
como aleros de tejados, repisas de balcones, galerías y demás, 
se rigen por las ordenanzas municipales. Estas por regla gene-
ral prohiben volar fuera de plomos esas paredes de cerra-
miento, que eran tan comunes en las construcciones antiguas. 
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PÁRRAFO V 
De la servidumbre de luces y vistas 
1. Naturaleza de estas servidumbres.— 2. En que se distinguen 
unas de otras.— 3. Preceptos nuevos del código. 4. Grave-
dad de algunos de ellos.— 5. Su comparación con otros de la 
legislación foral. 
1. Son servidumbres de luces todas las que tienen por 
objeto aumentar las de las viviendas, ya abriendo huecos por 
donde recibirlas, ya impidiendo a los predios vecinos que las 
disminuyan con sus construcciones. En este caso se encuen-
tran las que el derecho romano llamaba: luminum, ne lumi-
nibus officiatur, propectus et ne prospectui ojiciatur, altius 
tollendi aut non tollendi. 
2. La llamada jus luminum confiere al que la tiene el 
derecho de abrir ventanas de luz en paredes medianeras para 
alumbrar habitaciones. Es menos extensa que la de prospectus; 
pues esta autoriza para abrir ventanas ó balcones desde donde 
se vea el predio ageno. Aquella se usaba abriendo las venta-
nas á bastante altura del piso de la habitación, para que no 
pueda una persona alcanzar á asomarse á la ventana. Para 
que tampoco pudiera pasarse por ella, ni arrojar cosa alguna 
al fundo inmediato, se acostumbraba á vestir las ventanas con 
rejas y alambrados. 
3. Más preciso el Código español dice sobre estos particu-
lares lo siguiente: 
Art. 580. Ningún medianero puede sin consentimiento del otro 
abrir en pared medianera ventana ni hueco alguno. 
Art 581. El dueño de una pared no medianera, contigua d 
finca apena, puede abrir en ella ventanas ó huecos para recibir 
luces d la altura de las carreras ó inmediatas d los techos, y de 
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las dimensiones de treinta centímetros en cuadro, y en todo caso 
con reja de hierro remetida en la pared y con red de alambre. 
Sin embargo, el duefio de la finca ó propiedad contigua á la 
pared en que estuvieren abiertas las ventanas ó huecos podrá, 
cerrarlas, si adquiere la medianería y si no hubiere pactado lo 
contrario. También podrá cubrirlas edificando en su terreno ó 
levantando pared contigua á la que tenga dicha ventana. 
Art. 582. No se puede abrir ventanas con vistas rectas, ni bal 
cones .ú otros voladizos semejantes sobre la propiedad del vecino; 
si no hay dos metros de distancia entre la pared-que se construya 
y dicha heredad. Tampoco pueden tenerse vistas de costado ú obli-
cuas sobre la misnuc propiedad, si no hay 60 centímetros de dis - 
tancia. • 
Art. 583. Las distancias de que se habla en el artículo ante-
rior 
 se contarán: en las vistas rectas desde la línea exterior de 
la pared: en los huecos en que no hay voladizos, desde la línea 
de estos donde los haya, y para las oblicuas desde la línea de 
separación de ambas propiedades. 
Art. 584. Lo dispuesto en el art. 582 no es aplicable á los edi-
ficios separados por una vía pública. 
Art. 585. Cuando por cualquier título se hubiere adquirido 
derecho á tener vistas directas, balcones ó miradores sobre pro-
piedad colindante, el duefao del predio sirviente no podrá edifi-
car á menos de tres metros de distancia, tomándose la medida 
de la manera indicada en el art. 588. 
Hemos transcrito los artículos del código, a causa de su 
novedad, y sobre todo a causa de su grande importancia prác-
tica. 
4. Ninguna de las resoluciones del código es tan grave, 
como la que comprende en su final el art. 581. Según esa reso-
lución, el dueño de un solar puede en cualquier tiempo edifi-
car y cerrar espacio, sin respeto alguno á ventanas ni huecos 
abiertos en pared de fundo ageno, aunque esta pared no sea 
medianera, aunque pertenezca en pleno dominio á otro dueño, 
aunque los huecos lleven de existencia muchísimos años, siglos 
tal vez. En el derecho común, por consiguiente, toda ventana 
ó hueco en pared lateral de un predio urbano, es una luz con- 
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sentida nada más que provisionalmente; pero que no prescribe 
nunca. El tiempo no consolida jamás derecho alguno en favor 
del dueño de la pared. 
Este precepto no existía en ninguno de nuestros códigos: lo 
dictó por vez primera el Tribunal Supremo, en sentencias (1) 
que formaron muy pronto jurisprudencias. Se creyó por el con-
trario durante mucho tiempo, interpretando la ley 15 tít. 31 de 
la Partida 3.g que las servidumbres de luces se adquirirían por 
el uso, ó sea por tiempo larguísimo, llamado también pres-
cripción inmemorial. El Tribunal Supremo resolvió lo contra-
rio, fundándose en que las servidumbres de que-habla la ley 
de Partida se refieren á muro 6 pared agena, porque en pared 
propia no cabe servidumbre de especie alguna. Y en aquella 
resolución debió poderosamente influir la opinión muy gene-
ralizada entre los arquitectos, de que tales servidumbres 
no deben ser en manera alguna consentidas; porque el respeto 
á las mismas dificultaba y con frecuencia hacía de imposible 
ejecución los proyectos de edificios mejor concebidos. El res-
peto á las luces en paredes laterales no permitía desenvolver 
un plan ordenado de construcciones. 
El código español ha elevado á precepto legal, lo que un día 
fué opinión facultativa y más tarde regla de jurisprudencia. 
El precepto se completa con la resolución del artículo 
siguiente del código, que prohibe abrir ventanas con vistas 
rectas, ni balcones ú otros voladizos sobre finca del vecino, sino 
hay dos metros de distancia entre la pared en que se construyan 
y dicha propiedad. 
5. Alguna legislación foral, como tendrémos muy pronto 
ocasión de observar, da soluciones muy diferentes á estas dos 
cuestiones, que interesan muy de cerca a las construcciones 
civiles. La legislación aludida, que es la catalana, no permite 
(1) La más notable de esas sentencias lleva la fecha de 13 de Junio de 1877, fu el 
 dictada en pleito tenido entre el marqués de Villafranea y D. Cándido Remis, y por 
-ella se decidió que el uso no da derecho d mantener en paredes propias huecos latera-
les 6 ventanas con perjuicio del vecino, qua disponiendo de su suelo y cielo puede cons-
truir libremente en contiguedad, 6 dar mayor elevación á construcciones existentes. 
— 286 — 
como la castellana, abrir huecos en pared medianera; pero 
declara prescrita la luz abierta si lleva de existencia 30 años; y 
por respeto á esa prescripción, no consiente que se inutilicen 
absolutamente esas luces, imponiendo al que construye en solar 
ó predio inmediato, que establezca una especie de rondín, que 
llaman androna. Aquella legislación decide en términos abso-
lutos, sin sujetar el derecho á distancia alguna, que pueden 
abrirse en pared propia los huecos que se quiera, aunque estos 
huecos tengan vistas á predio ageno, si es que la tienen tam-
bién á predio propio. 
A los espíritus rectos toca decidir cual, entre las dos legis-
laciones expuestas, interpreta mejor los principios eternos de 
la justicia. 
Las servidumbres contrarias ne luminibus, et ne prospectui 
oficiatur consisten por el contrario en impedir al dueño de un 
predio inmediato que ejecute obras en perjuicio de las luces y 
de las vistas del predio dominante. Es regla práctica, sancio-
nada por la costumbre y confirmada por el Código, (1) que 
entre una pared con luces abiertas y otra pared que se cons-
truye en el fundo inmediato, ha de mediar un espacio ó rondín 
de la anchura mínima de (tres metros). Cuando existen las 
servidumbres que acabamos de mencionar, el propietario del 
predio sirviente ha renunciado á levantar pared alguna a, tesa 
distancia de 3 metros, ó por lo menos á'levantarla más alta que 
el punto á donde se encuentran las luces del predio dominante. 
El mismo carácter tiene toda servidumbre, en que el dueño de 
un predio se ha comprometido á no darle más elevación que 
una altura de antemano determinada, con objetó de que no se 
prive de luces ó vistas á otro predio, aunque este predio no 
esté contiguo al anterior : altius tollendi 6 non tollendi. 
(1) Art. 585. 
(I) Art. 586. 
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PÁRRAFO VI 
Del desagñe de los ediroios 
1. Servidumbres d Inc se refiere este pdrrafo.- 2. Principios 
por los que se gobiernan 
1. Desagüe de los edificios llama nuestro código civil á lo 
que hasta ahora era conocido con el nombre de servidumbres 
urbanas de aguas. 
A estas servidumbres los romanos las titulaban Stilicidii vel flunainis recipiendi y la cloacæ. 
Si se vierten gota á gota se llaman stilicidii: si se vierten 
recogidas en conductos fluminis recipiendi. Las contrarias nc 
recipiendi dan derecho al dueño del predio dominante, para 
obligar al del sirviente á que las desvíe y lleve por conductos 
á verter en otros predios ó en la vía pública. 
2. Es principio capital en la materia, que las cubiertas 
de un edificio deben estar construidas de manera que las aguas 
pluviales caigan sobre su propio suelo, ó sobre la calle ó sitio 
público, y nunca sobre predio ageno; y que aún cayendo sobre 
suelo propio, el propietario ha de recogerlas, de modo que no  
causen perjuicio al predio contiguo (1). 
Si contra este principio el propietario de un fundo ha adqui-
rido el derecho de arrojar las aguas á predio ageno, tiene 
entonces constituida una servidumbre en beneficio de su pre-
dio y contra el predio colindante. 
La existencia de la servidumbre no será nunca un obstáculo, 
para el dueño del predio sirviente edifique ó construya en el 
mismo, siempre que respete la servidumbre, ya recibiendo las 
aguas de su predio, ya dándolas salida, con tal que no se 
irrogue perjuicio alguno al predio dominante. 
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Con los patios;interiores de las casas ocurre con frecuencia, 
que no tienen salida alguna las aguas pluviales que en ellos se 
recogen; y en este caso tienen derecho los dueños á obligar 
á los de los patios ó predios inmediatos, á que se les facilite el 
desagüe que menos perjuicio les irrogue con lo que se esta- 
blece una servidumbre de cloaca. La servidumbre no se otorga, 
sino á condición de abonar los perjuicios (1). 
La de cloacæ confiere la facultad de pasar por fundo ageno 
las aguas sucias de un predio. Hay sobre este particular en la 
práctica y en los Códigos modernos, reglas que determina eI 
uso que puede hacerse de estas cloacas. 
PÁRR AFO VII 
De lac distancias y obras intermedias para ciertas construcciones y 
plantaciones 
1. Cosas que no pueden arrimarse d medianerías.— 2. Distan-
cias que de las lindes que han de guardar los árboles.— 3. 
Derecho de cortar ramas y raites.— 4. Propiedad de los setos. 
1. Las cloacas no pueden construirse cerca de pared agena 
ó medianera; como tampoco pueden construirse acueductos, 
pozos, hornos, fraguas ni artefactos que puedan reportar un 
peligro á dicha pared. Una cloaca, un acueducto, un conducto 
cualquiera de aguas limpias ó sucias, arrimado á una pared, 
compromete con sus filtraciones la existencia de esa pared. 
La compromete también por los peligros de incendio un horno, 
una fragua, un artefacto; y ciertas maquinarias, por la trepi-
dación constante que producen. 
Ya hablaron de esta servidumbre las leyes romanas; prohi-
biendo arrimar á las paredes- comunes todo lo que pudiera que-
marlas ó humedecerlas (2). Nuestras leyes de Partida sólo se 
(1) Art. 588. 
(2) Leyes 13 y i9, tit. 2 °, lib. 8 °, del Digesto. 
il 
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ocuparon de los pozos, consignando la regla de que cada pro-
pietario puede abrirlos libremente en sus fundos (1). El código 
confirma aquellas prohibiciones (2). 
De los pozos, corrigiendo á la ley de Partida, nos dice la ley 
de aguas, que no podrán abrirse á menos distancia de dos me-
tros dentro de las poblaciones, y de quince metros en el campo 
entre la nueva excabación y los pozos, estanques, fuentes y 
acequias permanentes de los vecinos; teniéndose por pozos 
ordinarios los que se abren cou el exclusivo objeto de atender 
al uso doméstico ó necesidades ordinarias de la vida, y en los 
que no se emplea en los aparatos para la extracción del agua 
otro motor que el hombre (3). La misma ley previene (4) que 
para alumbramiento de aguas «no podrán ejecutarse labores 
a menor distancia de cuarenta metros de edificios agenos, ni 
a menos de ciento de otro alumbramiento 6 fuente, río, canal, 
acequia 6 abrevadero público, sin la licencia correspondiente 
de los dueños 6 en su caso del Ayuntamiento». 
El código no determina la distancia á que deben colocarse las 
cloacas, los acueductos, fuentes, hornos, chimeneas, fraguas, 
establos, depósitos de basuras y sustancias corrosivas; y sin 
embargo, todos están conformes en que estas cosas no deben 
arrimarse á las paredes comunes y medianeras, por el peligro 
constante que atraen. El código se refiere á los Reglamentos 
y usos del lugar. 
En la práctica se exige que cuando una cloaca, una cañería, 
un horno, una fragua ó un depósito cualquiera se coloca cerca 
de una pared medianera, se construya entre la pared y el con-
ducto de agua, chimenea 6 fragua, un muro de mampostería 
asentado en mortero de cal, del espesor y condiciones suficien-
tes á juicio de peritos, para impedir que á la pared medianera 
perjudiquen las aguas ó el calor de sus inmediaciones. Esta 
resolución de la práctica, como fundada en equidad, consti-
tuye un derecho consuetudinario de general observancia. Para 
otra clase de artefactos y máquinas de uso nocivo y peligroso 
están los reglamentos administrativos que prohiben su esta- 
(1) Ley 19, tit. 32 Part. 31 
(2) Art.590. 
(3) Arts. 19 y 20 de la ley de aguas. 
(4) Art. 24 copiado de id. 
TOMO II. 19 
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blecimiento en poblado, y determinan las condiciones higiéni-
cas y de seguridad pública conque deben establecerse. 
2. La misma prohibición existe en las fincas rústicas. Na-
die puede plantar árbolesni arbustos en las lindes de los predios, 
ni en la proximidad de las mismas, como no sea de común 
acuerdo de los dueños; pero en esto el código (1) ha sido más 
preciso que en lo referente á medianerías: ha fijado las distan-
cias. Entre los árboles y las lindes la distancia será de tres 
metros: entre los arbustos y las lindes un metro. 
3. Derecho asiste también al dueño de un predio rústico pa-
ra exigir del dueño del predio inmediato que corte las ramas de 
los árboles que rebasan las líneas divisorias; y si son las raíces 
las que invaden el terreno ageno, el dueño de este puede cor-
tarlas por sí mismo (2). 
4. La propiedad de los árboles existentes en los setos vivos, 
que son medianeros entre dos fundos, pertenece á los dueños 
de estos fundos. Puede cualquiera de ellos exigir su derribo; 
pero se respetarán los árboles que sirvan de mojones (3). 
SECCIÓÑ TERCERA 
De las servidumbres voluntarias 
1. Idea de estas servidumbres.-2. Quienes pueden imponerlas.- 
3. Reglas referentes k la comunidad de pastos, leñas y demos. 
1. Llámanse voluntarias las servidumbres que deben su 
existencia á la voluntad del hombre, sea esta voluntad uniper-
sonal, sea paccionada. 
(1) Art. 591. 
(2) Art. 592. 
(3) Art. 593. 
•.. 
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2. Como la servidumbre es una limitación del dominio, 
sólo los que tienen dominio sobre un predio, pueden imponer 
servidumbres sobre ese predio. Por la misma razón no puede 
imponerlas el simple usufructuario ; pero podrá imponerlas el 
propietario, siempre que no perjudiquen al derecho del usu-
fructuario (1). 
En los predios constituidos en enfitéusis, el derecho de 
imponer servidumbres perpetuas es de los dos dueños, y sólo 
de común acuerdo puede hacerse la imposición (2). 
El consentimiento común de todos los condueños es también 
necesario en las fiñcas que se poseen en comunidad para la 
imposición de servidumbres. Si la concesión se hace por una 
parte de los condueños, se esperará para la constitución defi- 
nitiva á que se obtenga el consentimiento de los demás. 
Los que la han concedido quedarán de todos modos obliga-
dos á no impedir el ejercicio del derecho (3). 
Y por último, aunque por la escritura de constitución de 
una servidumbre se haya obligado el dueño del predio sir-
viente á construir de su cuenta las obras necesarias para el 
uso y conservación de la sevidumbre, esto no impide que el 
dueño del predio se libre de la obligación, abandonando su 
dominio al dueño del predio dominante (4). 
3. Existe también en algunas partes, y puede ser objeto 
de un contrato libre, lo que se conoce con el nombre de comu-
nidad de pastos, leñas y otros productos forestales. 
Si esta comunidad existe 6 se pacta sobre terrenos públicos, 
su régimen pertenece a las leyes administrativas (5). 
Si recae sobre terrenos de dominio particular, han de cons-
tar, para que sea civilmente válida, las personas y los bienes 
determinadamente que entraren en la comunidad.- La ley no 
reconoce validez á las comunidades que se pacten con carác-
ter de universalidad, y sin determinación de personas y 
cosas (6). 
  
   
(1) Art. 595. 
(2) Art. 596. 
(3) Art. 597. 
(4) Art. 599. 
(5) Art. 601. 
(6) Art. 600. 
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Estas clases de servidumbres de pastos ó de leñas, 6 de 
otros productos, son por su naturaleza redimibles. El código 
no quiere ligar á la propiedad inmueble con cargas perpetuas. 
Librará su predio de la servidumbre el dueño pagando á los 
comunes el valor del derecho que les asiste al pasto, leña ó 
aprovechamiento. Si no resultare convenio, se tasará el pasto 
ó aprovechamiento, y se capitalizará al interés de un 4 por 
ciento (1). 
SECCIÓN CUARTA 
De las servidumbres por las leyes forales 
1. Leyes que en general rigen en las provincias forales en 
materia de servidumbres.— 2. Leyes especiales de CATALUÑA. 
- 3. Constituciones catalanas sobre medianerías.— 4. Dispo-
siciones sobre servidumbres de luces y vistas.— 5. Ser-vidum-
. 
bres de aguas.-6., Servidumbres rústicas.-7. Fueros de 
ARAGÓN en materia de servidumbres.— 8. Servidumbres urba-
nas.-9. Servidumbres rústicas.- 10. Alera foral ó pastos 
públicos.-11. Legislación de NAVARRA.- 12. Servidumbre 
de paso.— 13. Id. de acueducto.— 14. Id. de pastos. 
1. Las doctrinas romanas sobre la naturaleza, clases, 
constitución, modos-de usarse, y casos de extinción de las ser-
vidumbres, regían en las provincias forales lo mismo que en 
las demás provincias : en las provincias forales, porque la legis-
lación romana estaba considerada como supletoria del dere-
cho foral. En lo sucesivo será supletorio el derecho común 6 
de Castilla. Pero independientemente de la doctrina gene-
ral, las provincias forales tienen leyes y fueros propios en 
materia de servidumbres, que constituyen la especialidad de 
este derecho. De estas leyes y fueros especiales nos vamos a 
ocupar en este momento. 
(1) E rt. 603. 
p 
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2. Cataluita posee las famosas Constituciones de Santacilla 
y el. Privilegio que lleva el nombre de Recognoverum Proceres. 
Proceden las Constituciones del reinado de D. Jaime II, según 
opinión de la Academia de Buenas Letras de Barcelona, que 
ilustró la edición de 1817, y fueron redactadas para uso de 
esta Ciudad por los hombres principales de la misma y sabios 
de su corte. De fecha anterior es el Privilegio, y ambos con-
tienen, aunque casuísticas y redactadas sin plan científico, 
reglas prácticas para la solución de las cuestiones que surgen 
diariamente en el roce constante de los derechos de propiedad. 
En la imposibilidad de recorrerlas una por una, vamos á 
exponer sintéticamente los principios que proclaman y las 
doctrinas que sustentan. 
3. En medianerías, adelantándose muchos siglos á otras 
legislaciones, las Constituciones catalanas asientan reglas 
idénticas á las que han sancionado los mejores Códigos moder-
nos. Pared medianera, según estas Constituciones, es la que 
divide dos fundos; y se presume pertenecer por regla general 
á ambos dueños. Se puede adquirir derecho de medianería en 
pared hecha por el vecino, pagando la mitad del coste de 
dicha pared: hasta que no se haya pagado, nadie que no sea 
su dueño puede cargar pesos en esa pared (1). Si. para edifi-
car en pared medianera no fuera suficiente su grueso, el edi-
ficante puede destruirla y construirla de nuevo á su costa (2). 
Én pared medianera no -se puede abrir claraboya ni huecos 
de vistas. Para adquirir este derecho se necesita escritura 
pública ó posesión continuada por espacio de 30 años (3). El 
que cerrare una claraboya, poseida por ese tiempo, no podrá 
volverla á abrir. 
Entre solares, tres tapias de pared son medianería (4). 
Nadie puede pasar por paredes medianeras conductos de 
(1) Const. 3' y 40 de Santac. y 59 del Privilegio. 
(3) Id. 13 id. 
(3) Id. 2.1',14, 4i 45 y 58 del Privil. 
(4) ld. 44 y 22. 
IL  
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aguas, sin permiso del dueño, ni arrimar rena., acequia, 
cloaca ú otro conducto, sin construir al lado de la pared un 
muro de piedra y cal (1). Lo mismo rige en hornos (2). 
Tampoco puede apoyarse en pared medianera telares de 
tejer; antes bien, dice la Constitución (3), debe alejarse un 
palmo para que el golpe de los telares no hiera dicha pared. 
Y por último, los terrados de las casas deben cerrarse con 
pared medianera, de modo que no haya paso ni vista del uno 
al otro; y al que construyó primero le corresponde hacer ese 
cerramiento (4). 
4. Las servidumbres de vistas y luces están también regla-
mentadas en las Constituciones catalanas. Prohiben por regla 
general abrir claraboya ó' ventanas en pared medianera (5), 
declarando abusivas las que se hacen por agujeros de tapias (6); 
y sólo por la posesión de 30 años consideran préscrito el dere-
cho á las luces por claraboya ('7), el cual se pierde con sólo 
cerrarlas una vez (8). Por respeto á estas luces se obliga al que 
edifica en fundo inmediato, á que deje un espacio llamado 
androna, que consiste en cuatro o seis palmos en cuadro (9), 
medidos de frente y de cada arista exterior de la claraboya.' 
Es regla general también, que un predio no puede tener vis-
tas sobre otro predio, como al propio tiempo no las tenga en el 
suyo (10): de forma que son permitidos huecos que dando á 
corral, patio 6 jardín propios, registren los del vecino; pero 
están prohibidos en caso contrario. 
(t) Const. 6' , 7' , 1 9, 85, 45, 57. 
(2) Id.55. 
(3) Id. 21. 
(4) Const. 58, 65, 66. 
(5) Id. 41 . 
(6) Id. 20, 63. 
(7) Id. 2.', 14; 41, 45,53, 61, 65, del Privil. 
(8) Id. 51 y 46 del Privil. 
(9) Id. 2.' 
(10) Id. 11,14, 15. 
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5. También sobre servidumbres de aguas en predios urba-
nos se encuentran disposiciones en las Constituciones Catala-
nas. Después de proclamar el derecho que á todo propietario 
asiste para verter á la vía pública las aguas llovedizas (1), 
declaran que si uno tiene la servidumbre de enviar por canal 
el agua al fundo ageno y este la, remueve al construir, la ser-
vidumbre no vuelve á reaparecer. 
O. Y por último, hay asimismo en estas Constituciones 
algunas reglas sobre servidumbres rústicas. A este orden per-
tenecen las que declaran que sólo en huertos y casas es obli-
gatorio construir cercas (2), y que estas deben levantarse en 
la linea divisoria y costearse por los dueños de los predios 
colindantes (3): las que prohiben plantar árboles en las lindes 
y á menos distancia de doce palmos (4), respetando los olivos 
que lleven más de 30 años, pero permitiendo cortar á plomo 
sus ramas y raíces, lo mismo que cuando pueden servir para 
escalar una cerca (5) 6 una casa; y las que mandan dejar junto 
á las acequias de riego una senda de dos palmos y medio de 
destre (6). 
Todas estas y otras disposiciones referentes á servidumbres 
públicas, respiran un gran respeto á la propiedad individual, 
al mismo tiempo que un espíritu conciliador. 
7. Aragón. El Fuero, las Observancias y los Estatutos de 
montes y huertas de Zaragoza contienen di 
	
i I1es P.snP.- 
uitne avure serviuuulores, muy particularmente io réiativo 
a aprovechamientos de pastos, que se rigen por reglas distin-
tas de las que se conocen en todos los pueblos. 
(1) Id. 4.1 
(2) Const. 
 Id. 43. 
(4) Id.28. 
(5) Id. 32, 33 y 53. 
((i) Id. 9. 
• 
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S. En servidumbres urbanas hay la singularidad de permi-
tirse abrir en pared medianera ventanas para luces y vistas, 
contra todas las reglas de derecho común que siempre lo han 
prohibido; pero junto al permiso está su contradicción. El dueño 
del fundo inmediato puede cerrar esas ventanas; y únicamente 
cuando por consecuencia del cierre quedase á oscuras la habi-
tación, deberá darle á su dueño otra luz, por el punto que el 
Tribunal designe (1). En aguas también concede el fuero á 
todo propietario el derecho de conducirlas por acueductos 6 
por otro medio hasta los pozos públicos, pudiendo el que tenga 
que dar paso á estas aguas librarse de la servidumbre de acue-
ducto, sustituyéndola con la de stilicidii vel fluminis recipiendi, 
es decir, consintiendo en que caigan sobre su predio las aguas 
de los tejados. 
9. Servidumbres riísticas. Las hay de medianería, de paso, 
de acueducto, de pastos y de leñas, todas á cual más impor-
tantes. 
De medianería es la servidumbre de tapias de cerramiento. 
No se impone de una manera forzosa; pero si existían ya y se 
arruinan naturalmente, hay obligación de reconstruirlas; y si 
alguien se resiste a cumplir esta obligación, se le compele á 
derribar todas las tapias y dejar abierta la tierra por todas 
partes. El que aprovecha una tapia existente para cerrar por 
completo su tierra, tiene que abonar la mitad del coste de 
dicha tapia. El que con aguas de riego causa la ruina de una 
tapia, está obligado á reconstruirla á su costa (2). 
imponen á todos los predios, por los cuales y desde un camino 
tienen que atravesar los propietarios de fundos interiores. Este 
paso debe dárseles por el parage más próximo a la vía, y en 
su defecto por la margen de la acequia de riego. Nadie puede 
obstruir con tapias ó plantíos este paso, que para personas será 
de codo y medio, y para carros cargados, de cuatro codos (3). 
11) Observ. 6' de agua pluviali avenida. 
(2) Estatutos de montes, Caps. 125 al 133. 
(3) Fuero 3.° de consort. ejusd. rei y cap. E3 de los Estatutos. 
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Con el nombre de acequia ó azud se conoce en las Observan-
cias la servidumbre de acueducto, que es el derecho de condu-
cir por predio ageno aguas destinadas al riego. Nadie puede 
imponerla sin consentimiento del dueño del terreno (1); pero 
el que está en posesión de ella, puede reconstruirla cuando se 
arruine. 
En pastos hay en Aragón dos clases de servidumbres: las 
particulares y las públicas. 
• 
La servidumbre particular de pastos da, al que la tiene, 
derecho para apacentar sus ganados en los terrenos agenos 
sobre que está constituida; impidiendo á sus dueños que reduz-
can á cultivo aquellos terrenos y que cedan á otras personas 
el mismo derecho de apacentar ganados (2). 
10. La servidumbre pública, llamada alera foral, concede 
á los vecinos de un pueblo el derecho de  apacentar sus gana-
dos en los terrenos de los pueblos limítrofes, por los puntos 
por donde confrontan, haciéndolo de sol á sol y de era á era, 
es decir, que los ganados han de salir de las eras del pueblo 
con el sol y han de regresar a las mismas con sol también. En 
esta condición va envuelta la prohibición de pernoctar los gana-
dos fuera de sus distritos municipales, incurriendo en pena en 
caso contrario. 
Sólo los vecinos disfrutan de este privilegio; y por excep-
ción los montañeses que tuvieren algunas cabezas, con tal que 
no pasen de 40. Están exceptuados de la alera foral las huer-
tas, el boalar y las tierras cultivadas hasta después de levan-
tados los frutos. Para el efecto se prohibe acotar, cerrar ó hacer 
roturaciones ó plantaciones que impidan la entrada de los gana-
dos á los pastos. Dejándoles franca la entrada, las roturaciones 
y plantaciones son libres (3). 
(1) Observ. 1' de finium regundorum. 
(2) Según tiene declarado en el Tribunal Supremo en Sentencia de 28 de Octubre 
de 1871, no se opone á esta servidumbre privada la ley de 8 de Junio de 1813, que declaró 
perpetuamente cerradas y acotadas las propiedades particulares. 
(3) Observ. 4.', 6' y 7• de pascuis. 
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El boalar, exceptuado de la alera foral (1), es un terreno re-
servado en los pueblos para pastos del ganado de labor. Estos 
terrenos, en la extensión hasta donde alcanza un tiro de balles-
ta, se podían reservar por los mismos pueblos sin más requisito. 
Para reservarlos de mayor extensión necesitaban obtener Real 
licencia (2). En el boalar no entran los ganados de los pueblos 
limítrofes, como no exista pacto recíproco entre ellos. El boa-
lar, como se vé, es lo que en Castilla se llama dehesa boyal. 
11. Navarra posee muy pocas leyes que traten de servi-
dumbres, teniendo que recurrir en su defecto al derecho ro-
mano. 
12. De la servidumbre depaso, dice el Fuero, que el dueño 
del predio sirviente puede, al cerrar su predio, trasladarla á 
una orilla. En Aragón ya hemos visto que existe el mismo 
derecho, sin más diferencia que 
 el designar la margen de la 
acequia, porque la ley aragonesa habla de tierras de regadío. 
Mas para usar de este derecho, una y otra ley suponen que 
no se ha de causar con él un perjuicio ó una incomodidad 
grande al público ó á los particulares\interesados. 
13. La misma aplicación tiene esta regla, en opinión de 
los intérpretes (3), á la servidumbre de acueducto 6 acequia. 
El dueño del predio sirviente puede formar el cauce por donde 
menos gravosa le sea la servidumbre. 
Tratándose de intereses públicos, las leyes de Navarra per- 
mitían ya (4) imponer esta servidumbre á los predios particu- 
lares. Hoy esta materia está con toda, precisión determinada 
en la ley de aguas de 13 de Junio de 1879. 
(1) Fuero 2 °, id. 
(2) Hoy con arreglo á la ley de 11 de Julio de 1856, es el Gobierno quien fija la ex— 
tensión de las dehesas boyales. 
(3) Sres. Alonso y Gutiérrez. 
(4) Cap. 10, tit. 12, lib. 3.° del Fuero. 
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Una ley de Navarra establecía también un modo bien singu-
lar de señalar la servidumbre legal de paso á las tierras inte-
riores. Estando su dueño en la tierra, decía, dé voces llamando 
gente; y por donde viniere el primer hombre, por allí se le 
abrirá camino (1). El modo era bien original, y ocasionado á 
servicios irregulares. 
14. En pastos Navarra, al revés que Aragón, estableció el 
aprovechamiento comunal en los terrenos del pueblo; pero con 
exclusión de los veóinos de otros pueblos. Y para evitar que 
viniesen de fuera á aprovechar los pastos, los fueros prohibie-
ron al vecino ceder su derecho, como no fuese á otro vecino. 
Sólo se exceptuaron los ganados que estuvieren labrando tier-
ras del pueblo y perteneciesen á. vecinos de otros pueblos. (2). 
En ningún caso se permitia entrar con los ganados en tierras 
particulares, hasta que los frutos estuviesen levantados. 
Hay, sin embargo, en Navarra una cosa semej ante á la alera 
foral de Aragón; y son los pastos de facerla. Pero se diferen-
cían, en que de esta servidumbre sólo participan los pueblos 
limítrofes que tengan pastos establecidos, mientras que en 
Aragón la alera se impone forzosamente á todos los pueblos. 
(1) Ley 2 °, cap. ! °, tit. 5 °, lib. 6.° del Fuero. 
(2) Leyes 8 °, 13 y 22, tít. 20, lib. 5° Nov. Recop. 
rr. 
— 300 — 
CAPITULO VIII 




1.—Idea de los Registros.-2. Carácter que tuvieron desde su 
establecimiento.— 3. Situación antigua de los Registros.-
4. Reserva de los mismos. 
1. El registro de la propiedad es el complemento natural 
de las leyes civiles que tratan de las cosas, como lo es el Regis-
tro civil de las leyes que se ocupan de las personas. El Regis-
tro de la propiedad inscribe y hace constar públicamente el 
dominio y los derechos que del mismo se desprenden; como 
el Registro civil consigna y hace constar todos los hechos que 
producen y modifican el estado civil de las personas. El uno 
guarda los derechos reales; el otro conserva los personales. 
Ambos Registros se completan; y si una razón económica no 
lo impidiera, ambos deberían estar situados en los mismos 
puntos y colocados bajo la dirección de unos mismos funcio-
narios. 
2. Registro de la propiedad verdaderamente dicho no ha 
existido en España, hasta que lo estableció de una manera 
definitiva la ley hipotecaria de 8 de Febrero de 1861. Fimdóse 
en el año 1539, por los reyes D. Carlos y  D.  Juana, un Regis-
tro de censos, hipotecas y cargas reales de la propiedad inmue-
ble, y se colocó bajo el amparo de los ayuntamientos; mas 
aunque repetidamente se mandó (1), que se llevaran á inscrip- 
(1) Leyes tit.16, lib. 10 de la Nov. y Recop. 
5 
^ 
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ción en dichos Registros todas las escrituras y documentos en 
que constaran cargas, tributos y censos afectos á la propiedad, 
ni las disposiciones legales se cumplieron, ni aún cumplidas 
hubieran dado del dominio un estado completo y acabado. La 
propiedad libre no se inscribía en parte alguna por aquellas 
leyes: la propiedad afecta á cargas reales é hipotecarias sólo 
se inscribía, cuando hubiere de hacerse constar estas cargas ó 
hipotecas en los tribunales de Justicia: las hipotecas ocultas 
y generales no se inscribían en ninguna ocasión; y en nin-
guna ocasión y de ningún modo constaban estos gravámenes, 
que eran los más comunes y los más importantes. 
3. Los Registros por la ley de 1539, se situaron en las 
Ciudades, Villas ó lugares que fueron cabeza de jurisdicción. 
El rey D. Felipe V, por auto acordado de 11 de Diciembre 
de 1713 (1), los estableció en todas las Municipalidades, fueran 
6. no cabeza de jurisdicción, colocándolos á cargo de los Ayun-
tamientos. El rey D. Carlos III, por Pragmática de 31 de Enero 
de 1768, (publicada en 5 de Febrero), los trasladó á los pueblos 
cabezas de partido judicial; mas no á todos, sino aquellos, 
cuyo señalamiento hacían la Audiencias y Chancillerías del 
 respectivo distrito, sin perjuicio de los Contadores de hipote-
cas que actualmente hubiere. 
4. Desde su establecimiento los Registros  , eran secretos; 
pues la ley de 1539 había dispuesto, que el tal Registro no se 
 muestre á persona alguna, sino que el Registrador pueda dar fe 
si hay ó no algún tributo ó venta, á pedimento del vendedor. 
En tal estado han llegado los Registros hasta nuestros días: 
incompletos, secretos y viciosamente organizados. La ley 
de 8 de Febrero de 1861, abandonando al fin el sistema esta-
blecido, los fundó sobre bases científicas y racionales. 
(1) Ley 2. 6 id. id. 
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SECCION SEGUNDA 
Organización de los Registros 
PÁRRAFO I 
Organización general • 
1. Sistemas generales de organización.— 2. Sistema que adoptó 
la ley hipotecaria.— 3. Ventajas de este sistema.— 4. Fun-
cionarios d quienes se ha encomendado el servicio.— 5. Ins-
pección de los Registros.— 6. Inamovilidad de los Registra-
dores. 
1. La ley de 8 de Febrero de 1861 es obra de la Comisión 
codificadora, que la redactó con presencia de las mejores leyes 
adoptadas sobre el particular en otras Naciones. Al organizar 
este servicio de la manera más conveniente para el público y 
más conforme con los altos fines que está llamado á llenar, 
pudo la Comisión elegir entre sistemas muy diferentes. El me-
j or de todos hubiera sido el que, adoptado ya desde 1713, situa-
ba un Registro en cada distrito municipal. Este sistema hubiera 
permitido reunir en una misma dependencia ambos Registros 
civil y de la propiedad, encomendándolos ambos á un mismo 
funcionario. Dos circunstancias se opusieron á la adopción de 
tal sistema: la dificultad de dotar convenientemente a tanto 
funcionario y el número crecido de Registros que había que 
establecer. 
Está por lo general tan dividida la población en España, y 
son tantos y de tan escasa importancia los pueblos en algunas 
provincias, que todo servicio público tropieza con esta dicul-
tad, al pretender organizarlo sobre la unidad del municipio. 
Mientras la Administración no reduzca grandemente M. número 
de Ayuntamientos, agrupando a los pueblos pequeños para 
constituir municipalidades mas grandes y distritos municipa- 
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les más extensos, el municipio no podrá servir de base racio-
nal para ninguna reforma. 
2. Desechada por infinitesimal la base del distrito munici-
pal, había que tomar como unidad orgánica otra división ter-
ritorial cualquiera, el crearla exprofeso para servicio del Regis-
tro. Una creación nueva, intermedia entre el distrito munici-
pal y el partido judicial, hubiera traído una complicación, mas 
en un país que cuenta tantas divisiones territoriales, como 
jurisdicciones distintas se conocen. 
El partido judicial, tal como estaba ya admitido desde 1768, 
quedó aceptado en la ley, como base de la nueva organiza-
ción; ordenándose que se estableciera un Registro en cada 
cabeza de partido judicial (1), y poniendo cada Registro al 
cargo de un funcionario (2). 
3. Esta organización tenía la ventaja de ser ya conocida 
del público, que se había acostumbrado' á ella, y de colocar 
cada Registro bajo la inmediata inspección de un Juez letrato; 
y aunque algo extensa en circunscripción, permitía en cambio 
la creación y conveniente dotación de funcionarios especiales, 
á quienes poder encomendar un servicio, que requiere títulos 
y condiciones de idoneidad, que hubiera sido imposible exigir 
en Registros de circunscripciones muy limitadas. 
4. Se crearon, por lo tanto, funcionarios especiales con el 
título de Registradores para el servicio de Registros: se exigie-
ron a estos funcionarios condiciones de aptitud y providad (3): 
se hicieron incompatibles estos cargos con toda otra clase 
(1) Art. i.6 de la ley hipotecaria. 
(2) Art. 297 de id. 
(3) Según el art. 298 han de ser abogados, mayores de edad, proceder de las carre-
ras judicial 6 fiscal, G haber ejercido la abogacía durante 4 años. 
Según el 299, están inhabilitados los concursados, los deudores como segundos con-
tribuyentes, los procesados y los condenados á penas aflictivas. 
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de funciones (1): se formó con ellos un cuerpo oficial, donde el 
ingreso se verifica por regla general por oposición, y ascenso 
por antigüedad y méritos personales, salvo en personas que tie-
nen precedencias determinadas: se clasificaron los Registros (2) 
por sus probables utilidades, formando sobre esta base las 
categorías; y se determinaron con toda precisión los honores, 
derechos, atribuciones, deberes y responsabilidades de estos 
funcionarios (3). aa 
5. Para la conveniente inspección de los Registros se colo-
caron estos bajo la dependencia exclusiva del Ministerio de 
Gracia y Justicia (4), creándose al efecto una dirección gene-
ral (5), que hoy lo es á la vez también de los Registros civiles. 
Esta Dirección ejerce la alta inspección y vigilancia en todos 
los registros de España; decidiendo, en resoluciones motiva-
das que se publican en la Gaceta, cuantas dudas y dificultades 
se suscitan en la ejecución de la ley y se llevan por la vía 
gubernativa judicial á aquel centro superior, en virtud de los 
recursos concedidos á los interesados contra las decisiones de 
los Registradores, de los Jueces y de los presidentes de Au-
diencias. 
En cada territorio de Audiencia ejerce la inspección el Pre-
sidente de la misma, valiéndose al efecto de los Jueces de pri-
mera instancia, que tienen en este servicio el carácter de 
(1) Art. 300. 
(2) El art. zGO del Reglamento hizo cuatro clases de los Registros, tomando por 
base la probable utilidad de cada uno. Esta clasificación, aunque rectificada después 
por los datos ¡nuis exactos que sobre rendimientos ha suministrado la experiencia, sub-
siste todavia sirviendo de fundamento á las categories. 
(3) Los Registradores prestan una fianza, que guarda relación con la importancia 
de los Registros que desempeñan, y de la que se hacen efectivas las responsabilidades 
en que incurren por faltas en el cumplimiento de sus deberes, 6 por perjuicios que por 
error, malicia ó negligencia hayan causado á los interesados en las inscripciones del 
dominio 6 de los derechos reales. La acción debe deducirse en juicio, dura un año 
después que el perjuicio sea conocido y caduca si en 90 días se deja abandonada. Los 
Registradores pueden evitarla pagando el perjuicio. 
Los Registradores perciben honorarios sujetos á un arancel: son inamovibles, á me-
nos que den justa causa, y gozan honores y consideraciones muy semejantes á las da 
los Jueces. 
(4) Art. 265 de la ley. 
(5) Art. 266 de id. 
-,i 
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delegados. Una visita ordinaria en cada trimestre, y todas las 
visitas extraordinarias que se estimen convenientes, deben 
girarse por los Presidentes ó sus delegados á los Registros (1). 
Para el efecto pueden los presidentes delegar sus funciones en 
Magistrados ó Jueces. Cada seis meses dan cuenta los Presi-
dentes del estado en que se encuentran los Registros; y ellos 
y sus delegados, cuando notaren faltas en el servicio, 
pueden dictar resoluciones, imponer multas y aún suspender 
á los Registradores, dando de todo cuenta inmediata a sus 
superiores (2). 
6. Los Registradores no pueden ser separados de sus des-
tinos, sino por Sentencia judicial ó por disposición guberna-
tiva, dictada á virtud de justa causa acreditada en expediente, 
en el cual ha de ser oido el interesado y ha de informar el 
Juez de primera instancia (3). 
Los libros de los Registros son públicos (4). Esta palabra 
tiene dos significaciones en la ley. Son públicos los libros y 
asientos de un Registro, en el sentido de que han de constar 
. 
en él todas las cargas reales de la propiedad para que perjudi-
que a tercero, pues ras que no resulten inscritas carecen de 
eficacia legal contra tercero. Como consecuencia de este prin-
cipio declara la ley (5), que la libertad 6 gravamen de los bie-
nes inmuebles sólo podrá acreditarse en perjuicio de tercero 
por las certificaciones que expidan los Registradores, los cua-
eles responderán de los perjuicios que irroguen a los interesados, 
cuando los certificados no estuvieren conformes con los asien-
tos (6). 
Son públicos también los Registros, en el sentido de que sus 
libros deben franquearse á los que tengan interés en conocer 
el estado de la propiedad inmueble. No pueden bajo ningún 
(1) Arts. 268, 269 y 270. 
(2) Arts. 332,274 y 275 de la ley. 
(3) Art. 308. 
(4) Art. 279. 
(5) Art. 283. 
(6) Art. 284. 
TOMO II. 	 20 
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pretexto extraerse los libros del local donde se halle la oficina; 
y dentro de ella, sólo se pondrá de manifiesto á los interesa- 
dos la parte de los libros que necesiten consultar, y eso con 
las precauciones convenientes para evitar cualquiera adulte-
ración. 
Las oficinas del Registro deben, para el efecto, estar abier-
tas todos los días no feriados del año y en las horas marcadas 
por Reglamento. 
PÁRRAFO II 
Organización especial de cada Registro 
1. Partes de que consta cada Registro.-2. Secciones en que Sc 
 subdivide cada una.— 3. Libros destinados d las hipote-
cas.— 4. Libros destinados d los demás derechos reales. 
1. Aunque no se ha establecido más que una oficina y un 
funcionario en cada partido judicial, bien puede decirse que 
cada Registro territorial comprende tantos Registros particu-
lares, como pueblos ó distritos municipales existen en cada 
partido; toda vez que se llevan en libros separados y con la 
denominación de cada pueblo, los asientos é inscripciones 
referentes á la propiedad enclavada en cada distrito munici-
pal. Un Registro, en este sentido, es la reunión de los Regis-
tros municipales de un partido judicial. 
2. Además, cada Registro municipal se halla dividido en 
dos secciones, enteramente separadas, que se titulan: la una 
de la- propiedad y la otra de las hipotecas. En la sección de la 
propiedad se inscriben el dominio y sus desmembraciones y 
modificaciones. Todos los derechos reales, menos el de hipo 
teca, se hacen constar en esa sección. Sólo al derecho real de 
hipotecas se han reservado libros especiales, donde se hace 
constar la constitución, modificación, extinción 6 cancelación 
de este derecho. 
I 
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La hipoteca ha merecido á la ley consideración tan especial; 
porque ella es la base del crédito territorial. El deseo de fun-
darlo sólidamente inspiró la  %flea de constituir con separación 
un Registro, que en el fondo no es más que una parte, aunque 
importante, del Registro general; toda vez que el derecho 
hipotecario es un derecho real que modifica el dominio, aso-
ciándole á obligaciones personales. 
3. Dos libros destinó la ley al Registro de las hipotecas. 
En el uno, que es el verdadero Registro, se inscriben las hipo-
tecas por orden cronológico, á continuación unas de otras. En 
el otro, que es un índice general del primero, necesario para 
la busca y hallazgo instantáneo de las inscripciones, se ano-
tan las hipotecas por orden alfabético de apellidos de los que 
constituyen estas hipotecas. El primero, como fundamental, 
constituye la prueba: el segundo sólo en casos de duda puede 
servir á los Tribunales para formar su juicio sobre la validez 
de las inscripciones (1). El libro índice ó alfabético señala los 
libros, folios y números, donde se encuentran las inscripcio-
nes definitivas. 
4. Los libros que constituyen la sección de la propiedad, 
llevan inscritos todos los derechos reales, desde el mismo 
dominio, hasta la posesión, el usufructo, las servidumbres y 
todos los demás derechos de aquella naturaleza. A cada predio 
debe abrírsele una inscripción, que indique su procedencia y 
dominio, asentando á continuación toda la historia de esta 
finca, 6 sean todas las traslaciones, modificaciones, desmem-
braciones 6 reconstituciones que sufra su dominio. 
(1) Arts. 226 al 23; de la ley. 
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PÁRRAFO III 
nitualidades de los libros y de los asientos 
1. Carácter de los libros del Registro.— 2. Forma de estos 
libros.— 3. Naturaleza de los asientos.— 4. Modo de hacer-
se.— 5. Trámites para la rectificación de los errores que con-
tengan.— 6. Efectos de las rectificaciones. 
1. Los libros de los Registros tienen el carácter y la impor-
tancia de unos protocolos públicos. Sus asientos hacen fe en 
Juicio y fuera de él: constituyen una prueba plena; y mientras 
no se pruebe su falsedad, merecen crédito. 
Por esta misma razón la ley, para asegurar su autenticidad y 
legitimidad, ha tomado las precauciones que ha estimado con-
venientes. Entre estas figuran muy principalmente las rituali-
dades y solemnidades á que ha sometido dichos libros. 
2. Todos los libros de los Registros de España son iguales. 
Su construcción se hace por contrata y con sujeción á un 
modelo préviamente aceptado por la Dirección general de los 
Registros (1). A esta Dirección recurren los Registradores en 
demanda de los ejemplares que necesitan, abonando su importe 
de los rendimientos mismos del Registro. 
Además de la forma igual, como vemos, para todos los libros, 
la ley (2) previene, que al destinarse al servicio, sean antes 
foliados y rubricados por el Juez de primera instancia del par-
tido 6 por el decano donde hubiere más de uno. El libro debe 
además contener la designación del pueblo á que se le destina 
y el número de orden que le corresponde; y si es de la sección 
hipotecaria, las iniciales del alfabeto á que pertenece. 
(1) Art. 223 de la ley. 
(2) Art. 222 de la ley. 
– 309 — 
3. Así preparados los libros, deben contener los asientos ó 
inscripciones de todos los títulos en que se traslade el domi-
nio, se constituya, reconozca, modifique 6 extinga cualquiera 
clase de derechos reales: todo acto ó contrato en que se adju-
diquen á alguno bienes inmuebles 6 derechos reales: toda eje-
cutoria,por la que se modifique la capacidad civil de una per-
sona, en orden á la libre disposición de sus bienes (1); y en 
general todos los títulos de cualquiera índole que sean, que se 
refieran á derechos reales de toda especie (2). 
4. Los asientos contienen en extracto lo sustancial del 
título, acto 6 contrato á que se refieren y pueda darlos bien á 
conocer. Las partes interesadas tienen derecho a examinar la 
minuta que redacte el Registrador, antes de hacer el asiento 
en el libro correspondiente, y hacer notar los errores que con-
tenga, reclamando por la vía gubernativa, ante el Juez ó el 
Presidente de la Audiencia, si el Registrador se negara á sub-
sanar aquellos errores. 
Los asientos 6 inscripciones han de hacerse á continuación 
unos de otros, sin claros, raspaduras ni enmiendas; pudiendo 
únicamente salvar al final de cada uno las equivocaciones mate-
riales que se notaren. Si las equivocaciones no estuvieren sal-
vadas, y se notasen después de hechos los asientos, su rectifi-
cación procederá luego que se advirtieren; pero la forma y 
efectos de estas rectificaciones varían según los casos. 
5. Para el efecto, la ley distingue dos clases de errores: 
errores materiales y errores de concepto. Por error material 
entiende la ley, la omisión de alguna circunstancia no esen-
cial, ó la equivocación de nombres 6 cantidades que no cam-
bien el sentido general del título (3). Llama error de concepto 
á la equivocación que, sin producir necesariamente nulidad, 
altere el sentido del título (4) .. 
(I) Art. 2.° 
(2) Art. 1..°  del. Reglamento. 
(3) Art. 259. 
(4) Art. 260. 
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Si sobre un error material existen antecedentes en el. mismo 
Registro, ya porque se conserven los títulos, ya porque de 
ellos se hayan hecho otros asientos principales, el Registrador 
puede rectificarlos bajo su personal responsabilidad. Si no exis-
ten esos antecedentes, izo puede proceder á la rectificación, 
sino á virtud de mandamiento judicial, 6 con la conformidad 
de la persona que tuviere en su poder el título. Estos mismos 
requisitos son necesarios para la rectificación de un error de 
concepto, haya ó no antecedentes del mismo en el Registro; á 
menos que el error se haya padecido en los asientos de presen-
tación, en el índice de las hipotecas 6 en otros asientos subal-
ternos, como notas marginales ó indicaciones de referencia, si 
los da claramente á conocer la inscripción definitiva del de-
recho. 
Para la inteligencia de estas disposiciones, basta tener en 
cuenta, qúe de los diferentes asientos que se hacen de un 
título en los libros del Registro, unos son provisionales, como 
los que anotan la entrada del título en la oficina, ó anotan 
preventivamente un derecho; otros auxiliares, como los del 
libro alfabético de hipotecas; otros de referencia, como las 
notas marginales; y otros definitivos, como las inscripciones 
en los libros de las hipotecas 6 de los demás derechos reales, 
incluso el dominio. Las inscripciones definitivas son las fun-
damentales, y á ellas se subordinan todos los demás asientos, 
que son por su índole menos importantes. 
Cuando sobre la rectificación de un error material ó de con-
cepto se suscita cuestión entre los interesados de una inscrip-
ción, ya porque alguno se oponga á la rectificación, ya porque 
no la acepte en determinados términos (1), la cuestión habrá 
de decidirse en Juicio ordinario, supendiéndose entre tanto 
toda rectificación. 
6. En todo caso, la rectificación no se hará en la misma 
inscripción equivocada, sino por medio de una: nueva inscrip- 
r 
(1) Art. 257 de la ley. 
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ción (1); y esta nueva inscripción no surtirá efecto contra ter-
cero, sino desde la fecha misma de la rectificación (2). 
SECCIÓN TERCERA 
De la inscripción y sus efectos 
PÁRRAFO I 
Títulos sujetos á inscripción 
1. Carácter voluntario de la inscripción.— 2. Medios indirectos 
adoptados para obligar d inscribir.— 3. Títulos inscribibles. 
—4. Forma de los títulos.— 5. Modo de inscribir documen-
tos privados.— 6. Modo de inscribir la posesión en defecto 
de titulos.-7. Última legislación vigente en la materia.-
8. Modo de inscribir los derechos reales. 
1. La inscripción de los títulos, y con ellos de los dere-
chos reales, inclusa la misma propiedad, es un acto libre y 
potestativo de los interesados. La ley no ha impuesto forzosa-
mente esta obligación á los particulares; porque el imponerla 
como un requisito esencial de los actos ó contratos, hubiera 
equivalido á negar efectos civiles á estos actos y contratos, 
mientras por la inscripción no se hubiera hecho constar públi-
camente su existencia; y esto hubiera sido contrario al dere-
cho escrito, que les concede eficacia legal, independiente-
mente de toda forma y de toda anotación. 
2. La ley no podía negarles esta eficacia intrínseca.; pero 
podía negarles, y de hecho les ha negado, crédito y eficacia 
contra un tercero que con título tan bueno hubiera inscrito 
(1) Art. 261. 
(2) Art. 26i. 
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su derecho. El dueño de un predio 6 de un derecho real con 
título legal suficiente, tan dueño es  antes de inscribir s u. 
 derecho, como después de haberlo inscrito; mas si en el ej er-
cicio de su derecho tropieza cou otro, que poseyendo un 
título de igual valor, reune la circunstancia de haberlo ins-
crito oportunamente, la ley, que tiene noticia del derecho del 
segundo, y que ignora el del primero, presta crédito y con-
cede amparo al segundo con perjuicio del primero. De esta 
manera, por un medio indirecto, aunque muy justificado, la 
ley obliga á los particulares á llevar a la inscripción todo 
título referente al dominio ó á los derechos reales. 
A este criterio están ajustadas las disposiciones de la ley 
hipotecaria, las del reglamento dictado para su ejecución y 
las de la instrucción de 12 de Junio de 1861 para la redacción 
de los instrumentos públicos. Según la ley (1), no se admite 
en los Tribunales y oficinas ningún documento que no se 
haya inscrito, si por él se constituye, reconoce, modifica é 
extingue algún derecho real. Según el Reglamento (2), esta 
prohibición se cumple, aún en el caso de que el documento 
no pueda ya ser inscrito, salvo el caso de que se lleve en 
apoyo de un hecho diferente del acto 6 contrato sobre el cual 
se cuestiona. Según la instrucción (3), los Notarios deben 
advertir á las partes de la obligación de inscribir, deben hacer 
mención de los asientos del Registro donde estén inscritos los 
derechos sobre que versan las escrituras, no.pueden testimo-
niar por exhibición documentos no inscritos, y están en la 
obligación de dar conocimiento al Registrador de los instru-
mentos que otorguen, donde haya derecho real á favor de un 
tercero que pueda ser perjudicado por la falta de inscripción. 
Todas estas disposiciones, y la declaración repetidamente 
consignada en diferentes artículos de la ley (4), de que no 
surtirá efecto contra tercero, título no inscrito en el Regis-
tro; y que el efecto comienza desde la fecha de la inscripción, 
(1) Art. 396. 
(2) Art.333. 
(3) Arts.!°, 2°,3°y4° 
(4) Arts. 23, 25, 26 y 28. 
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teniéndese por tal la de la presentación del título en el Regis-
tro, hacen indirectamente necesaria la inscripción de todo 
título sujeto á la misma. 
3. Están indirectamente sujetos á inscripción los siguien-
tes títulos legales (1): 
1.° Los traslativos de dominio de los inmuebles ó de los 
derechos reales impuestos sobre los mismos. 
2.° Aquellos en que se constituyan, reconozcan, modifi-
quen ó extingan derechos reales, como usufructo, servidum- 
P' bre, hipoteca, censos y demás. 
3.° Los actos y contratos en cuya virtud se adjudiquen á 
alguno bienes inmuebles ó derechos reales, aunque sea conia 
• obligación de transmitirlos á otro, ó de invertir su importe en 
objetos determinados. 
4.° Las ejecutorias en que se declare la incapacidad legal 
para administrar, 6 la presunción de muerte de un ausente; 
se imponga la pena de interdicción ó cualquiera otra por la 
que se modifique la capacidad civil de las personas, en cuanto 
á la libre disposición de los bienes. 
5.° Los contratos de arrendamiento de bienes inmuebles 
por un período que exceda de más de seis años. 
6.° Los contratos de arrendamiento de bienes inmuebles 
en que se hayan anticipado las rentas de tres ó más años. 
7.° Cualesquiera otros títulos relativos á derechos de la 
misma índole (1), como adquisiciones de fincas pertenecientes 
á la mitad reservable de los mayorazgos, concesiones definiti-
vas de minas, caminos de hierro, -.guas, pastos y otros seme-
jantes. 
8.° Los actos y contratos que se conocen en las provincias 
forales con los nombres de usufructo foral, heredamiento uni-
versal y otros que modifican las facultades del. dominio. 
4. La ley ha prescrito que todos estos títulos, todos estos ac-
tos y contratos, para poder ser inscritos, han de constar en escri- 
(I) Art.20. 
{1) Art. I.° del Reglamento. 
J 
(I) Art. 3 ° 
(2) Art. 8.° 
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tura pública, ejecutorias 6 documentos auténticos expedidos 
por el Cobierno 6 por sus agentes, en la forma que prescriben 
los Reglamentos (1). Y para que no se dude de lo que significa 
la palabra documentos auténticos, los define, diciendo que son 
(2): «los que sirviendo de títulos al dominio 6 derecho real, 
estén expedidos por Autoridad competente para darlos, y deban 
hacer fe por sí solos;» como son los documentos en que se con-
ceden minas 6 caminos de hierro, las certificaciones de los ac-
tos de conciliación y demás. 
5. Los documentos privados de toda especie están exclui-
dos del Registro; mas como quiera que una buena parte de la 
propiedad inmueble no tiene una titulación mejor que docu-
mentos privados, 6 un derecho de posesión, la ley, en su cons-
tante deseo de facilitar la inscripción de todo derecho y la for-
mación de todo título, ha creado medios de arreglar este y de 
inscribir aquel. 
Por virtud de lo dispuesto en los artículos 405 al 409, los 
contratos y documentos privados referentes al dominio y dere- 
chos reales, pueden inscribirse en el Registro, después de ser 
ratificados por las partes á presencia del Registrador ó del Juez 
municipal, si esos documentos son de fecha anterior á 1.° de 
Enero de 1863; ú obteniendo una ejecutoria judicial, si son de 
fecha posterior. 
Para la ratificación anté el Registrador se tiene que presen-
tar el título privado y una copia del mismo, que se coteja con 
su original; y reconocido á presencia de dos testigos el docu-
mento por las partes interesadas, sirve, previa la anotación 
correspondiente de nombres, apellidos, domicilios, edad y 
demás circunstancias personales de todos los asistentes, para 
inscribir el derecho. El documento original se archiva: la copia, 
con certificación del reconocimiento y acta de inscripción, 
sirve de título de dominio al interesado. 
La ratificación ante el Juez municipal, procede, cuando algún 
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interesado está ausente ó no quiere comparecer al Registro: 
sus solemnidades son idénticas, debiendo autorizar las diligen-
cias el Juez y secretario, entregándose los dos ejemplares á las 
partes para su presentación en el Registro. 
Cuando los documentos privados son posteriores á 1.° de 
Enero de 1863, ó cuando el propietario carece absolutamente 
de título legal de dominio, la ley (1) le proporciona el modo de 
obtenerlo, por medio de una ejecutoria obtenida en expediente 
judicial que debe abrirse á su instancia. En este expediente, 
que comienza por la petición escrita del interesado, con rela-
ción circunstanciada de los bienes y expresión de su proceden-
cia, si no existe título, é con la exhibición del documento pri-
vado, si existe título de esta clase; son parte el Ministerio fis-
cal, la persona de quien procedan los bienes y los que tengan 
interés en los mismos por cualquier derecho real. Para el efecto 
se les cita en forma; y con citación de los que comparezcan, 
se practican todas las pruebas en el término de 180 días. A los 
ausentes ó personas ignoradas se les llama por medio de edic-
tos, que se fijan en los sitios de costumbre y se publican en el 
_Boletán Oficial. Hechas las pruebas y aidas las alegaciones de 
las partes por escrito, si el valor de los bienes excede de 750 
pesetas, y de palabra, si su cuantía fuere menor, se pronuncia 
sentencia, declarando justificado ó no justificado el dominio 
de los bienes; sobre cuya sentencia cabe el recurso de apela- 
La ejecutoria que por este procedimiento se obtenga, suple 
la falta de título; é inscrita en el Registro, equivale á un título 
de dominio. Por el mismo procedimiento puede inscribirse un 
censo, foro ó derecho real de cualquiera especie, á cuyo reco-
nocimiento se niegue el dueño de los bienes sobre los que este 
afectó (2). 
O. También la posesión puede inscribirse en defecto de 
título de dominio; mas en este particular la ley ha sufrido alte- 
(1) Arts. 404 y 409 de la ley. 
(2) Art. 410. 
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raciones y vicisitudes muy varias. La primitiva ley exigió, 
para inscribir la posesión, el que se acreditara esta en una 
información judicial practicada con audiencia del Ministerio 
fiscal ante los juzgados de primera instancia ó los municipales, 
según que los bienes radicaran en término donde hubiese 6 no 
Juzgado de primera instancia. En la reforma que esta ley 
sufrió en 3 de Diciembre de 1869, se admitió . al lado de las 
informaciones posesorias, otro medio más rápido y eficaz de 
inscribir la posesión. Consistía este medio (1) en una simple 
certificación que expedían los Ayuntamientos 6 Juntas de eva-
luación, á petición de los interesados y con referencia á los 
censos de la riqueza, en la cual se hacía constar que el intere-
sado figuraba en dichos censos como dueño de los bienes rese-
ñados en su instancia, y pagando por ellos una contribución . 
 que se determinaba. No inspiraba á la ley muy grande con-
fianza este medio de acreditar la posesión, razón por la que (2) 
mandó á los Registradores que antes de inscribir el derecho, 
examinaran cuidadosamente el Registro, para averiguar si hay 
en él algún asiento relativo al mismo inmueble, y si hallaren 
algún asiento de adquisición de dominio no cancelado, que esté 
en contradicción con el hecho de la posición justificada  sus-
penderán-la inscripción, harán anotación preventiva si la soli-
cita el interesado, y remitirán copia de dicho asiento al Juez 
que haya aprobado la información ó denegará la inscripción 
si se solicitó d virtud de certificación, devolviéndola al intere-
sado para que promueva si quiere el recurso gubernativo d 
judicial 
7. Habiendo la experiencia confirmado lo peligroso de esta 
clase de medios de inscripción y titulación, en un país falto 
de instrucción y de prácticas jurídicas, se ha reformado nue-
vamente la ley, por la que lleva la fecha de 17 de Julio de 1877, 
y dictado en su consecuencia el Real decreto de 20 de Mayo 
de 1878; que constituyen la legislación vigente en la actuali-
dad en materia de inscripciones de posesión. 
(1) Arts. 400 y 401 dele ley reformada. 
(2) Art. 402 de dicha ley. 
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Según estas disposiciones legales, ya no se admiten á ins-
cripción los certificados, que al tenor de lo prevenido en la 
reforma de 1869, expedían los Ayuntamientos 6 las Juntas de 
evaluación. La posesión ha de acreditarse precisamente por 
medio de informaciones judiciales, levantadas á petición de 
parte y con audiencia del ministerio fiscal y de las personas á 
quienes pudiera perjudicar la inscripción solicitada. Para el 
efecto, la ley de 1877 ha derogado los artículos 400 y 401 de 
la anterior; y declarando vigentes únicamente los artículos 
397 y 398, menos la regla 4.° de este último que exigía la pre-
sentación del recibo del último trimestre de contribución, que 
ha sido sustituido por un certificado del Alcalde 6 de la Comi-
sión de evaluación. 
En su virtud, la posesión de un inmueble se acredita hoy en 
un expediente donde se hace constar: la naturaleza, situación, 
medida superficial, linderos, nombre, número y cargas de las 
fincas; el nombre y apellido de la persona de quien se haya 
adquirido; el tiempo que lleva de posesión el interesado; la 
circunstancia de no existir título escrito 6 de no ser fácil 
hallarlo; y la persona que según los repartimientos viene 
pagando las contribuciones en el último año económico. Todo 
el que se crea asistido de algún derecho sobre los inmuebles, 
objeto de la información, puede oponerse á su inscripción; y 
esta oposición, que se sustancía en juicio ordinario, es causa 
bastante para suspenderse la inscripción de la posesión. 
8. Si no se suscita oposición, 6 si la suscitada se deses-
tima en sentencia firme, ó es abandonada por el actor, se apro-
bará el expediente y entregará original al interesado para que 
le sirva de título posesorio. Al inscribir este título en el Regis-
tro, se hace mención de todas las circunstancias que le han 
acompañado (1); y nunca causa más efectos que el de hacer 
constar la posesión para poder prescribir con arreglo á dere-
cho. El que tenga mejor derecho puede alegarle, aunque su 
titulo no haya sido inscrito (2); y contra tercero sólo hace 
efecto desde la fecha de la inscripción. 
(1) Art. 399 de la ley. 
(2) Art. 403. 
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9. Por los mismos procedimientos pueden inscribirse los 
derechos reales de usufructo, servidumbre, censo y demás. 
Hay una excepción respecto del derecho hipotecario, el cual 
nó puede inscribirse sino mediante la presentación del título (1). 
PÁRRAFO II 
Efectos de los asientes del Registro 
1 Clases de asientos.— 2. ASIENTO DE PRESENTACIÓN: Efec-
tos de este asiento.— 3. ANOTACIÓN PREVENTIVA: Efectos de 
estas anotaciones.— 4. Efectos de la anotación de un lega-
do.— 5. Efectos de la anotación de un crédito refaccionario.-
6. Efectos de la anotación de un título que adolece de faltas 
subsanables. —7. INSCRIPCIÓN: Efectos capitales. — 8. Efectos 
en cuanto d acciones rescisorias.— 9. CANCELACIONES: Casos 
en que se anulan. 
1. De cuatro clases son los asientos que se hacen en los Re-
gistros públicos de la propiedad, á saber: asiento de presenta-
ción, anotación preventiva, inscripción definitiva y nota de 
referencia. El más importante, el verdadero asiento fundamen-
tal, destinado á producir todos los eféctos en el orden civil, es 
la inscripción. Los demás, ó son preliminares de la inscripción, 
ó tienen por objeto auxiliarla. 
2. El asiento de presentación, que se lleva en un libro 
separado de los demás del Registro, tiene por objeto hacer 
constar el momento de entrada de los títulos en la oficina, 
para comprobar la prioridad en el tiempo, siempre que sea 
necesaria entre dos títulos de opuestos resultados. Este libro es 
diario; y diariamente, bajo la firma y responsabilidad del Re-
gistrador, debe consignar los títulos que se han presentado 
(1) Art. 410. 
—7 
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para inscribir. Su necesidad se comprende con sólo advertir 
que, siendo á veces imposible la inscripción inmediata de todos 
los títulos que se presentan el el Registro, una vez reunidos va-
rios y pendientes de inscripción, sería de todo punto imposible 
decidir cual de los presentados se había de conceder la pre-
ferencia para la declaración de derechos, si se hallaban dos en 
abierta contradicción. La ley adoptó por principio el no reco-
nocer efecto contra tercero á los títulos, sino desde la fecha de 
su inscripción en el Registro (1). Haciendo práctico el princi-
pio, decidió (2): que para determinar la preferencia entre dos ó 
más inscripciones de una misma fecha, relativas á una misma 
finca, se atienda á la hora de la presentación en el Registro de 
los títulos respectivos. De aquí la necesidad de anotar en el 
asiento de presentación, no sólo el día, sino también la hora en 
que cada título entra en el Registro, haciéndose después expre-
sión de todo ello en la inscripción definitiva del mismo. 
Es regla general en esta materia (3), que se considera como 
fecha de inscripción para todos los efectos que esta deba produ-
cir, la fecha del asiento de presentación. 
3. Si, pues, el asiento de presentación no produce efectos 
por sí sólo, porque es un asiento provisional y ,muy secunda-
rio, contribuye á fijar los que han de producir los asientos defi-
nitivos, determinando la fecha de entrada de los títulos. 
4. La anotación preventiva es un asiento de más importan-
cia; y sin ser un asiento definitivo, produce el efecto de ase-
gurar derechos que, ó son todavía dudosos, 6 no están en dis-
posición de ser inscritos definitivamente. 
En otra parte dejamos consignados los casos en que pro-
ceden estas anotaciones. Cuatro de aquellos casos (4), ó sean 
(1) Art. 23 y 25. 
(2) Art.26. 
(3) Art. 28. 
(4) Art. 42 de la ley, 41, 42 y 4i del Reglamento. 
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el de la demanda sobre un inmueble ó derecho real; el de 
embargo de bienes en expediente civil 6 criminal; el de ejecu-
ción de sentencia, cuando llegado el período de la vía de apre-
mio, se procede al embargo de bienes; y el de secuestro de la 
cosa litigiosa; tienen por objeto asegurar las resultas de un 
Juicio. En ninguno de ellos pueden los Registradores hacer la 
anotación, sino á virtud de mandamiento judicial, ni suspen-
derla (1) por oposición de parte contraria. Los demás casos de 
la ley se refieren al legatario, al acreedor refaccionario, al 
poseedor de un título que adolece de algún defecto subsanable, 
y á las demandas sobre incapacidad civil de las personas. 
5. Los efectos de estas anotaciones se desprenden de la 
naturaleza misma de los actos que se anotan. 
Cuando, como sucede en los cuatro primeros casos indica-
dos, se hacen en virtud de mandato judicial y sobre bienes 
que, ó han sido embargados, 6 están en secuestro, constitu-
yen una especie de -hipoteca provisional, especial y judicial, 
sobre los mismos bienes embargados ó secuestrados. Estas 
anotaciones aseguran la realización de un crédito é la ejecu- 
ción de una sentencia; pero nunca se convierten en inscrip- 
ciones definitivas. 
Cuando el demandado por acción real es absuelto, cuando el 
secuestro 6 el embargo son alzados por providencia judicial, 
cuando el crédito es realizado por el actor en un Juicio ejecu 
tivo, cuando las responsabilidades de un Juicio criminal son 
realizadas 6 el procesado absuelto de las mismas; las anotacio- 
nes preventivas carecen de objeto, y se cancelan á petición de 
la persona interesada, si bien por virtud de un mandamiento 
del mismo Tribunal que conoció del asunto. 
6. Los efectos de la anotación preventiva de un le 
varían con la naturaleza del legado que se anota. 
gado 
(t) Art . 43 del Reglamento. 
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La anotación de un legado de cosa específica se anota sobre 
el mismo predio legado, y produce el efecto de impedir que 
ese predio se enajene. Esta anotación se convierte en inscrip-  - 
ción definitiva, luego que el legatario entra en posesión de la 
cosa legada. 
La anotación de un crédito ó pensión sobre predio determi-
nado, se anota en el mismo predio, y produce el efecto de dejar 
provisionalmente constituida una hipoteca (1). También esta 
anotación se convierte en inscripción definitiva, luego que el 
legatario entra en posesión. 
El legado de cantidad, cosa genérica, ó pensión sin desig-
nación de predio, puede anotarse dentro de los 180 días poste-
riores á la muerte del testador, en cualesquiera predios que no 
estén específicamente legados. Como todos los legatarios de 
esta clase tienen el mismo derecho, ninguno podrá alegar pre-
ferencia; pero la tendrán los que anoten dentro del plazo legal, 
sobre los que no hayan hecho uso de este derecho. 
En su virtud, la anotación preventiva de un legado gené-
rico, de cantidad ó de pensión en que no se ha designado pre-
dio, produce el efecto de constituir un derecho real á favor del 
legatario, en cuya virtud tendrá preferencia sobre los acreedo-
res del heredero que no aceptó con beneficio de inventario, y 
sobre los demás legatarios que no anotaron su derecho (2). 
Estas anotaciones pueden hacerse por convenio entre las 
partes, ó por mandato judicial, expedido a solicitud de los 
.legatarios mismos y con audiencia de la parte contraria (3). 
Las anotaciones preventivas de esta clase caducan al año; 
porque un año es el plazo máximo que deben durar las opera-
ciones de división de una herencia. Si al espirar el año no fuese 
todavía exigible el legado, por estar pendiente de condición 6 
por otra causa cualquiera, se prorogará el efecto de la anota-
ción, hasta dos meses después del día en que pueda exigirse 
el legado (4). 
(1) Art. 46 de la ley.  
(2) Arts. 50 á 54. 
(3) Arts. 56, 57 y 58. 
(4) Art. 86. 
T0í[0 H. 	 21 
L 
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7. El crédito refaccionario, que es el que corresponde á una 
persona por cantidades de metálico 6 materiales prestados para 
la construcción óreparación de un edificio, puede anotarse pre-
ventivamente, por acuerdo de los interesados en el predio, 6 por 
virtud de mandamiento judicial (1). El convenio de los inte-
resados es necesario, a fin de salvar derechos anteriormente 
adquiridos; y por tales interesados se tiene, á todos los que con 
anterioridad tuvieren constituido á su favor algún derecho 
real. El convenio ha de constar en escritura pública; y si se 
hace la anotación por virtud de mandamiento judicial, la pro-
videncia no puede dictarse sin la instrucción de expediente, 
en que sean citados y oidos los interesados (2). 
Aunque el convenio ha de constar en escritura pública y 
por su defecto se haya de obtener una providencia judicial, no 
es necesario para la anotación que se presenten documentos 
públicos, ni que el crédito refaccionario se halle liquidado. 
Basta que se presenten documentos privados, cuyas firmas y 
autenticidad sean notorias, y que contengan los datos suficien-
tes para liquidar los créditos (3). 
La anotación de un Crédito refaccionario produce el efecto 
de asegurarlo, sin perjuicio de acreedores más antiguos que 
tengan preferencia y hasta donde alcance el valor del inmueble. 
Esta anotación caduca á los sesenta días, plazo que la ley 
considera suficiente para que se liquide y asegure el crédito; 
sin embargo de lo cual dispone (4), que si se suscitaran cues-
tiones sobre la liquidación, mientras se sustancían y decide
.. 
estas cuestiones, surta sus efectos esta anotación, como si fuera 
una hipoteca. Para convertir en inscripción hipotecaria defini-
tiva la anotación de un crédito refaccionario, se necesita la 
solemnidad de una escritura pública. 
8. La anotación preventiva de un título que, aunque legal, 
adolece de alguna falta, calificada por el Registrador de sub- 
(1) Art. 61. 
(2) Arts. 55 y 57 de la ley. 
(3) Arts. 55 y 60. 
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sanable, produce el efecto de asegurar el derecho, aún con 
perjuicio de tercero, si el defecto se subsana y la anotación se 
convierte en inscripción. Para el efecto concede la ley sesenta 
días (1), plazo que considera suficiente para corregir ó suplir 
las faltas del título, ó resolver cualquiera duda que sobre su 
inscripción se ofrezca; mas como puede suceder que la resolu-
ción á la consulta no recaiga en ese plazo, ó que por causas 
independientes del interesado no puedan subsanarse. las faltas, 
manda la ley (2) que en el primer caso continuen los efectos 
de la anotación, y que en el segundo (3) se pueda prorogar el 
plazo por el Juez hasta 180 días. 
Atribución del Registrador es calificar las faltas de que 
adolecen los títulos. Contra su calificación tienen los 
 , intere-
sados el recurso gubernativo ante los Jueces, con alzada 
ante los Presidentes de las Audiencias y á la Dirección Gene-
ral de los Registros. Si el Registro calificó de no subsanable 
la falta, por creer que afectaba á la validez legal del título, 
negando por consecuencia de ello toda anotación, debe poner 
una nota marginal en el asiento de presentación, donde exprese 
brevemente el motivo de la negativa. Esta nota surte sus 
efectos, si dentro de los treinta días siguientes reclama judi-
cialmente el interesado y obtiene mandamiento para hacer 
anotación preventiva. 
Si calificó de subsanable la falta , es potestativo en el inte-
resado pedir 6 no la anotación del título. Si la pide, y sub-
sana los defectos dentro del plazo legal, la inscripción defi-
nitiva surte efectos desde la fecha de la anotación. Si no se 
pide, no puede ya inscribirse el título con perjuicio de tercero 
que haya adquirido el mismo derecho (4). 
9. El verdadero y definitivo asiento de todo título ó dere-
cho es la inscripción; que cuando es hipotecaria, se verifica 
(1) Art. 76. 
(2) Art. 277. 
(3) Art. 96. 
(4) Art. 69 de la ley y 65 del Reglamento. 
_..,.^ ^y ,.: 
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en los libros especialmente destinados al Registro de este  
derecho real, y cuando se refiere al dominio ó á otro derecho  
real cualquiera, se hace constar en los demás libros.  
    
10. Los títulos traslativos de dominio, una vez inscritos,  
acreditan como dueño de los inmuebles á los que aparecen  
serlo de tales títulos; y esto, aún con perjuicio de terceros  
que tuvieran título anterior, si no lo habían inscrito. Tan 
 
absoluto es este principio de la ley, que prohibe inscribir en  
este caso ningún otro título de fecha anterior, por el cual se 
transmita ó grave la propiedad del mismo inmueble (1). Mas  
para legitimar en cierto modo este precepto, exige que para 
 
inscribir un título en que se transmita ó grave el dominio, se  
inscriba primero, si ya no lo estuviere, el dominio ó derecho  
del transmitente.  
Esta regla, sin embargo, no tiene aplicación á las hipote-
cas. La inscripción de un derecho hipotecario no es incompa-
tible con la de otro derecho, sea más antiguo ó más moderno.  
Si el valor del predio es suficiente para asegurar ambos cré-
ditos hipotecarios, ambos se pagan. Si es insuficiente la hipo-
teca, el principio de la ley se cumple: el primero que inscri-
bió; cualquiera que sea la fecha de su título, tiene derecho 
 
preferente.  
Este principio es absoluto, y por él decide la ley todas las 
 
dudas y conflictos que puedan ocurrir. Título no inscritcr no 
 
surte efectos contra tercero : título inscrito surte todos sus 
 
efectos desde la fecha de la inscripción, teniéndose por tal la 
 
de la presentación (2). De esta regla no se exceptuar ni los 
 
créditos, como son los procedentes de haber dotal, que son pri-
vilegiados por la legislación común. La prescripción misma, 
 
si es en perjuicio de tercero, no se cuenta sino desde la fecha 
 
en que se inscribió el título conque se posee; lo cual no impide, 
 
que cuando no se trate del derecho de un tercero, el prescri- 
 
     
     
     
     
     
     
     
     
     
    
w 
     
     




Arts. 23 al 28. 
r-- 
(1) Art. 25. 
(2) Art. 38. 
(3) Art. 37. 
(4) Art. 30. 
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bente pueda aprovechar para prescribir todo el tiempo que 
realmente está poseyendo (1). 
11. Otro de los efectos capitales de la inscripción es el rela-
tivo á las acciones rescisorias. Por la antigua legislación estas 
acciones no se extinguían, aunque los predios sobre que recaían 
pasasen por título legal á un tercero. Así una venta, en que 
mediase lesión enormísima, se rescindía, aunque la finca hu-
biera pasado por diferentes transmisiones á personas distintas 
del comprador. La ley hipotecaria reformó este principio, que 
tantas perturbaciones ocasionaba en el dominio, declarando 
que la rescisión no se da contra tercero que ha inscrito su dere-
cho, sino en el caso de que constase en el Registro la causa de 
la rescisión (2). Tal sucede en las donaciones sujetas á. condi-
ción resolutoria, si la condición no se cumple. En general, ni 
por causa de retracto, ni por causas de falta de pago, lesión, 
restitución in integrum, ni demás, se rescinde contra tercero 
la transmisión de un dominio ó la constitución de un derecho 
real. 
Pero el principio debía tener algunas excepciones, aconse-
jadas por la equidad. Una enajenación hecha en fraude de 
acreedores, no se rescinde en general contra tercero que ha 
adquirido é inscrito de buena fe el dominio; mas si la segunda 
enajenación se hizo á título gratuito, si el segundo adquirente 
. 1\16 cómplice en el fraude, procederá la rescisión contra el ter-
cero, porque la ley no debe amparar el fraude; pero aún así, 
la acción rescisoria prescribe al año (3). 
Y para que no se dude, cuando la enajenación se considera 
gratuita ó fraudulenta, la ley la define diciendo. 
Que es enajenación á título gratuito (4), no solamente la que 
se haga por donación ó cesión de derecho, sino tambien cualquiera 
enajenación, constitución ó renuncia de derecho real, que haga 
el deudor en los plazos respectivamente señalados por las leyes 
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comunes y las de comercio en su caso, para la revocación de las 
enajenaciones en fraude de acreedores, siempre que no haya 
mediado precio, sic equivalente ú obligación preexistente y ven-
cida. 
Que se consideren enajenaciones hechas en fraude de acree-
dores (1) y cómplice en el fraude al poseedor del inmueble 6 
del derecho real. 
1.° Cuando se probare que le constaba el ,fin conque dicha 
enajenación se hiciera y que coadyuvó á ella. 
2.° Cuando hubiere adquirido su derecho, bien inmediata-
mente del deudor, bien de otro poseedor posterior, por la mitad 
ó menos de la mitad del justo precio. - 
3.° Cuando habiéndose cometido cualquiera especie de supo-
sición ó simulación en el contrato celebrado por .el deudor, se 
probare que el poseedor tuvo noticia ó se aprovechó de ella (2). 
• 12. Las inscripciones y las anotaciones preventivas-pue-
den cancelarse total 6 parcialmente. 
Procede la cancelación total: 
1.° Cuando por una causa natural perezca el inmueble (3). 
2.° Cuando se extinga el derecho inscrito, sea por la paga, 
por la renuncia, por mútuo disenso 6 por otra causa legal. 
3.° Cuando se declare la nulidad del título inscrito 6 la 
nulidad de la inscripción hecha. 
Procede la cancelación parcial: 
1.° Cuando se reduzca natural ó convencionalmente el 
inmueble. 
2.° Cuando se reduzca el derecho inscrito, sea por renun-
cia, por convenio ó -por sentencia. 
A su vez las cancelaciones pueden ser nulas (4): 
1.° Si no designan claramente la inscripción ó anotación 
cancelada. 
(1) Arts. 40 y 41. 
(2) Art.41. 
(3) Art. 79. 
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2.° Si no expresan los nombres de los otorgantes, Escri-
bano 6 Juez en su caso, y la fecha del otorgamiento.  
3.° Si no expresan el nombre de las personas á cuya ins-
tancia se verifican.  
4.° Si se hacen á nombre de persona distinta, y luego no  
aparece la representación conque haya obrado.  
5.° Si siendo parcial la cancelación, no expresa claramente  
la parte del inmueble ó derecho extinguido.  
6.° Si haciéndose a virtud de un documento privado, no  
dé fe el Registrador de conocer los que lo suscriben ó á los  
testigos en su defecto.  
7.° Si no se consignó la fecha de la presentación del título 
en el Registro.  
13. _ Las notas de referencia que se consignan marginal-
mente en las inscripciones y anotaciones, tienen por único  
objeto llamar la atención del investigador sobre otros asientos  
del Registro, que modifican ó alteran el derecho inscrito por  
virtud de hechos 6 documentos posteriores. Ellas por sí solas  
ningún efecto producen; pero átixilian grandemente para el 
 
uso y manejo de los libros. En caso de duda ó de error, pue-
den también servir como medio de comprobación.  
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